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A 

Phjnnu 

Agnes Althalee, Doiia Margarita, contra Don Próspero Luna, In- 
tendente de la Municipalidad de Narcos Paz ; sobre interdicto 
de recobrar y competencia 14 

Alcántara, Don Juan, con Don Juan Francisco Davales, por rei- 
vindicación ; «obre embargo preventivo 31 

Alemán, Don Horacio» con Don Francisco S, Menn, por rendición 
de cuentas y sobre inhibición general til $198 

Alemán, Don Adulfo, v el Doctor Don Marcelino Ara vena, contra 
Don Francisco S . Menn ; sobre reivindicación de un terreno 
destinado a centro agrícola * 159 

Angulo y García, el Doctor Don Miguel Angel, contra el Ferroca- 
rril Central Norte, por daños y perjuicios ; sobre pago de cos- 
tas judiciales 8 

Araya j Lardiez, los herederos de, con el Ferrocarril Central Ar- 
gentino; sobre competencia 177 j 183 
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Avellanada, (bit Marco, Presidente del Banco Nacional en liqui- 
dación, con Don Alfredo Demarchi y litros ; sobre ejercicio del 
cargo de liquidadores 3G 



B 



Badancco, Don Esteban, con Don Angel Cabnara y oíros, por 
ejecución de semencia contra lladaracco y Can ale ; sobre com- 
petencia y aclaratoria 259 y 364 

IkJparda y Piiíeyrúa, con (los y Tobal, sobre cobro üe pesos 193 

Banco de la Nación Argentina, con Don Pedro Figueroa Alcorta. 
por cobro de honorarios de tasador. 420 

Banco Hipotecario de la provincia de Buenos Aires, con Don Ma- 
rio A. Baraldo ; sobre escrituración de una venta en remate. . . 429 

Banco Hipotecario Nacional, contra Don Cipriano Queaada, por 
cobro de petos ; sobre citación de remate. 138 

Bancu Nacional, en liquidación, con Don Maliton Hruchman ; so- 
bre carta de pago . . ♦ 69 

Baraldo. Don Mario A., contra el Banco Hipotecario de la provin- 
cia de Buenos Aires: sobre escrituración de una venta en 
i*mibai&> + kii«*«B**4*-««* >■■■»■«■> 

Breve Pontificio instituyendo al Canónigo Doctor Don Juan N. 
Terrero, Obispo de Delcos y nombrándolo auxiliar del Arzobispo 
de Buenos Aires : 375 

Bruchmsn, Don Meliton, contra e] Banco Nacional en liquidación ; 

Brunengo, Don Juan J., contra Don K tequie! Zapatero, por res- 
cisión de contrato ; sobre competencia 5 
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Duratovich, Don Santiago, cunlra el Ferrocarril Oeste Saniafecino ; 
sobre competencia y rei vindicación 266 



C 

(Caballero» Don Jusé, con Oon Marcelino González, por cumpli- 
miento ile sentencia 5 sobre procedimiento de apremio 271 

Caboara, Don Angel, y otros, contra Don Esteban Badaracco, por 



ejecución de sentencia contra Badaracco y Gánale ; sobre com- 
petencia y aclaratoria 259 y 3^4 

Caeiro, Don Pascual, con Don Severo Freitas, por cobro ejecutivo 
d « pesos 24 g 

Caminos Aré va lo, el Doctor Don Justiniano, contra Don Antonio 
Carboni; sobre interdicto de obra nueva ui 

Garboni, Don Antonio, con el Doctor Don Justiniano Caminos 
Arenlo ; sobre interdicto de obra nueva i 12 



Carrito, Don Francisco F., con Martina y O, por uso indebido de 
marca de comercio ; sobre prescripción y coilas 81 

Carrol», Rafael, contra, por defraudación y estala ; sobre extradi- 
ción 102 

Caries, Don Torcnalo de, con Don Benigno Solanilla, sobre inter- 
dicto do recuperar y sobre recurso de nulidad 394 y 410 

Casado, Don Carlos, con Don Antonio Santa María, por mejor de- 
recho ¿un terreno ; sobre regulación de honorarios de abogado . 1 1 

Castro, Don José, con Don Adolfo Lastra, por apelación de sen- 
tencia de la Cámara de ^raciones de ta Capital 234 

Catalinas, la empresa de las, con Juan C. Lenguas y C*. por co- 
bro de pesos ; sobre agregación de prueba pericial fis 
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Christuphersen, P., agente <le la compañía de navegación a vapor 
c La Veloce » ; sobre comiso 283 

Christopliorsen, P., agente del vapor « Xord América sobre 
cotnisu ■ rOi 

Conflicto entre las autoridades militares y las de la provincia de 
Mendoza, por detención de un soldado enganchado 122 

Constatt Rupes, Enrique, criminal contra, por falsificaciun : subre 
sobreseí miento , •;*■•«•■.■■•.•.'»■'■•>,',■ H\ 

Contienda de competencia negativa en el sumario sobre extravio 
de una carta con valor declarado 87 

Contra el capitán del vapor francés • Meustria » ; sobre contra- 
bando Sil 

Crens, Don Pedro, contra Don José M. Ya Hice, por cobro de fíe- 

- les ; sobre embargo preventivo 232 

Cuseníer, fUs ainé y O. con Don Camilo L. Sona, por daños y 
perjuicios ; sobre competencia . . 190 
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Davalas, Don Juan Francisco, contra Don Juan Alcántara, por 
reivindicación ; sobre embargo preventivo 31 

Delor y C», y otros, contra Pini hermanos» y otros, por falsifica- 
ción de marcas de fábrica ; sobre instrucción de sumario 230 

Demarchi, Don Alfredo, y otro», contra el Presidente del Banco 
Nacional en liquidación, Don Narco Avellaneda ; sobre ejercicio 
del cargo de liquidadores . . 36 

Descalzo, Don Angel, en tercería de dominio, contra la ejecución 
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de Don José Maglio con Don Angel Vaccari ; subre depósito é 
inventario de los bienes embargados í53 

Devoto, Don Bartolomé, y oíros, contra el Poder Ejecutivo Nado- 
nal, por i-apropiación di: accione* del llanto Nacional ; sobre 
procedimiento de apremio , 127 

Díaz, Don Francisco, centra el Ferrorarril del Sud de la provin- 
cia de Buenos Aires, por cobro de pesos ¡ sobre competencia . . 9H 

Duereux, Don Ciírlos, contra Don Carlos Tillard, después contra 
Don José Margorel, por cobro ejecutivo de crédito hipotecario ; 
sobre ejecución contra el tercer poseedor del inmueble hipo- 
tecad0 32» 



E 



Ugaiia de Williams, Dona Celina, con Don Domingo Gombaull, 
sobre interdicto ; contienda de competencia entre los tribu- 
nales de la provincia de Buenos Aire* y el juzgado federal de la 
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F 



Fernandez, Domingo, los herederos de, contra Don Julián Socas, 
por cobro de pesos ; sobre nulidad de sentencia f4>' 

Ferrocarril Buenos Aires y Rosario, con la sociedad en liquida- 
ción Malecón y Puerto Norte de Buenos Aires, por interdicto 
de despojo ; sobre personería 33 
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Ptgbni 

Ferrocarrd Buenos Aires y Rosario, con don Eslelmn Puulero ¡ 

sobre interdicto de despojo 66 

Ferrocarril Central Argentino, contra los herederos de Larrtiea y 

Araya, por indemniiacion ; sobre competencia 1 TI y 183 

Ferrocarril Central Norte, con el Doctor Miguel Angel Angulo y 

Garda, por daños y perjuicio»; sobre pago de costas judiciales. 
Ferrocarril de Buenos Aires al Pacíñco, con Don Cristóbal Urriia, 

por pago de un terreno * 

Ferrocarril del Oeste de Buenos Aires, con Doiía María Murphj 

de Cunninghain, por pagu de un terreno ; sobre defecto lefíal 

213 

en la demanda 

Ferrocarril del Sud de la provincia de Bueno» Aires, con Don 

Francisco Díaz, por cobro de pesos ; sobre competencia 98 

Ferrocarril del Sud de la profincta de Buenos Aires, contra el, 

por defraudación de rentas flscale»; sobre apelación y perse- 

, ... 359 

nería * 

Ferrocarril Oeste Santaíecino, con Don Santiago Buralovich ; so- 
bre competencia y reivindicación ■ • ■ ^ 

Figueroa Alcorla, Don Pedro, contra el Banco de la Nación Ar- 
gentina; por cobro de honorarios de tasador 4*0 

Fiorío, Ambrosio, (a) Milán, y Eduardo Carlos Garaerro, por cir- 
culad >n de billetes latsos de curso lega! 307 

Freilas, Don Severa, contra Don Pascual Caeiro, por cobro ejecu- 
tivo do pesos. 
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G 

Gambaroni. Nicolás, y oiro» criminal cernirá, por asalto y robo. . 406 

García Fernandez, Don Manuel, con Don Bartolomé Méndez ; so- 
bre cobro de pesos 106 

Garibaldi, José» y Ciro Gabbi, criminal contra, por tentativa de 
circulación de billetes lalsos de curso legal 350 

Gombault, Don Domingo, contra Doña Celina Egana de Williams, 
sobre interdicto ; contienda de com|»éteneia entre los tribuna- 
les de la provincia de Buenos Aires y el juzgado federal de la 

Capital - 315 

Gómez (hijo), Anlonío, y José Grimaldi, criminal contra» por cir- 
culación de billetes de curso legal falsos • • - ■ I* 1 

Gomes, Don Ventura, con el Docttr Don Manuel Hernández, sobre 
entrega de cantidad de Uno y agregación de un documento; 
recurso de apelación denegada ■ - 326 

González Don Marcelino» contra Don José Caballero, por cumpli- 
miento de sentencia ; sobre procedimiento de apremio tn 

Guiftaxú, el Doctor Oseas, contra Don Juan G. Sosa; t tbre em- 
bargo preventivo ■ 

Guiñazú» el Doctor Don Oseas» contra Dona Florinda P. de Pue- 
bla» por juicio de apremio j pago de coatas y honorarios 345 

Guiñará, el Doctor Don Oseas, contra D. Juan G. Sosa, por cum- 
plimiento de contrato ¡ sobre sustitución de embargo preven- 
tivo y gastos para administrar los bienes embargados 424 

Gurina, Leandro, criminal contra, por defraudación de dineros 
públicos y falsedad ; sobre prisión preventiva y encarcelación 
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H 

Hernández, el Doctor Don Manuel, contra Dan Ventura Gómez, 
sobre entrega de cantidad de fino y agregación ti.- un documen- 
to; recurso de apelación denegada 3¿0 



J 

Jidtj de Millol, Dona Marta María Luisa, con Don Luis C. Saave- 
dra, por entrega de una finca ; safare recurso k la Suprema 
Corte contra una resolución de la Cámara de Apelaciones en 
lo Civil de la Capital 280 



K 

Kropl, Don Enrique, capitán del vapor «Sajorna», por contra- 
bando ; sobre apelación de negada 95 



Lardiez j Araya, los herederos de, con el Ferrocarril Central Ar- 
gentino, por indemnización ; sobre competencia. ..... . 171 y II 
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Lastra, Don Adolfo, contra Don José Castro, por apelación de sen- 
tencia de la Cámara de Apelaciones de ta Capital 234 

Lenguas y 0\ Juan C, conlra la empresa de las Catalinas, por co- 
bro de pesos ; sobre agregación de prueba pericial 2f5 

Lucca* Don Adulfo, con Salazar hermanos y Galea, por desalojo ; 
sobre interdicto de retener 370 

Luna, Don Próspero, Intendente de la Municipalidad de Narcos 
Paz, con Doña Margarita Agnes Althalee ; sobre interdicto de 
recobrar y competencia , 14 

Lynch, Don Ventura, conlra el concurso de Wuille Bille y Block, 
por cobro de perjuicios ; sobre apelación de sentencia de la 
Cámara de Apelaciones en lo Comercial de la Capital 287 



M 

Maglio, Don José, con Don Angel Vaccari, tercería de Don Angel 
Descalzo; sobre deposito é inventario de los bienes embargados, 153 

Malecón y Puerto Norte de Bueno» Aires, sociedad en liquidación, 
contra la empresa del Ferrocarril Buenos Aires y Rosario, por 
interdicto de despojo ¡ sobre personería 33 

Mana, Antonio, y otros, criminal centra, por circulación de bille- 
tes de cursf legal falsos 243 

Martins y C% contra Don Francisco F. Currico, por uno indebido 
de marca de comercio ; sobre prescripción y costas 8f 

Maturaoa, Den Pedro» ofreciendo información sumaria para le 
eienciondel servicio militar; sobre competencia 366 

Hondea, Don Bartolomé, contra Don Manuel Uarcía Fernandez ; 
sobre cobro de pesos |Q6 



466 



r Al LOS OH I.A SUPREMA CONTE 



Henil, Don Francisco S., contra Don Horacio Alemán, por rendi- 
ción de cucólas y «obre inhibición general 121 y 198 

Meno, Don Francisco S., con Adolfo Alemán y el Doctor Marce- 
lino A ra vena ; sobra reivindicación de un terreno destinado á 
centro agrícola.. . 159 

Moran dé, Don Juné loaquin, contra Dun Patricio A. Morandé, por 
cobro de pesos ; sobre denegación de recurso contra una re- 
solución de la Cámara de Apelaciones de La Plata 27 

Municipalidad de La Piala, con Don Armando Valarché ; sobre in- 



terdicto de retener 339 

Hurphy de Cunningliam, Dtña Haría, contra el Ferrocarril del 
Oeste de Buenos Aires, por pago de un terreno ; sobre defecto 
legal en la demanda 2t3 



P 

Paulero, Don Esteban, contra el Ferrocarril Buenos Aires y Rosa- 
río ; sobre interdicto de despojo t 

PeIJegrino, Ik-ltran, criminal contra, ror 'entaliva de circulación 
de billetes de curso legal falsos 316 

Puno», Carlos, recurso á ta Suprema Corle de una resolución de 
la Cámara de Apelaciones en lo Criminal de la Capital 115 

Piiii hermanos y otros, con Delor y C", y oíros, por falsificación de 
marcas de fábrica ; sobre instrucción de sumario 230 

Poder Ejecutivo Nacional, con Don Bartolomé Devoto y otros, per 
expropiación de acciones del Raneo Nacional ; sobre procedi- 
miento de apremio 147 



k 

■ 
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Puebla, nona Floriuda P. de, con el doctor don Oseas Guiñaíú» por 
juicio de apremio y pagu tic o^tas y honorarioB 3*5 



Quesada, Don Cipriano, con el üanco Hipotecario Nación al, por 
cobro de pesos; sobre citación de remate 133 



R 

Ros y Tobal, contra Balparda y Piñejrúa ; sobre cobre de pesoa . i9& 



S 



Saavedra, Don Lois C, contra Doña Marta María Luisa Jolly de Mi- 
llo!, por entrega de una finca ; sobre recurso á la Suprema Corte 
contra una resolución de la Cámara de Apelaciones en le Civil 
de la Capital 

Salazar hermanos y Catee, contra Don Adolfo Lucca, por desalojo ; 
sobre interdicto de retener 

Santa María, Don Antonio» contra Don Carlos Casado, por mejor 
derecho a un terreno;sobre regulación de honorarios de abogado 11 



4¿>8 FALLO* IIB LA SUHtfcHA COftTb 

P*jriH»» 



Schiflher y C", contal, por infracción de leyes de aduana ; sobre 
denegación de recurso de apelación 22 

Socas, Don Julián, con los herederos del doctor Domingo Fernau- 
dci, por cobro de pesos ; sobre nulidad de sentencia 148 

S< "lanilla, Don Benigno, contra Don Torcuata de Cartis ; «obre in- 
terdicto de recuperar y sobre recurso de nulidad 394 y 410 

Sana, Don Camilo L, contra Cusenier fiis aíru* y C*, por daños y 
perjuicio! ; sobre competencia 190 

Sosa, Don Juan ti., con el Doctor Oseas Guinazú; sobre embargo 
preventivo , 255 

Sosa, Don Juan G., con el Doctor Dou Oseas Guintiú, por cumpli- 
miento de contrato : sobre sostítucton de embargo preventivo y 
gastos para administrar los bienes embargados 424 



T 

Tahoquini, V icen te, y otro, criminal contra, por sustracción de 
leña en una isla; sobre sobreseimiento 441 

Tillard, Don Carlos, después Don José Margorel, con Don Carlos 
Ducreux, por cobro ejecutivo de crédito hipolecaríu ; sobre eje- 
cución contra el tercer poseedor del inmueble hipotecado 329 



Urriia, Don Cristóbal, contra el Ferrocarril Unenos Aires al Pa- 
cífico, por entrega de un terreno 332 



Vaccari, Don Angel, con Don José Jlaglio, tercería de Don Angel 
De acabo ; sobre depósito é inventario de los bienes embargados. 153 

Valarché, Don Armando, contra la Municipalidad de La Piala ; so- 
bre interdicto de retener 339 

Vallico, Don José M., con Don Pedro Creus, por cobro de fletes ; 
sobre embargo preventivo 23i 

W 

Wuille Dille y Block con Don Ventura Lynch, por cobro de per- 
juicios ; sobre apelación de sentencia de la Cámara de Apela- 
ciones en to Comercial de la Capital S87 

Z 

Zapatero, Don Ezequiel. con Don Juan J. Bruoengo, por rescisión 
de contrato : sobre competencia 5 

Zuvaquint, José, y tiro, criminal contra, por sustracción de lena 
en una isla ; sobre sobreseimiento 441 
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A 

,1 topado. — El que ha defendido propia causa no tiene derecho 
liara cobrar honorarios por raaon de costas, ú cuyo pago haya 
sido condenado la contraparte. Página 8. 

Acción rjecutiva. — Véase : tfíjwfcfd. 

Accione*, — Véase: Soiiettatl. 

Adttratona.— No procede aclaratoria, cuando la sentencia pronuncia- 
da es espitóla sobre el punió consultado. Pagina 364. 

Atltuma . — No corresponde al administrador de reñías del Rosario» 
admitir j conceder recurso contra las resoluciones de la ad- 
ministración de rentas de la Capital. Página 23, 

Apelable, — El auto de cilarion de remate no es apelable. Página 
138. ¡ 

Apelable. —üoio es el auto que manda agregar y reconocer un do- 
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cumento, cuyo mérito probatorio debe apreciarse en la de- 
limtiva. Página 320. 

Apelable. — El auiu que decide un incidente sobre personería, es 
apelable. Pagina 359. 

Apelación . — Debe declararse bien denegado el recurso interpuesto 
fuera de término. Página 95. 

Apremio, — La resolución mandando proceder á la expropiación, 
prevista en la ley número 3031, no autoriza el procedimien- 
to de Apremio, sinó a exigir que se promueva el juicio de 
expropiación. Página 127. 

Agremio. — Si lo que se demanda en cumplimiento de sentencia eje- 
cutoriada, no es el pago de un crédito liquido, el procedi- 
miento que corresponde no es el de apremie, sino el del 
juicio ordinario. Página 277. 

Aprovisionamiento. — Véase : Ejecución de semencia ; Justicia fe- 
deral . 



B 



Banco Hipotecario. — Véase : Compra-venta. 

Banco Nacional. — Con lo dispuesto en el artículo I de la ley número 
3037 queda terminada la cuestión sobre ejercicio del cargo 
de liquidadores del Banco Nacional, á que se refiere lu lej 
número 2841. Página 36. 

Banco Naciomtt. — La ley número 3037, so^re liquidación del Banco 
Nacional, no crea privilegios á favor de éste, y en el caso de 
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quiebra ile su* deudores no le sustrae del derecho común 
vigente en lus concursos. Página 69. 
Breve. — Véase : IVar. 



C 

Centro agrícola, — La obligación impuesta á los concesionarios de 
ceñiros agrícolas, por la te; de la provincia de Dueños Aires, 
de no poder ceder sus derechos sin consentimiento previo y 
expreso del poder ejeculño, no crea una nueva causa que 
invalide ta? enajenaciones de la propiedad regidas por b lej 
civil. Pagina 159. 

Cirailaciou de billetes fatuos. — El delito de circulación de billetes de 
curso legal falsos, sin circunstancias agravantes ni atenúan- 
les, debe ser penado con cinco anos y medio de trabajos f< ir- 
«dos, y 2750 pesos tuertes de multa. Pagina 141. 

Circulación de billetes falsos. — La circulación de billetes de curso 
legal falsos, es delito previsto y penado por la ley nacional 
penal (art. 63). Pagina 223. 

Circn/acion de billetes falsos. — La circulación de billetes falsos de 
curso legal, hace pasibles a los reos, de la pena establecida 
por et articulo 62 de la ley nacional penal. Pagina 307. 

Circulación de billetes falsos. — Véase: Tentativa. 

Citación de remate. — Véase: Apelable, 

Ciudadanía. — El servicio en el ejército o en la armada, no confiere 
la ciudadanía. Página 266. 
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Comiso. — Los artículos de rancho no manifestados, caen en comiso ; 
articulo 5§ t ley de aduana 'le 1896. Páginas ¿83 y 301. 

Competencia. — Guando no es posible determinar prima farie en qué 
paraje se cometió el hecho que se investiga, el juez á quien 
se remitieron los antecedentes no puede eicusarsc de instruir 
el sumario, y remitir (a causa ¡t otro juez. Página 8". 

Competencia . — En las acciones emergentes de un contrato de trans- 
porte por ferrocarril, es competente tanto el jue* del lugar 
de la estación de partida, como el de la estación de arribo. 
Página 98. 

Competencia. — El juai que faa conocido cu la causa criminal es com- 
petente para conocer en la acción de danos y perjuicios, que 
el acusado absuello deduzca centra el acusador, como causa- 
dos pur la acusación. Pagina 190, 

Lompetcncia, — El juez que ha tenido jurisdicción para fallir en una 
causa, la tiene para la ejecución de la sentencia. Página 259. 

Competencia. — Véase : Jhjííícííi federal. 

Compra-venta. — Si en el boleto de venta se lia consignado que la 
eficacia del remate, mandado por el Banco Hipotecario, que- 
da subordinada á la aprobación del presidente de dicho 
Banco, basta ésta y no es necesaria la aprobación del Direc- 
torio para dar por concluido el contrato y ordenar la escritu- 
ración. Pagina 429. 

Compra- ve» n. — Méchala postura de acuerdo con las bases de la 
licitación, y aprobado en su virtud el remate, el llanto Hi- 
potecario no puede impugnar la validez del contrato, alegan- 
do un error de hecho relativo á la liquidación del crédito 
adeudado. Pagina 429. 

Compra-venta. — Véase : Ejecución ; Inhabilidad de titulo. 
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Contienda iU comprlenria. — La suscitada con motivo ile un juicio, en 
que son partes un vecino de provincia j un vecino de la Ca - 
pita!, debe ser resuelta á favor de la justicia federal, cual- 
quiera que sea el juex de sección á quien resulte correspon- 
der el conocimiento de la causa. Página 375. 

Contrabando. — Si resulla que las mercaderías han sido robadas, la 
introducción clandestina de las mismas, (tedia por Jos auto- 
res del robo, no puede importar contrabando. Ellas deben 
ser devueltas al propietario, previo pago de derechos, si fue- 
se procedente. Página 217. 

Contrato.— El que ha contratado la caña ai ú car que otro cosecha, 
obligándose á anticipar á éste una suma de dinero por cada 
cuadra que cultive y coseche, debe abonar Jas suma» con- 
venidas, y no puede exigir la entrega de la caña, antes de 
haber hecho este abono. Página 100. 

Costo*. — La parte que ha vencido con costas, tiene derecho de pedir 
la estimación y pago de los honorarios devengados por su 
abogado. Página 11. 

Costas. — El ejecutado por deuda de costas y honorarios, debe abonar 
al ejecutante las costas y honorario* debidos al abogado y 
procurador de la ejecución, aunque la deuda ejecutada com- 
prenda honorarios regulados á e*toi]«n el juicio principal. 
Página 345. 

Cotias. — Véase : Abogado ; Marca de fábrica . Tasación. 
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* 

Daños ¡f perjuicios. — Véase : Com¡tvtencia. 

Declinatoria. — Kechaiada por la Suprema Corte la competencia de 
los tribunales federales deducida por inhibitoria, no es admi- 
sible la excepción de declinatoria de jurisdicción de los tri- 
bunales Incales, y debe rechazarse el recurso interpuesto 
contra el auto que no la admite. Página 183. 

Defecto legal. — No lo constituye en la demanda, la falta de presenta- 
ción de los documentos en que se funda. Página 213. 

Depótito. — Véase: Tercería de dominio. 

Denimitínie. — Según ta ley de aduana para el año 1896, el denun- 
ciante tiene derecho para intervenir como parte en el juicio 
sobre defraudaciun d« rentas fiscales. Página 359. 



£ 

Embargo preventivo. — £1 que ta ley de procedimientos autoriza por 
razón de reivindicación, no puede citenderse i los frutos de 
la cosa que se reivindica. Página 31 , 

Embargo ¡treventito. — Debe levantarse ésle, si se consigna la canti- 
dad suücienle para responder al crédito, intereses y costas. 
Página 239. 
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Embargo prereniivo, - En el conidio d« usufructo procede el em- 
bargo preventivo de (os bienet afectados al cumplimiento de 
las obligaciones del usufructuario, si se acredita U omisión 
de éstos j el eumplimienlo de las cláusulas del contrato por 
parte del actor. — Página i55. 

Embargo preventivo. - [* apreciación de la fianza dada por el em- 
bargante corresponde al jui*. Si se reputa insuficiente, pue- 
de pedirse Ja ampliación, pero nu la caducidad del embargo 
ordenado. Página Í55. 

Embargo preventivo. - El que resulta trabado sobre dinero, no puede 
ser sustituido por el embargo de otros bienes contra la vo- 
luntad del acreedor. Pagine 424. 

Embargo preventivo. - Cesado el depósito del inmueble embargado, 
son innecesarias las providencias tendentes á a. fritar gastos 
para la administración futura de diebo inmueble. Pagina 424. 

BjMucion. - Contra el comprador á quien so ha ofrecido la entrega 
de la cosa, procede la acción ejecutiva para el pago del pre- 
cio del plazo vencido, estipulado en eecritura. pública. El 
solo temor de aer molestado por acciones reales, sin probar 
la existencia de motivos fundados que lo justifiquen, no le 
auloriia a suspender el pago j oponer eicepcion de inhabili- 
dad contra la ejecución. Página 248. 

Ejecución. — Véase ¡ Hipoteca. 

solidaria la deuda por aprovisiona- 
miento , salarios de un buque, contra sus propietario* y so- 
cios, la sentencia que los condena al pago, puede ejecutarse 
contra todos conjuntamente 6 contra cualquiera de ellos 
Página Í50. 

Ejecución de sentencia. — Véase : Apremio. 
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ExtamUxim. — Si el delito imputado es de defraudación y de fal- 
sedad, el reintegro de Ir suma defraudada, »o basta parean- 
(oii¿ar la excarcelación provisoria. Página 400. 

E.i tradición. — Procede concedérsela, si se han llenado los requisi- 
tos legales. Página 102. 



F 

Fianza» — Véase ¡ Embargo preventivo. 
Frutos. — Véase : Embargo preventivo. 
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Hipoteca. — Kl acreedur hipolecario, que no lia sido pagado por el 
deudor, en el juicio ejecutivo seguido contra éste, puede di- 
rigir la acción ejecutiva contra el tercer poseedor del inmue- 
ble hipoteca 1 ! y hacerlo citar de remate, después de la in- 
timación de pago. Página 329. 

Rc-notario*. — Si antes de la venta, el ejecutado ha hecho cesión de 
bienes, 5 la cosa embargada ha pasado á formar parte de la 
masa, debe perseguirse, en el concurso, el pago de los hono- 
rarios de tasación en calidad de crédito contra el mismo con- 
curso y con el privilegio que por derecho le corresponda. Pá- 
gina 420. 

Honorarios. — Véase: Abogado ; Costas; Tasación. 
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Indemmzmim,— Si se reconore que la linea férrea recorre una 
calle pública, el colindante no tiene derecho para pedir in- 
demnización contra ta empresa del ferrocarril, aunque ta ca- 
lle naja sido formada con parle de loa terreno* linderos y 
la» escrituras de éstos denuncien una superficie coaprensiva 
del perteneciente ú dicha calle. Fagina 332, 

Inhabilidad de Ututo. — Contra el comprador á quien se ha ofrecido 
la entrega de la cosa, procedo la acción ejecutiva ¡tara el pago 
del precio de plazo vencido, estipulado en escritura pública; 
y ej *ulo temor de ser molestado por acciones reales, sin pro- 
bar la existencia de motivos fundados que lo justifiquen, no 
le autoriza a suspender el pago y oponer excepción de ¡nha* 
habilidad contra la ejecución. Pagina ¿48. 

Inhibición gwerat. — La sentencia que trae la obligación de rendir 
cuentas, autoriza a pedir contra el obligado y sus garantes la 
inhibición general de bienes. Página 121. 

Interdicto. — U acción de interdicto promovida por el guardador del 
inmueble en este carácter, no puede prosperar si la misma 
ha sido deducida y se está gestionando por la persona repre- 
sentada por el actor. Página 66. 

Interdicto. — Procede él de recuperar, probada la posesión del deman- 
dante y la ocupación del demandado. Página 304. 

interdicto de despojo, — Puede ser deducido contra la persona que lo 
ejecutó, sin que le sirva en su defensa que obró en el inte* 
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rés da fa municipalidad? en el carácter deinlendente de ella. 
Página 14. 

interdicto de obra nueva. - No es posible que la construcción de 
alambrado autorize el interdicto de obra nueva, si con él le 
fia trazado fuera de mojones y en terrenos del demandado 
una paralela al cerco de alambre construido por el deman- 
ilante, para rio adquirir la medianería de éste. Página 119. 

interdicto de retener. — Procede éste, probada la posesión y la tur- 
bación. Página 339. 

Interdicto di «retener. - Cuando el prupietario luí mantenido sus reía* 
cienes con el inquilino, sin reconocer la cesión que naya 
hecho de la locación, el desalojo ordenado enjuicio contra 
éste afecta á los cesionarios, y no puede servir á éstos de 
fundamento para ejercer acciones posesorias. Página 370. 



.1 



Juicio ejecutivo. — Véase : Hipoteco ■ Tamáon. 

Juramento. — Contra el depositario que no rinde buena cuenta de 
su administración, y se prueba que ha percibido frutos da la 
cosa depositada, puede ordenarse el juramente supletorio 
dentro de la suma que, con arreglo á las pruebas estableci- 
das, el tribunal estime equitativa. Pagina 198. 

Justicia federal. — No corresponden al fuero federal por raion de Jas 
personas, las causas civiles entredós extranjeros. Pagina 5. 

Justicia federal. — tfs competente para entender en la demanda de 
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un extranjero contra un argentino, en que se bagan valer 
dénsenos amparados por la le; civil. Página 14. 

Jmíida federal. — La causa sobre ¡ndemiiiiacion do un terreno ex- 
propiado ú ocupado por el Ferrocarril Central Argentino, 
no es de tuero federal rat tone materia;, j si ella procede de 
ejecución de sentencias pronunciadas por los tribunales lo* 
cales, no puede inhibirse á éstos de seguir en su conoci- 
miento. Tági na 177. 

Justicia federal. — Iniciada ejecución de l;i sentencia que condena al 
pago de deuda por aprovisionamiento v salarios de un buque, 
conlra uno de los propietarios ó socios, ante la justicia fede- 
ral, 110 obsta á que se lleve adelante, ante la misma, la cir- 
cunstancia de haberse formado al otro socio, un juicio gene- 
ral ante los tribunales ordinarios. Pagina 459. 

■ 

Jutíicia federal. — El juez federal no es competente para recibir in- 
formaciones sumarias sobre exención del servicio militar. 
Página m. 

L 

Locado». — Véase : Interdicto de retener. 

M 

Marca dt fábrica. — La excepción de prescripción contra la acción 
del propietario de la marca, no puede fundarse sitió sobre el 
uso de ésta, hecbo después de la concesión de la propiedad. 
Pagina 81. 

Marca de fábrica. — En las cuestiones civiles sobro marea de fabrica, 
no procede la condenación en costas, si ha habido rasou 
probable por parle del vencido. Página 81 . 
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Marca de fábrica, — No precede l» instrucción del sumario en Jos 
delitos ife lanificación de marca de fábrica, acusados ante la 
justicia federal, con arreglo á la ley especial de Ja materia. 
Página 936. 



N 

Nulidad. — Es nula la semencia «11 que el jut í no se ha pronunciado 
sobre las excepciones opuestas, de prescripción y de Ja falta 
de calidad de herederos invocada por los actores. Patina 148. 



P 

Pau, — Puede acordarse el pase á los breves pontificios que no afec- 
tan la soberanía nacional, con las reservas que emanan de la 
Constitución y leyes nacionales sobre el patronato. Pagina 

275. 

a 

Pena. — £1 mínimum de Ja impuesta al delito de asalto y robo, es de 
tres años de presidio. Página 406. 

Perwmría, — Véase : Apelable; Denunciante. 

Precio. — Véaae : Ejecución ; Inhabilidad de titulo. 

Prescripción. — Véase : Marca tU fábrica. 

Prisión preventiva. — Procede ésta, si median loa requisitos mencio- 
nados en el articulo 366 del Código de Procedimientos en lo 
Crimina). Página 400. 



m JUSTICIA NACIONAL 473 
Privilegios. — Véase: Banco Nacional. 

Prusba pericial. — El término que el juez haya lijado á loa perito* para 
«pedirse no es latal, y su vencimiento no obsta 4 qu« iu 

informe se agregue & la prueba. Página 215, 

Prueba testimonial. — En los asuraos mercantiles que «ceden de 200 
pesos, no es admisible la prueba testimonial, si no eiiite el 
principio de prueba por escrito a que te refiere el artículo 
209, Código de Comercio. Página 193. - 



R 

Rancho. — Véase : Comiso. 

Recurso. — Las resoluciones do los tribunales de provincia» negando 
en última instancia, la competencia de la juilicia nacional, 
son apelables para ante la Suprema Corte. Página 27. 

Reamo. — U aplicación del derecho común en las resoluciones de 
los ir ibi .tales locales, no puede fundar el recurso de ellas á 
la Suprema Corte. Página H5. 

Recurso. — La interpretación y aplicación de las leyes de procedi- 
mientos, no da lugar al recurso de las resoluciones de loa 
tribunales ordinarios para ante la Suprema Corte, Página 
234. 

Recurso. — No corresponde el recurso á la Suprema Corle, contra el 
auto de los tribunales ordinarios que ae limite & desconocer 
la personería de un apoderado, sin entrar á resolverla cues- 
tion de jurisdicción suscitada por éste. Página 280. 
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tbcurso. — El derecho amparado por tallos da los iríbunalea ladera, 
les» declarando la subsistencia de un contrato, no sufre le- 
sión por la resolución de los tribunales ordinarios estable- 
ciendo el monto de daños y perjuicios, cansado* por la falta 
de cumplimiento y rescisión del mismo; y, por lo tanto, no 
es admisible el recurso que de tal resolución se interponga 
para ante la Suprema Corte, Página 287. 

Recurso de nulidad. — Aunque la parle haya deducido tos recursos du 
nulidad y apelación, si el inferior ha concedido solamente 
este último, y no se ha reclamado, la Suprema Corte no está 
obligada á tomar en consideración el de nulidad. Página 410. 
Reivindicación. - El dominio actual as indispensable en el que de- 
manda la posesión de una propiedad por acción remndicalo- 
ria. Página 159. 

Reivindicación. —El titulo de fecha posterior á la posesión del de- 
mandado, no puede fundar la acción reivindicatoría, ni la 
subsidiaria del articulo 3780 del Código Civil. Página 26fi . 
Remate. — Véase : Compra-venta. 
Rendición de cuentas. — Véase : Juramento. 



S 

Sutorios. — Véase : Ejecución de Pmttnciá; Justicio federal. 
i Servido militar, - Véase : Justicia federal. 

Sobreseimiento. — El imputado respecto de quien se declara por sen- 
tencia de La Suprema Corle, que no hay mérito para ta prí- 
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sio» preventiva, queda separado de la causa, y no procede U 
declaración de sobreseimiento provisorio ó definitivo, que 
solo *• refiere á los que intervienen en el juicio como proce- 
sados. Página 414. 

Sobreseimiento* — El provisional presupone la eiistenciaon el proce- 
so, de medios probatorios, aunque insuficientes, para demos- 
trar la perpetración del delito. Cuando éstos no existen, pro- 
cede el sobreseí míenlo definitivo. Página 441. 

Sociedad. — Los representantes de una sociedad, aún cnconlrándtoe 
en liquidación, tienen derecho y deber parai'educir acciones 
conducentes & conservar los bienes de la sociedad. Página 

88. " | 

Solidaridad. — Véase : Ejecución de sentencia. 

Sumario . — Véate : Marca de fábrica . 

Subtocatariot. — Véase : Interdicto de retener. 

Suprema Corte. — No corresponde á ésta, intervenir en un conflicto 
entre autoridades nacionales y locales, cuando nada haj es 
litigio que constituya una causa, en el sentido técnico de í» 
palabra. Página tí 9. 

Suprema Corte. — Véase: Recurso. 



T 

Tuxacio*. — Los honorarios de tasación en un juicio ejecutivo, sos 
costas que deben sor pagadas con t producto de los Mssss 
embargados, y no por el ejecutan^ personalmente. Psgjss 

420. 
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Tentativo. — La posesión do billetes talaos de cuno legal, con cir- 
cunstancias <¡u« convencen del propósito criminal del proce- 
sado, basta para dar por averiguada b tentativa de circula- 
ción é inponer la pena correspondiente. Páginas 316 y 3filh 
Tirarla de dominio. — £1 tercerista por razón de dominio tiene de- 
recho para pedir que los bienes embargados en el juicio prin- 
cipal, se inventaríen y depositen con arreglo á la ley. Pági- 
na 153. 

torcer poseedor, — Víase: Hipóte* a. 
Término. — Véase : Prueba pericial. 



— Véase: Embargo preventivo. 
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FALLOS DE LA SUPREMA CORTE 

DE JUSTICIA NACIONAL 
CON LA RELACION DE SUS RESPECTIVAS CAÜSAS 



AÑO 1898 

{Continuación; 



CAUSA C 

Don Juan J. fírunengo contra don Ez&juiel Zapatero, por 
rescisión de un contrato ; sobre competencia 

Sumario. — No corresponden al fuero federal por moa de 
las personas las cansas civiles entre dos extranjeros. 

Coso. — Resulta de la 

VISTA DEL 9EHOR PROCURADOR FISCAL 

I 

Buenos Aires, Noviembre 5 de 1897. 

Señor Juez : 

Estando reconocido por el demandado, en varios pantos del 
expediente, podiendo citar el escrito de foja 26, qne so naoio- 



HOJA COMPLEMENTARIA 

Esta hoja complementaria se encuentra a los efectos de permitir 
la búsqueda por página dentro del Volumen. 
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HOJA COMPLEMENTARIA 

Esta hoja complementaria se encuentra a los efectos de permitir 
la búsqueda por página dentro del Volumen. 
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Ir 

nelidad no es argentina, y justificado como está también en de- 
bida forma, por las papeletas de foja 19, que el demandante don 
Juan J. B muenga es igualmente extranjero, V. S. debe decía- 
rarse incompetente para conocer en este asunto. 

/. Botet. 

fr «II. del Jufi Feder«l 

Buenos Aires, Noviembre U de 1897. 

Autos y vistos: Considerando : I o Que en el presente caso se 
trata de una causa oiril promovida ante tos tribunales de La 
Capital, de acuerdo con lo diapuesto en el artículo 3° de lu ley 
de procedimientos que rige para ellos. 

2* Que al deducirse por el demandado la excepción de incom- 
petencia fundada en la distinta nacionalidad de las partes y am- 
parado en el principia que le acuerda la ley por su calidad de 
extranjero ; el representante del actor reconoció la procedencia 
de la excepción, atribuyeudo por error a su mandante una na- 
cionalidad que no tenía y aceptó la jurisdicción federal, que es 
improrogable. 

3° Que recibido por alte juzgado el expediente, st- dictó el 
auto de foja 16, de acuerdo con lo dispuesto en d artículo 2° de 
la ley de procedimientos federales, que estatuye: que el deman- 
dante deberá presentar con la demanda documentos ó informa- 
ciones que acrediten que el caso entra en la jnrisdiccion nacio- 
nal. 

A" Que A foja 17, el representante del actor rectificó el error 
cometido ante el juzgado de primera instancia declarando que 
su mandante era italiano y no argentino naturalizado, como lo 
suponía cuando aceptó ta excepción de incompetencia. 
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Esta manifestación provoco la resolución de foja 17 vuelta, 
mandando devolver loa autos al juzgado de primera instancia, y 
ella se ajusto al espíritu del articulo 2 o antes citado, de mi- 
nera que, ante la manifestación categórica del actor, que afirma 
ser extranjero y la declaración del demandado de ser igualmente 
extranjero, es inoficioso recibir el incidente á prueba, porque el 
juzgado federal, por la ley, está en el deber de declarar su in- 
competencia, siempre que de la exposición de los heohos re- 
sulte que el caso no es de su jurisdicción. 

Por estos fundamentos, y de acuerdo con lo manifestado por 
el señor procurador fiscal en su precedente vista, el infrascripto 
se declara incompetente y remítanse los autos con oficio al se- 
ñor juez de primera instancia. Repóaganse las fojas. 

Agustín ürdinarrain. 

VISTA DEL SEflQR PROCURADOR GENERAL 

Bueno* Aires, Marzo 19 de 1898. 

Suprema Corte; 

Siendo la jurisdicción ordinaria, competente para conocer en 
una causa de naturaleza civil ventilada entre dos extranjeros, 
como resulta serlo en el caso sub-judice, demandante y deman- 
dado, negun las manifestaciones de fojas 5 y 11 y documentos 
de fojas»! ft y 20 ; y atento i las prescripciones de la ley de pro- 
cedimientos del fuero federal, oportunamente consideradas en 
la sentencia apelada, pido á V, S. se sirva confirmarla por sus 
fundamentos. 
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FaII* de tm Suprema C«r*® 

Baeoos Aires, Hayo 5 de 1898. 

Ti8t08 : Be acuerdo cotí lo expuesto y pedido por el señor Pro- 
carador gei eral j por sos fundamentos, ae confirma, con costas, 
el auto apelado de foja treinta j cuatro, Bepuesfcos los sel loa, 
de to él van se. 

BENJAMIN PAZ. — LUIS V. VA ALLA. 
— ABEL RAZAN. — OCTAVIO BUS- 
GE. — JUAN t. TOftREKT. 



Ei doctor don Mtyuel Ángel Atujuío y García contra la Empresa 
del Ferrocarril Central iVoríe, por darlos y perjuicios ; sobre 
pago de honorarios judiciales. 

Sumario, — El abogado que ha defendido su propia causa no 
tiene derecho para cobrar honorarios por razón de cosvjs á cuyo 
pago haya sido condenada la contraparte, 
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Falto del Jum Federal 

Córdoba, Octubre 18 de 1897. 

- Vistos y considerando : I o Que el doctor Miguel A. An- 
gulo y Piedra, se presenta solicitando judicialmente regula* 
cion de honorarios á favor del doctor Miguel Angei Angulo y 
García por la defensa que este señor ha hecho de sus derechos 
é intereses en el juicio que seguido por daños y perjuicios al 
Ferrocarril Central Córdoba, recientemente terminado por sen- 
tencia de la Exma. Suprema Corte Federal, los cuales honora- 
rios estima en doce mil pesos nacionales. 

2' Que á esto se opone el representante de la empresa, ma- 
nifestando que no sólo está disconforme con la cuenta presen- 
tada sinó que también el dootor Angulo y García no tiene de- 
recho á cobrar dicbos honorarios, por no haber sido abogado 
cuando el pleito se tramitó en esta instancia, y porque aún cuan- 
do lo hubiera sido, ese derecho tampoco lo tendría en rasos da 
haber intervenido en causa propia ¡ y según la jurisprudencia, 
en Ules casos, no se debe cobrar honorarios por el abogado que 
defiende su derecho. 

3° Que según el artículo 8° de la ley número 9094, sobre re- 
gulación de honorarios, cuando se pronuncia condenación en 
costas no se deberá hacer cargo alguno ala parte vencida por la 
defensa del vencedor, si sus escritos no estuvieren firmados por 
abogados de la matrícula. 

4" Que la defensa de las partes en los pleitos, sólo puede ser 
hecha por abogados, según lo ha declarado la Suprema Corte 
en el fallo de Agosto 18 de 1896, juicio Lovet Cabrera con Se- 
bastian Mar etico ; y de ninguna manera por otros que no lo 
sean t aunque representen ó asesoren á las partes en los juicios. 
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5° Que por consiguiente, demandando honorarios el doctor 
Angulo y García pQT la defensa de sub intereses particulares y 
privados en el juicio es presado, y no habiendo sido abo- 
gado en la época del pleito en esta instancia, tionio es público y 
notorio ; es claro que no tiene derecho á cobrarlos por esta sola 
raion legal, á la cual es menester agregar La que resulta de 
la jurisprudencia uniformemente recibida en los tribunales 
nacionales, de que la parte auu cuando sea abogado de la ma- 
trícula, no puede deminlar honorario 4 por sus diligencias 
personales en el ju ir io (Suprema Corte, tomo 4 fl , 1"série, pági- 
na 486). 

6° Que la prueba de que el doctor Angulo y (farda no era 
abogado entonces, resulta no sólo de la notoriedad pública, 
ainó también de m> estar incluido en la lista ó matrícula de abo- 
gados de la provincia, que para el caso es menester tener presente 
(artíonlo 5\ ley de 16 de Agosto de 18d3). 

Por estos fundamentos y otros que se omiten resuelvo: no 
haciendo lugar á la regulación de honorarios solicitad:!, con 
costas, por ser su petición contraria a ley y á la jurispru- 
dencia. 

Hágase saber original, repóngase y transcríbase. 

(\ Moyana Gacitúa. 




Dueños Aires. Mayo o de 18U8, 

Vistos y considerando : Que las costas judiciales consisten en 
los gastos que los litigantes hacen en autos para la defensa de 
sus derechos. 
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Que el apelante do ha hecho ni podido hacer gastos de hono- 
rarios por la defensa, desde que se ha defendido á ai mismo. 

Que no ae puede poner en el caso eu cuestión, si el doctor 
Angnlo y Garcia podría cobrar honorarios a título de perjui- 
cios, porque la aentenoia de foja doscientos sesenta y oeho esta- 
blece expresamente que en la suma fijada están comprendidos 
todos los perjuicios causados, inclusive los intereses. 

Por ésto y fundamentos concordantes del auto apelado de foja 
doscinntas ochenta y seis se confirma éste, con costas. Re- 
puestos los sellos, devuélvanse, pudiendo notificarse con el ori- 
ginal. 

BEHJAWP PAZ. — LUI» V. VARELA . 
— ABEL BAZA TI. — OCTAVIO 
BVHGE. — JCAB E. T0BREWT. 
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Don Antonio Sania Marta contra Don Carlos Casado, por me- 
jor derecho d un terreno; sobre regulación de honorarios de 




Sumario. — La parte que ha veucido, con coBtas, tiene de* 
rechode pedir la estimación y pago de los honorarios devenga- 
dos por su abogado. 

Cojo. — El apoderado del señor Santa María ae presentó al 
juzgado exponiendo : Que habiendo sido condenada, con costas, 



FALLOS DE LA SUPREMA CORTE 



la parle de Casado, da acuerdo con la jurisprudencia estableci- 
da por ta Suprema Coria nacional en el tomo 14% série 4» pa- 
gina 126 de gus fallos, presenta la cuenta de los honorarios de- 
vengados en estos autos por el doctor llonguillot, abogado pa- 
trocinante de su tv presentad o, los que estima en la suma de 
1500 pesos moneda nacional. 



rail» del Imi r**«r»i 

Rosario, Diciembre 7 de 1897. 

Vistos y considerando: Que el artículo 2* déla ley de 31 de 
Agosto de 1894, sobre regulación de honorarios, expresa clara- 
mente que la estimación de honorarios debe hacerse por el 
mismo abogado que los haya devengado. 

Que el procurador Z aval la, que se presenta tu estas diligen- 
cias gestionando derechos é intereses de terceros, do ha justi- 
ficado con el respectivo poder, que tiene la representación de 
los abogados acreedores de sus honorarios, ni ha presentado 
documento alguno en que conste que los letrados hayan subro- 
gado ans derechos á favor del petioionante. 

Forestas oon sideraciones y en virtud de io dispuesto en la 
parte final del artículo 4 a de la ley de enjuiciamiento, no se ha- 
ce tugar á lo solicitado por la parte de Za valla, por no tener 
acreditada su personería para este objeto. Repóngase. 

É 

Daniel Goytia. 
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Carte 



Buenos Aires, May» 7 de 1896, 



Vistos y considerando: Que la condenación en costas da un 
títulode crédito á favor del vencedor, contra el vencido, á fin 
de que éste reembolse á aquél de los gastos judiciales hechos en 
autos para la defensa de bus derechos. 

Que, en consecuencia, la parte de Santa María, titular del 
crédito contra Casado por razón de la condenación en coatas, 
declaradas á cargo du éste, obra en asunto propio al demandar 
el pago de las costas con su apreciación prévia, no pudiéndosele 
exigir, en su virtud, la presentación de poder de su abogado ó 
berederos del mismo, que no tienen relaciones de derecho sinó 
con su cliente. 

Que el artículo segundo de la ley número tres mil noventa y 
cuatro, sobre regulación de honorarios, se refiere, como resulta 
desús términos textuales, & tas formalidades para reglar loi 
derechos del abogado que cobra sus honorarios propios. 

Por estos fundamentos, se revoca el auto apelado de foja siete; 
declarándose que el inferior debe proceder á efectuar la regu- 



lación de honorarios pedida én el escrito de foja una. 




tos los sellos, devuélvanse. 



BENJAMIN PA1. — LUIS V. VARELA. 



— OCTAVIO BUNGE. — JUAN E. 



TOARENT. 
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Doña Margarita Agnes Atthalee contra don Próspero Luna, 
intendente de la Municipalidad de Marcos Paz; sobre inter- 
dicto de recobrar y competencia. 

. 

Sumario. — i° La justicia nacional es competente para en- 
tender en la demandada un extranjero contra un argentino, en 
que se bagan valer derechos amparadca por la lev civil. 

2° £1 interdicto por despojo puede aer deducido contra la 
persona que lo ejecutó, sin que le sirva en su defensa que obró 
en el interés de la Muuicipalidad y en el carácter de inten- 
dente de ella. 

■ 

Caso. — Resulta del 



tollo del Jun Peder»! 

La ríala, Mayo 28 de 1898. 

Y vistos; loá seguidos por doña Margarita Agnes Altlmlee 
contra don Próspero Luna, sobre interdicto de recobrar una 
posesión, y resultando : 

i" Que don Pedro Bofü, por doña Margarita Agnea de Altha- 
lee, se presenta exponiendo: Que su representada posee á tí to- 
lo de dueña desde bace siete años un terreno ubicado en Mar- 
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eos Paí, baj<* los linderos que designe. Qoe últimamente el 
intendente municipal de ese partido, don Próspero Luna, sin 
autorización alguna del consejo deliberante, resolvió apoderarse 
violentamente de ese terreno, vara establecer allí loa matade- 
ro» públicos de la localidad. Que para este efecto, el día 19 de 
Julio del año próximo pasado, se presentó don Calixto Rocha 
exhibiendo una orden por escrito del intendente municipal don 
Próspero Lun*, para que procediera á tomar posesión de dicho 
terreno. Que como Rocha encontrase cerrada la tranquera, 
rompió el candado y penetró al inmueble, ordenando en seguida 
á varios abastecedores que lo habían seguido que procedieran 
¿efectuar la carneada. Que desde ese dia el corral de abasto 
del pueblo de Marcos Pax se encuentra instalado en él fundo 
de su representada. Que en natural que de este acto tan irregu- 
lar no sea responsable la municipalidad sinó en cuanto ha per- 
cibido las rentas producidas por el corral, por lo que el expo- 
nento reserva sus acciones al respecto. Que por el momento 
viene á deducir interdicto de recobrar la posesión contra don 
Próspero Luna, y pide en oportunidad Be le condene á la resti- 
tución del terreno de que se trata, dejando á salvo loa derechos 
por daños oausadoa y las costa* del juicio. 

2« Que decretado juicio verbal, el demandante, a requisición 
del demandado, declaró que la acción había sido deducida con- 
tra don Próspero Luna personalmente, no como intendente mu- 
nicipal. 

3 o Que entrando eu seguida al fondo de la cuestión, el Benor 
Luna, por medio de su letrado el doctor de la Colina, contestó', 
que siendo su acción dirijida contra su persona particular, 
debe manifestar que los actos de que se queja la señora de 
Althalee hau sido practicados por él en su carácter oficial de 
intendente municipal, habiendo sido aprobados por el consejo 
deliberante, todo lo que se comprueba con los documentos que 
presenta. Que en ¿9 mérito dicha acción es improcedente, pues 
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U justicia nacional no es competente para el juzgamiento do 
los funcionarios públicos de la provincia. Que además, la mu- 
nicipalidad ha procedido en este cuso como autoridad pública, 
no como persona jurídica y que en tal concepto las institucio- 
nes provinciales tienen determinado el camino que dobe seguir- 
Be, coa) es el jnicio contencioso-administrativo. Que por todo 
ello desconoce la acción deducida y la competencia del juzgado. 
Que por otra parte, la municipalidad se encuentra en posesión 
del terreno desde Octubre de 1804, siendo por consiguiente 
improcedente la acción interpuesta, por estar prescripta, según 
el artículo 4038 del Código Civil, lo que fuera de otras pruebas 
que presentará, se justifica con el informe que exhibe oVI inten- 
dente anterior don Juai RegLi.Que finalmente, es la señora de 
Altlialee la que turbó, el 19 de Julio próximo pasado á la muni» 
cipalidad en la posesión tranquila en que se encontraba. Que 
en su consecuencia, pide que no se haga lugar, con costas, á Ja 
acción deducida. 

4 o Que recibidas las pruebas que las partes presentaron y 
oídos los alegatos que las mismas produjeron sobre su mérito, 
se mandó poner los autos al despacho, y ha llegado el momento 
de pronunciar sentencia. 

T considerando : I o Que la excepción de incompetencia, que 
es la primera sobre la que el juzgado debe pronunciarse, es 
inaceptable, porque habiendo sido don Próspero Luna deman- 
dado en su carácter privado, y no como funcionario público, el 
juicio lia sido trabado entre un ciudadano argentino y un ex- 
tranjero, en cuyo caso surte el fuero federal. Así se declara. 

2 o Que Lnna ha practicado los actos en que la demanda se 
apoya en su oalidad de intendente mbnicipaL, siendo ellos apro- 
bados por el consejo deliberante, como resulta de los documen* 
tos de fojas 15 y siguientes. 

3° Que de ello se desprende es la municipalidad de Marcos 
Faz la responsable de las consecuencias civiles de dichos actos, 
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con mayor razón, cuando ella eatí en posesión del terreno de 
que se trata. 

4° Que en general se Uaniau actos ilícitos todos los qoe hie- 
ren los derechos ajenos ; pero la incapacidad de laa -personas 
jurídicas para cometerlos, se refiere solamente á los delitos del 
derecho pemil. 

5 a Que es constante que en materia civil esas personas come- 
ten actos ilícitos y son judíciables por ellos, como sucedo cuau- 
do no pagan sus deudas, retienen un depósito, ocupan indebi- 
damente nn inmueble, no cumple sus contratos, etc., etc. 

0° Que no es, pues, un argumento el que la municipalidad 
un pueda cometer delitos, para sostener que este interdicto uo 
ha podido dirigirse en su contra aunque ella haya sido en rea-, 
lidad la que ha ocupado el campo y lo baya destinado á matade- 
ro publico. 

7° Que en todo caso, si se juzgara que loa miembros de la 
municipalidad han obrado arbitrariamente, serían responsa- 
bles por los danos y perjuicios que hubiesen causado; pero el 
interdicto de recobrar, dirigido personalmente en en contra, 
serla improcedente, desde que, dado el caso de haber tomado 
▼iolentamente el terreno, no lo habrían hecho para sí, sínó en 
su carácter oficial y en obsequio de la comuna, en cuyo poder 
se encuentra dicho terreno. 

8° Que por lo expuesto y consideraciones concordantes del 
acta de foja 27 vuelta, es improcedente ta acción posesoria 
instaurada contra Luna personalmente. Así se declara. 

Q° Que, por otra parte, la demandante ha confesado en lis 
posiciones de foja 21 que desde Octubre de 1894 se hace dia- 
riamente en el terreno en discusión la carneada para el abas- 
to de la población* cuya confesión corroboran el informe de 
foja U, documentos de foja 15 y siguientes, y los mismos 
testigos de la señora de Althalee contestando á la segunda pre- 
gunta del interrogatorio de foja 22. Por lo tanto, si la muni- 

T. LXXUI 2 
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cipalidad viene practicando desde más de a o año atrás los actos 
que originan este interdicto, es justa la eicepoion de pres- 
cripción que el demandado ha alegado amparado en el artículo 

4038 del Código Cifll. 

lí> Que en el alegato de foja 25 en qne se hacía mérito de 
la prueba» la demandante arguye que el hecho de verificarse la 
carneada en el terreno en cuestión desde Octubre - de 1894, no 
irapoTta que la municipalidad estuviera en posesión de él ; cuya 
observación no es exacta, pues el articulo 6384 del Código Ci- 
vil cuenta entre los actos posesorios de los inmuebles su ocu- 
pación de cualquier modo que se tenga. Si la municipalidad 
ocupa, pues, el terina para matadero público, estaba segura- 
mente en su posesión. 

M° Que, además, á la simple lectura del escrito de demanda 
de foja 4 ( se ve qne el fundamento del interdicto deducido, es 
el hecho de tener la municipalidad ocupado ese terreno como 
matadero público, con la única diferencia que la señora de 
Althalee opiua que esto sucede solamente desde el 19 de Julio 
de i 895 cuando de su oonfesion posterior y demás pruebas ya 
citadas resulta que ella tiene lugar desde OctubTe de 1894. 

12 a Que hay una evidente falta de lógica eu la demandante, 
cuando por una parte apoya su interdicto f la circunstancia 
de que se ha convertido el terreno en matadero público. 

13* Que, por otra parte, sostiene que dicha circunstancia no 
importa haberle quitado la posesión, manifestaciones ambas 
que en el criterio jurídico excluye, puesto que, ó existen los 
mataderos, y entónces ha tomado posesión de la cosa, 6 no. 

14° Que, analmente, probado como está que la matanza de 
reses para el consumo público se verificaba allí desde Octubre 
de 1894, se comprende fácilmente que eu la actualidad la señora 
de Althalee al cerrar la tranquera el dia 19 de Julio de 1895, lo 
que dió lugar á violentar su cerradura, no era sinó una pertur- 
bación que ella hacía a los actos posesorios de la municipalidad. 
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Por estas consideraciones, y demás concordantes, fallo: de- 
sechando el interdicto propuesto, por improcedente y estar 
^rescripta la acción posesoria, y todo con costas. Notifíquese 
con el original, regístrese en el libro de sentencias y repónganse 
Ira fojas. 

Mañano & de Aurrecocchea. 



VISTA DEL SEltOR PROCURADOR GENERAL 

Buenos Aires, Setiembre 9 de 1896. 

Suprema Corte: 

La demandante reconoce, a foja 5 que la posesión le fué sus- 
pendida, en virtud de una órden del intendente municipal, se- 
ñor Luna, á efecto de establecer en el terreno desposeído, la 
carneada para abasto de la población. 

Los documentos acompañados en copia, de foja 15 adelante, 
comprueban que el intendente municipal de Marcos Pal pro- 
cedió en ejercicio de su carácter público, con sujeción á lo dis- 
puesto por la ordenanza municipal de foja 19, y con aprobación 
de la corporación municipal, según nota de foja 18. 

La acción, no siendo contra la persona, debe seguir el fuero 
aún parala institución pública, representada por el intendente. 

Ese fnero no debe ser el nacional en el caso, por tratarse de 
autoridades provinciales, ni incluirse en ninguna de las pres- 
cripciones de la ley de competencia de 1863, y caer bajo el régi- 
men de las autoridades designadas para lo contencioso adminis- 
trativo. 

Por ellb pido á V. E. se sirra reTOcar el aato recurrido de 
foja 5$, en cnanto declara la competencia de la justicia nacio- 
nal, en este incidente. 

Sabtn xano Kter 
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Falla de Suprem» torce 



Bueno» Aires, Mayo 10 de 18»8. 

Vistos y considerando: Que la demanda se dirige ú obtener 
la reparación de las consecuencias resultantes del hecho abu- 
sivo coya ejecución se imputa al demandudo, poniéndose en 
cuestión y haciéndose valer derechos amparado* por ta ley 
civil. 

Que DO consecuencia se trata de un caso que caracteriza la 
iniciación y suitaneiacion de una causa civil. 

Que la justicia federal tiene la misión de pronunciarse sohie 
esa clase de cansas, cuando su competencia procede- por razón 
de las personas, aun cuando su procedencia tío sea por razón 
de la materiiu 

Que la legración de provincia, estatuyendo sobre la juris- 
dicción provincial y f >rmalidades de los juicios, no puede re 
ferirse sinó á casos de su incumbencia ; pero de ninguna mane- 
ra á casos de jurisdicción federal, por la supremacía de la 
constitución y leyes nacionales, declárala por la ley funda- 
mental. 

Que según consta de autos, la demandante señora Althalee 
es extranjera, siendo argentino el demandado Luna. 

Que en tal casu y en mérito de los principios recordados, na 
puedo ponerse en cuestión la competencia de la justicia federal 
para el conocimiento de la causa (artículo segundo, inciso se- 
gundo, de liíej de jurisdicción y competencia, y jurisprudencia 
de la Suprema Corte), 

Imputan lose al demandado la comisión de hechos ilícitos, 
no cabe duda qne se ha podido deducir contra él la acción in- 
tentada, sin ríñele sirva en su defensa que obró en el interés 
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de la municipalidad de Marcos Pai y en su carácter de inten- 
dente, porqué, á ser cierta la imputación, su responsabilidad 
personal resultaría evidente de las circunstancias de haber eje- 
cutado actos que no le estaban encomendados y que no podían 
serle encomendados por la persona jurídica que representaba 
(artículos treinta y seis y cuarenta y tres del Código Civil). 

Que está probado que la demandante, doña Margarita A. de 
Althalee, ha estado en posesión del terreno á que se refiero este 
juicio desde varios años antes de la realización del hecho que 
ha motivado la causa, lo que resulta de las declaraciones de 
foja veintidós vuelta i foja veinticuatro vuelta, y se acredita 
aún por lotj mismos documentos presentados por el demandado 
y que corren desde foja catorce adelante. 

Que está igualmente acreditado que por hecho violento, im- 
putable al demandado, y de que es éste autor, por intermedio 
de don Calixto Bocha, la demandante ha sido privada de su 
posesión. 

Que asi catán debidamente averiguados los dos extremos que 
fundan la demanda, 6 sea la posesión de la demandante, y el 
hecho del despojo ejecutado por el demandado. 

Que las constancias del expediente demuestran que el de- 
mandado no ha tenido posesión anterior al hecho del despojo, 
pues conBta que si se hizo servir el terreno para la carneada de 
los animales destinados al consumo público, ello no fué sinó en 
virtud de permiso de su mero tenedor Ibarlucia, que lo ocupaba 
por cuenta y á nombre de la señora de Althalee (declaraciones 
do foja veintidós á foja veinticuatro vuelta). 

Que eso mismo se desprende de la contestación afirmativa & 
la primera posición de foja veinte, desde que el demandado, en 
dicha re- puesta, reconoce que Ibarlucia tenía el terreno me- 
diante contrato de arrendamiento con la señora de Althalee 
cuando se verificó el hecho de ta dos posesión que informa la 
demanda, y desde que dos posesiones iguale» y de la misma 
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naturaleia no pueden concurrir sobre la misma cosa (artículo 
dos rail cuatrocientos uno del Código Civil). 

Que si basta el hecho de la desposesion, ó sea hasta el 19 ile 
Julio de f 805, la demandante era el poseedor legal del terreno, 
es indudable que deducida la acción en Noviembre del mismo 
año, ella lia sido intentada en tiempo. 

Por esto, y de acuerdo con el artículo dos mil cuatrocientos 
noventa y cuatro del Código Civil, se revoca la sentencia ape- 
lada de foja cincuenta y dos, j haciéndose lugar á la demanda, 
ge condena al demandado á la restitución del inmueble objeto 
de ella, con costas. Notifíquese con el original y repuestos los 
sellos, devuélvanse. 

BENJAMIN PAI. — LUIS V. VARELA. 
— ABEL RAIAN. — OCTAVIO B UN- 
GE. — JÜAR E TORHEKT, 



< UNA C1V 



Contra Schiffner y C\ por infracción de leyes tic aduana; 
sobre denegación de recurso de apelación 

Sumario.— No corresponde al administrador de rentas del 
Rugario admitir y conceder recurso contra las resoluciones de 
la administración de rentas de la Capital. 

ra o.— Resulta de las siguientes piezas s 



ÜE JUSTICIA RACIONAL 

■ 

VISTA DEL PROCURADOR KlSCAL 



Señor Juez de Sección : 

El procurador riscal nacional, en los autos traídos en ab- 
lación de hecho por loa señorea Schiffner y compañía cun motivo 
de un reparo formulado contra él por ia Dirección general de 
Rentas de la nachn, pvacuaudo el traslado conferido á foja 42, 

ante V. 8. expone: 

Que según resulta del informa y expediente pedido por V. S. 
al señor administrador de rentas de ta ciudad, el 10 de Mayo 
del uño 1896, los Befares Schiffner y compañía se presentaron 
a la Dirección general de Rentas con el escrito dé foja 30, ma- 
nifestando que la aduana de este puerto les ergía el abono de 
uncargo hecho por dicha dirección de rentas, p >r 277 pesos 
cun 52 centavos oro por una supuesta infracción al artícu- 
lo 114 de tas Ordenanzas en el maniliesto numero 8403 del 
vapor ■ Ernst Pñnce >, procedente le Sew-Toik, que entró 
á esto puerto el 12 de Octubre de 1895 jo registro número 950, 
y que habiendo reclamado ante esta aduana contTa el referido 
cargo, el señor administrador decretó . ocurran donde corres- 
ponda ». 

Que la Dirección de rentas nacionales, previos loa informes 
del caso, y con fecha 15 de Abril del mismo año 1896, no hizo 
lugar al reclamo de ios señores Schiffner y compañía, según 
resolución de foja 38, habiendo sido ella notificada por esta 
aduana á foja 40 i los señores Schiffner y compañía eM2 de 

Setiembre de 1896. 

Que este misinodía los señores Schiffnv y compañía se pre- 
sentan con el escrito de foja 9 ant«el señor administrador de- 
duciendo recurso de apelación para ante V. S. contra la resolu- 
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cioo de la Dirección general de Rentas ; y «1 señor administra' 
dor.áfojaH vuelta, el 17 del mismo mes de Setiembre, les 
vuelve á decretar c ocurran donde corresponda ». 

De esta resolución recurren ante V. S. los señores Schiffner 
y compañía apelando de hecho y pidiendo se declare mal dene- 
do el recurso. 

La cuestión, entonces, á resolver es si V. S , dado los antece- 
dentes expuestos, debe 6 no conceder el recurso de apelación 
que el señor administrador lia denegado implícitamente al d?- 
oir «ocurra donde corresponda i. 

El que suscribe opina que los señores Schiffner y compañía 
no pueden pretender la coucesion del recurso : 

I o Porque cuando se le notificó por primera vez por esta adua- 
na la apelación de la multa, en vea de recurrirá la justicia fe- 
deral, se presenta.on á la Dirección general de Rentas con su 
escrito de foja 30, adoptando por consiguiente un procedi- 
miento puramente administrativo, que excluye el judicial (art. 
47 de la ley de aduana del año pasado) ; 

2 o Porque de las resoluciones de la Dirección general de Ren- 
tas nacionales no se puede recurrrír á la justicia nacional sinó 
de la de los administradores de rentas (art. 47 de la ley oítada, 
y 1063 de las Ordenanzas) ; y 

3* Porque si ios señores Schiffner y compañía dijeron que 
ellus recurren de la resol uciun del administrador, que les man- 
dó ocurrir donde correspondía, debiendo hacerlo la primera vez 
que se les notificó, y no la segunda. 

Por estos fundamentos, a V, 3. pido que no se les baga lugar, 
con especial condenación en costas á la concesión del recurso 
deducido de hecho. 

S erá justicia. 

/i. G. Par era. 



Fallo drl Juei federal 



Rosario, Abril 3 de 1897. 

Vistos y considerando: ! a Que el presente recurso tiene su 
origen en una resolución da la Dirección general de Rentas, es- 
tableciendo un cargo contra los señorea Sohiffner y compañía 
por falta de paso en un permiso de importación ; 

2* Que se ha re amado ante la misma dirección la revocación 
de dicho reparo, no haciendo lugir al reclamo, según resolu- 
ción de foja 38 ; 

3 o Que la administración de rentas de esta ciudad no ha dene- 
gado el recurso (re apelación i nterpuesto por los interesados, sinó 
se ha limitaio á decir que « ocurran donde corresponda », pues* 
to que esta administración ha dictado la resolución condena- 
loria á que se refiere el articulo 1063 de las Ordenanzas de adua- 
na y 53 de la ley de aduana vigente, raxon por la cual no conce- 
de, ni niega el recurso. 

4 o Que la justicia federal competente como tribunal de ape- 
lación cuando se recurre de resolución del administrador de ren- 
tas de estaseccion, según los artículos de las leyes citadas, pero 
carece de jurisdicción para reconocer y ser en <jmlu de apela- 
ción contra las resoluciones de la Dirección general de Rentas 
üe la Naciun, en la Capital federal. 

Forestas consideraciones, y oidoel señor riscal, no se hace 
lugar al recurso directo. Devuélvase el expediente administra- 
tivo, haciéndose saber esta resolución al administrador de ren- 
tas de esta ciudad. Repóngase. 

Daniel Goytía. 
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VISTA DEL SEfiOft PROCUKADOP GENERAL 

Uuonos Airea, Julio 20 Je 1897. 

Suprema Corte : 

El juzgado de sección del Rosario no ha podido pronunciarse 
sobre el fundo déla reclamación de los señores Schiffner y com- 
pañía porque esa reclamación no procede por causa de resolu- 
ciones de la aduana del Rosario, sino de la administración ge- 
neral de Rentas de la Capital federal. 

Ni la aduana de) Rosario, ni el juez de aquella sección federal 
podían rever las declaraciones de la administración de rentas» 

Con justiciaba sido desechado el recurso instaurado y man- 
dado que los interesados ocurran donde corresponda. 

Las consideraciones en que el juez a quo funda aquella reso- 
lución sen ajustadas ú derecho y en su mérito y tratándose de 
una apelación concedida en relación, ruego á V, E. se sirva con- 
firmar el auto recurrido de foja 54. 

Sabiniano Kier. 

rallo de I» Suprema Corle 

Buenos Aires, Moyo 13 do Itfflíí. 

Vistos; De conformidad con lo expuesto y pedido por el se- 
ñor Procurador general y por sus fundamento», se confirma el 
auto apelado de foja cincuenta y cuatro. Repóngase el papel y 
devuélvanse. 

BENJAMÍN PAZ. — ABEL BAZAÜ. 
— OCTAVIO IIUHGE. — JUAN 
E. TOattEKT. 
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4 AVHA CV 



DonJosé Joaquiú Morandé contra don Patricio A.Morandé, por 
cobro de pesos; sobre denegación de recurso contra una reso- 
lución de la Cámara de apelaciones de La Plata. 

Sumario. — Las resoluciones de los tribunales de provincia 
negando en última instancia la competencia de la justicia na- 
cional, Bon apelables para ante la Suprema Curte. 



Caso. — Rt-aulta del siguiente 



La Plata, Marzo 24 de 1898. 

Señor Presidente de. la Suprema Corte Nacional : 

El reeurso de que instruye el escrito que procede, se refiere 
aun pleito sobre cobro de pesos, seguido contra el doctor José 
Joaquín Morandé, domiciliado en esta ciudad, por don Fran- 
cisco A. Hemandei, apoderado de don Patricio A Morandé, ve- 
cino y ciudadano de la República de Chile. En tal pleito, des- 
pués de haberse resuelto en primera y segunda instancia ana 
eicepuion dilatoria de arraigo del juicio interpuesto por el doc- 
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tot Morandé, don Francisco B. Marti, en representación de 
éste, dedujo, contestando la demanda, además de la excepción 
de falta de personalidad en el apoder¡Ldo del actor, la de incom- 
petenuiade jurisdicción, fundándola en que, atentólo dispuesto 
por la ley sobre jurisdicción y competencia de los tribunales 
federales, de 14 de Setiembre de 1863, el conocimiento del asun- 
to correspondía al juzgado nacional de la provincia. 

Corrido traslado, el jui'z de primera instancia, sin declarar- 
se competente ni incompetente para conocer del juicio, abrió 
Ja causa á prueba. 

Esto motivó un recurso de reposición, que fué resuelto defi- 
nitivamente en el sentido de que debía sustanciarse y decidirse 
la excepción sobre incompetencia, untes de la apertura del jui- 
cio á prueba sobre lo principal. 

El juez de primera instancia, considerando que había en au- 
tos elementos suficientes para resolver aquella excepción, de- 
claró innecesario el recibimiento á prueba, corrió un nuevo tras- 
lado por su orden y evacuado éstos y oido el ministerio público, 
rechazó la excepción, fundándose en que el demandado que te- 
nía su domicilio real en esta provincia, había aceptado la juris- 
dicción al oponer préviamente la excepción dilatoria de arraigo 
del juicio. 

El señor Marti interpuso ios recursos de apelación y nulidad 
contra esta resolución detjuezdepriinerainstancia. EstaCámara 
no bizo lugar á La nulidad alegada; y en virtud de lo dispuesto 
por los artículos 2 y 12 de la ley sobre jurisdicción y compe- 
tencia de los tribunales nacionales, confirmó el auto recurrido. 

El doctor Morandé dedujo entonces contra la resolución de la 
Cámara, el recurso de apelación para ante la Suprema Corte de 
justicia nacional. Fundó el recurso en la citada ley, alegando lo 
preoep+uado en el artículo 44, inciso S° t y en los artículos 2* y 
12 que invocaba la Cámara» 

La Cámara no liizo lugar al recurso, basándose en que 
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la sentencia que había pronunciado, rio era cieBuit iva, pues- 
to que ella se limita á decidir una excepción dilatoria, de acuer- 
do ron lo que establece dicho artículo J4, 

Hago presente que el hecho fundamental en que su funda la 
excepción de incompetencia promovida en este caso, sólo es- 
taba en que el demandado es reciño de esta provincia y ei actor 
vecino de la República de Chile. 

Es cuanto rae es dable informar A V. E. á quien Dios guarde. 

Ignacio Jf*. Gómez. 

- 

VISTA ti EL SEltOK PROCURADOR GENERAL 

Uueuo* Aires, Mayo 12 de 1896. 

Suprema Corte : 

Según la opinión de la parte, confirmada por el informe de la 
Ex ¡na. Cámara a tfuo corriente a foja..., se ha resuelto negati- 
vamente la excepción de incompetencia déla jurisdicción co- 
mún, opuesta por el demandado. 

Esta resolución es, por tanto, contraria 4 la garantía invoca- 
da por el recurrente, fundada en las prescripciones de la ley 
nacional de 14 de Setiembre de 1863. Y como esa ley, en su ar- 
tículo 14, inciso 3 a , autoriza el recurso para ante V. EL, cuando 
se trata de resolución definitiva, y la decisión sea contraía vali- 
dez del derecho, fundada en una ley del Congreso, pienso qu 
la apelación ha sido indebidamente denegada, por cuanto la ex- 
cepción de incompetencia, «osando gravamen irreparable en 
las ulterioridades del juicio, es de resolución definitiva. 

Pido á V. E. se sirva declarar mal denegado el recurso, y dis- 
poner el procedimiento consecuente con arreglo á derecho. 

Sabiniano Kier. 
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Falto d* I* lupremi t orte 



Buenos Aires, Maye H de 1898. 



Autos y vistas : Que resulta del informe de foja siete, que el 
recurrente don José Joaquín Morandé, invocando la ley de ju- 
risdicción de los tribunales federales, dudujo la excepción de 
incompetencia de los tribunales de la provincia de Buenos Ai- 
res. 

Que éstos, juzgando confitería de definitiva, han declarado 
improcedente dicha excepción, 

í considerando que con arreglo al artículo catorce, inciso ter- 
cero, de la mencionada ley.delassentencias definitivas de tribu- 
nales superiores -le provincia, procede el recurso que el mismo 
artículo autoriza para ante e*ta Suprema Corte, cuando en el 
pleito haya sido cuestionada la inteligencia de una ley del Con- 
greso y la decisión sea contra la validez del derecho ó privilegio 
Tnndado en dicha ley. 

Por esto, y de acuerdo con lo expuesto y pedido por el señor 
Procurador general, se declara mal denegado el recurso y se le. 
cmicede en relación. 

En consecueiioia, líbrese oficio á la Exma. Cámara segunda 
■Ir apelaciones de La Plata, para la remisión de los autos, con 
11 -liria de las partes. Repóngase el papel. 



B&flMMW PAZ. — tUISV. VARE- 



LA. — ABEL BAZAR. 



OCTAVIO 



BUKCE. 
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«AUNA « VI 



Don Juan Francisco Davalo* contra don Juan Alcántara, por 
reivindicación; sobre embargo preventivo 

Sumario. — El embargo preventivo que la ley de procedi- 
mientos autoriza por razón de reivindicación no puede exten- 
derse á los frutos de la cosa que se reivindica. 



Cosa. — Lo eiplica el 



F*iro del Juei Fed«r*l 



Buenos Aires, Febrero 18 de 1898. 

Bajo la respoosabilidad del solicitante y de acuerdo coa lo 
establecido por el artículo 447 del Código Procedimientos, de- 
crétase el embargo preventivo de la finca, mate r i \ de la reivin- 
dicación^ á cuyo efecto se librarán los oficios del caso a la oficina 
respectó va f como asimismo el de loa alquileres, debiéndose ha- 
cer las notificaciones necesarias á los inquilinos por el oficial 
de justicia del Juzgado. 

Repóngase la foja. 

Agustín Urdinarratn. 
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Fallo del* Suiirem» C:orte 

lineóos Aires, «ayo 17 de 1898 

Vistos y considerando: Que el artículo cuatrocientos cuarenta 
y siete de la ley de procedimientos para la Capital federal, sólo 
¡intonsa el embargo de la cosa mueble 6 inmueble que haya de 
ser demandada por acción reivindicatoría, mientras dure el 
juicio. 

Que así Limitada la materia del embargo, no puede exten- 
derse éste í los frutos de la cosa a que la acción reivindicatoría 
se refiere, sin dar á la disposición legal una interpretación ex- 
tensiva, que no sería en manera alg;ma autorizada por loa tér- 
minos de la prescripción y porque importaría tina limitación a 
los derechos del poseedor y á la presunción que tiene en su favor. 

Que el embargo prevenido de ¡os frutos, en el vnosub-judice, 
no se encuentra tampoco comprendido en e] artículo cuatro- 
cientos cuarenta y tres y siguientes de la citada ley de proce- 
dimientos. 

Que el embargo preventivo del terreno, i que se asiente pur 
el recurrente, lleva consigo el del edificio construido en el 
mismo. 

Por ésto, se confirma el auto apelado de foja doscientas 
veinte y cinco vuelta en cuanto dispone el embargo preventivo 
del inmueble en litigio, revocándose dicho auto en la parte que 
ordena también el embargo preventivo de los alquileres. 

Repóngase el papel, devuélvaos', 

BENJAMIN PAZ.— LUIS V. YAhELA, — 
ABEL RAIAN. — OCTAVIO BUNGÉ. 
—JUAN E. T0URENT, 
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t ALiftA € VII 

* 

La sociedad en liquidación del Malecón y Puerto Xorte de Bue- 
nos Aires , contra ta empresa del Ferrocarril de Rueños Aires 
al liosario, por interdicto de despojo; sohre personería. 

Sumario. — Los representantes de una sociedad, aún encon- 
trándose en liquidación, tienen derecho y deber para deducir 
acciones conducentes á conservar los bienes de la sociedad. 

Caso, — El procurador Zabala, por la sociedad demandante, 
instauró acción d L - despojo contra la empresa del Ferrocarril de 
Bueno* Aires al Rosario, acompañando el poder que le fué con- 
ferido por el presidente de aquulla sociedad, después de retiñi- 
da á ésta ¡a personería jurídica. 



Aul« del Ju«i Federal 

Buenos Aire?, Marzo 19 de 1897. 

Por presentado en cuanto hubiere lugar por derecho, con el 
folleto acompaña 'o y los testimonios de actas de asamblea y se- 
sión del directorio de la empresa Maleeon y Puerto Norte, y 
por constituido el domicilio legal, so le tiene por parte al com- 
pareciente ií mérito de dichos testimonios que se agregaráu; 
hágase *aber al juez que va á conocer, y vuelra. 



T. LXXHt 



Granel. 

3 
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i«H® leí Jhm Pederü 

Buenos Aires. Mareo ti de 1897. 

Apercibiéndose el juzgado de que los documentos con que el 
recurrente se presenta acreditando su personería, emanan de 
resol uciones tomadas por nna asamblea de accionistas de una so- 
ciedad anónima, sin personería jurídica, según decreto de fecba 
26 de Marzo de 1894, y con existencia al solo efecto de su li- 
quidación, artículo 435 del Código de Comercio; y coAsiderm- 
do que la acción instaurada de ninguna manera pnede reputor- 
se acto de liquidación ó que tienda A ello, único objeto para el 
que sus liquidadores tienen facultades, artículos 371 y 434 del 
Código citado, sino de conservación de bienes, lo que hace caer 
el caso dentro de la disposición del articulo 296 del mismo Có- 
digo; o " n además, seguit loe estatuios de la extinguida socie- 
dad anónu m 'Malecón y Puerto Norte », no son los directores 
nombrados tn .* asamblea á que se refieren tos testimonios de 
actos acompañados tos que deberían procederá la liquidación, 
sinú los socios directores encargados de su administración, du- 
rante su eiistencia, artículos 434 del Código de Comercio y 32 
y 50 de los estatutos; de acuerdo con lo dispuesto por el artícu- 
lo 4° de la ley nacional de procedimientos, déjase sin efecto el 
decreto de foja 16, en cuanto se le tiene por parte al compare- 
ciente señor Zabala, y acreditada que sea en forma su persone- 
ría, repóngase la foja. 

Grane/. 
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Auto del Juei fr ed«ml 

Bueno* Aires, Abril 5 de 1897. 

Autos j vistos: Considerando el juzgado ajustado i cLfecho 
el auto recurrid '.de foja 16 vuelta, no h;i lugar á la revocatoria 
deducida, y se concede en relación y en ambos efectos ei recur- 
so de apelación subsidiariamente interpuesto, elevándose los 
autos á la Suprema Corte, en ía forma de estilo. Fíjase en tres 
i!ías el término dentro del cual deberá coniji uréter el interesa- 
do ante el superior á estar á derecho, 

Gervasio F.firanel. 



F»1!o de I* Sap reata Corte 

Buenos Aires. Mayo 17 de 1898. 

Vistos y considerando: Que segun resulta del instrumento 
que corre :í foja una, ia asamblea de accionistas de la sociedad 
* Malecón y Puerto Norte de BuenoB Airea i ó un ntf mero de 
miembros de la citada sociedad, convocados al efecto, procedie- 
ron & la elección respectiva para la constitución de) directorio 
invistiendo á don Tristan A. Malbran, del cargo de Presidente 
y al doctor Paulino Llimbi Campbell del de Vice-preaideote 
primero. 

Que en ejercicio det mandato el citado doctor Paulino Llatn- 
bi Campbell, rtió poder á don Abdon Zabala para la promoción 
dpi presante juicio, que & los fines del ingreso á dicho juicio 
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no puede sinó considerarse bastante la personaría acreditada 
por el citado instrumento. 

Que ios representantes de una sociedad aun eneontrándcáe en 
liquidación tienen derecho y debe r para deducir acciones con- 
currentes á conservar tos bienes de la sociedad. 

Por ésto, bc revoca el auto apelado de foja diez y seis, y vuel- 
va para que eljuet dé al juicio la tramitación correspondiente, 

BENJAMIN PAZ. — ABEL DAlAN. — 
OCTAVIO BUHCE. — JOAN E. 
TORREPÍT. 



til)í»A * VIII 



Don Alfredo Demarchi y otros contra el Presidente del Banco 
Nacional en liquidaciun , don Marco Avellaneda; sobre ejerci- 
cio del caryo de liquidadores. 

Sumario, — Con lo dispuesto en el artículu t'de le ley núme- 
3037 queda terminada la cuestión sobre ejerciciodel cargo de li- 
quidadores del Banco Nacional, á que se refiere la ley núme- 
ro 2841 . 

■ 

Caso. — Resulta de las siguientes piezas : 
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Ful lo del Juca feJerftl 

Buenos Aires, Abril 23 de 1892. 

Y vistos loa presentes autos promovidos por el ductor don 
Francisco ¿.yerra, en representa ion de don Alfredo Demarchi, 
don Bartolomé Devoto y don Juan M. Salaberrj, contra don 
Marco Avellaneda, Presidente del Banco Nacional en liquida- 
ción, para que se le obligue judicialmente a reconocer como 
directores liquidadores del expresado establecimiento á los 
mencionados señores Demarchi, Devoto y Salaberrj y se les 
mantega en la posesión y desempeño ríe sus cargos, declarán- 
dose asimismo nulos todos los actos que se lleven á cabo sin 
su intervención y personalmente responsables á los ejecutores 
de esos mismos actos. Para entrar á la plena consideración de 
este caso es necesario hacer previamente una breve resoña de 
los antecedentes de ley, y de hechos relativos á la función 6 
cargo desempeñado por los recurrentes, cuya desnosesion es 
origen de la demanda. Habiendo llegado el Banco Nacional I 
un completo estado de insolvencia, por causas que son de pú- 
blica notoridad, el P-dcr Ejecutivo y el Congreso creyeron 
conveniente y oportuno crear un nuevo Banco de la Nación, y 
poner al mismo tiempo en liquidación al primero, bajo una 
firma y procedimientos especíales, sustrayéndolo así á las re- 
glas ordinarias generales que estableo* el Código de Comercio, 
para el caso de insolvencia de ca^os ó instituciones comerciales. 
Al efecto dictóse la ley número 4841 , promulgada por el Poder 
Ejecutivo el 16 de Octubre de 18&1 , declarando en liquidación 
al Banco de la Nación (art. 34), y disponiendo (en lo perti- 
nente á esta cuestión) que dentro de los tres meses siguientes 
a lapromulgacion de ella, los accionistas del expresado estable- 
cimiento manifiesten al Poder Ejecutivo si están conformes en 
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recibir por sus acciones et cincuenta por ciento de su valor no- 
minal en títulos de renta interna de seis por ciento de interés 
y tres por ciento de amortización. 

Que por las acciones que el Poder Ejecutivo adquiera no ten- 
drá tnas responsabilidad en 1& liquidación del Banco que laque 
habían tenido dichos accionista-, correspondiéudole al Poder 
Ejecutivo, por razón de esas acciones todos lo.- derechos, accio- 
nes v privilegios quecorrespodían k los accionistas, y (inalnieutt* 
Jar!, 36), que la liquidación del Banco se bará por una comisión 
compuesta de cuatro vocales designados por los accionistas par- 
ticulares, cuatro acreedores que designará el juez de comercio de 
la Capital de la Repúllioa de una lista que presentará el actual 
directorio del Banco Nacional de 1 i veinte nrineipalesairreedores 
particulares, y un Presidente nombnidi» por el Poder Ejecutivo 
conacuerdudel Senado, debiendo en efecto el Presidente fiel Ban- 
co convocar á Asamblea de accionista* para que nombre los vo- 
cales de la Comisión. Promulgada la ley, como se ha dicho, a! 16 
de Octubre, el Poder Ejecutivo nombró presidente del Banco en 
liquidación, pré^io acuerdo del Senado, al señor Marco Avellane- 
da con fecha 24 del mismo mes y éste convocó inmediatamente 
la asamblea de accionistas (28 de Octubre), para el día siete del 
siguiente mei, con el objeto de nombrar ios cuatro vocales t on 
que se constituiría el nuevo directorio liquidador, la que tuvo 
lugar el 7 de Noviembre, nombrándose por mayoría absoluta 
de sufragios d los señores Alfredo Demarcbi, Bartolomé Devo- 
tu, Martin Salaberry y Mariano Unzuc, como consta del testi- 
monio del acta respectiva que obra á foja... 

Designóse en seguida, por el juez de comercio de la Capital, 
los cuatro acreedores que debían formar parte de la comisión 
y constituido así el nuevo directorio dió principio á sus opera- 
ciones en la forma y condiciones que creyó conveniente. Ha- 
llándose tas cosas en este estado, el Poder Ejecutivo dictó v\ 
decreto de fecha 4 del pasado Marzo, estableciendo : 
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Qne según comunicaciones de la Junta del crédito público el 
número totul de acciones del Banco Nacional presentad.^ á 
canje en los términos del artículo 35 de la ley número 2341 , y 
decreto de Enero 6 riel presente año ascendía á doscientos cua- 
renta y un mil ochocientos «chonta y una; 

Que los accionistas, que se habían acogido á loa términos de 
la referida ley y presentado sus acciones a canje en tiempo 
hábil habían cesado ipso fado, desde ose mismo día, en su carác- 
ter de tales accionistas, quedando resumidos en la Nación, 
según el artículo 35 de la misma ley, todos los derechos, pri- 
vilegios y acciones que les correspondían como accionistas ; 

Que i n vista de las proporciunes en que se había efectuado 
el canje, dando por resultado ser dueña la Nación de próxima- 
mente uu noventa por cíenlo del capital del Banco, era un es- 
tricto deber del Podur Ejecutivo, proveer á la geBtion de tan 
valiosos intereses en la forma, que mejor convenga á la buena 
administración de los bienes del fisco j 

Que habiendo caducado el mandato de los vocales de la 
Comisión liquidadora designados por los accionistas en los tér- 
minos del artículo 36 de la ley , por haber casado 1 a gran mayoría 
de sus mandantes en su carácter de accionistas y no existiendo 
ba*e para una nueva elección dada la exigüidad relativa de los 
capitules no acogidos aun al canje y la preponderancia decisiva 
de los que han quedado subrogados en la Nación, correspondía 
la designación de los nuevos vocales al Poder Ejecutivo, y en su 
consecuencia, declaró cesantes á los cuatro vocales nombra- 
dos por los accionistas en la Asamblea del 7 de Noviembre, lo 
qne se comunicó al presidente del Banco Nacional seüor Ave- 
llaneda, que le djf inmediato cumplimiento, comunicando a los 
expresados vocales de la comisión su cese, en la sesión ordina- 
ria que aquella debía efectuar el día 5 de Marzo. 

Según consta en el acta de dicha sesión, transe-ripia en el 
escrito de foja 24, Teunida la Comisión con asistencia de tres 
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de los directores declarados cesantes y tos vocales don Federico 
Pinedo, don Abel Pardo y señor Adolfo Bullrich, t i señor Ave- 
llaneda consultó si debía leerse el acta de lu sesión anterior ó 
si Be procedía á dar cuenta del decreto del Poder Ejecutivo de 
la Nación sobre canje de acciones y qne declara cesantes á al- 
gunos miembros del directorio, que era el objeto único de la 
sesión, resolviendo que se diera lectura del ¿ctu. 

Cumplido este trámite y unrobuda el acta, se dió lectura del 
decreto de fecha *, y entonces el vocal señor Demarchi mani- 
festó que consideraba nulo dicho decreto y que estaba dispuesto 
¿ continuar en el ejercicio de sus funciones, á lo qinr el Presi- 
dente señor Avellaneda contestó, que él te creía en él deber de 
acatar los decretos dictados por *1 Poder Ejecutivo. 

El vocal señor Salaberry manifestó que teniendo su nom- 
bramiento de director conferido por l.s accionistas nopuiía ser 
privado de él por decreto del Poder Ejecutivo, á lo que adhirió 
el vocal señor Devoto y ambos á la opinión de Demarchi. Pro- 
puso éste, en seguida, que los demás miembros del directorio se 
pronunciasen sobre la legalidad del decreto, agregando que 
cualquiera que fuese lu resolución que se adoptara al respecto, 
él se consideraba director del Banco en liquidación y que no 
abandonaría su puesto sinó por la fuerza, y después de alguna 
discusión, el presidente señor Avellaneda manifestó que habién- 
dose leído el decreto del Poder Ejecutivo que declaraba cesan- 
tes á los cuatro directores nombrados por los accionistas, que- 
daba el directorio sin quorum é inhabilitado para ocuparse de 
ningún asunto j qu*> en consecuencia levantaba la sesión, lo 
que motivó la protesta que en el mismo acto formularon éstos 
en resguardo de su derecho, que en testimonio se ha presentado 
á foja 3. Estos son, brevemente relacionada, los antecedentes 
que han dado origen al presente juicio promovido por los se- 
ñores vocales declarados cesantes, Demarchi, Salaberry y De- 
voto, con el objeto de obtener el amparo de la justicia federal, 
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para obligar al presidente del Banco Nacional señor Marco 
Avellaneda á reconocerlos en el carácter de directores liquida- 
dores de ese establecimiento» y mantenerlos en la posesión y 
desempeño de sus cargos, como consecuencia de la nulidad é 
¡legalidad del decreto de su separación, y para que asimismo 
se declaren nulos todos los actos que se lleven d cobo sin su 
intervención y personalmente re^unsables á los que los ejecu- 
ten. Arguye la demanda que el decreto da fecha 4 de Marzo es 
nulo y en ningún caso puede tener por efecto privar ü los vo- 
cuIbb nombrados por los accionistas particulares de derechos 
legales é irrevocablemente adquiridos. 

Que la ley que creú el Banco de la Nación Argentina deter- 
minó en su capítulo Y la manera j forma en que debía proce- 
derse á la liquidación de) Banco Nacional y que el adjetivo 
particulares que emplea el artículo 36, refiriéndose á los ac< io- 
nistasque deben nombrar cuatro vocales, demuestra que el pro- 
pósito de la ley ha sido privar á la Nación, único accionista que 
n i tenía ese carácter, de estar representada en la Comisión li- 
quidadora, argumento que se robustece- mtis, cuando se observa 
que la listn de los veinte acreedores de entre loe cuales deben 
sacarse los otros cuatro vocales, se compondrá también de los 
acreedores particulares, prepósito eminentemente político y 
moral, oual es, impedir que el Poder Ejecutivo tenga á un 
misino tiempo la administración exclusiva del nuevo Km> u 
de Estado, y la liquidación del anterior, es decir, que á un 
mismo tiempo pueda dispensar favores y ser el árbitro de la 
suerte de los deudores del Baño National ; que la doctrina es- 
tablecida en el decreto antes mencionado, de qne habiendo ad- 
quirido la Nación por el canje, el noventa por ciento de las 
acciones del Banco, ha caducado el mandato de los vocales de 
la Comisión liquidadora designadas por los accionistas, por 
cuanto han 'cesado éstos en bu carácter de tales, es una mons- 
truosidad jurídica, atento lo dispuesto en el artículo 3270 del 
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Código Civil, y el artículo 35 de U misma ley de liquidación 
del Banco Nacional. 

Que esta ley es, porsu naturaleza, una ley contrato, y el man- 
dato recibido por los cuatro Tócales liquidadores, nombrados 
por loa accionistas, es una de las coaliciones de ose contrato, lo 
que hace que dicho mandato sea irrevocable con arreglo al ar- 
tículo 1977 del Código Civil, siendo en ese carácter que fueron 
elegidos por todo el tiempo que durase la liquidación, y así pro- 
clamados por el presidente del banco, aeñor Avellaneda. Objeta 
también lu demanda, el segundo considerando del decreto de 4 
de Harz", por estar en pugna con el artículo 350 del Código de 
Comercio y 60 de los estatutos del Banco Nacional vigentes en 
cuanto no estén en oposición con Ja ley de liquidación. En su 
contestación á la demanda, el presidente del Banco Nacional se 
hace cargo de todos los argumentos aducidos por los actores, 
m¡tnifest:indo que aunque los hechos ocurridos están tergiver- 
sados en la protesta por ellos firmada, esa circunstancia no tie- 
ne importancia capital en la cuestión á debatir, estableciendo 
que loque pasó en la reunión del 5 del corriente es lo que ex- 
presa el acta relacionada antes y en cuanto á la legalidad del 
decreto de A de Maizo, arguye la defensa, que mientras el 
banco estovo perfectamente solvente y en el ejercicio de 
sus operaciones banoarias, la Nación no tuvo roto en su 
calidad de propietaria de acciones en la designación de los 
cuatro directores que se elegían en asamblea de accionistas, en 
virtud de la ley de 12 de Octubre de 1882, pues nombraba por 
sí cuatro directores y el presidente del banco, con lo que consi- 
deraba la ley eslar suficientemente representada la nación en 
el directorio, pero, llegado el caso de liquidarlo se comprendió 
que en la comisión liquida lora no debían estar únicamente re- 
presentados los intereses de Ja nación y de los accionistas parti- 
culares, si rió también los acreedores. 

Que la lev entonces consorró á las 300.000 acciones poseídas 
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por particulares la misma representación que habían tenido 
antes y acordó á los acreedores la que le correspondía, dismínu- 
yendo la de la na -ion. 

Que tas trescientas mil acciones particulares pudieron elegir 
cuatro liquidadores por el hecho de existir como tales y tener 
derecho á una represe u tac ion, mas no ponjue el Congreso qui- 
mera delegar en un grupo de personas el derecho de administrar 
los bienes de ta nación, toque es una facultad privativa de los 
poderes públicos, explicándose por la forma en que fué introdu- 
cido en la ley el artículo 35, que no figuró en el proyecto primi- 
tivo, el hecho de no establecerse muy detalladamente las con- 
secuencias del canje de las acciones particulares por títulos di- 
ta deuda, estando sin embargo suficientemente indicadas, en el 
referido artículo, cuyo alcance- fijo el diputado Gilbert, en las 
palabras pronunciadas al tiempo de ser sancionada por la Cá- 
mara de diputados, que transcribe en la contestación» Entra en 
seguida la defensa ú refutar extensamente les argumentos de la 
demanda, sin desconocer empero los hechos fundamentales es- 
tablecidos por el representante de tos demandantes, alt gando, 
en conclusión, que esta acción no procede contra el señor Avella- 
neda como presidente de ta comisión liquidadora del Banco Na- 
cional, insinuando la incompetencia del juzgado, poique el Po- 
der Ejecutivo al declarar cesante á los demandantes por decreto, 
no ha procedido propiamente en el ejercicio de sus funciones 
administrativas, como verdadero poder público, sinó como re- 
presentante del cuerpo civil y moral de la nación, en su carácter 
de persona del derecho privado, re vocando ó desconociendo el 
poder de los demandantes para administrar sus bienes, de 
donde deduce que se trata propiamente de una demanda contra 
ta nación, quien no puede ser demandada sin su consentimien- 
to. El análisis de estos antecedentes demuestra que no hay he- 
chos fundamentales controvertidos que exijan el trámite de la 
prueba; pues, como lo reconoce el mismo demandado, los con- 
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sigilados en la protesta formulada por los vocales cesantes en 
que se basa la acción, aunque tergiversadas, no tienen impor- 
tancia en este debate, habiendo sobrados elementos para resol 
verlo en los mismos actos públicos que han determinado la si- 
tuación de los demandantes y en los que contiene el acta trans- 
crita en el escrito Je contestación Nueva y delicada es la 
cuestión sometida á la consideración del juagado, no solamente 
por la gravedad del asunto en sí mismo sino por las múJti|'les 
y difíciles proposiciones comprometidas en este debate, lo que 
impone proceder con el debido métoao, ai análisis j solución de 
ciida una. 

Incompetencia 

Aunque no se ha alagado decididamente, ni se ha hecho 
de ella artículo de prévio pronunciamiento, aparece impli- 
cada en Eos últimos párrafos del escrito de contestación, 
desde fojn37 vuelta. En efecto, el demandado parece sostener 
que la acción es improcedente contra él en virtud de tener su 
nombramiento de presidente de la comisión liquidadora del 
Banco Nacional, del poder ejecutivo de la nación, citando el 
fallo de la Corte Suprema, tomo 3*, sírie 2», y el oaiode don 
Augusto Pal vadeam, practico del puerto, contra el capitán de 
puertos, en que los tribunales nacionales se declararon incom- 
petentes, por tratarse de una causa contra uu empleado, por ac- 
to^ administrativos del gobierno nacional, pretendiendo que el 
presente oaso se encuentra todavía en mejor condición, 

Este juzgado sería, pues, incompetente en opinión del deman- 
dado, por tratarse de una demanda contra la nación Como per- 
sona jurídica, punto que debe quedar previamente establecido, 
pni'S es la base de todo proceso legal. La circunstancia de no 
haberse propuesto en debida forma no es un inconveniente 
pura tratarla, porque siendo la jurisdicción nacional esencial- 
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mente re trictiv.i é improrrogable sobre personas y cosas aje- 
nas í ella, los tribunales federales deben declarar la incom- 
petencia de oficio, en cualquier estado de la causa en que apa- 
rezca, cuino lo tiene establecido la jurisprudencia de la Corte 
Suprema. 

El fuero federal no surte en este caso por razón de las per- 
sonas, sinópor tratarse de un caso especialmente regido por las 
lt jen del Congreso, j en cierto modo también por tener su trí- 
gi n la demanda en actos administrativo-; del gobierno nacional, 
cuja legalidad es materia de cuestión, estando por lo tinto 
comprendido en los inciso» i° y 4 o del artículo 2 o de la ley sobre 
jurisdicción y competencia de los tribunales nacionales, No 
solamente no tiene ninguna semejanza este caso con el de Pal- 
vade.tm, invocado por la d úfeos*, sino que el más ligero estudio 
comparativo pone de manifiesto « J punto fundamental en que 
difieren. En efroto, P.il vadea m demandó al capitán de puertos 
como jefe de una repartición nacional, por los actos administra- 
tivos ejecutados en ese carácter; pero ni el Banco Nacional es 
una repartición ó dependencia del gobierno, ni el presidente de 
la comisión liquidadora es un funcionario público dependiente de 
aquél. El Banco Nacional, como institución comeré i al, fuá desde 
su creación una persona jurídica con existencia propia, inde- 
pendiente por completo de los poderes públicos, sin que su inde- 
pendencia (del punto de vista legal) , y su carácter se hayan enten- 
dido modificados o alterados por el acto de tener el gobierno de la 
nación uniuteTés en el establecimiento como accionista. Basta re- 
cordar que el Banep Nacional ha sido en numerosos cuso que 
registran los anales de nuesira jurisprudencia, BUjeto pasivo de 
acciones de terceros, sin que jamás haya pretendido confundir 
su personalidad con la nación, no obstante el gran interés que 
ésta tenía en esa institución, para contestar y estar en juicio, 
situación que no se ha modificado por el hecho de haber llegado 
al estado de insolvencia y por estar en liquidación, podría decirse 
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que la acción no se dirige contra el banco en este -mso sinó con- 
tra el presidente de la comisión liquidadora, quien tiene su nom- 
bramiento del Poder Ejecutivo con acuerdo del Senado; pero la 
acción afecta directa y exclusivamente al banco en bu capacidad 
jurídica, pues tiende á establecer la integridad de su directo- 
rio en la forma que lo estableció la lev, alterada por la sola 
voluntad del Poder Ejecutivo y de ninguna rustiera á la nación 
en su capacidad política, ni como persona juridtca ; y el oríp'n 
del nombramiento no cambia la naturaleza de las funciones del 
señor Aveltanedu, ni coloca al establecimiento bajo la dirección 
del Estado, puesto que la comisión liquidadora está invertida 
de facultades propias que emanan de Ja ley. El señor Avellane- 
da, ni colora al establecimiento bajo la dirección del Estado, 
puesto que la comisión liquidadora está investida de facultades 
propina que emanan de la ley. El señor Avellaneda ni es un em- 
pleado público, ni es mandatario ó representante de la nación, 
porque cualquiera que sea el interés pecuniario de ella en el 
üanco conserva éste su carácter de institución c -mercial inde- 
pendiente, del Estado. Es más bien un agente de la ley que 
pusu al Bañe. Ka -i mal en liquidación y representa la masa de 
intereses que compone el activo y pasivo del establecimiento, 
cn.juntamente con los demás miembros de la comisión. Pero 
aunque no fuera así, y se traíase efectivamente de una corpora- 
ción dependiente del gobierno, ta identidad que >e supone entre 
¡Huella y La nación, es abiertamente contraria á la jurispru- 
dencia federal, según declaración de la Corte Suprema en la 
causa 8*, série t\ tomo 5" de sus fallos. Con mas raión es inad- 
misible esta identidad, tratándose de un simple agente, deman- 
dado por actos ejecutados personalmente, pues nodebeolvidar.se 
que la demanda es contra el presidente del Banco, por luber 
di -conoctdii á los actores su carácter de miembros de la comi- 
sión y levantado la sesión dé la misma para que ellos no tomen 
parte en sus deliberaciones después de haberlos admitido á for- 
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mar (¡uorum par¡i aprobar el acta de la sesinn anterior. Argu- 
ye la defeusa que el presente caso se encuentra en mejor condi- 
ción que el dePalvadcam, juzgarlo \mt la Corteen el sentidndela 
incompetencia, porque el Pci^r Ejecutivo no ha procedí'!** pro- 
piamente en el ejercicio de sus funcione» administrativa* como 
verdadero poder públiitn al decretar el cese de los directores sino 
en su carácter de persona del derecho privado. Si est» fuese 
clucto resultaría que el derretu de fecha 4 de Marzo es un jeto 
puramente privado, de un accionara poseed»? del mayor número 
de acciones, porque, como persona jurfdica, lunación puede ad- 
quirir Menea y contratar por medio de sus agente*; pero no de- 
cretar con efecto obligatorio respecto de terceros, como son los 
accionistas no acogidos al c uije, y bajo este concepto es sabido 
que desde la fundación del banco, la nación ha si lo el más fuer- 
te accionista, sin qaepur ean lus actos del banco se huyan con- 
siderado como acto* de la nación, ni pretendido establecer 
identidad entre aquel y esta. 

La cuestión de fondo 

U ley de 16 de Octubre del año próximo posado esta- 
bleció en su artículo 36 simplemente que la liquidación del 
Banco se hará por una comisión compuesta de cuatro vocales 
designados por los accionistas particulares, cuatro acreedores 
nombrados por el juez de Comercio de la Capital y un presiden- 
te nombrado por el Poder Ejecutivo con «cuerdo del Si-nado. 
El silencio guardado por la ley respecto á la duración del man- 
dato conferido á esta comisión y la propia índole de sus funcio- 
nes demuestran que la mente de la ley ha sido que el mandato 
de ella dure todo el tiempo necesario hasta quedar definitiva- 
mente terminada ta liquidación del banco, 6 sea por los 6 años 
que establece el artículo 42, para el pago íntegro de sin» créditos 
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activos, ya que debe suponerse derogadu por esta díspe^ícion el 
ar;ículo 38 de la carta orgánica de feirha 5 de Noviembre de 
1872, que señala el pl izo de 5 años para la liquidación ; modifi- 
ca iid, o así no sólo la composición del directorio, establecida por 
el artículo 37 de loa estatutos, sinó el término de su mandat ». 
El niismo decreto del Poder Ejecutivo, de fecha 4 de Marzo, le- 
c> noce implícitamente este hecho y aun puede decirse que e-tá 
basado en él, de modo que dcb> considerarse como un pui.to 
Hiera de discusión, que la comisión creada por el articulo 36 
de la ley de 16 de Octubre tiene ana existencia permanente basta 
terminar la liquidación del Banco. 

Sentado ¿>ste principio y comprobado como está el nombra- 
miento de los demandantes en el carácter de liquidadores de] 
Banco Nacional por la asamblea de accionistas celebrada el rifa 
7 de Noviembre de 1891, en virtud de convocatoria hecha en 
debidaforma, según consta del testimonio corriente á fV.ja 52 de 
la acta de dieba asamblea, parece fuera do cuestión que aque - 
llos tienen un derecho legal á la posesión y desempeño del car- 
go, originado en una ley del Congreso, que ha tenido íu debido 
y definitivo complemento en el acto del nombramiento hecho 
por la asamblea de accionistas, por todo el tiempo que dure la 
liquidación del Banco. Tratándose de una comisión de honor, 
de confianza y aún de provecho, porque como accionistas están 
llamados á vigilar y defender sus propios intereses, es igual- 
mente incuestionable que cualquier acto que afecte ó lesione 
mi derecho debe tener un remedio. La misma esencia de la li- 
bertad civil, ha dichn la Corte Suprema de los Estados Unidos, 
en el caao de Marburv y otros contra el ministro Madison, re- 
clamando l;i entregado sua nombramientos de jueces de paz 
para el distrito de Cohimbia hecho por el anterior Presidente 
Mr. Adama y retirados por el presidente JelTerson, consiste 
ciertamente en el derecho acordado n todo individúen reclamar 
la protección de las leyes ruando crea que sus derechos son 
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atacados. Uno ríe los primeros deberes del gobierno es acordar 
esa protección, Kn Inglaterra el rey mismo es demandado bajo 
la forma <le una respetuosa petición y jannís deja de cumjtlir ia 
sentencia de su Corte*. Recuerda también tas palabras de 
Blackstone en el tercer volumen de sus comentarios, que cita 
dos casos en los cuales el remedio es proporcionado por mera 
operación (efecto) de la ley y agrega : « en to los loa demás 
ca*os es una regia general é indisputable que donde bay un de- 
recho legal, hay también un remedio lejjal por demanda ó ac- 
ción en ley, cuando crea que ese derecho es invadido >. 

Ks por eso que el artículo 353 del Código de Contorció, esta- 
blece que todo accionista tiene derecho de protestar contra las 
deliberaciones tomadas en oposicimi A las disposiciones de la 
ley y de loa estatutos y puede requerir del juez competente la 
suspensión de su ejecución y declaración de su nulidad, y que 
las resoluciones tomadas y actos practicados por los directores 
contra las disposiciones de la ley, de los estatutos 6 de las asam- 
bleas generales no obligan á la sociedad, quedando sus autores, 

en cuanto á sus efectos, personal y solidariamente responsa- 
bles . 

Los hei líos producidos por el presidente del banco, en que se 
funda la demanda, constituyen una clara violación del derecho 
que tienen los demandantes a formar parte de la comi^iun li- 
quidadora del establecimiento, en virtud de lo dispuesto en el 
artículo 36 de la ley antes citad;i y mandato conferido por una 
asamblea general de accionistas, lo que justifica la acción ins- 
taurada .con arreglo á la disposición citada. 

Toca, pues, ahora, examinar los motivos que él ha tenido pa- 
ra producirlos y si hay en ellos fundamento leyai que justifique 
su procedimiento. 

Del acta transcripta en el tscrito de contestación, resul- 
ta que el desconocimiento del cargo de vocales de la comi- 
sión a los demandantes y su expulsión del directorio, no re- 
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conoce oLa causa que el decreto del poder ejecutivo de fecha 4 
de Marco, que el presidente de la comisión se ha creído en el 
deber de acatar, y esto nos conduce necesariamente al exámen 
de ese decreto, que la demanda considera violatorio de la ley y 
fuera de las facultades del poder ejecutivo. Ese decreto, como 
se ha dicho antes, declara cesantes en su cargo A los cuatro vo- 
cales de la comisión liquidadora, nombrados por Los accionistas 
particulares en la asamblea del 7 de Noviembre, fundándose : 
en que la nación era dueña próximamente del 90° del capital 
del banco, en virtud de haber adquirido por el canje £41.881 
acciones de las 300.000 poseídas por aquellos, quedando por es- 
te hecho resumidos eu la nación, todos los derechos, privilegios 
y acciones que le* correspondían como accionistas, 

Que eTa duber del gobierno proveer A la gestión de tan va- 
liosos intereses, en la forma que mejor convenga á la buena 
administración de Los bienes del fisco. Qae había caducado el 
mandato de los vocaU-s nombrados por los accionistas, por ha- 
ber cesado la gran mayoría de éstos en su carácter de tales, no 
existiendo base para una nuera elección, dada la exigüidad de 
los capitales no acogidos al canje y la preponderancia decisiva 
de los que han quedado subrogados en la nación. 

Fáciles demostrar la insubsistencia de estos argumentos, y 
sn manifiesta repugnancia, no sólo á la ley especial que puso al 
banco en liquidación, sino á la Carta orgánica del mismo, y » 
los preceptos generales del Código de Comercio, para llegar á la 
conclusión de que el poder ejecutivo no hn pedido dictar el de- 
creto de fecha 4 de Marzo en cuanto se refiere al cese de los de- 
mandantes en su cargo de vocales del directorio, y por consta 
guíente, que no ha debido darle cumplimiento el presidente del 
mismo . 

Es perfectamente exacto que los accionistas acogidos al 
canje de sus acciones, cesaron ipso [acto en su carácter de ta- 
les accionistas, y que por lo taato. corresponden al poder eje- 
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cntivo, por razón de ellas, todos loa derechos, acciones y pri- 
vilegios que correspondían ti loa accionista-;, como lo establece 
la última parte del artículo 35 de la ley .le liquilaoion. ¿Pero, 
cuáles son esos derechos, acciones y privilegios ? Son todos los 
que fluyen de la posesión de una ó más acciones, meaos el dc- 
r ^chode declarar indi vidual me ti te y por el solo hecho de poseer 
un gran número de acciones, cesante al directorio constituido 
en forma legal, porque ninguna disposición de la ley les reco- 
noce semejante facultad, que, por otra parte, es incompatible 
con las más eleméntate* reglas de buena administración, pues 
la revoca hil i dad del mandato conferido á los directores, sólo 
puede efectuarse en el modo y forma y por las causas que la ley 
6 lys estatutos determinan, que Hcgurarnt-nte un es el acto indi- 
vidua) de un solo accionista, sinóel de las asambleas generales 
de accionistas, ordinarias ó extraordinarias, convocadas en de- 
bida forma. 

Lo que la ley ha querido decir con las palabras de la úl- 
tima parte del artículo 35, es que el gobierno deberá ser 
considerado respecto de esas acciones como un simple aociunis- 
ta particular, sujeto por consiguiente, i todos los actos légale* 
que aquellos hubiesen realizado como tales accionistas anteado 
desprenderse de sns acciones, siendo uno de esos actos el nom- 
bramiento de los cuatro vocales que prescribe el artículo 35 
de la ley de liquidación. 

El artículo 336 del Cúdigo de Comercio dice, que la elec- 
ción de los directores en las sociedades anónimas, será he- 
cha de entre los socios por tiempo cierto y determinado, 
que no excederá de tres anos, sin perjuicio de la revocabi- 
lidad del mandato, de donde, si bien se infiere que el mandato 
de los directores es revocablo, no su sigue que la rcvocabilidad 
sea un derecho acordado á cualquier accionista, para ejercerlo 
arbitraria y caprichosamente cuando le parezca conveniente, 
sí nú en la forma y tiempo que la ley y los estatutos d éter mi- 



KALLOS I>E LA SU CHEMA COKTfc 



nen, cuando en ellas se autoriza la revocabilidad, pues de lo 
contrario, debe considerarse irrevocable, de acuerdo i lo d ¡apues- 
to en el artículo 1977 de) Código Civil aplicable á las socieda- 
des anónimas, en virtud de lo jn-escripto en el artículo 3J6 del 
Código de Comercin. Bujo este concepto es pues, de todo pun- 
to ilegal el pretendido concepto del poder ejecutivo en bu ca- 
pacidad jurídica como persona del derecho privado, para revo- 
car por *i los nombramientos legítimamente hechos por los ce- 
dentes de las acciones canjeadas, del mismo modo que no ha- 
brían podido revocarlos estos en otras personas particulares á 
cuya» manos hubiesen pasado esas mismas acciones después de la 
asamblea general en que tales nombramientos fueron hechos. 

Pretende ta defensa interpretar de contraria manera el 
artículo 35 de la ley de liquidación, fundándose en las palabras 
del diputado Gilbert, miembro informante de la cámara de di- 
putados que estudió el proyecto remitido en revisión por el se- 
nado, para legitimar el decreto del poder «jecutivo. El diputa- 
do Gilbert dijo, efectivamente: « Es conveniente hacer constar 
ia interpretación de este artículo por lo que pudiera ser en lo su- 
cesivo objeto de dificultad** en bu aplicación*. * Por el ar líen- 
lo que se ha leido (según la publicación oficial de la sesión, es- 
taba en esos momentos en discusión el artículo 37 que se refie- 
re á depósitos judiciales) se propone que durante el término de 
tres meses, los accionistas pueden enajenar sus acciones á favor 
del gobierno de la nación, por fondos públicos internos al 50 % 
pasando al gobierno los derechos y obligaciones correspon- 
dientes. Como consecuencia de esta disposición, es decir del 
traspaso de los derechos y obligaciones, pasa también la 
facultad de nombrar los directores para la liquidación. De 
mudo que si los aD ioniatas enajenan sus acciones, el pe- 
der ejecutivo adquiere la facultad de nombrar los directores; 
porque es claro que si lns acciunistaa particulares dejan de ser- 
lo no pueden nombrar esos directores». 
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Tomadas estas palabras literalmente, y como verdadera y 
genuina interpretación de la ley, más aún, suponiéndolas incor- 
poradas al texto de la misma, están muy distantes de autorizar 
y legitimar el acto realizado por el Poder Ejecutivo, puesto que 
lafacultad de nombrar Jos vocales de la comisión á que se refe- 
ria el diputado Gilbert tiene por base Ja desaparición de los ac- 
cionistas particulares por el traspalo do sus acciones á la na- 
ción, mientras que el mismo decreto del poder ejecutivo reco- 
noce la existencia en poder de accionistas particulares de más 
de 40.000 acciones, que aún no ha adquirido la nación, las cua- 
les deben tener hasta su total extinción la representación que 
les ha dudóla h% desde que ésta no estableció limitación algu- 
na respecto a cantidad de acciones. 

Por otra parte, del punto de vista legal, la aclaración del di- 
putado Gilbert era inoficiosa é innecesaria, puesto que pasan- 
do á ser propiedad de la nación todas las acciones del Banco 
Nacional, éste perdía su carácter de sociedad anónima, de acuer- 
do al articulo 318del Código de Comercio, que requiere la exis- 
tencia de diez asociados, por lo menos, para su existencia, con- 
virtiéndose en propiedad exclusiva de la nación, la que en tal 
concepto estaría habilitada para administrarlo como mejor rie- 
ra convenir í sus intereses. Pero en el estado actual de las co- 
sas, la interpretación del diputado Gilbert no puede tener otro 
alcance que establecer el derecho del gobierno, oomo adquiren- 
te de un número dado de acciones de particulares, para concu- 
rrir al nombramiento de directores en tos casos de vacante, si 
otras razones de orden más trascendental no se opusieran á es- 
ta misma solución. 

En efecto, la lev cuidadosamente lia establecido la composi- 
ción de la comisión liquidadora del Banco, excluyendo delibera- 
damente la representación del gobierno, va sea como el más fuer- 
te accionista, en otra forma que por el nombramiento del Pre- 
sídentecon a uerdo del senado, consecuente con el precepto del 
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artículo 61 de loa Estatutos del Banco Nacional, que establece 
que el gobierno tendrá derecho en las asambleas á nn húmero 
igual devotos A la mitad de los qne representen loa accionistas 
presentes excepto en el caso de la elección de ttirett ños en la 
que no tendrá voló. 

£1 legislador que al mismo tiempo creaba el gran Banco de 
la Nación y ponía en liquidación al [Sanco Nacional, ha debido 
apercibirse fácilmente de la gran suma do poder que significa- 
ría el dominio absoluto de estas dos instituciones y de los peli- 
gros que entrañaría poniendo ambos en manos del Poder Ejecu- 
tivo después de la experiencia ya realizada á costa de la ruina 
del mismo Banco, 

Así, ene! mensaje y proyecto de ley do fecha 19 de JUyo de 
1891, enviado por el ejecutivo á las cámaras, se establecía que 
la liquidación del Banco Nacional se haría por el mismo Ban- 
co de la Nación, quien debía tomar á mi cargo el activo y 
pasivo bajo las condiciones lijadas en el artículo S° del 
citado proyecto, lo que importaba colocar aquella operación 
bajo la acción inmediata del gobierno qne debía nombrar el di- 
lectorio de éste, pero el senado rechazó ese sistema y propuso 
el artículo 28 del proyecto despachado por su comisión respecti- 
va estableciendo que la liquidación se efectuara por cuatro 
vocales designados por los accionistas particulares y un 
presidente nombrado por el Poder Ejecutivo con acuer- 
do del Senado, lo que fué aceptado por el gobierno, según de- 
claración hecha por el ministro de Hacienda en la sesión del 
1 1 de Agosto, manifestando estar completamente de acuerdo 
con el despacho de la cumísi ui del senado. 

Sin embargo, al aaucionarse el prieto del Senado se pusie- 
ron ocho vocales nombrados por los accionistas particulares en 
vi^a de las observaciones hechas por el senador Doncel 

Sabido es que en la eámura de diputados se presentaron dos 
proyectos ¿uno de la mayoría y otro de la minoría; el primen» 
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estableciendo que la liquidación se bará por una comisión com- 
puesta de cuatro vocales designados por los accionistas particu- 
lares, cuatro acreedores designados por el juez de comercio y 
un presidente, etc., etc, y el segundo, por una comisión com- 
puesta de cuatro miembros nombrados por el Poder Ejecu- 
tivo con acuerdo del senado, siendo rechazada esta última pro- 
posición y aceptida la primera. 

Bien, pues, cuando se tramitaba ia ley, el gobierno era no 
8-dumente el principal acreedor del Banco y el más fuerte ac- 
cionista, sino que tenía en perspectiva ía adquisición inmediata 
de las acciones que debían canjearse por títulos del empréstito 
interno, 

Sin embargo, aparece cuidadosamente eicluida la represen- 
tación directade esos intereses en el directorio, para no dar al 
Poder Ejecutivo una iniluencía preponderante insua actos y de- 
liberaciones. Lígase estrechamente con este punto de la cues- 
tión, la parte o fundamento del decreto que se refieren al es- 
tricto deber del Poder Ejecutivo, de proveer á la gestión de los 
valiosos intereses en la forma que mejor convenga á la adminis- 
tración de \ a bienes del Fisco, 

Hi él se refiere á las acciones por el canje, su administración 
está confiada por la ley á ta Caja de Conversión, y si á la masa 
de intereses, que el gobierno tiene en el Banco, como acreedor 
y accionista, está igualmente confiado por la ley á la cumisioa 
liquidadora establecida por el artículo 36 de la ley de liquida- 
ción, mientras la institución subsista en el carácter de sociedad 
anónima, de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 39 de los 
Estatutos, y 355 del Código de Comercio, porque desde que se 
constituye el directorio, cada uno de sus miembros representa 
la musí total de intereses confiada á su administración, siendo 
un hecho fuera de discusión, reconocido por la misma defensa, 
que existe suüoiente número de accionistas para que subsitta 
en tal carácter, entre cuyo número reconoce á ios demandantes. 
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No es tampoco exacto el fundamento del decreto que establece 
la caduoidad del mandato de los vocales por haber cesado la 
gran mayoría de ¡sus mandantes, ó en otros términos, por haber 
pasado las acciones de manos de varios accionistas á ta de uno 
solo, porque, como se ha demostrado antes, we trata de un man- 
dato á término fijo, y en este caso, con carácter de irrevocable. 

Es igualmente inexacto que no exista base para una nueva 
elación dada la exigüidad relativa de los capitales no acogidos 
al canje y la preponderancia decisiva de los que han quedado 
subrogados en la nación. 

El mismo decreto del Poder Ejecutivo reconoce qne aún no 
se han presentado al canje más de 40.000 acciones, y «orno se- 
gún el artículo 60 de los Estatutos corresponde un voto al po- 
seedor de 50 acciones, resulta que es posible una asamblea de 
800 votos correspondientes á accionistas particulares, en la cual 
absolutamente ninguna p^-ponderancu podrían tener las accio- 
nes en que ha quedado subrogada la nación; primero, porque 
según el mismo artículo 60 de los estatutos ningún accionista 
puede tener, en toda^las votaciones de la asamblea, más de diez 
votos propios, sea cual fuere el número de sus acciones, y se- 
gundo, porque en las asambleas para la elección de directorio, 
el gobierno nacional no tiene voto, según expresamente Jo dis- 
pone el artículo 71 de los mismos estatutos. 

Por consiguiente, paraqur pudieran preponderar en una nue- 
va eleecíon tas acciones adquiridas por el gobierno seria precio 
que ellas vuelvan á manos de los particulares, y en este caso no 
representarían ya los intereses de aquel sinó de sus poseedores. 

Pero esto mismo no es posible, porque esas acciones se 
hallan depositadas en la Caja de Con versión, su enajenación 
sin ley del Congreso que la autorice, además de que no es posi- 
ble admitir, ni en hipótesis, que el gobierno de la nación re- 
curriera á un medio vedado para formar una mayoría ficticia en 
la asamblea para la eliccion de vocales. 
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Se ha dicho por la defensa que la ley de liquidación del Banco 
es una ley de órden é interés público, y que por sus disposicio- 
nes, que lian sacado esa operación del procedimiento normal, 
aplicable á las sociedades comerciales que llegan al estado de 
insolvencia, debe resolverse papeeialmant " ?l caso. 

Efectivamente esasf;pcro las i ^sideraciones precedentes 
demuestran que el decreto que declara cesantes á los directores 
nombrados por los accionistas no se ajusta á ninguna de sus 
dispo -icionea, siendo por et contrarío una clara derogación de 
lo preceptuado por el articulo 36 y abiertamente opuesto al plan 
d'-l legislador, para liquidación del Banco, lo que no lia podido 
hacer el Poder Ejecutivo válidamente, porque las leyes no pue- 
den ser dt*rr¿adas en todo ó en parte sinó por otras leyes (artí- 
culo 17 del Código Civil). 

Nuestro esterna de gobierao, á semejanza di 1 de los Estados 
Unidos, es un gobierno de poderes limitados y la constitución ha 
conferido al Congreso la elección de Los medios para poner en 
operación los poderes del gobierno. 

Así, pues, para que el Poder Ejecutivo como poder público 
pudiera alterar la composición que la ley le ha dado á la co- 
misión liquidadora, era preciso que Le estuviera espllci tu mente 
conferida esta facultad por la ley, lo que no sucede. 

Es cierto que hay poderes incidentales, pero ellos se recono- 
cen ó manifiestan por la necesidad, que en el caso preaente no se 
descubre bajo ninguna forma, porque la liquidación se llevaba 
y puede continuar llevándose adelante con ia organización dada 
por la ley d la comisión liquidado™ , en la cual una vez cons- 
tituido cada uno de sus miembros representa toda la masa social 
y todos los intereses confiados a su administración, lo que des- 
virtúa por completo el argumento de que el gobierno no puede 
consentir en que eitraños administren los bienes fiscales, pues- 
to que continúan administrados por los vocales designados por 
et juez de comercio. 
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Por estos fu-lamentos, fallo: declarando que el presidente del 
Banco Nacional, señor llar.-.. Avellaneda está obligado á reco- 
nocer como vocales de la comisión liquidadora del mismo banco 
á los señores Alfredo Demarchi, Bartolomé Derrito y J. II. Sa- 
laberry, debiendo en consecoeneia reintegrarlos en la posesión 
j desempaño del cargo, sin perjuicio de las acciones de nulidad 
de losados ejecutados sin la concurrencia de dichos vocales y 
de las acciones de daños y perjuicios á que hubiese lugar. Noii- 
fíquese con el original y repóngase la foja, 

Virgilio V. Tcdin. 



VISTA DEL SbflOR 1'ROCUnADOH GENEHAL 

Buenos Aires. Abril 20 de tffl& 

Suprema Corte: 

DüscnfBtiones fundamentales bascan solución en esta causa. 
La primera, relntiva á la competencia del juea que dictóla sen- 
tencia recurrida; la segunda, sobro el mérito legal de esa sen- 
tencia. 

Respecto déla primera, pienso que el juez a y uo ha ca- 
recido de jurisdicción para conocer y resolver. 

Reconociendo como punto innegable que los actos y contra- 
tos del líac > Nacional están sujetos á la jurisdicción federal, 
procede preguntar: ¿es contra los actos de su administración 
que versa la cuestión ó contra tos úerethos ij resoluciones del 
poder ejecutivo de la nación esplfcitamente consignados en el 
decreto de 3 de Marzo del ano anterior? 

Mi juicio es afirmativo de la última cuestión. No es e! pre- 
sidente del banco, ni su directorio quien haya producido las 
decisiones que dan mérito á la demanda. Es ti nod*r ejecutivo 
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de la nación, que en un decreto firmado por el Presidente -Je la 
República y su Ministro secretario del departamento de ha- 
cienda, é inscripto y publicado en el Registro Nacional el 3 de 
Jiarzu de 1894, ordena : 

I a Que la Junta del Crédito Público, proceda al canj. di las 
acciona del Banco Nacional, por títulos del empréstito interno. 

2 a Quesea prorogado el término para que lus accionistas 
puedan aún solicitar el canje. 

3° Que los cuatro vocales de la comisión liquidadora, nom- 
brados por los ex-acciomstas del llamo en la última asamblea 
de 7 de Noviembre de 1891 , cesan en su cargo en la fecha de 

No ea la administración del banco, tomada en el conjunto 
de atribuciones de su presidencia, quieu causa el agravio, es 
el Jefe de la nación, en la forma constitucional de sos manda- 
tos oficiales guien ordena y decretad cese de los cuatro direc- 
tores, 

Y no desvirtúa la autoridad del decreto gubernativo, ni 
transfiere la responsabilidad dp sua consecuencias , al hecho de 
cumplirse por parte de la administración del banco; porque 
aquella autoridad es tal mientras la inconstitucionalidad ó ile- 
galidad no baya sido resuelta, que obliga lo mismo tí las insti- 
tuciones públicas que á las privadas. 

La demanda que aparentemente se dirige contra el poder eje- 
cutivo de la nación, con el objeto de anular tos derechos de re- 
presentación del capital en acciones, que pretende haber adqui- 
rido, en canje por títulos del empréstito interno. 

So se ventila una cuestión de órden interno del establecí* 
miento ni de interés del banco. Es el interés del fisco nacional, 
representado por un valor 13 millones de títulos dado> en 
canje de acciones; es el derecho de representación de esas accio- 
nes, lo que cae en tela da juicio; y esc derecho, no es del liai.ro, 
es del Estado, lias consecuencias de la demanda hieren, pues, 
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dilectamente al estado, comprador y dueño de esas acciones, 
cuya representación declara pertenecerte. El banco, no tiene 
interés, ni personería en la cuestión. Las sentencias que deci- 
dan la permanencia de los cuatro vocales, deciden la carencia 
de derechos del poder ejecutivo, para ejercer Ja representación 
de las acciones adquiridas por el canje. No toran al baño ni 
deciden ningún derecho suyo, afectan exclusivamente al pnder 
ejfcntiTO de Ja nación que ha comprado esas acciones ron el 
derecho de representarlas. Entre tanto, ninguna intervención 
liscal lia existido. No obstante que el mismo demandante reco- 
noció en su escrito de foja 22, citando los artículos i 10, inci- 
so 4«, y H% inciso I o , de la ley orgánica de los tribunales «que 
correspondí- á los agentes fiscales en lo ciíil, intervenir en todo 
asunto en que haya interés fiscal». No obstante que consecuen- 
te con ese mandato, solicitó y obtuvo, aunque indebidamente á 
f"ja 22 vuelta, la sustitución del representante legal del fisco 
por el Inspector del Banco Nacional; ni esa misma ineficaz in- 
tervención se ha cumplido, ninguna providencia, ni sentencia 
seluha nolilicado, y la causase ha seguido y concluido sin la 
representación é intervención necesaria de agente alguno del fisco* 
No pudiendo las acciones contra la nación ejercerse, *inó 
ante la jurisdicciun originaria de V. E. y en ía formaestable- 
cida en la Constitución y fallos declaratorios, y en caso afir- 
mativo, con hi representaron especial que le corresponde en 
eJ juicio y que no ha tenido en esta causa. Opino que el juzga- 
du federal ha carecido de jurisdicción, según la Constitución y 
ley de competencia de los tribunales federales, para decidir con- 
tra los derechos de la nación, declarados en el decreto del poder 
ejecutivo de 3 de Marzo de J892, y que, aún en la hipótesis de 
tenerla.su sentencia serla nula, por haberse preacindido de la 
intervención y representación especial del gobierno nacional, 
que no ha podido suplir la privativa de la administración del 
banco. 
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Xá m i tiendo hi poté l i cemente que la sentencia apelada re- 
vistiera legalidad de jurisdicción y procedimiento, sería á 
mi juicin insostenible, ante loa derecho» derivados de los aetos 
que consigna el decreto del gobierno nacional de 3 de Marzo, 

Noesdiscntibleqne ia -:arta orgánica del Banco Nacional, <Je 
5 de Noviembre de 1872, que es ley especial para su régimen, 
como las leyes relativas posteriores, lian querido dar al poder 
ejecutivo en defensa fiel interés fiscal, una parte proporcional 
de representación en ni direetnrio. Aquella h-y orgánica, sobre 
20.000.000 de capital, para cuyo complementóla nación sólo 
concurría con 2.000.000; dió al poder ejecutivo la facultad de 
nombrar la uuur ta parte de! directorio del buneo, y cuando la 
ley «V 15 de Octubre de 1882 autorizó el aumento del capital 
del banco en 12.000.000, t uya mitad suscribiría la nación, 
por el hecho, declaró que el directorio compuesto de oohu 
miembroH, sería en su mitad, más el presidenta, nombrado por 
el poder ejt cntivo de la nación; io que más tarde confirmó la 
ley de 16 de Junio de 1877, Están leyes, justas y arregladas A 
la proporcionalidad del interés bucal, siempre consultado por ta 
legislación unive^al, tupieron completa aceptación, y fueron 
rigurosamente cumplidas. No sólo entrañaban justicia y eelo 
en la conservación de tan valiosos intereses nacionales, sinóque. 
e-taban en armonía con los principios fundamentaos de! Cré- 
dito Público Nacional . No couotco, pue-lo alirmar no eiu>te, 
ni podría existir administración de crédito fiscal, sin que sus 
valores en la parte correspondiente á la nación, estén repre- 
sentados por agentes especiales, cualquiera que sea su denomi- 
naron . Lo contrario, la entrega de los bienes nacionales á ad- 
ministraciones extrañas, sin representación del poder propieta- 
rio, la nación, sería conculca torio de todos los principios que 
en materia fiscal han regido y rigen nuestras instituciones des- 
de los más remotos tiempos coloniales, hasta nuestra época, que 
asimila y practiea cuanto hay de mas avanzado mi la legisla- 
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clon universal moderna. ¿Puede suponer se, entónres, que el 
Honorable Congr io de 1891 . ignora se esos principios y clau- 
dicase de aquellos antecede' «es legislativos, a! sancionarse la 
ley de liquidación del Banco Nacional ? No, Excma, Corte. 

El texto mismo y la discusión de la ley que se ha traído ú 
examen para ilustrarla, muestran que la ley de 1891, no sólo 
no olvidó el interés y consecuente representación fiscal en la 
liquidación del Banco Nacional, sinú que la previo y la legisló 
especi al mente. 

He demostrado, con el precepto de leyes incontestables, que 
mientras el banco tuvo su capital efectivo ó presumible, la ley 
proveyó A la representación de la parte de ese capital, en lo 
perteneciente á la nación, con un uáuier» de directores, *upi- 
rior al proporcional. 

Pero el capital del Banco había disminuido en proporción 
tan alarmante en 1891, que hi opinión era unánime respe* to ú 
su inconsistencia. La suspensión do pagos y el pánico consi- 
guiente, obligaron su liquidación; y esa liquidación, el abati- 
miento de las acciones, la Taita de responsabilidad de gran nú- 
rn-ro de sus desdores las enormes pérdidas constatadas, todo 
conspiraba á augurar un resultado desfavorable. 

La It-y de liquidación no podía desconocer estos antecedentes, 
lo? constató cuando en su artículo 39, al designar el órden de 
p relación para el pago de las acciones, colocó i\ estado en ul- 
timo lugar con respecto á los accionistas particulares. La 
creencia general que impulsaba tal canción de l;i ley de liqui- 
dación, era que el estado no recuperaría parte alguna de su 
capital en acciones, j había conveniencia en preferir el interés 
de los accionistas particulares. 

El artículo 36 prescindió por ello de otra más extensa repre- 
sentación, constituyendo la comisión liquidadora con cuatro vo- 
cales designados por los accionistas particulares, cuatro por Jos 
acreedores principales y un presidente nombrado por el poder 
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ejecutivo. Para el interés casi nulu de las acciones postergarlas 
de ta Nación, bastaba la representación del presidente. Esta 
en lu prescripción de la ley sancionada en el Senado Nacional. 
Pero en la Cámara de Diputados, Creyóse posible j convenien- 
te» la adquisición por parte de la Nación de las 300,000 amo- 
nes de particulares en gran parte existente en el extranjero, 
en canje de títulos del empréstito interno. Y la Camaru adop- 
tando el pensamiento de su comisión de hacienda, introdujo 
en el proyecto del Senado el artículo 35, que autoriza al poder 
ejecutivo para hacer el canje, prescribiendo textualmente: 
«que corresponderían al poder ejecutivo por ruzon de esas a-- 
ciones todos los derechos, acciones y privilegios que corres- 
pondan á los accionistas ». 

Todos los derechos, acciones y privilegios, tal es el texto de 
la ley, no excluye absolutamente ninguno, luego abraia todos. 
¿También el de nombrar los cuatro directores represen! antes 
de los accionistas particulares? En la sesión de la Cámara de 
Diputados, que roto esta enmienda del proyecto del Senado, 
el honorable Diputado Gilbort, miembro informante de la comi- 
sión, dio A lu Cámara explícita respuesta á esta pregunta. 
«Por el artículo que se ha leído, espuso, ne propone que du- 
rante el término de tres meses, los accionistas pueden enajenar 
sus acciones á favor del gobierno de la nación por fondos pú- 
blicos internos, al cincuenta p«ir ciento, pasando al gobierno 
los dereehos y las obligaciones correspondientes. Comoconse- 
cuencia de esta disposición, es decir, del traspaso de los dere- 
chos y obligaciones, pu,«a también, la [acuitad de nombrar los 
directores para la liquidación, » 

¿ Puede pedirse repuesta más esplícita y aclaratoria de los 
términos precisos de la ! v, cuando declara i pasarán al go- 
bierno, comprador de las a ciones, todos los derechos, accinnes 
y privilegia qae gozaban los accionistas vendedores >? Contra 
esta esplícita declaración se ha objetado que no todas la-i accio- 
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nes pasaron al gobierno nacional, ni ora procedente el ejerci- 
cio del derecho adquirido, por i-star ya imegrn-loel Uirecto- 
rio. Puro ea que el Estado ha adquirido, según el informe del 
Crédito público, de foja 23, 266- 1 4:1 acciones, quedando sólo, 
sin ocurrir al canje, ignoradas, muy probablemente en parte 
perdidas ú olvidadas en el extranjero, sólo 33,857, esta frac* 
ciunque no ae ha presentado al canje, es mfnima é ineonside- 
rable, porque si 300.000 acciones s.<do pueden dar derecho al 
nombramiento de cuatro directoras, U novena ó décima parte 
de ese total, no alcanm a obtener la representación ni de un *. 

El hecho del nombramiento en los que tenían derecho á ha- 
cerlo, no importa su conservación indefinida, 

Ka principio uniforme, que toda representación cesa con la 
desaparición del derecho dd representado. Por consiguiente, 
el derecho de representación de los accionistas desapareció ipso 
[neta por U venta, pasando a serlo de) comprador de toda- sus 
aécion&f derechos y privilegios. Sobre todo, si esto dijo la ley, 
bit-n esftlfGita y clara, <•] deendo del p 'der ejecutivo que se 
ajustó á ella, uo puede ser atacado como violatorio de su man- 
dato. 

Las cuestiona de detalles sobre el nombramiento y término 

1;, liquidación, no destruyen ¿I mandatn de ta ley y decreto 
que le din ejecución. 

El Banco Nacional, si uo es un Unico de Estado no es tam- 
poco una simple sociedad anónima, sujeta al régimen «elusivo 
del Código de Comercio, es el banco de La Constitución. Y. E, 
ha declarado en repetidos fallos que no es un establecimiento 
particular de comercio, sinó una institución de otro carácter: 
«Que el conjunto de sus atribuciones, exenciones y privile- 
gios, responde a la idea de una institución pública, creada ex- 
profeso, para fines de administración nacional >. 

Este b meo, creado por ley del Congreso, en virtud de la 
atribución conferida en el artículo 87, incUo 5 o de la Coosti- 
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tucion nacional que autorizó á aquel & establecerá, ei por con- 
siguiente una institución nacional, sujeta á las leyes de la 
Nación. T cuando la de 16 de Octnlire de 1881, autorizó al 
gobierno de !a nación á adquirir las acciones de los particula- 
res, cou todos sus derechos, acciones y privilegios, sin limita- 
ción, ni exclusión de ninguno, no puede sostenerse el derecho 
á mantener representantes de derechos que no existen, ni des- 
conocerse el ejercido por el po*¡er ejecutivo, con sujeción a la 
Ioy de hacer representar la acciones adquiridas y pagadas con 
más de trece millones de títulos públicos nacionales. ^Por todo 
ello condujo : 

1° Que la sentencia, es ñuta por falta de jurisdicción en el 
juez a ffuo. para dictarla en demanda que afecta exclusivamen- 
te los derechos adquiridos por ta nación, en canje de 13 millo- 
nea en títulos de deuda pública ; 

2° Que sería nula también, pnr razo¡ d*í no haberse dado la 
intervención que necesariamente corresponde á los procurado- 
res Escales, en representación del fisco nacional. 

3 o Que aun siendo válida, sería revocable por ser nolatoria, 
en su parte dispositiva, de los derechos legítimamente adqui- 
ridos por la nación de los accionistas particulares del Banco 
Nacional, con sujeción á la ley de 16 de Octubre de 1891, y 
decreto gubernativo de 3 de Marzo de 1892. 

Por ello, pido á V. E. así lo declare. 

Sab imano Kier. 

t mlírn 4> la «wprm» t arto 

Buenos Airea, Mayo 17 de 1808. 

Vistos en el acuerdo y teniendo en consideración lo pedido 
en el escrito de foja ciento nótenla y uno, que no ha sido con- 

T. I1IJII , 
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te iado por loa demandantes, y lo dispuesto en el artículo pri- 
mero de la ley número tres mil treinta y siete, declárase ter- 
minada esta causa, 

¿1 otrosí, hágase la entrega de las llares Á que se refiere. 
Devuélvanse para su cumplimiento. 

BENJAMIN PAZ. ■ — LUIS V. VARELA. 
— ABEL RAZAN. — OCTAVIO BUKGE - 
— JUAN E. TORRENT. 



CAUSA € I % 

Don Estéban Pautero' contra la empresa del Ferrocarril liuenos 
Aires y Ho ano; sobre interdicto de despojo 

Sumario. acción de interdicto promovida por el guarda- 
dor del inmueble en este carácter, no puede prosperar si la mis- 
ma ha sido deducida y se está gestionando por la persona repre- 
sentada por el actor. 

Caso. — Resulta del 

Falle del Jyei Federal 

- 

Bueno* Aires, Diciembre 23 de I89tj. 



Auto? y vistos: Que según la prescripción del artículo 4 o de 
ta ley de 14 de Setiembre de 1863, la persona que se presente 
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en juicio por un derecho que no sea propio deberá acompañar 
con su primer escrito los documentos que acrediten su persona- 
lidad, sin lo cual no se dará curso á sus pretensiones, 

Que el actor, don Estélmn Paulero, invocando su carácter de 
guardador y encargado del terreno objeto del juicio (escritura 
de protesta foja 1) y cuja propiedad reconoce ser de la socie- 
dad anúnima denominada « Malecón y Puerto Norte de Buenos 
Aires * no lia dado cumplimiento á aquella prescripción legal, 
desde que no ha exhibido en su demanda el documento ha- 
bilitante que tal carácter justiíique y la automación necesaria 
para su iniciación» 

Que la disposición del artículo 4* r. cordada, como lo indica 
su mismo rubro, es común i toda clase de juicio, j por conse- 
cuencia comprende al presente, de índole sumaria, desde que no 
se encuentra expresamente exceptuado por la ley, ni por la 
disposición del artículo 337 que tampoco le ampara, pues esta 
prescripción se refiere exclusivamente al juicio promovido ¿or 
personas que ejerciten derechos propios. 

Que la doctrina contenida en los fallos invocados por el actor 
no es de aplicación al caso sub-judice, desde qoe esos fallos se 
refieren I juicios de la naturaleta de los mencionados, esto es, 
A los promovidos por personas que ae consideran con derechos 
propios y no con la representación de derechos de terceros. 

Que por consecuencia, elinterdicto de obra nueva deducido 
por el señor Pautero, no ha podido, ni debido prosperar por 
haberse quebrantado la condición esencial requerida por el ar- 
tículo 4« de ta ley citada, esto es, por no haberse anompañado 
con su primer escrito los documentos que acrediten su persone- 
ría. Por ello y las consideraciones aducidas en el escrito de la 
empresa demandada, se revoca por contrario imperio, el auto 
de foja» vuelta y se desecha por lo tanto la demanda deduci- 
da, con costas. 

Y atentólos recursos de apelación v nulidad interpuestos en 
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el precedente estrilo se confuí ellos en reUeion para ante el 
Superior y elévense los auto* & la Suprema Corte en la forma 
de estilo . Repóngase el papel. 

Agustín Urdinarrain. 



rali* de I* Suprema C»rt* 

Buenos Aires, Mayo 17 de 1898. 

Vistos y considerando: Que don Esteban Paulero ha promo- 
vido la acción posesoria á que se refiere ate juicio, haciendo 
Taler su calidad de guardador y encargado por cuanta de la so- 
ciedad Malecón y Puerto Norte de Buenos Airea del inmueble 
en que dice haberse ejecutado por el demandado los bichos que 
dnn fundamento a dicha acMon, 

Que así resulta evidente del texto dt la escritura de foja una, 
incorporado á la demanda. 

Qae según resulta de autos, que esta Suprema Corte ha teni- 
do á la vista en el aceurdn, la sociedad Malecón y Puerto Norte 
de Buenos Aires, por intermedio de representantes constituidos 
en asamblea 6 reunión convocada al efecto, ha deducido la mis 
ma acción posesoria intentada p<>r Panlero, con el mismo obje- 
to, sobre la misma cosa y basadas e . las mismas coudici ones de 
hecho. 

Que en tal virtud no puede prosperar la acción deducida por 
Pauleio cuando esti ya en gestión la deducida por la persona á 
que representa, Por esto, así s.e declara, devolviéndose estos 
auttjS paTaque se archiven. 

BENMHIN PAZ. — ABEL BAEAN. 
— OCTAVIO BU«GB, — IUAK 
E. TOKHENT* — P. BREACOCQEA. 
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CAUSA < X 



Meliion Hruchmann contra el flanco Nacional en liquidación; 

sobre carta de pago 9 

Sumario.— La ley número 3037, sobre liquiiiacioo del Banco 
Nacional, no crea privilegios á favor de éste, y en el caso de 
quiebra de sus deudores no le Bustrae del derecho común vi- 
gente en los concnraue. 

Caso, _ Resulta de las siguientes piezas : 



SENTENCIA DEL JUEE DE \ m INSTANCIA, 

Santiago, Diciembre 3 de 1894. 

¿utos y vistos: El escrito presentado por don Meliton B*uch- 
mann, eo <iue solicita se ordene i los acreedores adjudicatarios 
de sus bienes, le otorguen carta de pago, de conformidad á ta 
disposición del artículo 1556 del Código de Comercio, y de estar 
ejecutoriado el auto aprobatorio de convenio de adjudicación;, 
y del que resulta : 

1* Que habiendo el juzgado proveído de conformidad a lo 
solicitado por el señor Brnchmonn, el señor Javier S. Feijóo, se 
presentó á foja 3 en representación del Banco Nacional en H- 
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quidacion, oponiéndose ú la carta de pago y fundado en la- si- 
guientes consideraciones: 

Que el Banco Nocional es una institución de carácter nacio- 
nal, sometido á una ley de eieepcion j de privilegio hácia ti 
mismo, que túi-ndo esto asi, la carta de pago solicitada por 
Bruchmann debe gestionarse de acuerdo con las disposiciones) 
de la ley número 3037 á que está sometido el citado Banco; 

Que siendo la ley de liquidación del Bauco posterior á la san- 
ción de los Códigos CítíI y Comercial es derogativa de éstos? 

Que el Banco, poi los artículos 13, 14, 15 y 16 de la citada ley 
número 3037, está facultado para acordar quitas, admitir nd judi- 
caciones y otorgar cartas de pago, etc.; pero que siendo ésta una 
ley de excepción superior ¡i toda otra ley que le fuere contraria, 
ei señor Brucnmann, cadente de sus bienes en concurso judicial 
no puede pretender carta de pago de parte del Banco, por más 
que ésta lesea otorgada con ucuerdode las leyes civiles, comer- 
ciales 6 de procedimientos ; 

Que el Código Civü al legislar sobre el pago por eptrega ele 
bienes ha guardado silencio sobre la materia, uo obstante ser 
ésta objetiva ; 

Qne consta que el representante del Banco protestú dtjando á 
salvo sus derechos; 

Que de conformidad con el articulo 782 deleitado Código, no 
estaba obligado a aceptar pagos por entrega di> bienes ; 

Que habla error en pretender encontrar apoyo en las dispo- 
siciones del Código de Comercio, aplicable por analogía, porque 
lo¡, tratadistas enseñan no buscar la aplicación promiscuado 
ambos derechos; en este órden de ideas el* nuevo Código de pro- 
cedimientos carecía de la disposición del artículo 890 del anti- 
guo, que disponía que < formado el concurso se procederá con 
arreglo á Jo prevenido para los Concursos mercantiles*. 

2 o Que corrido en vista al señor Brucbmann la oposición de- 
ducida por el Banco Nacional, al evacuarla solicita sean dése- 
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diadas de plano .t»s pretcnsiones del representante del Üancti, 
en mérito de las consideraciones siguiente*: 

Que en nada se afectaba el carácter del Banco ni contrade- 
cía su ley propia, por el hecho de que, como acreedor, se pre- 
sentara ¡i un concurso; 

Que Jas disposiciones legales a que hace referencia el repre- 
sentante del Jlanci», deben reputarle debidamente cumplimen- 
tadas, desde que ningún acreedor ha formulado oposición ni de- 
nunciado malversación ú ocultación de los bieues del concurso; 

Que ha resoluciones concernientes al concurso hau pasado en 
autoridad de cusa juzgada, por encontrarle debidamente ejecu- 
toriadas ; 

Que si el representante del banco no lo creyó así, debió 
hacer en tiempo las observaciones que pusieran & salvo sus de- 
rechos; 

Que por resolución de este juzgado, fecha 22 de Junio del 
corriente año, aprobando la adjudicación de los bieues del con- 
curro á loa acreedores, de ¡iruerdu con lo dispuesto por el ar- 
tículo 1* 57, Código de Comercio, bastaba para fundar su pedi- 
do, encontrándose dicho auto debidamente ejecutoriado sin 
objeción alguna; 

Que la ilicitud de carta de pago no podía ser más justa, desde 
que era la consecuencia lógica délo convenido por las partes y 
claramente deslindado en la resolución de este juzgado. 

Y considerando : Que tratándose en el caso ocurrente dt 3 
concurso civil, ea decir, de un juicio universal, todos los inci- 
dentes que con motivo de él se produzcan, corresponde su cono- 
cimiento al juez de lo principal, quien debe aplicar las lejas 
especiales que rijan el caso, sin qui< esto importe en manera 
alguna alterar el carácter, ni menoscabar los privilegios á que 
una institución nacional pueda estar sujeta. £1 Banco Nacional, 
con su ley propia, con sus privilegios y exenciones, está obliga- 
do i concurrir como los demás acreedores al concurso j precisa- 



■ 



'3 FALLOS [>L LA SUPllEHA CORTE 

mente á conformarle con el procedimiento marcado por la ley 
para esta cíase de juicios, 

T bien, el juei, teniendo que aplicar la ley del concurso (ley 
de 6rden público) y las leyes especiales a que pueden estar su- 
jetas las diferentes personas 6 entidades que intervengan enel 
juicio universal, ¿debe sacrificar éstas ú aquellas en caso de 
oposición ? Es un principio de derecho que la ley posterior de- 
roga las anteriores que te son contrarias ; pero esto que es 
exacto tratándose de leyes emanadas de nn mismo poder, no lo 
es cnando nacen de poderes distintos. En el caso sub-judice tene- 
mos la ley del lían ro Nacional en liquidación dictada por el 
Congreso» y una ley de la legislatura de esta provincia legis- 
lando en materia propia, reservada expresamente en los artícu- 
los 104 y fOBde la Constitución Nacional. ¿Cu Al de estas leyes 
debe primar ? Sostengo que la ley de la provincia, porque es 
ley de órden público y jorque la materia € concursos civiles » 
do está regida por uingnna otra ley, 

Considerando: Que las disposiciones de la ley número 3037, 
han sido dictadas para determinarlas relaciones directas entro 
el banco y bus deudores, wegun se desprendo de sus propios tér- 
minos, pero no para hacerlos prevalecer sobre leyes generales á 
las que por excepción tiene que someterse el banco llegado el 
caso. Así, por ejemplo, si el banco es acreedor de un comeroian- 
te declarado en quiebra, li- -ñeque concurrir al concurso y acep- 
tar por mandato de la ley las resoluciones de la mayoría de los 
acreedores, conforme á la misma, sin que le sea lícito excepoio- 
narse con su ley propia, porque hay allí comprometidos intere- 
ses igualmente respetables y una ley de úrden público, 

Y no se podría decir que la ley del Banco siendo posterior al 
Código de Comercio es derogaliva de éste, porque Jas relacio- 
nes de derecho no se rigen por principios tan generales, sinó 
que hay que atender sobretodo a la intención del legislador y 
á lo que resulte de las diferentes circunstancias que puedan de- 
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finir Taimente una relación de derecho. Más aún, la citada ley 
del Banco Nacional no tiene cláusula alguna que derogue las 
1 i-yes que le sean contradictorias; su artículo 34 sólo dice, que 
deroga la ley número 2891 en cuanto so oponga á ella, pero de 
esto á derogar las disposiciones de nuestro Código de Comercio 
hay ana diferencia notable. 

Considerando : Que la aplicación analógica de la ley es nn 
principio aiiiversnt de derecho y de jurisprudencia, consagrado 
aún por nuestro derecho positivo (véase artículo i *, título pre- 
liminar, Código de Comercio); es además sabido que las leyes 
civiles y comerciales se complementan, y que, dado el sistema 
casuístico de nuestra legislación , no serla posible prevenir gran- 
des iniquidades sin la aplicación analógioa de ambos derechos. 
No hay por otra parte unadifereneia tan grande entre el con- 
cursado civil y el comerciante, como lo afirma el representante 
del Banco Nacional ; el concursado civil es, puede decirse, un 
comerciante inexperto que en vista del mal giro de sus negocios 
se presenta entregando todo loque posee á sus acreedores ; es 
un comerciante sin la práctica de los negocios, es un comercian- 
te que no tiene á aa favor, ni el beneficio de las quitas, ni de las 
esperas, ni de laa moratorias, ni de los concordatos. Siendo esto 
así, ¿cómo es posible entónceB colocarlo en peores condiciones 
que el comerciante avetado, el comerciante que se desenvuelve 
en su elemento, que tiene á su favor ana ley especial, una ley 
de excepción. 

Se sostine que en el nuevo Código de Procedimientos no exis- 
te la disposición del articulo 890 del antiguo, que sostenía la 
doctrina de qae la ley comercial es supletoria de la cml, pero 
al faacer tal añrmacion se olvida que el antiguo código no mar- 
caba ningún procedimiento para tos concursos civiles, y que li- 
mitándose solamente á declarar : que «formado el concurso se 
procederá con arreglo A lo prevenido para loa concursos mer- 
cantiles > era previsor en determinar un camino no deslindado 
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en sus disposiciones. Ahora bien, el nuevo código legialamlo 
minuciosamente la materia « concursos civiles », jo ha creído 
necesario coasignar la disposición del artículo 880 del an- 
tiguo y sólo se ha limitado á consignar la del artículo 2^2 de la 
ley orgánica que deroga las leyes anLerions, en cuanto Be opon- 
gan á ella; en el caso sub-judiee el artículo 890, código antiguo 
en nada se opone á Jas disposiciones del nuevo, sinó que, por el 
contrario, Lo complementa. 

Pito aún admitiendo todo cuanto supon" el representante del 
Hunco, sus observaciones son sin fundamento, porque el caso 
sub-judice cae bajo el imperio del antiguo código por haberse 
iniciado en su vigencia el concurso Brnchmann y en mérito de 
la disposición del artículo 1645 del nuevo Código. 

Considerando: Que del acta de foja 237 á foja 239 consta que 
el representante del banco aceptó mi referendun la adjudicación 
de los bienes del concurso alegando : * Que por los estatutos no 
podía celebrar estos arreglos sin antas someterlos a la aproba- 
ción del Directorio ». Y bien, en los concursos tanto miles 
como mercantiles, jmr lo mismo que es un procedimiento esen- 
cialmente de órden público, su trámite no puede paralizarse 
indclin idamente, porque sería contrariar la intención del legis- 
lador que al sancionar tal procedimiento ha querido que no se 
sustraigan portan largo tiempo á la acción de las industrias y 
del comercio, tas fuerzas vivas que por bí mismas constituyen 
el concursado.- Este juzgado, á foja 240, da por aprobado el 
convenio de adjudicación celebrado entre los demás acreedores 
y aceptado ad referendun por el Banco Nacional, basaudo di- 
cha aprobación en el artículo 1557 del Código de Comercio, que, 
como queda demostrado en los considerandos anteriores, es apli- 
cable por analogía al caso sub-judice. El auto aprobativo del 
mencionado convenio no ha sido apelado, e a tá consentido, ha 
pasado en autoridad de cosa juzgada; si el representante del 
Banco se oreyó agraviado con esa resolución, debió interponer 
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eu tiempo loa recursos del cjso y altear eutóuces la maleabi- 
lidad, por anuí ogfj, de las disposiciones üel Código de Comer- 
cio, mas no cuando el concurso está en su casi terminación, 
cuando Jos demás acreedores han tomado posesión de loa bienes 
adjudicados y hecho la oblación del valor que les correspondía 
por gastos de justicia según dicho i-unvenio. 

Considerando: Que lo prescripto por los artículos 886, 
887 y 889 del Código de Procedimientos antiguo y 769 j 
748, cúdigi» ,.uevo, citados por el representante del Banco Na- 
« ional, Tiene precisamente en apoyo do la tesis sostenida por el 
bnsrrito, desde que el eedente señor Bruchmann no se ha acogi- 
do al beneficio de competencia determinado por ios ¡Ttículos886, 
código antiguo, y 709 código nuevo. La equidad, ese principio 
tan sagrado y Tespetuble como la justi.-ia misma, non está di- 
ciendo en el caso subíndice que no debe ser una misma situa- 
ción la del deudor que entrega todos sus fñenes y no se queda 
con nada, de la de aquel otro que, aunque también hace cesión 
de todos sus bienes, pero se n ser va á título de beneficio de 
competencia, una veintena de ellos, de acuerda con el artículo 
886 del Código de Procedimientos antiguo. 

Si, pues, si renuncio tal beneficio en faíorde mis acreedores, 
es equitativo que él me sea compensado de alguna manera; el 
que hace entrega de todos sus bienes y se somet» á todo género 
de privaciones por no cercenar un solo céntimo á sus acreedo- 
res, debe estar colocado en mejores condiciones qne aquel otro 
que entrega lo que buenamente puede y se reserva un algo qne 
hará menos precaria su eitstencía. Todo esto del lado de la 
equidad, que del ludo de la justicia hay una gran diferencia entre 
una adjudicación de bienes que puede tal vez producir una suma 
mayor á la deuda, y entre su venta en pública subasta que de- 
termina con precisión su producido. 

El acreedor qne se adjudica tal propiedad de su deudor sin 
determinar por qué cantidad lo hace, debe presumirse que lo ea 
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en pago de todo so crédito ¡ por consiguiente, el Banco Nacional 
no puede oponerse á la carta de pago solicitada por ei ceden te 
señor Bruchmann, porque hay ta presunción de que loa bienes 
adquirido* han «sido en pago de todo bu crédito. Aparte de las 
consideraciones que preceden, hay la dispo&ioim del artículo 
parte infine, del Código de Comercio, queacuerda carta de 
pago al fallecido, coando hubiese mediado adjudicación de bie- 
nes. 

Por estas consideraciones, definitivamente juzgando, fallo y 
declaro: Que tanto el Banco Nacional en liquidación como los 
demús acreedores que han concurrido al concurso, están obliga- 
dos á otorgar la carta de pago que solícita el cedente señor M e- 
líton Bruclmann, Bin especial condenación en costas, por no 
encontrar raérito para ello. Hágase sabeT y archívese, préfia 
reposición de sellos y pago de costas. 

Cruz Vera, 



SENTENCIA Ufi 2» lWSTArlCU 

Santiago, Marzo 27 de 1896. 

Autos y vistos ; por sus fundamentos, confírmase el auto ape- 
lado, con las costas del recurso. Prévia reposición de selhs, há- 
gase saber y devuélvase con el espediente traido ad efertum vi- 
Jemíú A sus efectos, regúlanse los honorarios del ductor Vera, 
por su informe ín t>oce, en esta instancia en la suma de 75 pe- 
sol nacionales. a 

¡i. Palacios.— S. Maradona.— 
F, Frias Moreno. 

Ante mí: 

Vi A. Herrera Ocampo. 
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VISTA DEL SEftOH PUOCURADOH GENERAL 

Hítenos Aires, Junio 16 de 189*>. 

Suprema Corte. 

Se trata de sentencia definitiva, dictada por un tribunal su- 
perior de provincia, que pone fin al pleito. 

En ella se resuélvela preferente aplicación de una hj pro- 
vincial y el recurso para ante V. E, sp funda en la validez de lo 
ley del Congreso 3037, cuya validez ha sido desestimada en el 
fallo de foja 41 vuelta, confirmatorio del de foja 23. 

Es el caso previsto en el artículo 14, inciso 2\ de la ley sobre 
competencia nacional, que autoriza por excepción el recurso 
para ante V, E. Pienso por ello, que U apelación instaurada a 
foja 43, ha sido bien concedida. 

Sabiniano Kier. 



t aill* d« ta flupreat* €«rte 

Buenos Aires, Mayo 17 de 

Vistos: Considerando que según consta de autos, el Banco 
Nacional en liquidación ha intervenido en el conrurso civil 
abierto con motivo déla cesión de bienes hecha por don Helíton 
Bruchmann. 

Que hecha la verificación de créditos v acordada entre los 
acreedores la aceptación y adjudicación de tos bienes del con- 
curso, el representante del Banco Nacional aceptú ad referendum 
esos actos, por cuanto n y tenía poder para aceptarlos difinil i va- 
mente. 



78 FXU.OS DE LA BUPHEHA CORTE 

Que, posteriormente, segnn se refiere en la sentencia recu- 
rrida, el juex de primera instancia de la provincia ríe Santiago 
del Estero «dió por aprobado el convenio de adjudicación cele- 
brado entre los demás acreedores y aceptado ad referendum 
por el Banco Nacional » (foja 30). 

Que este tinto no fué recurrido por el representante del Banco 
Nacional, ni por ninguna de las partes, quedando, par consi- 
guiente, pasado eu autoridad de cusa juzgada. 

Que en virtud de la mencionada adjudicación de los bienes 
cedidos, el cesionario ocurrió al juez del concurso pidiendo que 
sus acreedores le expidieran carta de pago de sus respectivos 
créditos. 

Que el Banco Nacional, en este estado del juicio, se negó á 
dar la carta de pago, no sólo por creer qno no podía obligarle á 
hacerlo si no se llenaban los requisito» establecidos por ln ley 
número tres mil treinta j siete, posterior en su sanción al Códi- 
go de Comercio y especialmente datada para su liquidación, sinó 
porque se insinúan vicio* en los procedimientos del conerir;,^ 

Que el juez de primera instancia y la Corte de Santiago dfl 
Estero desestimaron las pretensiones del representante del Ban- 
co Nacional, mondando que éste diese al s<'ñor Bruehraanu la 
carta de pago que pedia. 

Que habiéndose invocado la ley nacional de liquidación del 
líanco Nacional, para fundar en ella los derechos que le han 
sido desconocidos, por las autoridades judiciales locales de San- 
tiago del Estero, el reuurso interpuesto para ante esta Suprema 
Corte ha sido concedido por el Tribunal Superior de Santiago 
del Estero. 

Que no obstante lo que haya podido decir en su fallo el juez 
de primera instancia de Santiago del Estero, pretendiendo que 
están en conflicto una ley diotada por el Congreso nacional y 
otra dictada por la Legislatura de aquella prorin<ia, del exrimen 
del caso resulta que no esUte el conflicto mencionado. 
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Que la ley número tres niü treinta j Mete, conocida coa el 
nombre de ley de liquidación del Banco Nacional, no se lia díc- 
talo ' on ei objeto de sustraer el Banco Nacional del dertcbo 
común, creando privilegios de fuero y degradación de réditos 
en su favor. Eta ley sirve para reglar las relaciones úc derecho 
entre el banco y sus deudores, dando á é*tos cieitas ventajas 
especiales para la extinción de sus cuentas y aiitariiando ul di- 
rectorio de aquél para hacer quitas y hasta otorgar cartas de 
pago en los casos peculiares que ella determina. 

Pero estas disposiciones de la ley número tres mil treinta y 
siete no tienen el alcance que el representante del Banco Na- 
cional y el juez lo?al de Santiago del Estero le han dado. Ellas 
se refieren sólo al régimen y gobierno intento del Banco en su 
relación con sns deudores, pero no tienen por objeto extender los 
privilegios ó preeminencias del establecimiento a los juicios de 
concurso en que intervengan *us deudores. Por las leyes en vigur 
los juicios universales de concurso de acreedores pertenecen al 
fuero local, cualquiera quesea la nacionalidad ó vecindad de 
los directamente interesados en ella y aunque se deduican ac- 
ciones fiscales de la nación (artículo doce, inciso primer», de la 
ley de jurisdicción y competencia de los tribunales nacionales). 

En el oaso $ub-ju<iice el concurso civil de don Meliton ttrueb- 
mann se ha iniciado, tramitado y terminado ante los tribunales 
de Santugo del Estero, cometiendo los procedimientos á las re- 
glas establecidas por las leyes locales y aplicando los códigos 
civil y comercial, según el criterio de loa jueces de aquella pro- 
vincia. 

La ley número tres mil treinta y siete, que trata de la liqui- 
dación del Banco Nacional, nada tiene que ver con ese concur- 
so ni con su tramitación, por cuanto los deudores del bineo á 
quienes ella se refiere, son precisamente aquellos que, no es- 
tando concursados, tienen ta libre representación de bus dere- 
chos y acciones en el concurso civil ó comercial, el fallido está 

■ 



i^jwaibilitido de acordar con el Baucu Nacional, ninguna de 
lab formas do pago establecidas en ta ley número tre ñ mil trein- 
ta y siete. Luego esa ley o o tiene aplicación alguna al caso 
ocurrente, ni ha podido estar en conflicto con la ley procesal de 

Santiago del Estero. 

No es tampoco exacto que la mencionada ley baya prohibido 
al Banco Nación ni expedir cartas de pago á sus deudores en otras 
circunstancias que las que mencionan sus artículos quince y diez 
y seis. El 'Unco Nacional, como cualquier otra persona del 
derecho, está obligado por las leyes generales A expedir y dar 
cartas de pago á sus deudores en tudas las ocasiunes en que el 
derecho común obliga á darlas á cualquier otra persona jurídica 
ó de eiistencia risible. 

Lo único que han establecido esos artículos déla ley número 
tres mil siete es que, para los deudores del Banco Nacional en 
liquidación, y no para otros deudores del Estado, de otros ban- 
cos ó de particulares probando que elios se encuentran en las 
condiciones peculiares que alli se enuncian, el Directorio del 
establecimiento podrá expedir cartas de pago, cosa que no ha- 
bría podido hacer ningún administrador ó representante deesa 
persona jurídica, sin esa autorización especial, taxativa y con- 
dicional. 

No existiendo, pues, conflicto entre la ley de procedimientos 
local de Santiago .leí Estero y la ley nacional número tres mil 
treinta y oiete, no hay derechos lesionados de aquellos áque se 
refieren los incisos primero y tercero del artículo catorce de la 
ley de catorce de Setiembre de mil ochocientos sesenta y tres. 

En consecuencia, de lo expuesto, y resultando que sólo se han 
aplicado por los tribunales de Santiago del Estero las leyes lo- 
cales de procedimientos y los códigos del derecho común, y no 
teniendo esta Suprema Corte facultades para corregir los erro- 
res de interpretación ó de aplicación de esas leyes hechas por los 
tribunales de prorincia, aun cuando efectí rameóte esos errores 



!►£ JUSTICIA NACIONAL gf 

fueran evidentes en sus fallos, se dolara : que la sentencia ape- 
lada no afecta <itri-*o alguno acordado a! Banco Nacional por 
la ley nacional numen, tres mil treint a y siete. Xotífíqueae can 
«1 original y devuélvanse. 

BENJAMIN PAZ. — LDIS V. VARElA. 
— ABBL fiAZAN, - OCTAVIO 
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Martins y C contra don Francisco F. Carneo, por uso indebido 
de marca de romera» ; sobre prescripción y costas 

Sumario. — 1» La excepción de prescripción «;ontra la ac- 
ción del propietario de la marci, no puede fundarse sinó sobre 
el uso de ésta hecha después de la concesión de la propiedad. 

2" En las cuustiones civiles sobre marca de fábrica, no pro- 
rede la condenación en costas, si ha habido rason probable por 
parte del vencido. 

Caso. - Resulta del 



Bueno* Aires, Maso 22 ü> 

Y vistor: Esto* autos seguidos por los señorea ilartinsy 
compañía contra don Francisco F. Carneo, por uso indebido de 
marcas de fábrica. 
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Resulta: I o Que ¿[foja 24 se presentan loa señores Martins y 
compañía, por intermedio de su apoderado don Luís Dufour ex- 
poniendo, que don Francisco F. Carrico, comerciante con casa 
enlacalle de Cangallo número 1281 usa indebidamente en los Ti- 
nos de oporto qne vende, las marcas cPríncipe Real» j « Escudo 
de Portugal», de que son ellos propietarios, según lo comprueban 
con luí patentes que acompañan, expedidas por el comisario de 
marcas funcionario encargado por la ley de la materia para 
acordar la propiedad de las mismas; que no teniendo el deman- 
dado derecho á usar las marcas que ostentan las etiquetas que 
llevan sus botellas de Tino oporto, por cuanto ellas no han sido 
debidamente registradas en la oficina respectiva y acordando 
laleydet9de Agosto de 1876 al propietario de una marca de 
fábrica el derecho de impedir que otro la use, entabla la presen- 
te acción civil por uso indebido de sus marcas para vino oporto 
que hace el demandado señor Carrico, a fin de que el juzgado 
prohiba á éste la siga usando y ordene la destrucción de todas 
las etiquetas que el mismo tenga con dichas marcas. 

2» Que corrido traslado, don Tomás J. Izuízu, en representa- 
ción de Carrico, niega el hecho que reputa fundamental en la 
demanda á saber, que su representada use las marcas de fábrica 
de los actores, pues que los vinos oporto que expende llevan 
unas marcas completamente distintas á las de los demandantes 
y que no sólo no son las que Éstos usan, ainó que ni aun siquiera 
confusión con aquellas admiten, tal es la notable diferencia que 
entre unas y otras existe; agregando que su representado, el 
aeñor Car r i 90 tiene en uso las marcas cuyo empleo tratan de 
impedirle los señores Martina y compañía desde mucho tiempo 
antesque éstos usen las suyas, con las cuales se pretende encon- 
trar tal semejanza que origine confusiones. 

Que existiendo tan grande diferencia entre las marcas en cues- 
tión que hace imposible toda confusión, la demanda carece de 
razón de ser y las pretensiones de los demandantes son de todo 
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punto infundadas, por no revestir el caso las condiciones que 
la ley exige para ordenar la prohibición del uso de una marca de 
fábrica, cuales son. grado tal de seine ¡anza que permita una 
fácil confusión, por cuyas razones pide el rechazo de la demanda, 

3 Que abierta Ja cansí á prueba, se ha producido la que ex- 
presa el certificado del actuario, corriente á foja 309 vuelta. 

Y considerando : I o Que probado como está, por los d icumen- 
tos de fojas 9 y 17 qui* según la ley de la materia de 19 de 
Agosto de 1876 vienen á ser los títulos que acreditan la propie- 
dad de marcas determinadas, que los señores Martins y com- 
pañía son dueños de las marcas < Príncipe Real » y « Escudo de 
Portugal » que usan en vinos de uporto y que son las que se dice 
por los actores que están sujetas á confusiones con las del de- 
mandado, y dados Los términos en que ha sido trabada la litis 
contestatio, la cuestión á resolverse en este pleito, no es si las 
marcas que llevan los vinos oporto del demandado son ó no se* 
mojantes A la de los actores y en caso de serlo, sí esa semejanza 
es en tal grado que haga posible y fácil una confusión entre 
ellas, ni si la propiedad de las marcas t Principe Real » y «Escu- 
do de Portugal >, acordada según la ley de la materia á los de- 
mandantes, ha sido bien ó mal concedida, sino si las marcas 
que usa Francisco F. Carrieo en sus vinos oporto son las mis- 
mas cuyo aso en propiedad ha sido concedido á los señores Mar- 
tins y compañía y, como consecuencia, si el pctüum de la de- 
manda traduce el ejercicio de loa derechos que la ley respectiva 
acuerda á Los que la hayan obtenido. 

En efecto, acreditada en la forma que lo han hecho los acto- 
res, es decir, en la forma más completa, con los títulos de pro- 
piedad que son dueños de las marcas « Príncipe Real ■ y i Escu- 
do Portugal» que usan en sus vinos oporto, sería inoficioso estu- 
diar los elementos constitutivos de cada una de éstas para 
establecer si por las diferencias quocon las del demandado re- 
sultan de las circunstancias de contener leyendas distintas y 
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exiatirdesemejanzaenlos retratos de ta persona cnyainiágen 
reproduce», el consumidor está al abrigo de toda confusión por 
la dificultad que hay en confundir marcas que ostentan tales ó 
cuales distintivos, pues este estudio estaría bien y serla opor- 
tuno sí la propiedad de las marcas en cuestión no estuviera ad- 
judicada ft una de las partes y se discutiese no ya el mejor y ex- 
clusivo derecho a usarlas, sinó si el oso de las marcas por una 
de las partes puede cohonestarse con el uso de la otra» en tal 
forma que ninguna reciba perjuicio con ello. 

De igual modo, no habiéndose alegado nulidad de la conce- 
aion de las marcas cuyo uso exclusivo reclaman los demandan- 
tes, en forma de reconvención ó con tr ademan la, es también 
completamente inoBcioso entrará considerar las marcas en si 
mismas, estudiando los elemeutos que las constituyen para re- 
solver si la oficina respectiva ha podido ó no legalmente conce- 
der en propiedad el uso exclusivo de las marcas tPrfncipe Real» 
y « Escudo de Portugal i, ó lo que es lo mismo, si esa conce- 
sión es nula por estar comprendido el caso en la disposición 
contenida en el artículo 3<\ inciso A\ de la ley de 19 de Agosto 
de 1870, a ouyo ün tiende parte de la prueba del demandado, 
con el objeto de demostrar que el nombre de * Príncipe Real » 
es un término que ha pasado al uso general y con el que se de- 
signa un tipo de vino oporto y que por lo tanto cae dentro de la 
prescripción legal citada, estudio que sería del caso hacer si el 
demandado hubiese puesto en tela de juicio la valide?, ú nulidad 
de tal concesión, deduciendo en la oportunidad de ley la acción 
correspondiente. 

2° Que de los documentos de foja.., y foja... acompañados á 
la demanda resulta que los elemento* constitutivos y distinti- 
vos de las marcas < Príncipe Real > y < Escudo de Portugal » ( 
cuya propiedad absoluta lee ha sido acordada á los señores Mar- 
tina y compañía, son respectivamente, el retrato del Príncipe 
Bealde Portugal, pura y sencillamente, sin entrar en la descrip- 
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ciondel trajere lle?ay el escudo de Portugal, condos leones, 
una á cada lado y la corona encima, exactamente lo mismo que 
los marcas que usa el demandado para sos vinos aporto, como 
se Te por l¿g etiquetas de fojas 35 y 37, pues éstas ostentan 
igualmente el retrato del Príncipe Real de Portugal, si bien con 
distinto traje y el escurto de Portugal con la corona real encima 
y dos leones, unoá cada lado, aun cuando de distinto color y 
tamaña, detalles que no constituyen por sí mismos las marcas. 

3" Que, pitr consiguiente, entre una marca registrada y otra 
que no lo está, teniendo de común su designación y principal 
rasgo distintivo, debe ser amparada la primera, por remota* 
que sean las probabilidades de seT confundida en razón de sos 
diferencias l-u los detalles, dando aplicación a" lo establecido en 
e) artículo 4 o de la ley de la materia, que dispone que ni indi- 
rectamente puede una marón dada originar confusiones en los 
productos de otra. 

Por estas consideraciones y las pertinentes de los escritos 
de foja 24 y foja 323 y de acuerda con los artículos 4» y 10 de 
la ley de 19 de Agosto de 1876, definitivamente juagando, fallo: 
declarando ilícito el uso hecho por el demandado Francisco J. 
Carrito de las marcas « Príncipe Real * y « Escudo de Portu- 
gal . en sus rin.tsoporto, desde la fecha del registro de estas 
marcas por los señores Martina y compañía, prohibiéndole en 
lo sucesiro y por todo el término del registro el uso de las mis- 
mas y ordenando sean destruidas todas las etiquetas que con el 
retrato del Príncipe Real de Portugal y con el Escudo de Por- 
tugal tenga el demandado, sin especial condenación en costas, 
por no haber mérito para ello. 

Xotifíquese original y repuestos los sellos archívese el expe- 
diente si no fuese apelada la presente resolución. 

Así lo mando en Buenos Aires, Capital de la República fecha 
ut supra. 

f\ Olaeehea y Aicorta. 
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d* I» ftuproiMi Carie 

Bueno* Aires, Mayo 21 de 189&. 

Vistos y considerando : Que la parte de Carrito ha alegado 
en esta instancia la prescripción de la acción pretendiendo am- 
pararse del artículo veinticuatro de la ley de Marcas de Fábri- 
ca, en cuanto establece que el damnificado perderá su acción 
á todo reclamo sí no reclamase en el término de un año, desde 
el día «n que se empezó i usar por otro. ' 

Que de autos resulta la inexactitud de tal afirmación, pues 
siendo de fecha trece de Agosto de mil ochocientos noventa y 
seis las patentes expedidas á favor de los demandantes Martin* 
y compañía, la demanda se ha presentado con fecha veintiuno 
del mismo mes, resultando que ha sido materialmente imposi- 
ble que el demandado usase de esas marcas durante mús de un 
año, después que Martinsy compañía las hizo registrar. 

Y considerando en cuanto á la apelación del demandante por 
las costas* que ha habido razón probable por parte del deman- 
dado al contestar la demanda y sostener sus pretensiones, no 
habiendo por tanto mérito para que sea condenado. 

Forestes fundamentos y los de la sentencia apelada se con- 
firma ésta, con declaración de que las costas del juicio se paga- 
rán en el órden causado. 

Sotifíquese con el original y, repuestas los sellos, devuél- 
vanse. 

BENJAMIN PAI. — LUIS V. TARELA. 
— ABEL BAZAR. — OCTAVIO BUN- 
GE.— JDAJ1 E. TORREKT. 
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negativa en ci sumario sobre extravío 
de una carta con valor declarado 



Sumario. — Cuando do es posible deteruiiuar prima facie en 
qué paraje se cometió el hecho que se investiga, el juez á quien 
se remitieren los antecedentes no puede excusarse de instruir 
el sumaria, y remitir la causa á otro juei. 



Caso. — Resulta de las siguientes pieza» : 



VISTA DEL SESOR PROCURADOR FISCAL {üd-hoc} 

■lujoy. Febrero 15 de 1893. 

Señor Juez Federal : 

£n cumplimiento de los deberes que me impone el cargo de 
Proourador fiscal ad-hoc he estudiado prolijamente estos autos, 
y del sumario instruido por la Dirección General de Correos j 
Telégrafos, corriente de foja i i 88 1 resulta plenamente probada 
ia sustracción de una pieza de correspondencia con el valor de- 
clarado por la snma de 100 pesos moneda nacional, depositada 
en la oficina de Jujuy por el doctor Lucas V, Rocha con fecha 
31 de Agosto de 1897, y dirijida á la señora Candelaria Rocha 
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á la ciudad del Paraná; pero no quién sea el autor déla sus- 
tracción, á pesar délas prolijas investigaciones hechas para des- 
cubrirlo. 

Sin embargo, « es indudable do que el autor se encuentra en- 
tre los empleados que han intervenido en el manejo de ese pa- 
quete, mientras él circuló al descubierto, y que, por lo tanto, la 
sustracción ha debido producirse cutre las oficinas de Tucuman, 
Rafaela? Santa Té*. Así lo exprésala Dirección general ea el 
primer considerando de su resolución adraioistratira de foja 87, 
por lo que manda descontar del sueldo de los empleados de di- 
chas oficinas, expresadas en el articulo i* de la parte dispositiva 
la cantidad que corresponda, por partes iguales hasta cubrir la 
suma de cíen pesos moneda nacional, importo del valor declarado 
sustraído. 

Resulta, pues, quo si bien la pieza de correspondencia sustraí- 
da fué depositada eu la oficina de Jujuy, está probado que el pa- 
quete en que estaba contenida fué recibido por la de Tucuman 
en perfecto eBtado; asi es que el sumario no arroja cargo al- 
guno, ni siquiera hay presunción de culpabilidad contra los 
empleados del distrito de correo» de Jujuy; por consiguiente 
no puede estimarse siuó como un euor eJ hecbude pasar á S . S. 
estos antecedentes, con el oficio de foja 91, 

En efecto, la misma ley de justicia nacional de 14 de Setiem- 
bre de 1803 que se iovoca en el oficio de referencia (art. 3°, in- 
cisos 3 a y 4°) dispone que los crímenes cuyo conocimiento com- 
pete ála justicia nacional como el deque Be trata, serán juaga- 
dos en la sección judicial en que se cometieren ; y no habiendo 
tenido lugar la sustracción en el distrito de cornos y telégrafos 
comprendido en la sección federal de Jujuy, Y. S. debe decla- 
rarse incompetente para conocer en este asunto. 

Estaos la epinion del suscrito, salvo lamas ilustrada de 
su a. S. 

S. Linares. 
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I «lio del Ium Fe4*rnl 

Jujuy. Febrero ib de 1898. 

Autos y vistos: Los presenten antecedentes remitidos por la 
Dirección General de Correos, relativos a la sustracción de una 
pieza conteniendo valor declarado por cien pesos, remitida des- 
de la oficina de correos de Jujuj a la del Paraná por el doctor 
Lucas V. Rucha. 

Oido el dictamen del fiscal nombrado ad-hoc por excusación 
admitida al titular, remitente del valor declarado. 

Y considerando: Que según los datos del sumario adminis- 
trativoyla denuncia por oficio de la Dirección de Correos, el 
hecho de la atracción existe y es de loa previstos y penados 
por la ley nacional y su juzgamiento compete á los tribunales 
federales. 

Que con sujeción a las leyes de jurisdicción y competencia, 
los jueces de sección deben conocer « de los crímenes cometidos 
en el territorio de las provincias, en violación de leyes nacio- 
nales,., las que deben ser juzgadas en la sección judicial en que 
se encuentren » : artículo 3°, ley 14 de Setiembre de 1863. 

Que por otra parte, deben los jueces procurarse conserve 
inalterable el órden de las jurisdicciones, por ser de interés pú- 
blico y deben, sin más actuaciones, resolver su incompetencia : 
artículo 3°, ley de procedimientos. 

Por la denuncia como los antecedentes que la fundan, dejan, 
sin lugar á duda, esclarecida la inculpabilidad en el hecho de 
los empleados de correos de esta sección, estableciéndose que de- 
be haberse ejecutado desde Tucuman hasta la oficina de destino 
en el Paraná. 

Por tanto : con arreglo á los preceptos legales mencionados 
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y á lo proscripto en el artículo 19 y 34 del libro |,% Código de 
Procedimientos y á lo dictaminado por el fiscal ad-koc t este juz- 
gado resuene declarar que no corresponde á su jurisdicción el 
conocimiento de este asunto y que debe pasarse al juxgado fe- 
deral de Tuenman, con oficio, dejándose constancia y dándose 
noticia por nota á la Dirección General de Correos, 

Joaquín Carrillo, 



VISTA DKL SEflOK PUOCURADOH FISCAL 

Tucuman, Mayo 2 de 1898, 

Seriar Juez de Sección : 

El doctor don Lucas V. Rouha entregó á la oficina de Co- 
rreos y Telégrafos de Jujuy, una carta con valor declarado por 
iGO pesos, dirijida á la señora Candelaria Rocha, residente en 
la ciudad del Paraná, U cual fué expedida el 31 de Agosto de 
18&7, bajo el número 52, dentro del paquete número 49, que á 
su Tez iba dentro de la bolsa número 24 B y ésta incluida en el 
saco número 3 B, dirijído á Tucumau. 

En la oficina de Tucuman fué abierto el saco el I a de Setiem- 
bre, porque tenia correspondencia para esta ciudad, y remitida 
al dia siguiente la bolsa número 24 B, con el estafetero José 
Mendea García, quien la condujo hasta Rafaela, en donde le fué 
recibida en buen estado, ó por lo menos sin observación. 

La oficina de Rafaela entrególa bolsa 24 B al estafetero R6- 
mulo Lesean©, que la recibió en buen estado, 6 por lo menos 
sin observación alguna, quien la condujo basta Santa Fé, en- 
tregándola al balijero AuiaHo Frugoni. 

La expresada bolsa número 24 B, fué incluidaen Santa Fé, en 
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el saco número 116 B y despachada al Paraná, adonde llegó en 
buen estado, pero no así la bolsa tantas veces nombrada, que 
presentaba una abertura en ano de sos costados, por donde pa- 
rece haberse sustraído el paquete número 49 que contenía la 
carta valor declarado número 62, según se expresa en el acta de 
foja 19. 

La relación hecb a demuestra que los autos no suministran 
datos para determinar cuál sea el lugar donde fué perpetrado el 
delito, según el criterio legal deducido de los artículos 34, 35 
y 36 del Código de Procedimientos en lo criminal, y por consi- 
guiente cuál sea la jurisdicción competente para su conoci- 
miento. 

En tal situación, oreo aplicable el precedente establecido por 
la Suprema Corte en su fallo de 7 de Mayo de 1896 en un caso 
que tiene gran analogía con el presente, declarando que debe cu* 
nocer el juzgad.» de la sección á donde fué remitido el expedien- 
te por la Dirección General de Correos y Telégrafos, desde que 
no bay medio de determinar prima facie el lugar dónde se co- 
metió el delito. 

Kn consecuencia, corresponde al juzgado de sección de Jujuy , 
y pido se sirva declararse V. S, incompetente para oonocer en 
esta causa y disponer se remita e) expediente á la Suprema 
Corte, para que decida la competencia. 

Del caso á que me refiero da cuenta el expediente caratulado 
< Sumario instruido con motivo de la violación de una bolsa de 
correspondencia número 993 letra A », que existe ene) juzgado a 
su cargo y que pido sea tenido á la vista, para persuadirse de la 
completa analogía existente entre uno y otro. 

Sírvase proveerlo así y tenerme por expedido en la vista con- 
ferida. Ser A justicia etc. 

napoleón )í. Vera. 
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Fnllm d*l Jt»«» W**mt 

Tucumsn, Marzo 8 do 1898, 

Autos y vistos: Con el expediente traído. Considerando: 
1° Que no aparece determinado en autos el lugar en que se huya 
cometido el hecho que motiva este proceso. 

á" Que, como lo nota el señor procurador fiscal, la circuns- 
tancia de haberse entregado la bolsa número 24 B, en Rafaela, 
provincia de Santa Fé, por el estafetero José Méndez García, 
que la condujo desde esta ciudad sin que se le hiciera observa- 
ción alguna» segnn Be expresa en los informes de fojas 78, 81 , y 
en la resolución administrativa de foja 87, establece prima /surte 
que ese hecho no ha sido perpetrado dentro de la jurisdicción de 
este juzgado. 

3" Que la doctrina sostenida por la Suprema Corte, en el caso 
l itado por el procurador tiscal, eB perfectamente aplicable al 
presente, con el que ofrece aquel notable analogía. 

For estos fundamentos, de acuerdo con los artículos 34, 35 y 
36 del Código de Procedimientos en lo criminal, y con lo solici- 
tado por el señor Procurador fiscal, fallo declarando que no co- 
rresponde á la jurisdicción de esfe juzgado el conocimiento de 
este proceso. 

En consecuencia, y de conformidad á to dispuesto en la últi- 
tima parte del artículo 72 del Código citado, elévense estos au- 
toa á la Suprema Corte, para que resuelva en la inhibitoria, re- 
mitiéndose copia de esta, resolución, al señor juez federal de 
Jujuy, 

Hágase saber con el original al señor procurador fiscal y por 
meólo de oficio á la Dirección general de Correos y Telégra- 
fo . 

F. Marina Al faro. 
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VISTA DEL SEROR PROCURADOR GENERAL 

Buenos Aires, Mayo '.le 1898. 

Como lo ha manifestado la resolución administrativa de la 
Dirección de Correos y Telégrafos corriente á Toja 37, y lo con- 
firman las resoluciones de los señores jueces délas secciones ju- 
diciales de Jujuy y de Tu cu man, no üa podido comprobarse en 
qué lugar del trayecto recorrido desde Jujuy hasta ei Paraná, 
fué abierto el saco de -orreapondencia cuya violación motiva 
este proceso. 

Ha cruzado por las estafetas de cuatro provincias» sin que se 
notara en alguna de ellas la abertura del saco y la violación de 
la carta con valor declarado. 

Recien en la oticina de correos del L'araná, se hacen notar 
las irregularidades que consigna el acta de foj* 19, entre las 
que llama la atención en primer término, el fragmento de hilo 
ron que s** atan los paquetes y los del lacre con que se sellan los 
certificados. 

Si esto no es bastante á determinar ui aun presuntivamente 
el lugar de la perpetración del delito, ni existe dato alguno para 
pronunciar juicios al respecto, lo lógico era ocurrir al lujjar en 
que se recibió la correspondencia, porque es allí donde tienen su 
origen los actos sospechados y las responsabilidades de la admi- 
nistración de correos. 

Creo por ello, que su dirección procedió Legalmente al remitir 
al señor jueí de sección de Jujuy los antecedentes á que se re- 
fiere el oficio de foja 91 y que ei á ese señor juez, que ha pre- 
venido en el conocimiento, á quien incumbe su continuación, 
con sujeción á io dispuesto en el artículo 38 del Cóügo de Pro- 
cedimientos en lo criminal. 
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Pido á Y. S. se sirva así declararlo, de conformidad coa lo 
resuelto en el anto del señor juez de sección de Tucuman, co- 
rriente á foja 101 vuelta. 

Sabiniano Kier. 



Falla «e 1* luprtni Core* 

buenos Aires, Mayo 21 de 1898. 

Vistos y considerando : Que segon lo demuestra el señor pro- 
curador general en bu ?Uta de foja 116, no es posible de- 
terminar prima facie en qué paraja se cometió el hecho que ha 
dado Lugar á la iniciación de esta causa. 

Que, en consecuencia, no existen términos hábiles para re- 
solver, en el estado actual de los autos, y de una manera defini- 
tiva, á cuál de los dos jueces en contienda, corresponde conocer 
y resolver en ellos, ó sí ese conocimiento no ea de la competen- 
oiade ninguno de los dos, lo que es legalmente posible. 

Que en esta situación debe tenerse presente que si bien nin- 
guno de loa dos jueces mencionados ha prevenido en el conoci- 
miento de la causa, el de Jajny, á quien se remitieron tos ante- 
cedentes por la Dirección general de Correos y Telégrafoa, para 
la iniciación del proceso, no ha podido establecer qae los he- 
cho* por razón de la comisión del delito, fundan la competencia 
del jaez de secoion de Tucomin. 

Que esta circunstancia y las demás que hace notar el señor 
procurador general, deben tenerse en cuenta para la resolución 
de la presente contienda, de acuerdo con lo preacripto en el ár- 
tico lo treinta y cuatro del Código de Procedimientos en lo cri- 
minal . 

Por eatoa fundamentos, de aonerdo con lo pedido por el mi- 
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nisterio pública y fundamento» ooncordantf g del auto de foja 
ciento una vuelta, se declara une el conocimiento de esta causa 
corresponde al juez deseccíon de Jujuy. sin perjuicio de re- 
solverse en oportunidad Lo que fuera procedente, ü de las 
ulteríori dades del procedimiento resultase que, por razón del 
lugar de la comisión del hecho, 6 por otro motivo, tal conoci- 
miento debe atribuirse á otro juez. 

Remítanse en consecuencia estas actuaciones al juez de sec- 
ción de Jujuy y hágase saber por oficio al de Tucumau, Kott- 
fiqueee en el original. 

BENJAMin PAZ. — LÜIS V. VARELA. 
— ABEL BAEAPI. — OCTAVIO BUN- 
GE. — JUAH E. TOItRlUT. 



«AUNA 4*111 



Contra don Enrique Krvpt, capitán del vapor «Sajonia», por 
contrabando ; sobre apelación denegada 

Sumario, — D<ibe declararse bien denegado el recurso inter- 
puesto fuera del término. 



Caso. — Resulta del 
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INFOBME DEL JUEZ FEDERAL 

Suprema Corte : 

En el expediente seguido con motivo de un contrabando de 
aduana se instruyó el cor res pon diente sumario para el esclareci- 
miento del hecho por haber salido tas mercaderías de I a juris- 
dicción de aquella. 

Cerrado el sumario y pasado en vista al procurador fiscal , 
esfe* funcionario se expidió entablando acusación contra c) capi- 
tán, cargadores y armadores de] vapor * Sajón ia », 

Contestado poi las partes el traslado de la acusación fiscal, 
creyéndolo necesario el juigado, ordenó la apertura de la causa 
á prueba por auto de fecha 29 de Agosto del presente año¡ auto 
que fué notificado en 14 de Setiembre. 

Con fecha 23 de este mismo mes de Setiembre, ó sea 9 días 
después de la última notificación, se presentó el recurrente pi- 
diendo reposición de dicho auto ú en su defecto apelación para 
ante V. E, 

Ese pedido fué pasado al procurador fiscal conjuntamente con 
otro escrito de un ex-guarda Bertoni que pedía la reapertura 
del sumario á fin de que un sobreseimiento que en dicho expe- 
diente se había dictado con calidad de provisorio, se declarara 
definitivo. 

Vueltos los autos al despacho, este juzgado dictó la provi- 
dencia siguiente, que me permito transcribir a mayor abunda- 
miento. 

■ Buenos Aires, Noviembr« 26 de 1896. 

c Froeédase a la reapertura del presente sumario, de acuerdo 
con lo dictaminado por el procurador fiscal y á los efectos solt- 
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citados por el ei-guarda Bertoni, debiendo citarse á los fir- 
mantes del escrito de foja,,, para que comparezcan ante este 
jiugado en la audiencia del día 2 del entrante a la una p. ra. 
á objeto de prestar declaración; y proveyendo respecto á la re- 
vocatoria solicitada, no h:i logar, por los fundamentos de la pre- 
cedente vista ni á la apelación interpuesta por no causarle gra- 
vamen irreparable y estar interpuesta fuera de término. — 

Urdinarratn. * 

Es cuanto puedo informar á V. E. al respecto. 

Agustín rrdinarrain. 



t «u« 4« I» ftuprem «orí* 



Buenos Aires. Mayo ¿I de 1898. 

Vistos en el acuerdo y considerando : Que el auto de foja ciento 
treinta y nueve vuelta, que abrió la causa a prueba, fué notifi- 
cado al recurrente con fecha catorce de Setiembre (foja ciento 
sesenta y tres vuelta). 

Que loa recursos de oposición y apelación han sido interpues- 
tos en veintitrés del mismo mes (foja ciento ochenta vuelta), ó 
sea después de haber transcurrido más de cinco días hábiles 
desde la notificación. 

Que con ese antecedente basta por sí solo para demostrar que 
el reonrrente no ha podido deducir los recursos expresados, de 
conformidad cou lo dispuesto en los artículos cuatrocientos 
noventa y nueve y quinientos dos del Código de Procedimientos 
en lo criminal, aun en la hipótesis de que el auto fuese en sí 
mismo apelable. 

T- IXXII1 i 
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Por esto, se declara bien denegado el recurso. Repóngase el 
papel y devuélme, siendo las coatas a cargo del recurrente. 



UEIUAM1N PAZ. — LUIS V. VARELA. 
— ABEL BAXAN. — OCTAVIO BUN- 
CU. — JWAW E. TOBRENT. 



CAIMA 4:XIV 

Don Francisco Díaz contra el Ferrocarril del Sud de ta pro- 
vincia de Buenos A tres, por cobro de pesos ; sobre compe- 
tencia. 

Sumario. — En las acciones emergentes de tm contrato de 
transporte por ferrocarril, es competente tanto el juei del logar 
de la estación de partida, como el del lugar de la estación de 
ambo. 



Cuso. — Resultado las siguientes piezas: 



I «lio del liu F«4er*l 

La Plata, Diciembre 17 de 1695. 

* 

Y Tistos : Los seguidos por don Francisco Díaz contra el Fe- 
rrocarril del Sud, sobTe cobro de peaoa, traídos á fin de resol- 
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ver la excepción de jurisdicción opuesta por el representante de 
dicho ferrocarril. 

Y considerando : i» Que se trata en el $uh~jmUce de una 
acción de daños J perjuicios emergente de un contrat.» de 
transporte, informemente cumplido, según se dice, por parte 
de ta einpre>a demandada y no del cumplimiento del contrato 
mismo. 

2 o Que en estas condiciones, la awiou entablada no es emi- 
nentemeote de esencia personal y no debe seguir, por lo tanto, 
el fuero dt?l demandado, de acuerdo con la múiima ador forum 
rci serfUitur, que seguirá, en caso contrario, incorporada como 
un axioma á nuestra jurisprudencia. 

8* Que mismo actor así lo reconoce, üuandu denuncia el 
dumiciliodel demandadoen hi Capital federal. 

4 o Que en nada se opone á este principio y más bien lo corro- 
bora, el inciso del artículo 2° de la ley de jurisdicción y com- 
petencia de Los tribunales federales, de U de Setiembre de i 863, 
porque ella exige, pura que surta el fuero federal, un vecino du 
la provincia en que se inicie el pleito y un vecino de otru, 
debiendo ser naturalmente el demandado el vecino de aque- 
, Hay no viceversa. 

5» Que en el auh-judtce no se invierten los roles, aunque el 
demandado fuese el vecino de otra provincia, y entonces, de 
acuerdo con estos antecedentes, debe ocurrirse ul fuero federal 
del lugar donde debía tener efecto el ouroplimiento del contrato 
de transporte, 

6 a Que teniendo presente lo dispuesto por la ley 15, título 
i c \ partida 7", «cuando se ocupa ante cual juez puede ó debe ser 
fecba la acusación, determina al juzgador del lugar y no >>tro » , 
alejando toda otra jurisdicción del conocimiento de la causa y 
más, cuando se trata de los efectos de un contrato de trans- 
porte. 

7* Que las empresas ferrocarrileras, por otra parte, gozan por 

. ■ . - 

■ 

■ 

- 
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su naturaleza *l fuero nacional y ni efecto del cumplimiento de 
los contratos de transporte el lugar donde deben ser cumplidos, 
con arreglo á los preceptos del Código de Comercio. 

Forestas consideraciones y las concordantes del escrito de 
foja 20, fallo: desechando la excepción de incompetencia de ju- 
risdicción opuesta por el demandado, sin costas, por no encon- 
trar mérito para imponerlas. Notifiques* con el original, regís- 
trese en el libro de sentencias y repongan se los sellos. 

* • 

Mariano S. tic Aunecoechea. 



vista utx seSor procurado r general 

Buenos Aires, Abril Tt de 189H. 

Suprema Corle : 

Se trata de las consecuencias de un contrato «te transporte de 
hacienda, del partido de Saaredraa la estación Jeppener del 
Ferrocarril del Sud, dentro de la prorincia de Buenos Aires. 

Las acciones que resultan de tal contrato, üegun la expresión 
del artículo 205 del Código de Comercio, si se tratase de ca- 
minos de fierro, podrían ser deducidas ante la autoridad judi- 
cial del lugar en c|tie se encuentre la estación de partida ó la de 
arribo. 

En el caso sub-judice. concordando aquellas circunstancias 
y prescripción legal con los fundamentos del auto recurrido, 
que declara la competencia del jnei federal de la sección de Bue- 
nos Aires, pido a V. E. sn confirmación. 

Sabiniano Kier. 
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de f a ftuprraa Corte 

Buenos Aires, Muyo ¿1 ele 1898. 

Vistos y considerando: Que no se contesta la jurisdicción fe- 
deral, poniéndose sólo en cuestión ti el conocimiento de Incau- 
ta corresponde ai juez de sección de Buenos Aim 6 al de la 
Capital de ta República. 

Que ta acción intentada tiene por fundamento relaciones de 
derecho entre el demandante y demandado, emergente del con- 
trato de transporte por ferrocarril, según se expresa en la de- 
manda. 

Que con arreglo al artículo iloncientos cinco del Código de Co- 
mercio, las acciones que resulten del contrato de transporte, 
tratándose de caminos de hierro, pu-den ser deducidas ante la 
autoridad judicial del lugar en que se encuentre la estación de 
partida 6 la do arribo. 

Que, en consecuencia, no puede spr dudoso que el Ferrocarril 
del Sud ha podido ser demandado ante el juez de sección de la 
provincia de Bnenoa Aires, dada la situación de tas respectivas 
estaciones. 

Por esto, de acuerdo con lo expuesto y pedido por el señor 
Procurador general y fundamentos concordantes del unto ape- 
lado de foja veintitrés : se confirma éste, con costas. Notifí- 
qnese con el original y repuestos los sellos, devuélvanse. 

BENJAMIN FAZ. — LUIS V. VARELA. 
— OCTAVIO BUNGB. — JUAN E. 
TOHHERT 
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CAUSA *X\ 



Criminal contra liafaeí Carroli t pQr defraudación y estafa; 

sobre extradición 



Sumario. — Procer! e conceder la extradición si se han llenado 
los rpqiiisituslegal-'ü. 



Cuso. — Resulta del 



t ullo del iun Feder»! 



Paraná, Diciembre 11 de 

Auios v vistos; El requerimiento presen lado por la legación 
de S.M. el Bey de Italia, de extrad ioion, á titulo de reciprocidad 
del subdito italiano Rafael Carroli, acusado de lo» delitos do 
falsificación y estafa, con lo aligado por el defensor del presun- 
to . ulpable, detenido, y loexpueato por el procurador fiscal. 

Y considerando: Que la ley de 26 de Agosto de 1885, sobr- 
extradición, en su artículo 12, incito I o , y el Código de Proce- 
dimientos en materia penal, artículo 651 J disponen, que las so- 
licitudes de extradición deben ser acompañadas, entre otros 
documentos, do la sentencia condenatoria, sise tratase de tm 
condenado, ó del mandato de prisión expedido por los Iribun .t- 
lea competentes, originales ó en testimonio auténtico. 
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Que el artículo 651 del Código cita lo resuelve, además, que 
debe remitirse un testimonio del auto en que se decrete ia ex- 
tradición. 

Quede los mismos cargos formulados contra Carroli, resulta 
que los delitos que se le imputan fueron cometidos en Brissi- 
gliella, de modo que, para que este juzgado pudiese reconocer al 
jjL'Z de instrucción del tribunal penal de Barenna, que provee 
el auto de prisión como competente en el pro eso contra Carroli, 
era necesario que se hubiese acompañado documento original ó 
eti testimonio por el que conste que Brissigtiell.t forma parte de 
la jurisdicción penal de Barenna y ese documento no ha sido 
remitido con la solicitud de extradición. 

Que falla asimismo el auto original, ft eu testimonio, en que 
se haya decretado solicitar la eitr¡idi«ioii deCurroli. Por estas 
consideraciones el juzgado r^suelre no hacer lugar á la entre- 
ga de Rafael Carroli, hasta tanto no se presente el auto en que 
se hubiese decretado su extradición y el documento por el que 
cimBte la competan da del juez de instrucción de Barenna para 
entender en la causa coutra el dicho Carroli, esto es que Km- 
sigbella pertenece á la jurisdicción penal de Barenna, debiendo 
producirse estos dnuumentos en el término de un mes y medio, 
pasado el cual será puesto en libertad el detenido, si los docu- 
mentos no se hubiesen remitido, de acuerdo con lo que disponen 
los artículos 671, 672 y 673 del Código de Procedimientos. Co- 
muniqúese al señor Ministro de Relaciones Exteriores, remi- 
tiéndole copia autorizada de esta resolución, para que se siria 
hacerla conocer del señor Ministro Plenipotenciario del Reino 
de Italia. 

M. de T. Pinta. 
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r*II® del Ju» Fcd*twl 

Paraná, Febrero U de 1897. 

Autos y vistos ruteramente : en U gestión promofidi para la 
extradición del hübdito italiano Rafael Carrolj t acosado de los 
delitos de Í;í1s¡Iíc.í»- ion de documentos de crédito 7 estafa, con 
la copia últimamente remitida por la legación de S. M. e! Rey 
de Italia, en cumplimiento de! auto de 17 de Diciembre de 1897, 
lo alegado por el defensor del detenido y expuesto por el pro- 
curador fiscal, 

Y considerando: 1° Que la falsificación de documentos de 
crédito y la estafa son delitos comunes, y el primero de estos, 
aunque n» se consumase ¡a" estafa, estásujetoá la pena de tres 
años de prisión y multa de trescientos á tres mil pesos (articulo 
284, inciso 2°, del Código Penal), por loque el delito que motiva 
el requerimiento es de los que dan fundamento a la extradi- 
ción, según el articulo 2 a de la ley de 25 de Agosto de 1885. 

2* Que el detenido ha confesado de plano, ser el mismo Ra- 
fael Carroli á que se refiere el requerimiento de eitradicion, 

3 Que el gobierno requirente ha cumplido los requisi- 
tos exigidos por U ley ya citada de 25 de Agosto de 1885, 
artículo 12, y por el Código de Procedimientos, artículo 851, 
acompañando copias auténticas y en debida forma, del man u- 
miento de prisión expedido pur el señor juez de instrucción del 
tribunal penal de Rafenna, competeute en el oiso, por depen- 
der la comuna de Brissighella, en que se cometió el delito, de 
la provincia de Ravenna, según lo afirma el señor ministro ple- 
nipotenciario del reino de Italia en sn nota de foja... de las 
disposiciones legales aplicables al hecho criminoso, según la 
legislación italiana y, finalmente, del auto en que se resuelve 
solicitar la extradición, remitido últimamente á este tribunal. 
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Por todas estas consideraciones, resuelvo, que hay lugar á la 
extradición de Rafael Carrolí, i título de reciprocidad, y man. lo 
que el expresado Oarroli sea puerto á disposición del Excmo. Go- 
bierno de la Nación pura su entrega; bien entendido que los 
tribunales del reino de Italia no podran imponer al extradito 
una pena mayor que a que el código argentino establece para 
los delitos que motivan la extradición, nijnzgado por delitas que 
hubiese cometido cun anterioridad á éstos. Pídanse pasajes 
pata la traslación del *ietfiiido y remítase el proceso original al 
Ministerio de Relaciones Exteriores á los efectos del artículo 
659 del Código de Procedimientos en lo penal. 

V. tie T. Pinto. 

VISTA DEL SE M)ll PftOCUHADOK GENERAL 

Buenos Aires, Abril 38 de 1HS& 

Suprema Corte : 

No encuentro ningún fundamento legal que pueda apoyar el 
reoarso deducido contra la sentencia de foja 44, cuyas conclu- 
siones se ajustan á la ley nacional de extradición, de 25 de 
Agosto de 1885, y a lo preampto en el artículo 667 de) Código 
de procedimientos en lo criminal. Pido por ello á V. E. se sirva 
confirmarla en tolas su» partes, 

Sabiniano Kier, 

Falle 4* I* ■«pr«HMi c*rte 

Buenos Airea, Mayo 21 de 1896. 

Vistos y considerando : Que el pedido de extradición á que 
esta causa se refiere, se halla instruido con todos los recaudos 
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exigidos por el articulo seiscientos cincuenta y uno del Código 
de Procedimientos en lo criminal. 

Que estti igualmente acreditada la identidad del requerido y 
probado por el mérito de las disposiciones legales aplicables, 
que los delitos imputados perteneciesen & la categoría de los que 
dan lugar á la extradición (artículo dos de la ley especial de 
la materia). 

Por esto, de acuerdo con lo expuesto y pedido por el stñor 
procurador general, y por sus fundamentos, se coníirma, con 
costas, la sentencia apelada de foja cuarenta y cuatro. Devuél- 
vanse. 

BENJAMIN FAZ. — I.L'IS V. VARELA. 
— ABEL BAZA». — OCTAVIO 
BimCE,— JUAN E. TOHRENT. 
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Don Bartolomé Méndez contri don Manuel (¡arria Fernandez, 

sobre rubro de pesos 

Sumario. — El que ha contratado la caña azúcar que otro 
eosecba, obligándose A anticipar á éstf una suma de dinero por 
cada cuadra que cultive y coseche, debe abonar las auiua> con- 
venidas, y no puede exigir la entrega déla caña, antes de ha- 
ber becho e¡*e abono. 
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■ 

Casó. — líesulta del 

■ 

Fall* M Jue« Federal 

Tufuituiu, Marzo ¿-J «V léíyT. 

Y vistos: Esto* autos seguidos por don Bartolomé Menrfea, 
representado por el apoderado don Augusto B. Moma, contra 
don Manuel García Fernán-Ies, representado por el procurador 
don José Sobrecuras, por entrega de suma de dinero prove- 
niente do un contrato,, de los cuales resulta : 

Quedon Angosto E. Moma, por don Bartolomé Mi udez, mayor 
de edad, argentino, casado, vecino de Bella-Vista, demanda á 
ilonMnuuel Garoíe Fernandea, mayor de edad, casado, espnñol, 
industrial y vecino también de Bella-Vistu, por mima de pesos 
fundado en que en 8 de Setiembre de 1894, di^e, celebraron un 
contrato por el cual el demandante se obligaba a vender la caña 
azúcar de una finca en Bella-Vista, arrendada á don Lundino 
Birabií, que por el artículo 4 o de ese contrato se establece: « Kl 
señor García Feroandea se compromete á anticipar por su caña 
al señor Méndez hasta 300 pesos nacionales de curso legal por 
cada cuadra di caña dulce que cultive y coseche, cuyos antici- 
po» ganarán el uno por ciento mensu.it de interés y el arreglo de 
vales y pago de la caña, se hará todos los años al terminar la 
cosecha » t que además García Fernandea se obliga por el artí- 
culo 5° á en i regar á Méndez el valor de pesos 3500 curso legal, 
para el pugo del arriendo al señor Bimbil, si no le alcunsaba á 
cubrir con el producto de su cosecha. 

Que el demandante ha cultivado y entrega la caña de ocho 
cuadras t n dicha linca, por lis cuajes García Fernandea debía 
adelantar 300 pesos por cuadra ó sean dos mil cuatrocientos pe- 
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soa moneda nacional, cuya entrega ba exigido á principios de 
ese mes (Junio de 1896), entrega sin la cual tampoco podía 
uf editarse la de la caña, pues los adelantos deben ser á princi- 
pios del año; que, por consiguiente, demanda el pagu de la re- 
ferida cantidad, en un breve término, con costas, daños y per- 
juicios. 

Corrido traslado, la parte demandada contesta, foja 15, pi- 
diendo que se desestime la acción instaurada y que se haga lu- 
gar á la reconvención que contra el demandante deduce, dice, 
las costas, danos y perjuicios, y continúa: « el demandad» in- 
voca un contr.U» ( un titulado contrato que ni siquiera acom- 
paña ; y que no sabe por tanto qué contrato sea ese, cuya exis- 
* teneia no puede reconocer, ni desconocer, mientras no se acom- 
pañe, peroque puede asegurar que no es exacto y niega que su 
parte se baya negado a cumplir sus compomisos con Méndez ». 

Que, efectivamente, continúa, tiene un contrato con el in- 
genio sobre venta Je caña y allí se establece que García Fer- 
nandez le an ticiparáuna cierta suma por cada cuadra de caña 
<}Uñ se cufUve y coseche. 

Niega que Méndez hubiera pedido los anticipos para el cultivo 
de .aña. que no es exacto que el demandado baya rehusado ade- 
lantarle lo necesario para que haga la cosecha, y que est¿ dis- 
puesto á hacer ese adelanto en ta forma y en ei modo que esta- 
blece el contrato y que hay que advertir qne en él no se esta- 
blece el término en que deben hacerse esos adelantos. T en cnan- 
to á la reconvención expone, que el contrato establece qne Mén- 
dez debe entregar al ingenio la caña que cultive y coseche 
debiendo empezar la entrega cuando el señor Fernandez avisase 
al señor Méndez con 8 días de anticipación. 

Que el demandado ba invitado repetidas veces desde Mayo 
1896 para que entregue^* cañíi, y que sin embargo no ha en- 
tregado ni una arroba, y que lo que es más, ha manifestado que 
no entregará la caña, alegando frivolos pretextos. 
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Que e) demandado e-tá dispuesto i hacer los adelantos para 
la cosecha. que con esto cumple su obligación y está dispuesto 
ú cumplir et contrato, que Méndez es quien no cumple sus com~ 
promisos. 

Que alega Méndez que no echa lu caña porque no ti- quieren 
hacer los anticipos para ta cosecha, que eso es falso, pero que 
* quiere suponer que sea cierto, y entonces tendremos, dice, 
que en este supuesto hipotético, su oposición seria legal, en 
vista de lo disp^sto por el artículo 1204, Código Civil, qae dice; 
c Si no hubiese pacto expreso que uutorize á mu de las par- 
tes á disolver el contrato, ai la otra no lo cumpliera, el contrato 
no podrí disot ve rae, y sólo podrá pedirse su cumplimiento ». 

i En el caso snpnesto que me he colocado, Méndez nunca ha- 
bría podido rehusar la entrega de la caña, dando por rescindido 
el contrato de hecho, sinó cuando más demandar su eumpli- 
miento. 

c Esto es evidente ; la ley es tan clara y precisa que todo co- 
mentario es inútil. 

€ Por tanto, i V. E. pido se sirva resolver como lo dejo solici- 
tado. Será justicia. » 

Corrido traslado de la reconvención deducida por el deman- 
dado, el demandante contesta á foja SI que allí no hay deman- 
da alguna, ni parte petitoria, que se limita á argüir etc. » . En 
efecto, dice* ¿qué pide ta otra parte? ¿Que yo entregue la 
caña ? ¿Que se declare que no tiene mi mandante derechos á 
adelantos? ¿ Qué, pregdnto..,? ¿Y á esto se Huma reconvención, 
cuando no formula pedido alguno? 

Beoibída la causa á prueba, y producidas éstas, se ha citado 
á las partes para sentencia. 

Y considerando en cuanto á la demanda : I a Que la existen- 
cia del contrato á que la demtttda se refiere es cierta, pues se 
ha presentado a foja 21, y ha sido reconocida Ta urina por la 
parte demandada á foja 52 y foja 53 inclusive, Código Civil . 
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2* Que ese contrato estableo- que el señor Méndez ha de au- 
mentar la plantación de caña azúcar en la linca arrendada al se - 
señor Bitnbtl hasta 20 cuadras; que se obliga también á v* oder 
al señor Fernandez durante Sanos la caña que cultive y cose- 
che, según precio qoe se determina en el contrato (art. f'v 
2"). En el artículo 4 o , el señor García Fernandez se comprome- 
te a anticipar por la cana, basta 300 peso» moneda nacional de 
curs.i legal por cada cua-lra de cafía que oultive y coseche Mén- 
dez. 

¡J Que del contenido natural del contrato fluye que siendo 
loa anticipos de dinero « un el fin de proveer a los gastos del cul- 
tivo y á ta recolección de la cosecha, es natural qoe las época* 
de lus anticipos son, la del cultivo y de ta cosecha, y no des- 
pués de la entrega de la (.aña al ooinpradur, 

4? Que de las declaraciones de testigos idóneos, de foja 39 
á 48, consta que las épocas de cultivo terminan en Mayo y que 
las cosechas comienzan del 45 al 30 de- Mayo hasta Noviembre, 
y esto su ve también por los adelantos qu« en el año 1895, 
ha hecho el señor García Fernández, adelantos que en copta 
legal corren á foja 58, sin oposición del demandado. 

5 o Que el demandado onfiesa que no lia bochj» los adelantos 
que se te demandan, aunque dice no haberlo hecho porque no 
se le ha requerido, pero de las cartas de foja 23 y foja 70, cons- 
ta lo contrario, y después de la demanda de foja 2, que ba sido 
en 12 de Junio de 1895, no ha consignado el dinero, constitu- 
yéndose en mora (artículo 756 y 757 del Código Civil). 

Por tanto, fallo definitivamente juzgando, que el señor Ma- 
nuel García Fernandez entregue ea el término de 10 días la 
cantidad que se le demanda, con costas, daños y perjuicios. 

Y considerando en cuanto á la reconvención : i e Que en el 
escrito de reconvención no se formuh ninguna petición con- 
creta. 

2 o Que la entrega de caña no puede efectuarse sin que prévia- 
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mente se cumpla la condición (le los anticipos, que es anterior y 
á que está subordinada aquélla. Fallo : no nuciendo lugar á ta 
reconvención, con costas. Hágase saber con eí original y repón- 
ganse los sello*. 

Delfín Oliva. 



Fu II* 4« la Suprema Cei-te 

lineaos Aires, Muyo ¿1 de 1896. 

Vastos: Considerando: Primero: Que el demandante expresa 
en la demanda, que cultiva ocho cuadras de caña, lo que resulta 
probado por las declaraciones de los testigos presentados. 

Segundo: Que la cláusula cuarta del contrato de foja vein- 
tiuna debe ser interpretada en el sentido de que los anticipos 
pueden pedirse para el cultivo y para la cosecha, porque en esta 
forma los hizo el demandado en los años mil ochocientos noven- 
ta y cuatro, y mil ochocientos noventa y cinco, según consta por 
las distintas partidas de la cuenta corriente do foja cinonenta y 
ocho que no ha sido desconocida. 

Tercero: Que de la carta de fojasetentay uñase desprende 
que García Fernandez, antes de la interposición de la den: inda, 
exigióla entrega de la caña sin haber hecho previamente los an- 
ticipos convenidos. 

Cuarto : Que con arreglo á los términos del contrato, Méndez 

no estaba obligado á entregar la cuña antes de hacérsele los au- 

t 

ticipos necesarios par;, .a cosecha. 

- 

Quinto : Que aun cuando no Uubiese requerimiento por parte 
de Méndez para la entrega de los anticipos* antea de deducirse 
la demanda, la interposición de ésta constituye en mora al de- 
mandado (artículo quinientos nueve» Código Civil). 
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Por estos fundamentos y concordantes de la sentencia apela- 
ba de foja ciento veintiséis, se confirma ésta, con costas. Re- 
puestos los sellos, devuélvanse. 

LUES V, VARELA. — OCTAVIO BUNGE . 
— JUAN E. TORREKT» 



CAUSA 4 

El mtót don Jifátiniano Caminos A révaio, contra don Antonio 
Carboni; sobre interdicto de obra nueva 

Sumario. — No es posible que la construcción de alambrado 
autorizo el interdicto de obra nueva, si jcon él se ha tTazado 
fuera de mojones y en terreno del demandado una paralela al 
cerco de alambre construido por el demandante , para no adquirí r 
Id medianería de éste. 



Caso. — Lo explica el 

1 «lio drl Jum federal {ad-hOC) 

U Plata; Setiembre 30 do im. 

m 

Vistos estos untos para pronunciar sentencia, resulta: A 
foja 1" se presentó el doctor Justiniano Caminos Arévalo 
expresando que el día 2de Abril del «órnente año tuvo conocí- 



HE JUSTICIA NACIONAL 



113 



miento por su encargado del establecimiento en Lobos, qin- el 
señor Antonio Garboni, propietario del establecimiento Santa 
Hita, lindero al suyo, 'estaba removiendo el alambrado mediane- 
ro que deslinda las dos propiedades. 

Que coa el fin de evitar se alteraran las cosas, se presentó 
ante el joes de paz del partido, solicitando ordenara la suspen- 
sión de la obra hasta tanto ÓJ se presentara al juez de primera 
instancia á dedurir el interdicto que mejor conviniera á su dere- 
cho. El juez di* paz ordenó la suspensión de la obra, de cuya re - 
solución fué notificado el señor Car boni. 

Que el hecho producido por Carboni participa de los carac- 
teres del despojo y de la obra nueva. Ha arrancado parte de los 
postes y alambre, pretendiendo seguir adelante la obra que 
viene 4 alterar *l estado de las cosas, contra su expr>sa voluntad 
y sin mediar aviso previo. Se trata de la remoc-ion de un alam- 
brado que sirve de límite á las dos propiedades, alambrado que 
se encuentra establee ido desde el año 1884 por la línea de los 
mojones divisorios, siendo por consiguiente ine Liaaero, 

Que en vista de lo expuesto y fundado en Indispuesto en los 
títulos XXVII y XXVIII de la ley de procedimientos, deducía 
el interdicto de obra nueva para que no se sigan adelante los 
trabajos de sacar el alumbrado, y id de despojo para que so re- 
pongan las cosas sac tdas recobrando la posesión, todo con es- 
pecial condenación en costas, dejando á Salvo la acción por da- 
ños y perjuicios, debiendo ordenarse la suspensión de la obra 
de acuerdo con lo dispuesto por el artículo 337 do la ley de pro- 
cedimientos (escrito de foja 1 de estos autos y délos agregados). 

Declarado previamente competente el juzgado por la resolu- 
ción de foja 17 vuelta, se convoco a las partes a juicio verbal. 

Oído en este acto el demandado representado por el -rocura- 
dor Pedro Bofli, so letrado el doctor Sosa, contestando ta de- 
manda dijo: 

Que ésta partía de un hecho inexacto, al creer que el alam- 

T. IIXIU s 
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brado removido por el señor Carboni es divisorio entre las dos 
propiedades ; que a! alambrado reoiorido por el demandado esta 
en terreno de su propiedad y que, por consiguiente, lia hecho udo 
de un derecho legítimo que le corresponde. Niega que el doctor 
Caminos sea su colindante, pues, como ja fo deja dicho, el alam- 
brado ha sidorcmovido dentro de bu propiedad, quedando hacia 
afuera un camino público mandado trazar por las autoridades 
administrativas de la provincia. 

Que cuando el señor Carboni compró la propiedad á don An- 
drés Costa Argibe), se encontré con un alambrado construido 
¡jur el doctor Caminos Arélalo en la línea divisoria con el señor 
Costa, quien pretendió se lo pagara el derecho de medianería, 
á lo que Costa se opuso, mandando él construir por su cuenta 
otro alambrado en el terreno dnsu propiedad, contiguo y p¡i- 
ralelo ai trasado pot el doctor Caminos, 

<¿ue lo expuesto e« lo referente ¡U interdicto de obra nui^a 
deducido. 

Que en cuanto al de recobrar, pedía también sea rechazado, 
porque, como lo demostrar! ¡i, el doctor Caminos nunca ha estado 
en posesión del terreno sobre el cual ha sido removido el alam- 
brado, y que, como lo deja dicho al hablar sobre el interdicto 
de obra nueva, uiega que el doctor Caminos sea medianero, 
pues el alambrado construido por el señor Carboni ha sido en 
terreno de su propiedad. 

líecibida la causa á prueba, reprodujo la que obra de fojas 27 
á 55, se alegó sobre su mérito en la audiencia del día 24 de 
Agosto pasado. El juzgado, haciendo uso de la facultad qn¿ Le 
confiere el artículo 338 de la ley de' procedimientos, nombró un 
perito y decretó una inspección ocular, la que tuvo lugar el día 
15 del corriente, como consta á foja 104, concurriendo al acto el 
perito y la parte actora. Expedidopor éate el informe ordenado 
en el acto de la inspección, como consta á foja 107, se pasaron 
los autos al despacho. 
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Y considerando: I o Que está probado el hecho de *iue Car- 
boni sacó el cerco de alambre que motiva la presente demanda 
y que corresponde A la línea ríe Lujos márcala en el piano de 
foja 106 (absolución de posiciones, preguntas 5\ 6" y 7"). 

2 o Que por confesión de las parte» resulta probado: 

a) Que en ei año 1883 el actor hizo un alambrado divisorio 
en la línea <le tos mojones que dividen su campo con el que fué 
de'l señor Costa Argibel, hoy de Carboni; 

0) Que en ei uño 1884, Costa Argibel hizo un alambrado pro- 
pio á la par del construido por el doetor Caminos. 

c) Que éste, con posterioridad á la fei ha expresada bajo la 
letra b bu saca io gran pane del alambrado construido por el, 
quedando aún plantado un pedazo de ese alambrado (acta del 
juicio verbal, foja 49). 

3* Que relacionados como quedan lo> antecedentes de este 
juicio y reconocido- los hechos expuestos en el considerando 
anterior, se di-sprend.- claramente que el cerco sacado por el de- 
mandado no i*s medianero. 

Para que un muro sea medianero, es necesario, según dispu- 
sjeion del artículo 2717 del Código Civil, que él sea construido 
en el limite separativo de las dos heredades y á costa de los 
recursos de éstos, disposición aplicable al caso, de acuerdo con 
lo dispuesto por el articulo 2746 del mismo código. Si falta 
alguna de estas condiciones, el muro ó cerco no es medianero, y 
por consiguiente, el vecino que no ha contribuido á su construc- 
ción ni ha pagado el terreno en que está asentado, no puede ha- 
cer uso de él (Llerena, contentarlo al artículo primeramente ci- 
tado; Segovia sobre el mismo ó sea el 2719 de su obra; üeino- 
lombe, tomo II, núm-ro Sf 4). 

En el presente caso, Caminos no ha con tribuido á la construc- 
ción del cerco removido, pues, reconoce que fué construido por 
Andrés Costa Argibel de quien Carboni es sucesor singular. No 
es propietario tampoco del terreno, pues, si el primitivo cerco 
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construido par el demandante en 1883, lo fué en la línea de 
loa mojones que dividen su campo con el de Carboni, y poste- 
riormente Costa trazó otro, paralelo á éste y hacia el lado deán 
propiedad, lógicamente se deduce que lo hizo en terreno suyo, 
de su exclusiva propiedad, puesto que quedaba fuera de ¡a lí- 
nea de loa mojones. Esto además resulta probado por el infor- 
me del perito de foja 107, 

Poco importa que la distancia entre el cerco removido y la 
línea di' los mojones sea nimia é insignificante, pues, basta que 
exista un espacio cualquiera de terreno para que el cerco perte- 
nezca exclusivamente al que lo ha construido, y en el presente 
caso al señor Curboni (Deraulombo, tom- citado, número 331). 

Si bien es cierto que el articulo 2743, Código Civil, esiableee 
la presunción de medianería do todo i-erramieuto que separa dos 
prepiedadesrurales, este principio no es absoluto, pues, puede 
ser destruido por la prueba en contrario « orno lo dispone el 
m'smo artículo. Es errónea la doctrina que se sostiene por el 
actor en el alegato, de que en esta clase de juicios tal prueHaes 
improcedente, por no discutirse el dominio de la cosa sino su 
posesión, pues» si bien es cierto esto, también lo es que, el fun- 
damento de este principio reposa en ta presunción de propiedad 
que engendra la posesión, lo cual no sucede en el oresi nte caso, 
pues, la presunción de medianería resulta desvirtuada per ¡os 
mismos hechos reconocidos en autos, como también por las se- 
ñales ó marcas que existen en el terreno, y en este caso es la 
línea de los mojones. 

De lo eipuesto resulta que no existe ninguno de los requisi- 
tos necesarios para que el cerco sea medianero, 

i Que el actor no ha justificado la posesión del terreno y del 
cerco de alambre. Como queda declarado en el considerando 
parte del cerco primeramente construido por Caminos existe 
aun plantado, circunstancia que el juzgado ha comprobado en 
la inspección ocular practicada y que se hizo constar en el nú- 
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tuero 3° del acta de foja 104. Si bien en el misino acto et actor 
hizo presente que parte del cerca había sido construido por el 
arrendatario Pértica, esto no está probado, pues, como resulta 
del acia de inspección, en el terreno no hay señales que demues- 
tren que él ha sido construido con posterioridad h los hechos 
que motivan la presente demanda, sino un simple indicio. 

Por consiguiente, si en una extensión de 1584 metro* 
70 centímetros han existido dos alambrados, uno como lí- 
mite de la propiedad del ;ictor y el otro de la del demandado, 
Caminos no puede sostener que haya tenido la posesión 
del terreo >i y del alambrado construido por Costa Argibel h <\ 
He Carbón t. T .impuro su lia justificado por el actor, la posesión 
del terreno y de la otra parte del alambrado removido, señalado 
en el plano de íoja 107 por la línea de hoyos. 

Habrá posesión de las cosas, dice el artfcujn 2351, cuando 
alguna persona por li d por otro, tenga ti na cosa bajo su poder, 
■ n intención de sometióla al ejercicio h- un derecho de propie- 
dad. Para adquirir la posesión, as necesario la aprehensión de 
la cosa con la iutem ion "te tenerla como suya (art. 2373), Esta 
intención no existe en el presente cuso, desde el momento que 
se reeauiO"'e que el cerco fué construido por el demandado y que 
está fuera de la línea de los mojones, siendo por consiguiente 
<le aplicación al caso lo dispuesto por los artículos 2352 y 2353, 
Código Civil. 

Se ha tratado de prohar por el actor, que ha timMú en el 
alambrado actos de condominio, como ser la colocación de vari- 
llas para reforzarlo. Aun suponiendo que esto estuviera com- 
probado, esta circunstancia no tiene importancia alguna, por 
tratarse de un acto que únicamente tenía por objeto aprove- 
charse mejor del cerco de que se servia, por la sola circunstan- 
cia de servir de cerramiento á la propiedad de Carboni. Por 
otra parte, este techo no ha sido prohado, pues, de los dos tes- 
tigos que han declarado a) respecto, tan sólo uno da razón de 
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bu dicho. Elutru Félix Uñona, al ser repreguntado por el deman- 
dado» manifiesta que hacen seis meses que recien ha visto las 
varillas del alambrado, y habiendo sido ellas colocada» con an- 
terioridad según el actur, el testigo no diré cómo le consta que 
fueron puestas por el doctor Caminos, Además, como qut'da de- 
clarado en los considerandos anteriores, existe una parte del 
alumbrado primitivamente construido por p| demandante, y por 
lo tanto no puede sostenerle que tenga la posesión en esta parte 
desde que este alambrado va el límite de su propiedad. 

5 o Que la sola circunstancia de servir (en parte) el cerco re- 
movido de cerramiento forzoso entre las dos propiedades, no 
hace tampoco procedente la demanda entablada, pues tm ar- 
tículos 2710 y 2713 que se invocan por el demandante, suponen 
la existencia del condominio sobre la cosa, y como en este caso 
no hay condominio sobre e) alambrado, las disposiciones lígales 
citadas no tienen aplicación. El condominio es el derecho real 
de propiedad que pertenece á varias personas por una parte in- 
divisa sobre una cosa innoble ú inmueble (art. 2673, Codito 
Civil). Caminos no es propietario ni del terreno ni del cerco, 
por lo tanto, po ca condómino. 

6° Que los artículos 24P8 y 2499, establecen, el primero, 
que: * si la turbación en la posesión consistiese en obra nueva, 
que se comenxase á hacer en terrenos é inmuebles del poseedor 
6 en destrucción de las obras existentes, la acción posesor i n 
será juzgada como ac< ion de despojo », en cuyo caso el deman- 
dante debe probar su posesión, el despojo y el tiempo en que el 
demandado lo cometí» (art. 249f f Código Civil). El 2 o de lo. 
artículos citados, dic?, que : c habrá turbación "ii la posesión, 
cuando por una obra nueva que se comenzara á hacer en inmue- 
bles que no fuesen del poseedor, sea de la clase que fueran, la 
posesión de este sufriere un menoscabo que cediese en beneficio 
del que ejecuta la obra nueva». 

El demandante, romo se declara en el considerando 4°, no 
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ha justificado la posesión del terreno ni del cerco, faltando por 
consiguiente al requisito del artículo 2404 para que haya des- 
pojo. No ha sido turbado en la posesión puesto que la obra nue- 
va no ha sido hecha en inmuebles del demandante. 

7 8 Que establecido» como que<Ta en los considerandos ante- 
riores, que el cerco de alambre removido no esmedi añero, que 
él ha sido construido por el demandad» en terreno de su pro- 
piedad y que el actor eo ha tenido la posesión, Carhuiii esdu* 
fio de ron serrarlo Ó destruirlo, como una facultad inherente i 
la propiedad, según Jo declara el artículo 2513, sin que e. ejer- 
cicio de esta facultad pueda aerle restringido, porque tuviera 
por resulta-I-* privar á un tercero de alguna ventaja, comodidad 
ó placer, ú traerla algunos inconvenientes (nrt, 2514, Código Ci- 
vil); derecho, por otra partí*, que no está limitado por ninguna 
disposición local. La ley f|a cercos no establece limitación algu- 
na al respecto. Deinolombe, tomo citado, número 481. El ejer- 
cicio de un derecho propio 6 el cumplimiento de una obligación 
legal, no puede «- uslitu ir romo ilícito ningún acto (artículo 
1071, Código Civil). 

Por estos fundamentos, resuelvo no hacer logar á ninguno de 
It -i interdictos deducidos, absolviendo por consiguiente at doctor 
Antonio Carboni de la presente demanda, sin especial condena- 
ción en costas, por no haber sido pedidas oportunainente(aTt. 13 
de la ley de procedimiento?). Notifíqiu'se y repóngase los sellos y 
regístrese; en el libro de sentencias. 

Emi tió Oeompó , 

Fllll* de l» Suprema Corte 

Buenos Aires, Mayo át de 1893. 

Vistos y considerando: Que por reconocimiento del mismo 
demandante resulta plenamente averiguado que el alambrado. 
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• 

cuya remoción ha motivado esta cansa, ha sido con fruido fuera 
de ta línfa de mojones, en terreno del demandado, y i costa 
exclusiva del causante de éste, tratándose con él una paralela 
al cerco de alambre, hecho por el demandante en - la Unen de 
mojones y aira medianería no quiso adquirir el anteoesor del 
demandado, decidiéndose Á hacer el alambrado propio á que se 
bace referencia. 

Que con estos antecedentes, el demandante no puede soste- 
ner que baya tenido la posesión del terreno adyacente al alam- 
brado del demandado y situado entre las dos líneas de alambre 
ya mencionado, no pudieudo tampoco invocar tina medianería 
desautorizada por su propia declaración, para colocarse en el 
caso previsto por el artículo dos mil cuatrocientos ochenta y 
nueve del Código Civil. 

Por estoy por sus fundamentos concordantes, se confirma la 
sentencia apelada de foja ciento nueve, en cuanto no bace lugar 
d los interdictos deducidos y absuelve de la demanda al', de- 
mandado. 

Y considerando, en cuanto á las costas que, el demandudo ha 
pedido su imposición en la audiencia que, suspendida y reanu- 
dada repetidas vece>, se inició ¿foja veintiséis y terminó á foja 
setenta y dos vuelta, constituyendo un solo acto (foja setenta 

y dos). 

Que las constancias de autos dan mérito suficiente para la 
condenación en costas: se revoca en esa parte la expresada sen- 
tencia y se declaran á cargo del actor las cortan de ambas ins- 
tancias. 

Repóngase el papel y devuélvanse, notificándose con el ori- 
ginal. 

RENJAKUt PAZ. — LUIS V. \ ABELA. — 
ABEL BAZAN. — OCTAVIO ÍUNGE. 
— I LIAR E. TOBREHT, 
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Contra don Horacio Alemán, por rendición de cumias; sobre 

inhibición general 

Sumario. — La sentencia que tne la obligación de rendir 
cuentas, autoriza a pedir contra el obligarlo y sus garantes la 
inhibición general de bienes. 

* 

Caso. — Lo explica el 

r*Ho 4e 1» «up'reMft 4 

Buenoi Aires, Mayo 21 de 1898. 

■ 

Resultando que ¡i foja diei j siete da los autos principales 
fué decretado el embargo preventivo del establecimiento * El 
Sauce* y nombrado administrad or judicial del mismo, donHo* 
rucio Alemán, bajo la responsabilidad de don Adolfo Alemán j 
don Marcelino Aravena, que esta Soprema Corte retocó p| au- 
to qne decretó el embargo, y en mérito de ese fallo, habiendo 
cesado en la administración de «El Sauce» don Horacio Alemán, 
ae le eligió ta rendición de Us cuentas de su administración, 
formándose con ese motivo este incidente por cuerda separada t 
según se ordeuó á foja once vuelta y que aun cuando á foja cien- 
to aesents y siete desistieron de so demanda, por cumplimien- 

* 
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tO de contrato Alemán y Aravena, loa autos no Uan terminado 
por estar pendiente de resolución la reconvención de Menn de 
foja treinta y siendo evidente que la sentencia de foja trescien- 
tos cincuenta y dos (segundo cuerpo de autos) da derecho á la 
inhibición que se solicita, con arregla á loa artículos cuatro- 
cientos cuarenta y ocho y cuatrocientos sesenta y uno del Códi- 
go de Procedimientos de la capital, incorporados al procedi- 
miento federal, no sólo contra el administrador don Horacio 
Alemán, condenado por ese fallo, sinó también contra loa que 
se constituyeron en responsables de sus actos, se decreta, de 
acuerdo con L* 1 solicitado en el escrito de foja. . . se trabe la in- 
hibición general pedida, bajo la responsabilidad y caución de 
esta parte, la que podrá prestarse en el aoto de la notificación, 
debiendo librarte los oficios respectivos. llágase saber con el 
origina) y repóngase el papel. 

LUIS V. VARELA. — OCTAVIO 
BCKCE.— JUAU E. TORRES T . 
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Por detención de un soldado enganchado; sobre conflicto entre 
tas autoridades militares y las d* la promneia de Mendoza 

Sumario. — Nu corresponde á la Suprema Corte inter?enir 
en un oontlicto entre autoridades nacionales y locales, cuando 
nada h;ty en litigio que const ituya una cansa, en el sentido téc- 
nico de la palabra. 

Caso. — Resultada las siguientes piezas: 
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NOTA OKL COMANDANTE MILITAR UE LA DIVISION DE CUYO 



KI señor jefe de la oficina de enrolamiento de esta ciudad 
cumpliendo nuil órdeo superior que disponía fueran entregados al 
regimient" de artillería de montaña el piquete de la oíieina y los 
moldados contratados que estuvieran alistados, a! dar cuenta de 
clloá esta comandancia, poncan mi conocimiento queel contra- 
ta do Francisco arcía, hisido detenido por la policía y conduci- 
do al Departamento central, donde permanece en detención. 

Con este motivo he dirigido al jefe de policía, señor corone) 
Mayoría, la atenta nota cuya rupia adjunto bajo el nú- 
mero i" y que ha sido contestada en nota cuya copia también 
adjunto bajo el núiuero 2, que no responde por cierto al objeto 
que se solicita y cay a forma no esperaba, tratándose en estos 
asuntos, de un jefe de la nación que ha militado tantos años 
en las ñlas del ejército. Tanto por parte de esta comandancia, 
que tiene recomendado especialmente la marcha armónica con 
todas las autoridades en cnanto ae relacione con el servicio pú- 
blico y el militar, cuanto por parte de la Jefatura del recluta- 
miento que tiene dada a) respecto órdenes precisas» su subal- 
terno y que son observadas estrictamente, se na tratado siem- 
pre y se írata de evitar inconvenientes como ei presente á fin de 
no lastimar intereses en el órden interno policial, que afecta á 
la disciplina de sus agentes. 

No entraré a eiaminar ni prejujgar bajo la faz del derecho, 
la acción policial en este caso, tratándose de un contrato de ca- 
rácter civil por el cual alista sus agentes, qtie no están sujetos 



Mendoza, Noviembre 39 de 1897 



tinenta, señor Hobernador de la provincia. 



Presente. 
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¿las ordenanzas militara y por tanto al abandonar &ü servicio 
no cometen el delito de deserción, 

Pero sí deba manifestar a V. E. que la oficina da reclutamien- 
to al inscribir y alistar para el servicio al individuo Francisco 
García ha estado completamente dentro de los términos de la 
ley na ¡onal número 3318, de fecha 23 de Noviembre de 1895, 
cuyo título 2% en el artículo 4 o , dice textualmente: 

< Todos Sos ciudadanos argentino-; mayores de 19 años de 
edad y menores de 15, podrán solicitar su ingreso en el ejérci- 
to, j ésto les será acordado siempre que reúnan las condiciones 
requeridas para el servicio militar. * 

Presentado en su oarácterde ciudadano, cualquier individuo, 
reconocido y declarado apto para el servicio militar, compro- 
bada debidamente su edad y encontrarse enrolado en la guardia 
nacional buju estos requisitos, los encargados de lus oficinas de 
reclutamiento proceden a su alistamiento, y una vez ésto efec- 
tuado, éste individuo entra á formar parte de. ejército, que- 
dando sujeto a las leyes y reglamentos militares. 

El individuo Francisco García desde el dia 17 del corriente 
es soldado de la nación y desde el 27 pertenece al regimiento 
de artillería de montaña. 

Su detención en la policía, sino ha cometido falta Ó delito 
que la justifique, y de lo cual no ae ha servido informar á la ofi- 
cina de reclutamiento el señor jefe de policía, limitándose a 
declararlo desertor^ delito que no existe en este caso, me hace 
dirigirme á V. E. seguro que en su elevado criterio demostra- 
do en los actos todos de su administración, apreciando debida- 
mente el hecho, se serviríi disponer la entrega del soldado refe- 
rido al regimiento de artillería de montaña. 

Con este motiva, con mi particular consideración y alta esti- 
ma, saludo AV. E. atentamente. 



Itf nació H. Fatheringhan. 
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VISTA DELSEROR AUDITOR DE GUERRA V MARINA 

Buenos Aires, Huero 18 de 189» 

Exmo. Señor: 

Eslos antecedentes y los agregados que con posterioridad 
se me han pasado, instruyen de un incidente suscitado entre el 
el comandante en jefV de la división de Cuyo y el gobernador de 
la provincia de Mendoza sobre reclamo de un soldado que, en- 
gánchalo en la olioina de reclutamiento «le allí, fué aprehendido 
y retenido por la policía de la Localidad á consecuencia de ha- 
ber faltado al contrato de locación de servicios que como agente 
de policía tenía celebrado con ella. 

El gobernado] de dicha provincia no ha hecuo lugar al recla- 
mo del señor general Fotherínghan, no obstante ta opinión en 
contrario de su asesor de gobierno en la bien fundada vista 
que aparece publicada en el ejemplar del diario que se ha acom- 
pañado. 

Como la resolución leí gobierno de Mendoza ae funda en las 
diaposiciones provinciales invocadas por el jefe de policía en au 
informe y el reclamo del comandante en jefe de la división de Cu- 
yo se apoya en la disposición de la ley de reolutatnento número 
3318, mí opinión esque, tanto por intervenir en este incidente 
un gobernador de provincia y un representante de la autoridad 
militar de la nación, cuanto por la? disposiciones ;ue respecti- 
vamente se invocan, dicho incidente cae á mi juicio bajo la ju- 
risdicción originaria de la Corte Suprema de la nación, debien- 
do por lo tanto remitírsele estos antecedentes para la resolu- 
ción que corresponda, á An de que ae establezca jurisprudencia 
aplicable a loa casos idénticos que puedan originarse eu lo suce- 
sivo. 

Ceferino Araujo. 
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VISTA DEL SEUoh PROCURADOR GENERAL 

buenos Aire*, l\nno 1 <\> líftiH. 

Suprema Corte: 

El conflicto surgido eutr>< el gobierno de l:i provincia de ileu- 
íoz i y ta circunscripción militar dd Cuyo, sobre entrega de un 
soldado, es eitraño i la jurisdicción de la Suprema Curte. 

Ni los artículos 10U y 101 de la Constitución, que crearon su 
constitución originaria ó d aplicación, ni ios artículos I o y 14 
de la reglamentaria le 1863, incluyeron en alguno de sus inci- 
sos la competencia de la Suprema Corte en tal género de causan 
Tampoco la contiene la ley adicional de 3 de Setiembre de 
1878. 

Por otra parte, la jurisdicción de la Suprema Corte sulu pro- 
cede según la expresión de los actos constitucionales y legales 
citados, en las causas que se produzcan, y para su decisión, en 
el caso ae.tual, falta elin olivo fundamental de formación de cau- 
sa, puesto que el reclamado Francisco García, ha dejado de ser 
soldado en virtud de haberse dispuesto quede sin efecto su alta 
en el regimiento de artillería, según lo expresa el jefe de la 
división en nota de foja 4. 

No existiendo un caso concreto que requiera formación de 
cansa, no procede el ejercicio de lus atribuciones constitucio- 
nales de V. E„ que nu podría pronunciar una regla de proce- 
dimiento para casos eventuales que pudieran surgir en lo fu- 
turo. 

Pido i V. E. se sirva así declararlo)' comunicarlo al Poder 
Ejecutivo de la nación. 

Sabiniano Kier. 
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fr «lio de la Suplan» Corto 

Unenos Afros, Mayo 3b de 1808. 

Vistos en el acuerdo y teniendo en consideración : que según 
resulta de las precedentes actuaciones, nada hay en litigio qne t 
constituyendo una causa, en el sentUu técnico de la palabra, 
deba motivar n a resolución judicial de esta Suprema Corte en 
ejercicio de la jurisdicción originaria que taxativamente leetri- 
buye'el artículo ciento uno de la constitución, por ésto y de 
acuerdo con la doctrina invocada poiel señor procurador gene- 
ral, en la última parte de su dictúmvn, así se declara y devuél- 
vanse. 

BENJAMIN PAZ. — LUIA V. VARt-LA. 
— ABEL BAZAN. — OCTAVIO BUK- 
GÉ. — JUAH E. TORHBKT. 



Don Bartolomé Devoto y otros contra el Poder Ejecutivo 
Nacional, por expropiación de acciones del lianco Nacional ; 
sobre procedimiento de apremio. 

Sumario. — La resolución mandando proceder á la expropia- 
ción de accionee.prensta en la ley número 3037, no autoriza el 
procedimiento de apremio, sino á exigir que se promueva el 
juicio de expropiación. 
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Caso, — Resulta de las siguientes piezas 



PETICION 

Bueno* Aires, febrero de 1898. 

Señor Juez ¡\aciotial de Sección. 

Federico Pinedo, por la r.- prese nt i cío n que ejerzo en el jui- 
ci o seguido contra el Poder Ejecutivo nacional snbre expropia- 
ción de acciones de) Banco Nacional, como mejor proceda, digo ; 

I o Que se halla ejecutoriado el acto de V, S. mandando sh 
cumplan las sentencias de la Suprema Corte He justicia siguien- 
tes dictadas en este expediente: la de Noviembre 25 de 1897, 
que declara firme para el gobierno la sentencia dv primera ins- 
tancia de Octubre 15 del mismo año, que «>rdenó ja expropia- 
ción délas acciones á cuyos propietarios represento, con arre- 
glo ú la lej de expropiación general de bienes do 18fi6; la de 
Diciembre 11 de i897, no haciendo lugar A la revocatoria de la 
anterior pedida por el señor procurador general de la nación, y 
por último, La de Diciembre 38 de 1897 revocando la sentencia 
de primera instancia en cuanto resolvía aquella que no procede 
la inmediata expropiación de tus acciones materia de la de- 
manda, llegada ta oportunidad de que se proceda d la expro- 
piación que la referida ley número :i0;i7 ordena en la segunda 
parte del articulo 21, 

& Durante la feria de loa Tribunales terminada el i° del 
corriente me impuse el deber, contrariando exigencias de mi 
salud, de insistir en un arreglo amistoso de esto aiunto, y con 
ese lin he concurrido innumerables veces al Ministerio de Ha- 
cienda, he hecho antesalas interminables, me he entendido con 
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diversas personas por indicación del señor ministro sin eonse- 
guir má<* que promesas de estudiar el asunto | nuevo» aplaza- 
mientos, pero nunca una proposición ni ¡ ¡ía resolución defini- 
tiva. 

Venr ida la feria de los tribunales, perseverando en mi empe- 
ño de un arreglo amistoso, volví al ministerio mochas veces, 
hice Tomismo proposiciones ventajosas para el gobierno exce- 
diendo los límiti-s de mis instrucciones, pero que hubiera to- 
mado sobre mi hacer aceptar por los interesados, redactó el 
a",fcay id decreto correspondiente para simplilicar la discusión... 
pero al fin, la idéntica imposibilidad de llegará in resultado. 

No puedo cr.'erqueS, E. el señor ministro da hacienda se 
proponga aconsejar al gobierno de que forma parte que resista 
las sentencias ejecutoriadas, no puedo creer que intente bur- 
larse délos tribunales de justicia nacional, no p ue do creer que 
su conducta responda al deseo de faltar ai respeto que nos debe 
á mis clientes y ;í mí por la consideración que todos nos dispen- 
san ; mis bien atribuyo sus demoras a una imposibilidad orgá- 
nica de terminar nada, á una enfermedad de la voluntad que es 
escritor inglés Samuel Smiles pintaba hace tiempo: la incapa- 
cidad absoluta en cualquiera situación de la vida de tomar re- 
soluciones definitivas. 

Desgraciadamente no me es posible contera poriiar con esa 
deficiencia por más tiempo, mis deberes ^agrados de represen- 
tanteyde abogado de intereses particulares siempre respeta- 
bles me ponen en la necesidad de recordar judicialmente al Po- 
der Fjet itivo obligaciones que no ha podido descuidar, 

3* El artículo 309 de la ley de procedimiento en la justicia 
nacional autoriza en este caso la vía de apremio. Doloroso el 
para un argentino este recurso contra el gobierno de sn país; 
doblemente doloroso para mí por la situación en que me en- 
cuentro, con sentimientos de alta consideración i S. E, el señor 
Presidente de la República. 
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4° Por estas razones me limito á pedir á V. S. por aliora se 
digne intimar al procurador fiscal don Julio Botet, quien repre- 
sen^ ni Poder Ejecutivo en este juicio en primera instancia, 
que en el plazo de 5 dias deposite en efectivo el valor de las ac- 
ciones como dice el articulo 21 de la ley número 3037 de 1893, 
con loa intereses desde la fecha de la ley referida, á efecto de 
iniciar el juicio de expropiación de las acciones pertenecientes 
a mi* representados, de conformidad con las sentencias de la 
Suprema Corte de justicia dictadas en este asunto, todo bajo 
apercibimiento en caso de retardo 6 denegación de precederse 
por la via de apremio y con especial condenación en estas . 

Por tanto: *?. S. suplico se digne proveer como dejo soli- 
citado en el número 4 o de e*te escrito. 

Serájurtfcia. M co Pined., 



Auto del Juh t'cderiti 

Bueuos Aires, Febrero 14 de 1896. 

De conformidad con lo solicitado, hágasela intimación que 
se pide, en la forma expresada en el ¥ párrafo del presente v*- 

CT,t0 - Vnlinarrain. 

BECVltSO 

Buenos Aire.s labrero de 1898. 

Señor Jues: 

El procurador fiscal en el asunto seguido por el doctor Fede- 
rico Pinedo contra el Poder Ejecutivo, sobre expropiación de 
acciones se presenta y dice: 



1>E 1LSTUUA >ALlt>HAL \M 

f 

Que por Jas razones que puso ¡i exponer, V. S. se hu de serrir 
revocar por t-ontrario imperio la providencia que se me amiba 
de notificar, en laque se me intima deposite en el térmico de 
cinco dia* el importe de las acciones que son materia de este 
juicio, y en caso que V. S. así no lo acordara, acordarme la 
apela ion que para ante el superior interponga desdo ya y sub- 
sidiariamente de la meneionada providencia. 

I* La sentencia de primera instancia en e&te asunto (foja...) 
resolvió los siguientes puntos i 1° que no procedía La inmediata 
expropiación de las acciones en cuestión como Ju pretendían 
tos actores; 2 d que ejecutoriada la sentencia, ei Poder Ejecu- 
tivo debía lijar el plazo preseripto por el artículo 21 de la 
ley número 3037; 3* que vencido ese plazo debía proceder» á 
1 1 expropiación; 4' que esa expropiación debía verificarse eon 
arreg o á la :ej general de la materia de. i'ó de Setiembre de 
1866 ; 5 o qne las emitas debían ser á cargo del que las hubiera 
causado. 

La Suprema Corte en su sentenciado foja,.. revocó la men- 
cionada sentencia en lo relativo á los puntos I o , 2" y 3", estable- 
ciendo que la expropiación de las accione:* en cuestión debía 
hacerse inmediatamente, pues se conceptuaba Cumplido el pla- 
zo del artículo 24 de la ley número 3037, y oou firmando aque- 
lla en el punto en que prescribía que esa expropiación debía ha- 
cerse Con arreglo á la ley general de la materia de J3 de Setiem- 
bre de 1866, confirmando igualmente lo relativo í las costas 
del juicio. 

Bajado el expediente y conocida la sentencia á que me lie re- 
lerido, la contraparte se cree en el deber, penoso, según afirma, 
de entablar contra mi repres-ntad» el procedimiento de apre- 
mio, pur creer que el casa cae bajo el imperio del artículo 30W 
del Código de Procedimientos. Y sin mus trámite pide se me 
ultime el depósito de los Importes de las acciones cuestionadas, 
como si se tratase de un deudor remiso que resiste el pago de 
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lo que dtíbi' : y V. S. sin más trámite me hace esa intimación, 
sin mis fundamento que el pedido de la contraparte, 

2 o . Para oponerme á la intimación referida y para fundar lu 
revocatoria enunciada así como la apelación interpuesta, deba 
manifestará V. S. que ni el apremio procede en el presente ca- 
so, ni el texto de la sentencia que traía de cumplirse, ni la ley 
que se cita, ra*' obliga á hacer el depósito que se pretenda y que 
V, S. ha autorizado en la providencia recurrida. 

El artículo 308 y siguientes del Código de Procedimientos 
se refieren á sentencias contra deudores, cuya deuda sea ejecu- 
table y las sentencias de los tribunales á que el artículo 309 se 
reliere, suponen la misma circunstancia, por cuanto no ta de 
creerse que el apremio se proponga obligar en la manera que la 
ley lo hace á que una persona ejecute tal ó cual acto á que ha 
sido condenado, cuando no se trata de pagar deuda líquida y 
conocida, pues en tal caso no serían aplicables ninguna de las 
disposiciones del título citado. 

¿ Ks, por ahora, el -obierno de la nación, deudor de loa repre- 
sentados del doctur Pinedo? ¿lo dedara a^í la sentencia de la 
Suprema Corte? basta que V. S. lea el texto de esa sentenei» 
para apercibirse que ni declara quee! gobierno sea deudor; para 
'iue >e aperciba déla improcedencia d*l apremio que se entabla 
por la contraparte. 

El gobierno de la nación „ nada debe hasta ahora á los repre- 
sentados del d»ctor Pinedo, y sólo establece la sentencia de 
foja,., que las acciones que motivan el juicio deben ser inme- 
diatamente expropiadas : basta enunciar ésto para comprender 
que el apremio instaurado está muy fuera de su lugar. 

3" Ya en tren de apremiar al gobierno, la contraparte pide 
la intimación del depósito del valor en efectivo de las acciones, 
en el término de cinco dias. y en tirtud del artículo 21 de la 
ley número 3037, con más los intereses, según lo expresa en el 
párrafo 4* que es el único fundamento de la providencia deV, S. 
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y (Je conformidad, como se agrega, c<>n Id sentencia de la Su- 
prema Corte de foja... 

Ni la ley nú muro 3037 en su artículo 21 , ni la sentencia men- 
cionada me obligan, por ahora, i tal depósito. KL articulo *!\ 
citado dice textualmente en su segundo párrafo que es el perti- 
nente : ... «Y las que no se presenten serán exjtrapHulas, depo- 
sitando la tesorería nacional su importe en efectivo en el Crédi- 
to Público nacional piraqoe allí puedan ocurrir sus tenedores». 

Este artículo bien explícito por cierto, establece que primera- 
mente se hura la expropiación y luego se hará el depósito en efec- 
tivo del vale Ó Lis acciones en el Crédito Público para que allí 
lo perciban los interesados. Es necesario para que el depósito 
exigido se haga, que primeramente se haga la expropiación ot- 
dettfcda, la que no habiéndose practicado todavía, no hay lu- 
gar ¡i la intervención que se pretende. 

Y esto es lo razonable, pues mal podría el gobierno depositar 
un valor que le es desconocido y que debe ser revelado por el 
precio de expropiación que debe verificarse en la manera y for- 
ma que lo establece La ley de 13 de Setiembre de 1866. Noaut— 
riz«, puebla lev que se cita y como se ve, la intimación que V. S. 
me tiene hecha, pues ni ha llegado la importunidad, ni mi repre- 
sentado se ha mostrado remiso en ejecutar nn acto á que, por 
ahora, no está obligado. 

El texto 4e la sentenciarte la Suprema Corte de foja.,, que 
también se cita parí apoyar la intimación pedida por la contra- 
parte y a ordada por V. S. nada dice al respecto, y en ninguna 
parte de su texto establece que el gobierno deberá depositar lo 
que se pretende : esa sentencia lo que dice esquela expropia- 
ción deberá practicarse inmediatamente, pues es llegada la 
oportunidad á que se refiere la ley número 3036 en la segunda 
parte del artículo 21 , expropiación que deberá verificarse de 
acuerdo con la ley general de la materia. 

Y esa ley general, que no es otra que la de 13 de Setiembre de 
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1866, dice qne la expropiación se ha de iniciar prévia una oferta 
(articulo 5 4 ) de parte del expropiante al expropiado y que pro- 
ducida la divergencia se trabe el juicio con el nombramiento de 
peritos y demás prescripciones relativas á tal juicio, pero .-a' 
ningún caso establecer que la expropiación ha de iniciarse con 
el depósito ó pago de la cosa, como se pretende por la parte con- 
traria y como V. S. i njnstifi cadamente lo tieite ordenado. ; 

No ae deduce, pues, del texto de la sentencia que trata de 
cumplirse, que el gobierno está obligado al mencionado deporto, 
sinú qne en todo caso estará obligado al juicio de expropiación, 
v luego, cu indo conozca el valor de U* acciones de que ge 
trata, fijad o en la manera que la ley lo establece, vendrá el caso 
de baoer el depósito en el Crédito público para que los apresu- 
rados tenedores vengan apercibir allí lo que tes corresponde. 

5° Estay m* otra es la situación del gobierno por mis qiu- se 
quiera obligarle a un depósito que aún no tiene porqué hacer, 
boy por hoy, según la ley número 3037 y según la sentencia do 
de la Suprema Corte no está obligado sinó a" l¿ expropiación, la 
que se verificará en la manera que la ley lo establece, y de 
acuerdo con lo ordenadu por la Suprema Curte, pues en ningún 
caso el gouk-rno lia pensado ni piensa resistir á los fallos de 
ese alto tribunal. 

Las consideraciones que dejo expuestas, creo que son bas- 
tantes para que Y. S. vuelva sobre >us pasos revocando nnn 
resolu- ion que ataca toa derechos de mi representado, o acor- 
di uiom»- la apelación que en subsidio tengo interpuesta. 

./. Hotel, 
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H ueno* Aires, Ahril 27 de 1898. 

T vistos: Para resolver sobre los recursos de revocatoria y 
apelación interpuestas por el Procurador fiscal, del auto de foja 
199, y considerando: i° Que la ley 3Ü17, eu su artículo 2t esta- 
blece... y las que no se presentasen (las acciones) serán ex- 
propiadas depositando ta Tesorería nacional su importe en 
efectivo, en el Crédito Público nacional, para que allí puedan 
ocurrir sus tenedores. 

2' 1 Qm; por otri pa-te, está resuelto que esa expropiación de- 
be ser inmediata (sentencia de la Suprema Corte de foja 190); 

3 a Que esa expropiación debe lia erse con arreglo á la ley ge- 
neral de expropiación de bienes de 13 de Setiembre de 1866, 

4° Que en ese urtíeulo 4" la citada ley, prescribe el depósito 
de la cantidad que su ofrece como base de la expropiación ; 

5 o Que el extremo legal del depósito debe aparecer, existe 
plenamente contestado en uutos ; 

6* Que los términos expresos de la ley 3037 citada, no dejan 
lugar i duda acerca de la procedencia del depósito solicitado y 
ordenado por el juzgado de foja 199; desde que es manifiesta 
la resol w ion del legislador de que, ese depósito, ordenado en 
el artículo 21 in fine, que debe hacer la tesorería nacioual en 
el Crédito Público, sirva de base en el juicio de expropiación ; 

7* Que de la discusión misma habida en el seno de las Hono- 
rables Cámaras del Congreso, a*f resolta constatada, como pue- 
de verse en los diarios de sesiones respectivos, en la parte per- 
tinente y especialmente en las citas contenidas da los mismos 
en los escritos de foja 207 ; 

8 o Que evidentemente, de*de que los aceionistas, no tienen 
ingerencia alguna eu el manejo y administración de sus aceto- 
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nes, es el Poder Ejecutivo que la «jt-rce, y así es él el que ha 
ocupado, en el sentido de ta ley. 

Es propiedad de tus accionistas, y por tanto se ba llenado el 
extremo de la lev de expropiación, para que los expropiados 
puedan exigir el depósito. 

U" Que atentas Obtas consideraciones resulta procedente la 
intimación or denuda á foja 193 y cuja revocatoria so solicita 
por el procurador fiscal sin que aparezca debidamente funda- 
da por éste, la petición de revocatoria del auto de foja.,, por 
cuanto, sostener como lo hace, que el depósito á qut- se refiere 
el articule 21 tle La referida ley 3037, sólo debe efectuarse ter- 
minado quesea el juicio de expropiación, es inadmisible desde 
que, terminado el juicio, no corresponde el depósito sinó el pa- 
yo inwpttiato . los expropiados, mientras que la disposición del 
artículo 4' fe Ja ley de expropiación de 186Ü, estatuto clara- 
mente, que ese dej ÓMto debe hacerse al iniciarse el juicio con 
oferta que Je sirva de base legal, para loa efectos de las conde- 
naciones que importa el juicio ; 

10* Que, por otra parte, nunca debe perderse de vista el ca- 
rácter odioso de toda expropiación, cumulo tiene cunsfante- 
mente declarado la Suprema Corte, en distintos casos, pur cuan- 
to hace una excepción al segundo principio de Ja inviolabilidad 
de la propiedad elocuentemente consignad» en el articulo H iela 
lev fundamental de la nación, entre cuya* disposiciones existe la 
de que toda expropiación debe ser prestamente indemnizada oo- 
munnaconsagiacion de la garantía constitucional que constituye 
la base déla existencia de todas !a- sociedades civilizadas. 

Por estas consideraciones y los concordantes de los escritos 
de foja 207 y foja 218 de la pur te de los accionistas, no se hace 
lugar ¿la revocatoria solicitada del auto de luja 199 y se con- 
cede en relación el recurso de apelación interpuesto, enn rustas, 
fiepóngunsr los sellos, 

(f ¡aechen y Alcor (a. 
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Buenos Aire*, Majo 2U de 1898. 

Vistos y considerando : Que «pgun lo resuelto por esta Su- 
prema Curte, debe proci>di>rse fl 1n expropiación de las acciones 
<i el Banco Nacional, siempre que sos tenedores no se acojan á 
lo dispuesto por el artículo treinta y cinco de la ley número 
•los mil ochocientos cuarenta y uno. 

Que el Poder Ejecutivo, en consecuencia, lia debido proceder 
inmediatamente i promover el juicio de expropiación corres- 
pondiente, en la forma que determina la ley especial de ia ma- 
teria. 

Que si no lo lia hecho, los accionistas del Banco Nacional, 
cuyas acciones deben ser expropiadas, tienen d> recito para exi- 
gir que ese juicio se promueva, pues no pueden esperar inde- 
finidamente la acción dei Poder Ejecutivo. 

Que no puede seguirse juicio de apremio fundado en la sen- 
tencia de esta Suprema Corte corriente á foja ciento noventa 
por cuanto ella no determina suma líquida ni tiempo lijo en 
que deba abonar el PodeT Ejecutivo. 

Por estos fundamentos ; Se revoca el auto apelado de foja 
ciento noventa y nueve y se dcclam que los accionistas deman- 
dantes pueden pedirla estimación judicial de sn- acciones, si- 
guiéndose los procedimientos señalados en la ley de expropia- 
ción. Notifiques*' con e! original y devuélvanse. 

BENJAMIN PAZ. — LUIS V. VARELA. 
— ABEL BAZA*. — OCTAVIO BüN- 
GE. — JUAN I . TORREMT. 
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El Banco Hipotecario Nacional contra don Cipriano Que$ada } 
por cobro de pesos; sobre citación de remate 

Sumario, — YA auto de citación ile remate e* inapelable. 



Caso. — El ejecutado se presentó al juzgado manifestando : 
que desde hace más de un año que 1h enlabió et Banco Hipoteca- 
rio esta demanda, está esperando que llegue el momento de ■ <m- 
testarla cun la.- excepciones que tiene que oponer, sin que pue- 
da conseguir que el Banco pida las medidas que en derecho 
corresponde para llegar á la citación de remate. En Octubre 
riel año próximo pasado se ordenó al Daño» que piediera las 
medidas qu^ conisten en derecho, habiéndose limitado el Ban- 
co ;l iiedir que se librara el mandamiento, mandamiento que 
está diligenciado desdo Diciembre pasado, sin que el Banco 
haya hecho otra gestión. 

Que do puedo permanec * por más tiempo en esta inacción y 
manteniendo sobre mi una inhibición general de bienes, alta- 
mente injusta, y que perjudica mi crédito y mi nombre, cuan- 
do habría bastado al Banco el pedir la citación de remate, 5a 
que cree que es acreedor de alguna suma. 

Que pide, en esta virtud , se intime al representan te del 
Binco, solicite lo que en derecho corresponde bajo apercibi- 
miento de ordenar»? de oficio el levantamiento de la inhibición 
decretada. 
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S «lío del Juei Federal 

Dueños Aiivs. .U;ir/o S4 do 1898. 

Autos y vistos: Considerando: 1" Que las medidas de se- 
guridad que autoriza ta primera parte de las disposiciones del 
juicio ejecutivo, complementados en el presente caso por la 
ley 3375 son el embargo de bienes determinado-i ó ta inhibición 
de los que el deudor pin da tener y por consiguiente aun cuan- 
do el artículo 267 de la ley de Procedimientos establezca que 
hecho el embargo se citará de r mate al deudor, ni» puede atri- 
buirse á aquel, el carácter de requisito único é Indispensable 
para que se efectúe la citiiciou de remati-, cuando por otra par- 
te, no sólo en ninguna disposición se establece que decretada 
l.i inhibición por no conocerse biene.4 determinados deba para- 
lizarse el juicio, sino que por el contrario el artículo 460 del 
Código &t Procedí miento s de la Capital que formn p;irte del tí- 
tulo, incorporado, en coy. i virtud se ha decretado la medida en 
cuestión, fija ti nniuantementc p ira el demandante la obliga- 
ción de deducir sus acciones en plazo perentorio. 

2" Que si sucediera lo contrario, el ejecutante podría apla- 
zar indefinidamente el momento en que debe discutirse la fuer- 
za legal de] título erm el cual se ha iniciado la ejecución, per- 
judicando sin motivo al demandado con el peso de una inhibi- 
ción genera!, á cayo levantamiento puede tener perfecto dere- 
cho, fundado en t xoep niones legítimas que lo amparen. 

3 o Que la citación de remate no perjudica en manera alguna 
al demandante, de*de que en resultado final sólo se abstendría 
ta sanción definitivo, de lo decretado para asegurar el derecho, 
que prima facie, fui fisto corresponder le, ó el rechazo de la 
uocion» si ella fuere improcedente. 



140 



FALLOS DE LA SUPHEMa CORTE 



Eu virtud de estos fundamentos, cítese de remate al deudor 
bajo el apercibimiento legal, 

Agustín Vrdinarrain. 

El representante del Banco manifestó que el deudor no po- 
día ser citado de rem » le basta tanto no diera bienes á embar- 
go, el que no *e ha trabado, 

* «lio de l» Suprema Corle 

Buenos Aires, Mayo ¿6 de l^tf*. 

Vistos y considerando : Que el auto de la citación de remate 
no está incluida en los declarados apelables por la ley de pro- 
cedimientos, lo «jue es necesario para la procedencia del recur- 
so en el juicio ejecutivo; de conformidad con lo dispuesto en el 
artículo trescientos de ta citada ley, se declara mal cnni-nlído 
el recursu de apelación deducido il foja veintiocho. Devuélvan- 
se previa reposición de sellos. 

BENJAMIN PAZ. — LUIS V. VARELA. 
— ABEL BAIAN. — OCTAVIO BUS- 
CE. — JUAN E. TORREftT. 
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Criminal contra Antonio (¡omcz f hijo i y Jase Grinialtli, ¡¡or 
circulación de billetes de curso taya t falso 

Sumario. — El delito de cireulaeiuu de billetes de curso 
gal falsos síu circunstancias agravantes ni atenuantes ( debe 
ser penado con cinco año» y medio de trabajos forzados, y 
127 60 pe>os fuertes de multa. 



F*1I* del Jun Federal 

Buenos Aires, Noviembre 18 de 1807. 

Y vistos estos autos seguidos con ira Antonio Gómez, argen- 
tino, de veintiún años, soltero, cochero de tramways, domi- 
ciliado calle Bustan inte, nú orto 644, y José Grimaldi, espa- 
ñol, de veinticinco a ¡ios, casado, cochero, domiciliado en la 
calle Bustainantc número 664, de los que resulta: 

Que por denuuci», ante el comisario de la sección 24* de po- 
licía, hecha por el sargento Felipe L .pez, deque tres indivi- 
duos habían pretendido circular un billete de veinte pesos falso 
en el almacén de don Eugenio Fardutti, se mandó instruir el 
correspondiente sumario. 

Que detenidos los acusados Antonio Gómez y José Grimaldt, 
el primero declaró : que habiendo Balido de paseo á caballo en 
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eomp.nMa (i - José Orimaldi, cqq dirección a Flores, en el tra- 
ye-b encontraron un sujeto que Orimaldi se lo había presenía- 
-io una sanana antes, cuyo nombre y domicilio ignora; que 
siguiendo en compañía de éste y Grimaldi, fneron invitados 
por el individuo cuyo nombre ignora á beber unas copas ; que 
antes de entrar ai almacén el individua referido le recordó que 
le debía cuarenta pesos, que le ganó el declarante en las carre- 
ras ¡a última vez que se vieron ; que con ose motivo le entre- 
gó un billete de veinte pesos á condición de que debía abonar 
las copas; que después de baber salido del almacén á las pocas 
cuadras entraron ú otra casa de negocio y entregándole otro 
bíliete el mismo sujeto, valor de veinte pesos, para que tam- 
bi'-ti pagara las copas y quedando de ese modo saldada la 
cuenta que le debía. 

Que despue,-, de pagadas las copas y i poco andur, sintieran 
que los venían persiguiendo y haciéndoles disparos de revolver 
y huyeron asustado*, pero que «1 declarante consiguió detener 
su i-aballo siendo en ese acto aprehendido. 

Que cuando abonó las copas ninguno de lo> dos almaceneros le 
hizo observación do que lo* billetes que el entregó fuesen faU'tf. 

Que llamado á declarar el detenido Grimaldi dijo : que ha- 
biendo sal íilo de paseo en compañía de Antonio Gómez encon- 
traron á un sujeto que los invitó a tomar unas copas que acep- 
taron, bajaudo en varios negocios doude bebieron, habiendo 
el d< clarante pagado con cuarenta centavos las primeras Co- 
pas por m tener - arabio el almacenero de un billete que le 
entregó el sujeto que loa acompañaba cuyo billete ignora de 
qué valor era, pagando entre el referido individuo y Gomes las 
copas restantes, 

(¿ue se dirigí iu á l lores después de estar en la última ea-a 
di negocio, cuando ovo que detrás de ellos tiraban tiros y como 
dispararan sus compañeros él también lo hizo t siendo detenido 
por un sargento de policía. 
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Que cerrado el sumario, el procurador fiscal presentó su acu- 
sación pidiendo para los procesados Antonio Gómez y José Gri- 
lualdi las penas que determina el artículo 62 de la ley de 14 
d»> Setiembre de 1863. 

Que corrido traslado de la acusación, los defensora dé los 
procesados se expidieron ¿ foja. 78 y 86, pidiendo que sus 
defendidos fueran absueltos de culpa y cargo por no haberse 
comprobado fueran ellos lo. autores del delito que se les im- 
puta, ó que so aplicara el artículo 63 de la citada ley; y ha- 
biendo renunciado las partes á producir prueba se llamó untos 
para definitiva. 

Y considerando : Que la existencia del delito qoe hadado 
Origen ¿este procedo se encuentra plenamente justificada por 
los billetes que obran en autos ¡i fojas 51 , 52 y 53, quedando 
de esa manera establecida la base de los procedimientos de este 
tribunal artículo 207 del Código de Procedimientos en lo Cri- 
minal). 

Que de las declaraciones de Luis Podcstá, foja 4, Antonio 
Vardntti, foja 45 y Luii Mansani, foja 29, y las informaciones 
de policía f resultan que son autores de ese delito los procesa- 
dos Gómez y Grimaldi y tiende á demostrar esto Liismo las 
numerosas contradicciones que se observan en sus exposi- 
ciones. 

Que ésto también se corrobora, por tu defloración prestada 
por Gómez ante la policía, que si bien es cierto no ha sido ru- 
titiuada ante e^te juzgado, también lo es, que no ba manifesta- 
do ningún motivo fuiuiado que explique l-i razón de *u negativa 
á ntílicarla, pues no se pueile considerar como tal la causal de 
ebriedad invocada, porque los medios que puso en juego para 
evadir la acción de la justicia y su actitud ante ella, conven- 
cen que estaba en completo estado normal. 

Que apreciando el mérito probatorio de los antecedentes re- 
lacionados, el juzgado llega al convencimiento de que la prueba 
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de cargo que ellas ofrecen e> m is que suficiente para demos- 
trar la existencia *lel delito y determinar la persona de sus 
autores como queda declarado anteriormente. 

Que las impugnaciones que nace la defensa i la prueba de 
los teatros, manifestando que han sido violadas las formas, de 
procedimientos que el Código de la materia establece en el 
título 8 o de) libro 2 o , carecen de fundamento, pues allí se indi- 
ca el procedimiento á seguirse cuando st imputa la perpetra- 
ción de un hecho punible á persona cuyo nombre se ignora ó 
fuera romun á vaiios, circunstancias que no concurren eu el 
presente caso. 

Que el grave cargo que ae hace á la policía te haber obser- 
vado en »1 presente caso, procedimiento» inquisitoriales, para 
desvirtuar d mérito de las declaraciones que anh "lia se han 
prestado, no so ha justificado, y las presunciones legales son 
roturarías á esta utirmacion. 

Que las tachas que se deducen contra las declaraciones de 
los testigos Podeatá, Fardutti y Manzani, no son admisibles 
]iurque sua deposiciones han sido e< ni turnadas por la comproha- 
cittn drl hecho sobre que deponen y por las declaraciones de loa 
otros testigos que no son sospechables de parcialidad. 

'^ue comprobado de una manera indudable el delito de cir- 
culación de billetes falsos de banco y las personas de sus auto- 
res, debe aplicárseles la disposición del artículo 62 déla ley 
de 14 de Setiembre dt- 1863 que lo prevee y castiga, laque debe 
aplicara en su término medio dada la ausencia de circunstan- 
cias at- Hilantes ni agravantes, de acuerdo con lo prescripto en 
el artículo 52 de! Código Penal ; desestimando en consecuencia 
este tribunal la pretensión de la defensa de que se apliquen las 
disposiciones del citado Código, por haber resuelto la Suprema 
Corte en numerosos «fallos, que en estos casos e> la ley espe- 
cial del 68 la que debe aplicarse. 

Que no menos inaceptable es la pretensión del defensor de 



O nn.-z cuando sostiene ser de aplicación .i su defendido rl ;ir- 
tfculoOSdela ley rebordada, paos no sólo no ha demostrado 
que éste recibiera \o< billetes de buena fé y loa expidiera con 
conocimiento des» falsedad, sino que antes por el contrario no 
lia dado nn* explicación razonable de la procedencia de esos 
billetes, y dados los medios de que se valieron lo» encausados 
para consumar el delito, concurre ¡í demostrar con toda eviden- 
cia que los circulaban con conocimiento pleno de sti f.ilsedari y 
con el proposito de sacar lucro de >u expendio. 

Por estos fundamentos y de conformidad con lo dictaminado 
por el procurador tíscal, tallo: condenando á los procesados 
Antonio Gómez <liijo) y José Grimildi á sufrir cada uno la pe- 
na de cinco años y medio de trabajos forzados y una multa de 
dos mil setecientos cincuenta pesos fuertes, más las costas del 
juicio, debiendo descontárseles el tiempo de prisión preventiva 
que bajan sufrido á razón de dos días ..de prisión por uno de 
trabajos forzados, de acuerdo con Jo dispuesto en el artículo 92 
de la ley de U de Setiembre de I8G3. 

Notifiques* ron el original, y en oportunidad comuniqúese 
al director le la Penitenciaria y ¡efe de pulióla. 



La falsedad de los billetes de banco agregados A fojas 51, 52 
y 63, es un hecbo cuya evidencia le impone á la simple vista, 
V. E. podría no obstante, nacerla constatar también oticial- 
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mente por certificado (i e la caja de conversión, y ratificación 
del membrete de i falso» puesto á cada uno Je ello». La de- 
fensa no podría asi alegar el desconocimiento de la falsedad 
saltante, ni dudar de la existencia del delito. 

¿Quiénes son los autores déla circulación de aquellos bi- 
lletes? 

Las pagina» de t ste proejo lo* muestran o>n evidencia que 
¡deja tuda duda, toda vacilación del espíritu al respecto, 

Gnrae?. y Grimaldi, acompañados de un tercero éujn nom- 
bre no ha podido obtenerle, han renorri'l o á caballo un largo 
trayecto bajando no una sino muchas veces, en diversos nego- 
cio* pura beber - opas y pagar con l*»s billetes de banco falsi- 
ticados agregados al proceso, 

Esto consta no sólo de las declaraciones de tus negociantes 
solicitador para el despacho de bebidas según constancias ti- 
fo jas i, 15 y 29, Sino que también se corrobora por la de las 
procesados Griiualdi y Gómez, á fojas 21 y 32. 

improcedente resulta la afirmación del último á foja Üt) 
vuelta, para desvirtuar la declaración de foja 21, porque esta 
declaración bien explícita y firmada con pulso seguro por el 
otorgante, no ofrece vicio alguno de nulidad, ya que ni si- 
quiera se ha intentado justificar la embriague?, invocada para 
desconocerla, y sus afirmaciones, resultan relacionadas ínti- 
mamente con ta* demás constancias del sumario. 

Sin duda que no aparecí una prueba plena comprobatoria de 
cada uno de los hechos de circulación acusados. Pero sí se ob- 
serva la repetición de los acto?, por los que marchaban reuni- 
do'; al efecto, si se aprecian las declaraciones en su conjunto, 
y á lo expuesto por los negociantes en cuyas casas fueron los 
procesados entregando papeles fallos, se agreda lo confesado 
por ellos, ¡as referencias de loa agentes policiales y el secues- 
tro de fot billetes, esta prueba de conjunto, formada por he- 
chos y presunciones directas conexas y concordantes, conduce 
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ica j necesariamente al hecho de que «e ueusa á los pr,re- 
safios, y satisface las exigencia, de | 08 artículos 357 v 358 del 
Tódjgu de Procedimientos en lo Criminal, 

Pienso por dio, que Ja senté.., ia de foja 102, que declara á 
Jos procesados responsables de] h.-ch- de circulación consiente 
■i- billetes -le banco faiatmvlos, es ajustada á las constancias 
*«Mloi f y la penalidad que Ies impone, ata prescripción d,l 
articulo 62-1- la ley d, 14 de Setiembre de 1863. 

No encuentro que los esfuerzos de sus ilustrados impugnado- 
res, hayan alcanzad- en la expresión de agravios, á deTirtuar 
lo* bi«n fundados considerando, de foja. 101 í 1 IT de ;,qn C |U 
sentencia, por lo q u , pido .1 V. ];. , e sim confirmarla. 

Sabiniano fitcr. 



rallo de Ir 



Bueno* Aires, Jlay.i H\ do ItftííS 

Vistos y considerando : Que la falsedad de los billet-s de fo- 
jas cincuenta y uno, cincuenta y do, y cincuenta r tres está 
d-b idamente averiguada. 

•Jue las constancia de autos, en su conjunto, uo permiten 
dudar que los procesad.»» lióme* y Grimaidi son coautor del 
delito de circulación qu. ha motivado ésta cau.a. 

Por esto y de acuerdo con lo expuesto y pedido por eJ >ef.or 
Procurador general, se coníirma con estas, la sentencia ape- 
lada de foja ciento dos. Repuesto, los sellos, devuélvanse, 

BEftJAMln PAZ. - LLJS V. VARE- 
LA. — ABEL BAZAS. — OCTAVIO 
BunCK. — JUAN E. TOBRENT. 



f 
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4 Al Si I 



Los heredero* del doctor don Ihuninyo Fernandez eoníffl fío» 
./í/ítíi/i Socas, co&ro de pesos : NOtVe nulidad de sentencia 

Sumario. - Ks nula ta sinten m en que el juez no se ha 
pronunciado sobre las excepciones opaestas de prescripción, J 
de la falta de calidad de hered.ro* invocada por los aetores. 



roso. — Lo explú-a el 



tullo <l*l Jii*« 

Autos y vUtn* : Bita 'lemán la civil entablada por lúa here- 
deros del doctor U-m Domingo F.-rnande* contra don Julián So- 
cas, por cobro dti cantidad de peso*; de su óitfláio, resulta: 
Que tos actores fundan su demanda en el contrato que c elebra- 
ron don Domingo Fernandez jdon Julián Socasen 20f« Setiem- 
bre dé 1881, y que encomia autorizada corre ¿foja..., según el 
cual Soca-= debia pagar :í Fernandez» según el artículo 8- ese 
contrato, una multa de (¿tea p«gS /iteríeí por cada día que p- 
sara del último del primer semestre de cada año en el que debía 
abonarle la anualidad estipúlala en el contrato de la refe- 
rencia. 

Que la parte de Socas, neguu tacaron los actores sólo pagó 



Ut JUSTICIA NACIONAL 



la primera anualidad correspondiente ul año Í88t, según resul- 
ta de las copias de ta* sentencias dictadas por el juzgado fede- 
ral y la Suprema Corte que corre á foja..., tu el juicio que le 
-i guió Fernandez á Soca* por cobro 'Je arrendamientos. 

Qu < habitud*. Suca* faltado al cumplimiento de las obliga- 
ciones que te imponía el contrato de la referencia, pedía que esto 
tribunal \- condenara á abonar k* la suma de H9.S07.47 centavos 
provenientes <le la aplicación del artículo 8° que establecióla 
cláusula penal ya mencionada y de los arrendamientos impagos 
Que Sucas, contestando la demanda, espolie que no eran 
esactos los liech>e. aseverados por los que se llamaban herede- 
ros de Fernandez, cuya personería desconocía. 

(¿■ie abierta la cansa á prueba, sü produjo por las partes la de 
qu>- instruye el certificado del actuario de foja... 

y considerando: t M Que en el caso mb-judüe t la base de ta- 
saoimi deducida está en los términos riel contrato de arrenda- 
miento celebrado por Fernandez con Socasen 20 de Setiembre 
de 1881 y que en copia autorizada corre á l'nja.. . 

2" Que según t artículo 8" de diebo contrato, Socas se obli- 
gaba A pagar á Fernandez, diez /«'.sos fuertes por cada dia -|ue 
dejara pasar, del último del primer semestre de cada año, sin pa- 
gar la anualidad estipulada por el artículo 2 Ú de!, itadu contrato. 

3" Que de los fallos de primera y secunda instancia que ca- 
rra :.*tt copia á foja... se desprende que Socas, no te abonóla 
primera anualidad correspondiente al año 1884. 

4° Que en el artículo 9° de ese contrato, se estipulaba que 
los pagos debían hacerse en esta ciudad al dortor Fernandez, 
Que los pagos que la parte de Socas entiende haber efec- 
tuado por consignación, no rennen los requisitos eligidos por 
el articulo... del Código Civil, para surtir el efecto del pago. 

6 a Que las sumas depositada^ por Socas, son á moneda nacio- 
nal, debiendo ser á oro segu o lo resuelto por los fallos cuyas 
eopias corren en autos. 
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7° Que tanto la fecha carta en que el enntrato de arrenda- 
miento, empezó á regir con arreglo á la transacción aprobada 
por la Suprema Corte en Noviembre de 1883, como Iob hechos 
posesorio! y el usufructo de la cosa arrendada que Socas tenía 
desde el 16 de Enero de 1884; la condición de los depósitos de 
dinero hechor con calidad de emharyos ; las suma? depositadas en 
una moneda distinta déla conrea ida en el contrato, la insufi- 
ciencia de los depósitos en moneda de curso legal eu relación ai 
equivalente del preoin que él no tenía en cada uno de los venci- 
mientos de la obligación principal y aun en las fechas en que 
los •ii'pósitos se hicieron ; el recibo! cuenta de Iob arrendamien- 
tos debidos hecho bajo la fui nía otorgada por el Locador- y la no 
entrega del precio de los arrendamientos adeudados en relación 
á las personas, tiempo, objeto y modo que fueron establecidos 
eu lasenunoiaciones que forman la suprema ley pura los con tra- 
tantes que todos e*os hechos ban sido ya resuellos en el juicio. 

8" Que el pretendido pago por consignación alegado en favor 
de Socas, no se ha producido en manera alguna, eomo lo preten- 
dí* el demandado, desde que esa consignación r.o surtía sus eftc- 
tos urfdieos, pues no reunía Us requisito:? exigidos por la Lej 
civil para el efecto, i;oihí> se ha establecido ya antes. 

Por estos fundamentos, otros que f.e omiten y los concordan- 
tes de los escritos de los actores de demanda y del alegato de 
bien probado que corren respectivamente de foja... á f ija... de- 
finitivamente juzgando, fallo: que debo condenar eomo en efec- 
to condeno á don Julián Socas ri abonar á los actores, en el 
término de diez días, la suma demandada, eon m¡is sus intereses 
á estilo de Banco y las costas del juicio. 

Repuesto?* que sean los sellos, jiotifíquese original y archí- 
vese este espediente, caso de no ser recurrida e>ta sentencia. 

Así lo resuelvo en Buenos Aires, á los días primero de Se- 
tiembre de 1897. 

/\ Olaerhea y Álcorta. 
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I «lie il* ■» Suprema t «ríe 

Bueno* Ai»*, Mayo 36 de l&ti 

Vistos : Según resulta de autos, d«>D Juan Coronado, dicíén- 
dt^e representante -le l-is herederos del doctor -ion Domingo 
Fernandez, deduje la demanda de foja cuatro. fundándola en U 
cláusula penal leí contratóle armad <mi<mt i celebrado con 
don Julián Socas, y en arrendamientos que afirma que éste 
adeuda á *.is representad la, eatíninudo en p-s-* ochenta j nue- 
ve mil doscieutos siete con cincuenta | siete centava oro la su- 
m-i porque pi le se condene al demandado. 

Que, más adelante, á foja veinticinco, ei mismo demandante 
retiró de la demanda el importe de los arrendamientos, quedan- 
do sólo aquella reducida por In suma proveniente de las multas 
que oree tener derecho á cobrar, <*on arreglo á ta cláusula penal 
del -ontrato, 

Que So -as. sin contestar la demanda opuso eonw eicepcion 
dilatoria La de falta de personalidad en los demandante*, repre- 
sentados por Coronado, por cuanto se decían heredero* del doc- 
tor Fernandez, sin aoreditar i\ calidad qu*» invocaba. 

Que sustanciada ta excepoion. fué rechazada, por cuanto ella 
se dirige al fondo del asunto, y no puede, por tanto, oponerle 
como dilatoria pava negarse á contestar la demanda. 

Que contestando la demanda, Socas niega deber na 1 1 al 
doctor Fernandez, haciendo notar la monstruosidad de la pre- 
tensión de los actores que sobre un contrato de arrendamiento 
cuyo imparte total fué por diez mil pesos oro, pretenden fun- 
daran derecho á percibir multas por r¿lor de peso^ ochenta j 
nueTe mil doscientos siete pesos oro. 

Que en ese mismo escrito, reproducen su oposición a la per- 



152 FALLOS DE LA SUFHUIA CORTE 

sonalidad de loa demandantes, y oponen la exección de pres- 
cripción. 

Que abierta la cauha á prueba, -en los alegatos de las paites, 
la di- Coronado insistió en su demando, y la de Socas, entre 
otras cosas, negó ú los representados do Coronado tener rela- 
ciones de derecho con él, ni de deberles, ni haberles debido 
prestaciones de ninguna ciase, reproduciendo en este casu la ex- 
cepción de prescripción articulada ni contestar la den anda. 

Que dictado el fallo de] juez a tjiw ha sido impugnado de nu- 
lidad por la parte de Soeas, fundándose en que no se ha pronun- 
ciada sobre la personalidad de los demandantes ni sobre la 
prescripción y ha mandado pagar una suma mayor que la re- 
clamada, 

Y considerando: Que si bien es cierto que á foja cuarenta y 
sii-te, se des- chú la articulación pronunciada por la parte de So- 
cas, eur.ndo .se negó ú contestar la demanda porque los deman- 
dantes no hablan ju titicado el carácter de herederos de don 
Domingo Fernandez que invocaban, fundándose el juez y la 
Corte Suprema en el principio de que la Taita de personería del 
actor no puede oponerse como excepción dilatoria, porque se 
impugna, en este caso, más que ta personalidad de los actores, 
su derecho como acreedores, esto no ha obstado para que el juez 
estuviese en el deber de resolver en la sentencia esa excepción 
de fondo, como lo determina el artículo trece del Código de 
Procedimientos, decidiendo de una manera expresa sobre todas 
las excepciones opuestas. 

Que el juez ha debido expedirse sobre este punto, con tanta 
más razón cuanto que, al conte*tar la demanda y al alegar de 
bien probado, la parte de Socas reproduce su desconocimiento 
de la personería invocada por los herederos del doctor Fernan- 
dez no ya como excepción dilatoria, sinó en una fnrma peren- 
toria. 

Que lo mismo sucede con la eicepcion de prescripción, que 
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opuesta oportuna y reiteradamente por la parte de Socas, el 
juez n f/tiíj no se bu pronunciado subre « lia en forma alguna, 
aiendo indispensable que así suceda, por cuanto la excepción 
opuesta es de aquellas que, por su naturaleza, priman en la re- 
solución de los it-.s. 

Que en cuanto á la última causal de nulidad alegada por el 
api lante, no es la oportunidad do pronunciarse sobre ella. 

Por esfcis fundamento» ; se declara nula b sentencia de foja 
ciento treinta y sieti', Notifíqoeae con el original y repuistus 
lo^ sellus, devuélvanse \it juzgado de su procedencia á loa fines 
que corresponda. 

BENJAMIN PAZ. — LUIS V. VARELA.— 
ABEL RAZAN, — OCTAVIO BUNGE. 
—JUAN £, TORREN!. 
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tion Angel iM'ücatzo, en tercer ta tte dominio, contra ta ejecución 
di don José Hafjii» con don Angel Yaccari; sobro depósito é 
inventario de tosbimes embargados. 

Sumario, — El tercerista por razón de dominio tiene derecho 
para pedirque loa bienes embargados en el juicio principal se 
inventai íen y depositen con arreglo A la ley. 
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FXLI.O» DE. LA Sl'PBEMA CORTE 
PETICION 



BnenÓti Aires, Enero 4 de 1898, 

Se«or de Swrion : 

Angel Oeaoalz», sin revooar poder en la tercería de dominio 
deducida en la ejecución que don Francisco Maglio sigue con- 
tra don Angel Vaccari, sobre co!"ro de pesos, A V. S.como mc- 
jo proceda, digo : 

Que estos uutos siguen ante el juzgado de) doctor L'rdma- 
rruio, y por la secretaría del señor Al mandos, quien es tam- 
bién secretario de V, S. durante la feria. 

Que al examinar los autos ejecutivos me apercibí de que no 
se había nombrado depositario en el deligenciamiento del em- 
bargo trabado sobre el buque e Gobernador Basabilvnso» con- 
trariamente álo preceptuado por el artículo 355 del Código de 
Procedimientos, ni tampoco se había practicado el inventario 
del mismo contrariando & la prescripción contenida en el artícu- 
lo 873 del Código de Procedimientos, 

Que tales omisiones perjudican sumamente mis intereses en 
mi carácter de dueño del misnv buque, como consta de la escri- 
tura de compra-venta á base de la • uní he deducido la tercería 
dt* dominio* 

Que para salvaguardar mis intereses, el diu 29 del próximo 
pasado raes como á lastres de la tarde presenté un es rito 
pidiendo que el señor juez proveyera sin mis trámite á las dos 
omisiones, proponiendo por depositario á doir PJstéban Badarac- 
co, persona de cuya responsabilidad no puede discutirse. 

Qu« dicho pedido no pudo ser despachado á causa de que el 
señor juez asistió muy poco al despacho por encontrara- algo 
indispuesto. 
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Que siendo de máxima urgencia proveer á lo solhitado por 
cuanto las medidas son de urden público porque obligan por 
expresa disposición de la ley, y porque durante el presente mea 
puede desaparecer parte d i v^láraen y de ios demás aparejoi, y 
verificarse desperfectos en el baque, pues loa que cuidan todo 
son el mismo acreedor, su esposa, y la tripulación que A aquel 
b*? le antoja, persona todas de ninguna responsabilidad y de 
ninguna confianza. 

Envista de todo lo expuesto, y de las razones aducidas n n 
dirho mi escrito, pido á V. S. sirva reconocer la urgencia «le 
dicho mí pedido y habilitar la féria para proveer al mi<mo. 
mandando que el secretario señor Almandos traiga a) despa- 
cho de V. S. est >s autos y d.'. -.retar sin mas tramite conforma 
a lo que dejo solicitado y pedido en mi anterior escrito. 

Ser4 justicia. 

\ngel Descalzo, 



Aula del Juei Federal 

Huenn- Airea. Enero t Je 1088; 

Atento la mauífe-tado en el presente escrito y proveyendo a 
lo solicitado en el de foja 40. 

Observando el juzgado qoe al diligenciarse el mandamiento 
de embarco que obra ú foja 9 del expediente ejecutivo, se ha 
omitido mencionar Ja persona del depositario, como así mis- 
mo el inventario de los aparejos y pertrechos pertenecientes at 
buque embargado, conforme lo establecen loa artículos 255 del 
Código de Procedimientos, y 873 del Código de Comercio, pro- 
cédase por el actuarigyel oficial de justicia del juzgado á 
practicar el referido inventario con U< formalidades requeridas, 
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designando en el acto como depositario hI señor Estébnn Ba- 
daTacco propuesto por el recurrente, en virtud de ser notoria la 
responsabilidad de aquél. 

A éste objeto habilítase la féria como se solicita. 

Repóngase ta foja y actúe el oficial de justicia señor Ba- 
rragan. 

/'. Olaechea y Átcorta. 



Aula del JurK Federal 

Buenos Aires, Enero 5 de 

De acuerdo con lo pedido en el presente escrito sa declaró: 

Que el nombramiento de depositario reraido en la persona del 
señor Ustéban Kadaraceu, debe entenderse no sáU respecto de 
los aparejos y pertrechos perten?L¡en tes al buque» sinó también 
del buque mismo podiendo aquél, en el ejercicio de sus funciones, 
adoptar todas laí precauciones y oía I idas que estime congenien - 
te para el liel cumplimiento de su uargo, puesto que nu debe 
ignorar las responsabilidades qu« éste le impone respecto de la 
guarda de los artículos que se le entreguen bajo minucioso in- 
ventario, pudiéndola cualquier caso dar cuenta al juzgado del 
resaludo de su cometido á ün de que los interesados en el jui- 
cio soliciten las medidas pertinentes. 

Hágase saber esta resolución a la Fractura Marítima A fin 
de que permita al señor Badaraceo extraer del buque para co- 
locar en lugar más seguro los objetos que por su condición así 
lo requieran ú juicio del mismo depositario y para que le pres- 
te el auxilio necesario en cualquier caso, reconociéndole en el 
carácter que se le h¡i discernido. 

A los efectos del inventario y demás diligencias ordenadas, 
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nómbrase al oíiciul de justicia serrr Barrean- para qu<' asocia- 
do al actuario den cumplimiento á las resoluciones del juzgado, 
sirviendo el presente de suficiente despacha. 

« 

t Hachen y Aicorfa. 



Auto tlcl Juei t>drr»l 

Bueno* Vires, Enero l:J *lv lífiW. 

Y vistos; La revocatoria solicitada del auto de foja... j con- 
siderando: Que le presentes aiiton tm de tercerías seguidos 
por don Angel Descalzo, en mérito del juicio ejecutivo seguido 
entre don José Maglio y don Angel Vaccan . 

que siendo esto así j habiéndose pedido por Descalzo la adop- 
ción de medidas relativas al proco tiiuiento del juicio ejecutivo 
seguido entre Maglio y Vaocari, es claro que no corresponde 
acceder á ese pedido por 11 1 ser parte Descalzo en el juicio eje- 
cutivo de la referencia, sino" en la tercería que de aquel emane. 

Que, si habieron oinMone-en el tr.ímitedel juiciu ejecutivo, 
sólo podrían a ikarse por pedido de los que son partea en el 
mismo. 

Que el tercerista Descaí 7,0 no lo es en cae juicio. 

Por estos fundamentos y los concordantes del escrito de 
Maglío de foja..., se revoci por contrario imperio, el auto recu- 
rrido de foja..., dejándose á salvo á Maglio, las acciones que 
pudieran corresponderá, para hacerlas valer, donde, cuando y 
contra quien correspondiere en derecho. Repónganse los sellos 
y notifiques?. 

P. Úiaechta y Alcor ta. 
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«uenos Aires, Hayo 2H de 

Vistos; Considerando : Que el auto apelad» de foja treinta, 
dado lo*' términos eo ni>* está concebido, deja sin efecto | or 
contrario imperio, ti nombra mí futo de depositario h.echo por el 
auto de foja trece vuelta en ta persona de dan Kstébau Bad;i- 
raceo para la custodia del buque * Gobernador BassbUvaao » 
su* aparejos y enseres y, como cou>ecueiinia, deja también s n 
efecto el auto de foja quince, en que se faculta al depositarla 
p ira adoptar todas las precauciones y medidas que estime con- 
tenientes para el liel cumplimiento de su cargo. 

<jue estando va embargados en el juicio de apremio s< guido 
por el acreedor Maglio, el barco j sus aparejos, sin haberse 
nombrado en él depositario de ellos, ni f< rmaiizádose el corres- 
pondiente inventario, según resulta de las constancias de mi- 
tos, ea evidente que procedía subsanar esas omisiones en el in- 
cidente le tercería de dominio promovido por don Angel Des- 
calzo, sin que á ello pudiera oponerse la citcunstam ia que haoe 
valer el juez a tjuo en el auto apelado, de no ser parte en el jui- 
cio de apremio v dicto terrorista porquDaún cuando éuto sea asi 
no es menos cierto, que el actor en la demanda nivindicito- 
ria, comu es U tercería de ^ominiu deducida por Descalzo, pue- 
de pedir el embargo de la rosa, mueble ó inmueble, objeto de 
m arción (artículo cuatrocientos cuarenta y siete del Código de 
Pincediraieutos de la capital, vigente para los de la justicia 
federal), y de eonai guíente tiene el derecho úe pedir el nom- 
bramiento de depositario de loa muebles de que se trata, como 
requisito anexo á la diligencia de embargo, conforme a lo dif. 
puesto en el artículo doscientos cincuenta y cinco de la ley de 
enjuiciamiento federal. 
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Queú lo resuelto en lo* autos «le fojas trece y quince, tam- 
poco ha podido oponerse Magtio, alegando su cali-Jad de ejwou- 
taute en el juicio de apremio y la du capitán del buque embar- 
gada porque con el embargo de éste tiene garantido su crédito, 
y en cuanto *1 su calidad de capitm, por ser evidente que no 
puede hacerla valer contra las ¡itrihucioues del depositario en 
lo referente al gobierno y seguridad del barco, que le están 
confiadas por la naturaleza del cargo, en cuyo caso no puede 
seguir aquél á burdo como tal capitán por haberse suspendido su 
navegación en virtud del embargo. 

P<>r ésto: a- revocad auto andido defoj' tilinta, dejándose 
subsistente los autos de Tojas trece y quince vuelta. 

Notifiquen con al original y repuesto* los sellos devuélvanse. 
Prevéngase al juez a ano que en sus futios debe indicar con 
precisión las fojas á que se refieran, como está mandado por ésta 
Suprema Corte. 

LUISV. VAilELA. — ABEL BAZA N. 
— OCTAVIO BUNCE. — JÜAPt t. 
TORHEKT. 



(UNA <1\V 

Ihm Adolfo Afaman y el doctor don Marcelino Aravena contra 
dúl\ francisco S. Üfenn ; sobre reivindicación de un terrena 
destinado á centro agrícola . 

Sumario, — i' El dominio actual es indispensable en el 
que demanda la posesión de una propiedad por acción reivindi- 
catoría. 
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2" La obligación impuesta á 1 ■ »s» concesionarios de centros 
agrícolas por la ley «le la ProvL cia d>- Bupuos .Vires de no po- 
der ceder sus derechos sin consentimiento previo y expreso 
del poder ejecutivo, no crea una nueva causa que invalida lúa 
enajenaciones óV la propiedad reculas por la ley i* i ^ i I . 



rallo del Juez t ederul 

Buenos Aires, Mayo 21 di» 1897. 

Y visto* e>tos autos, di- cuyo estudio resulta : 

»Jue á foja 3 y ¡i foja i>. don A lolfo Al* man y el ductor don 
Marcelino Ara vena, se presentaron judictalment<\ manil'sttin- 
do, (jue en su <*ar;icter de propietario^ de nu campo ubicndn ni 
el partido de Dolores y Vecino, provincia de Bueno* Aires, cora- 
puesto de veinticuatro mil setecientas noventa hectáreas, de- 
nominado « YA Saui*e». lo vendieron á don Fraw isoo S. Menú, 
otorgan. lo í( p- la correspondiente escritura \mt el Registro de 
los escribanos Márquez y i 'astro, en la ciudad de La Plata. 

Que dicho campo reconoce una hipoteca á favos del llano * 
Hipotecario de esa Provincia por (fas milloues noventa y ovíw 
mil nen ftrsos Ptt nhlulas de ta $pri*> O t y además el i;obierno 
de la provincia lo declaró centro agrícola en v irtud de concesión 
quele hizo u sus antecesores señores Herrera, Vivot y otros. 

tjue cuando se disponían a cumplir sus obligaciones respecto 
á la concesión del centro agrícola, don «'.irlos S, Kilgneira les 
propuso comprarles el campo, y acordadas tas bases de la ope- 
ración, de conformidad i lo dispuesto en el artículo 38 de la 
bj respectiva para dichos centros, ocurrieron al gobierno, 
pidiendo la aproba ion de esa transíeien>ia, la que fué acor- 
dada. 
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Que en este estado, Mena se les presentó con ih>> recomen- 
dación del coronel Kalcon, manifestándolos que deseaba com- 
prar el campo referido, por cuenta y urden de un sindicato ale- 
mán, é impresionados favorablemente con el negocio, se empe- 
ñaron con Filgueira para que loa librara del compromiso de 
venta, á lo que éste accedió, formalizándose entonces la venta 
si favor d- Menn; y como este señor le* manifestara que el éxi- 
to del negoci.i dependía de la prontitud eti el otorgamiento de 
la escritura, fué convenido que, á ptísa. de que por ei artículo 
38 recordado, lo prévio era ubtener del gobierno la véuia para 
la transferencia, le extenderían, comu lu hirieron, ta escritora 

y que ella quedaría subordinada al resulta lo de la acción gu- 
bernativa. 

Que como FiJgueira, á mérito de la promesa de venta heoha, 
había ya obtenido del gobierno la aprobación dt la transferen- 
cia, á su pedido suscribió una solicitud para el gobierno, recla- 
mando véoia pan transferir < l euiipo á Meno, solicitad que 
se mandó al archivo, por considerar sin responsabilidad á di- 
cho señor. 

Que también «h pidió al Hinco Hipotecario de la Provincia 
igual eosa, con idéntic » resultado negativo. 

Que la operación de eompra-v.-nta fui pnr estipulación ex- 
presa de la* partes y pnr ministerio de la ley, subordinada al 
cumplimiento de una condición, que, mientras no se cumpliera, 
debía mantener en suspenso sus efectos, y que no cumplida, 
quedo el acto rescindido de hecho y de derecho, 

Que debido á una «orpresa de ilenn para con Aravena, le 
arrancó una carta para que el encarnada del campo se lo entre- 
gara, y que firmada la escritura y munido de esa « arta, tomo 
posesión del campo, llevando á cabo hechos perjudiciales á sus 
intereso», deshaciendo alambrados y poblaciones, para vender 
maderas, y tomando haciendas á invernada, á precios bajos y 
mensualidad adelantada. 

t. lxmh u 
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Qoe fundado en loa antecedentes ezpuestos y apoyado en el 
artículo invocado y en el 528, 545, 548 y 2758 del Código Ci- 
vil instauran demanda reivindicatoría contra don Francisco S. 
Menn, pidiendo que e n su oportunidad sea condenado k devol- 
veiel campo en cuestión, cou sus frutos percibidos, daños y 
perjuicios y co>tas del juicio. 

Sustanciada la demanda con el respectivo traslado, fué eva- 
cuado por Menn á foja 39, negando las afirmaciones \m se ha- 
cen [y basado en luchos inexactos. Afirma ser verdad haber 
eompTitdo á los demandaules el campo en cuestión por la suma 
de tíos millones cuarenta y ocho mil cien pesas moneda nacio- 
nal, importe del graviíirn n hipotecario que tomaba á su cargo, 
considerándolo nmb; s paites, como parte del precio, traspa- 
sándole lodos los derechos de propiedad y posesión y obligún- 
dose á la eviccion y saneamiento; así como que dicha compra 
la hizo íncondiclonalmente 3 siendo además improcedente la 
acción instaurada, desdi- que los actores no tienen el dominio 
y posesión de la cosa roya n-tr indicación pretenden ; por \q 
que pide el reí buzo de- la acción, con costas. 

Que abierta la «-uusa A prueba por auto de foja 46, se pro- 
dujo la que < ipresa el certificado de foja 122, habiéndose 
agregado los alegatos dt las paito: y Mamádo>e autos pora 
delnitiva. 

Y contidí raudo: 1 ft Que para que pueda hacerse uso de la 
acción de reivindicación, es condición necesaria y legal que el 
demandante compruebe qno tiene el dominio dv la cosa que 
reclama y que haya | erdido la posesión, elementos éstos que 
ihi)en de la propia definición del a; ticulo 2758 del Código 
Civil. 

Molitor, * itado por nuestro codificador, en su tratado sobre 
li posesión, página 267, ocupándose de dicho punto dice: que 
es un principio de derecho que el demandante debe comprobar 
su acción, y como la reivindi< ación <e funda sobre el derecho 
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de propiedad, debe ante todo justificar este extremo. Sun, pues, 
agrega, elemento* indispensables para que pueda intentarla 
acción, tratá adose de cosas inmuebles : 1 o que quien la dedu- 
ce sea propietario, y 2 o que haya peni ido la posesión. 

L l jurisprudencia federal, así coiim la de los tribunales de la 
Capital, consagran igual doctrina, como resulta de la que se 
consigna en la Uña 4% torno 21, página 98 de los fallos de la 
Corte; y en la série 4", tomo *>, página 249 ¡ tomo 3-, pégi- 
na 290, y tomo 8\ página 166; y série *\ tomo g\ página 396, 
fallos de la Cáma.a Civil. 

Con estos elementos de juicio, veamos si los demandantes 
se encuentran en condiciones le hacer uso de la acción ins- 
taurada. 

1" Si bien en el escrito de demanda se con tiesa por los ac- 
tores que han enajenada a Menú el bien que tratan de reivin- 
dicar, en cambio sostienen que la venta becba foé condicional, 
y por lo tanto, que no habiéndose cumplido la condición, de 
hecho y de derecho quedó ella sin efecto. 

Habiéndose negado por la parte de Menú, que esa venta es- 
tuviera subordinada condición alguna, e- la escritura de com- 
pra, agregadu á foja 114. ta qne debe servir al juzgado de base 
para apreciar y resolver de las condiciones pactadas. 

Kl carácter general de las obligaciones es ser pura, como 
dice el artículo 527 del Código Civil, qoe no dependa de condi- 
ción alguna. Las condiciones son desde luego la excepción, y 
cumo tal es necesario que se hallen bien duramente determi- 
nadas en el título que las contengan. Las obligaciones, dice 
AubTy y Rui en el tomo 4% página 60, deben ser reputadas 
no condicionales, y desde lue-40 no existiendo una declaración 
declarativa expresa al respecto que modifique el conTenio, no 
puede invocarse una condición tácita ó Tiitualmente inherente 
á la convención. 

Lo esencial de los contratos, como dice Gutierre* y Fernán- 
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,| el| es siempre producir una obligaoiou. Su forma vari», pues 
ettá sujeta ai las convenciones de los con t rutan tes. 

La escritura de compra-venta celebrada entre Alemán, Ara- 
vena y Menn, no establaóe ni determina condición alguna, te 
ítata, rvor consiguiente, de una venta pura y simple. Ia&«W' 
iliciones á que si- sujetan las obligaciones deb -n estar expresa- 
mente determinadas y la escritura de foja 114 no demuestra 
que Loa contratantes subordinarán a un hecho incierto la adqm- 
aieion del dominio del bien rendido, ni menos su resolución. 

Esa escritura úlo constata una venta pura, pur ¡a cual el 
comprador se hace cargo de ía hipoteca» | or cuenta de precio, 
así como que toma sobre sí las obligaciones SUS antiguos 
dueños señores Ramón Gómez. Yivut, Herrera v Cruz, habían 
contraído con el Poder Ejeoqtivo déla provincia de Buenos Ai- 
res para la forma» ion de un centro agrícola. 

J!l heclio de que para transferir a un tercero está* últimas 
obligaciones se requiera el t onsentiuiieiito del gobierno, con 
arreglo al articulo 38 de la ley de centros agrf- olas, ello nada 
signilica, en modo alguno equivale á poner una condición á la 
trasmisión del dominio del bien, porque las candi iones no se 
presumen, y porque e 5 ¡is obligaciones son ajenas y absoluta- 
mente independiantes del dominio del bien y se encuentran 
garantidas en la forma que el poder ej-cutivo está especial- 
mente autorizado á eligir (artículo 35 de la ley recordada). 

Son obligaciones esas que se limitan al Bel cumplí miento de 
lo pactado, separables é independientes por lo tanto del domi- 
nio de tá tierra. Lo que n<> es dado transferir sin el consenti- 
miento dtl gobierno, son las obligaciones que nacen del con- 
trato por el cual se forma el centro agrícola, por ser estas obli- 
gaciones esencialmente personales ; y Ü prueba endenté de que 
ambos hechos son diversos, está en que los demandantes consi- 
guieron desprenderse de la obligación que tenían con ftt gobier- 
no precisamente sobre este mismo centro agrícola que reconoce 
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,1 e.nnj bjet de la reivindicación, y lu transfirieron al señor 

Filgu -ira, ^ i 11 le le hubieran hecho el traspaso, Ó transferido 
por escritura pública lo* derechos de dominio sobre et campo. 

YA documento dtj bija 80 vuelta demuestra que lu transferen- 
eia hecha por Atenían y A ra vena sí favor de Kilgmirade los dere- 
chos y obligaciones que les impone, el centro agrícola, fué apro- 
bado por el Poder Kjecntivo al 22 de Mayo de 1880, lo que lif* 
nifieu, que los hoy demandantes se encuentran librearte toda 
responsabilidad para con él Poder Ejecutivo, no obstante de lo 
que se afirma en U demando y que Filgueim, no obstante no 
ser propietario -le ta tierra en que >e ha constituido el centro 
agrícola, es legalmente el único responsable para el ejecuto. 

Los móviles ó cansas qm* pueden haber inspirado ó t"iifdost* 
"ii vista, al contratar ambas eb libaciones, ni» incumbe al juaga- 
do inqiurirl03, quien sólo ve y analiza las eenveneiones pacta- 
das, por sur ellas !aley de los contratantes. 

Al establecer ka ley que *in el consentimiento del Poder K j - 
cutivo no pueden transferirse los derechos y obligaciones qne 
na- en de un -entro aerícola, significa, no que no pueda hacerse 
«d truspaeo -le la concesión, pues que toda especie de presta- 
ción puede seT .-bjet o de un contrato (artículo 1168 del Cúdigo 
Civil), sinó que este acto n- liberta al conce*ionari.» de h us res- 
ponsabilidades, que siempre permanecerá obligado. Y así como 
un bien hipotecado puede ser enajenad!), articulo 3102 del mis- 
mn código, el traspaso del dominio no liberta al deudor de las 
obligaciones quo lleva consigo la obligación hipotecaria, á no 
mediar la volunta! del acreedor para desobligarlo; pero he- 
cho no altera ni menoscaba en 1" más mínimo el contrato de 
venta. Cada contratante es libre de celebrar sus convenciones 
en la forma que mAs viere conveniente, y por lo tanto, si al 
transferir una propiedad que reconoce un gravamen, ao e ga- 
rante por las obligaciones que él impone, debe sufrir las conse- 
cuencias de sus propíos hechos. 
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3 J Establecido que la reata hecha por Ale mu o y Aravena á 
Mean, y ú que se. refiere la escritura de foja 114, es pura y 
simple, la acción reivindicatoría deducida es improcedente, pues 
que lo* elementos necesarios y le^iU-apara que ella pueda pros- 
perar, que quien la deduce sea propietario y que haya perdido 
la posesión, faltan en el casu sub-judice. 

Adulfo Alemán y el ductor Marcelino Aravena, el 26 de Octu- 
bre de 1889, enajenaron la propiedad que tratan hoy de reirin- 
ilicar, é hicieron trausft-rencia del dominio, entregando la pose- 
sión, hei bo eonfesado en el escrito de demanda ; quiere decir 
que el caréete? de propietario que la ley y la jurisprudencia 
uniforme exige para la procedencia 4e ta acción, no exi>te t no 
tenían los demandantes en el momento de iniciar su acción, put-s 
que el dominio que antes tuvieron lo perdieron por enajena- 
ción déla cosa, seguido de la tradición, artículo 2709 del Código 
Civil, y mientras no exista sentencia judicial que declare nula 
dieha venta, ella pro luce todos sus efectos propios y legales. 

K\ otro elemento de la acción : qu> el reivindicante buya per- 
dido 1 1 posesión por hechos opuestos á su voluntad, por des- 
pojo, como lo dice el artículo 2776 del mismo Código, sinó por 
acto espontáneo voluntario, como lo ulirma la escritura referi- 
da, y no por sorpresa, como lo insinúa la demanda, extremo 
que no lia sido justificado. 

4° El hecho de que el comprador Mi nn haya ó no cumplido 
cem his obligaciones quM tomaba a su cargo y que le imponía el 
centro agrícola, así como la falta de &emc¡o de la obligación 
hipotecaria que grava el inmueble, aparte de no estar demostra- 
do «útiles sean, nada significa a los fines de que pueda prospe- 
rar ó no la ¿ceion instaurada y ruando m:ís engendraría acción 
diversa de la deducida, y que por tal Concepto no pande d" reso- 
lución judicial, hiendo por dicho motifo que el juzgndo consi- 
dera escusa ¡ío estudiar y consid rar el mérito de ta pruebas 
rendidas al respecto. 
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Por estos fundamentos y demás concoru 1 antes aducidos de los 
escrito» de foja 29 y foja i23, definitivamente juzgando, fallo : 
absolviendo A don Francisco S. lleno <]■ la demanda reivindi- 
catoría deducida por los x'ñores A'lolf.i Alemán y doctor Mar- 
celino Ararena, & quienes impongo sobn> el particular perpétuo 
ailenoio, con especial condenación en coatas. 

Notifique con e) ordinal y repónganse los sellos. 




tallo de I» «iiprpiM» 



Humos Aires. Moyo ¿H de 1898. 

Vistos y considerando : Primero; Que el dominio actuales 
indispimsablo en el que demanda la posesión de una propiciad 
por acción reivindicatoría, como está declarado en fallas de 
esta Suprema Corte (tomo sesenta y uno, página doscientos 
nueve) y es de expresa disposición legal. 

Segundo: Que de las escrituras otorgadas por los enajenan- 
te* doctor Marcelino Araveua y señor Adolfo Alemán, ¡i favor 
de don Francisco S. Menn (foja ciento catorce), consta que lo-> 
primeros vendieron al segundo el campo que hoy pretenden 
reivindicar y del cual !e dieron posesión los mismos vende- 
dores. 

Tercero : Que por este hecho perfectamente establecido en 
el pleito y reconocido pOT amb;is partes, el dominio transfe- 
rido al comprador no puede eiistir ya en los vendedores que 
se desprendieron voluntariamente de él, 

Cuarto; Que la restricción establecida k los concesionarios 
de centras .igrlcolas, por ol artículo treinta y ocbo de la ley 
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de la provincia de Bufóos Aires de veinticinco de Noviembre 
de mil ochocientos ochenta y sipte, imponiéndoles la obliga- 
ción de no poder < eder sus derechos y obligaciones á no ser 
con Consentimiento prévio y expreso del Poder Ejecutivo, se 
refiere puramente a aquilina condiciones dt i ta concesión mis- 
m¡i que crean para ellos los beneficios acordados y las obligacio- 
nes que Ie¿ -son atribuidas ; mas no bao podido crear, ni lian 
creado nuevas causas que invaliden las enajenaciones de la 
propiedad regidas por la ley civil. 

fjuiuío; <¿ue dicho artículo de la ley exp^ sada, m el que se 
funda principalmente la diñando, ti e por único objeto crear 
una garantía mAs p¡mi el fiel c umplimiento de las oblieai iones 
de las empresas v particular! a que obtuvieren las referidas con- 
cesiones, quedando su transare-ion prevista y comprendida 
en las disposiciones del artículo treinta y cinco de la misma 
ley. 

Sexto í Que, por otra parte, el comprador don Francisco S* 
Menú, que tomó á su cargo el gravamen que pesaba snbf el 
ampo vendido, responde con dicha propiedad, con arreglo á 
di reebo, en los términos convenidos n la citada escritura de 
enajenación. 

Por estos fundamentos, y los de la sentencia apelada, se enn- 
tinna ésta, con costar Repuestos loa sellos, devuélvanse, noti- 
ficándose con el originé. 

i 

OCTAVIO BlNCE. — JÜAH E. I OKU KM'. 

— v. vahela (en disidencia). 
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Vistos: De iüt0| rosultíi qur los demandantes don Adoifo 
Alemán y doct.«r don lurcelinu Aravena, celebraron en veinti- 
cinco ríe Octubre de mil orhocienton ochenta y nueve, con don 
Francisco ¡>. Me mi. un contrato de compra-vett$a do un inmue- 
tile cuya si time ion precisa determina la escritura que corr<* 
agregada en testimonio a foja cielito catorce de estos autos. 

i^ue el bien rendido reí ;onocía un gravamen hipotecario en 
favor del Banco Hipotecario de la provincia di Buenos Aitc3, 
por tutor de pesos dos millones cuarenta y echo mil moneda na- 
cional en cédulas de la sérisO, Viniéndose hecho la transferen- 
cia del uii-Dcionadu inmni ble por *d precio de la hipoteca y el 
valer nominal de las cédulas. 

Que, posteriormente, en Maíz- de mil ochocientos noventa y 
ttii", los demandante* ocurrieron ájijüéa federal de la provincia 
de Bueno- Aires, demandando al mUmo .señor Mean para que 
fuese obligado á cumplir el contrato de compra-renta, argu- 
mentándose que el contrato no se había cumplido, por cnanto 
Menn no había obtenido del gobierno de la provincia de Bue- 
nos Aires y del Banco Hipotecario de la misma, la transferir- 
cía fie las obligaciones ríe las vendedores para ron el primero, 
eu virtud de la concesión de un centro agrícola, y con el segun- 
do por el valor del préstamo hipotecar io á que se ha beeho re- 
ferencia. 

Que en veinticuatro de Diciembre de mil ochocientos noventa 
y euatro, y * por r.izones que omitieron», los demandantes 
desistieron de ese juicio, admitiéndose p*>r el juez federal el 
desistimiento en veintiséis del mismo me- y ano. 

Que el mismo dia veinticuatro de Diciembre de mil ocho- 
cientos noventa y cuatro, y ante el mismo juez federal, los 
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mismos señores Alemán y Aravena dedujeron nueva demanda 
contra , ¡ mismo señor Meno, entablando c la acción corres- 
pondiente*, á fin de que en oportunidad, se condenase á Menn 
á restituirá los demandantes el bien en cuestión. Para fun- 
dar esa acción decían que la venta se liabía hecho con la cláu- 
sula condicional de que quedaría como no acontecida, g¡ el gu- 
biernoy el Banco Hipotecario de la provincia de Buenos Aires 
no aceptaban i.t transferencia de las obligaciones que respecti- 
vamente tenían sobre el centro agrícola vendido á Menú. 

Que en veinte de Abril de mil oohocientos noventa y cinco, y 
fundándose en que Menn había opuesto la excepción de inconi- 
petencin del juez federal de La Fiata, desistieron los deman- 
dantes di- esa nueva .emunda, siéndoles aceptado el desisti- 
miento con fe* ha de Mayo seis de mil ochocientos noventa y 
cinco. 

<jue en dieí y siete de Abril del mismo ano, los demandantes 
promovieron este juicio, calificándolo en ¡a demanda como ac- 
ción reivindicatoría, y fundándolo, como el último promovido 
en La Piala, en que se trataba (Je un contrato con cláusula 
condicional suspensiva, y que ito habiéndose ésta cumplido, ei 
mntrato quedaba ipsv /acto como no producido. 

T considerando : Que si bien, en general, es necesario, para 
que la ate ion reivindicatoría proceda, que el que la ejerce acre- 
dite que es propietario, que conserva el dominio de la cosa que 
tratu de reivindicar y sólo ha perdido la poses i o o que red a- na 
del actual poseedor contra quien dedu *e la demanda (Código 
Civil, artículo dos mil setecientos cuarenta y ocho); puede acon- 
tecer que, en un contrato perfecto de compra-venia, don cláu- 
sula condicional suspensiva, el vendedor tenga derecho para 
deducir legalmente una acción reivindicatoría, porque si antea 
de cumplida la condición, e) vendedor hubiese entregado la 
cosa rendida al c miprador, éste no adquiere el dominiu de ella, 
y será considerado como mero administrador de cosa ajena 
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(Código Civil, artículo mil trescientos «etenta, inciso segundo); 
y ai la condición n.» se cumpliese, la obligación es considéra la 
como ai nanea se uabiera formado (Código Civil, artículo qui- 
nientos ruare n ta y ucho). 

(Jue si bien en muchos casos judiciales se ha exigido que, 
p;ira que la acción de reivindicación proceda, el demandante 
acredite, previamente, su doble calidad de propietario y de po- 
seedor desposeído contra su roluntad, esa exigencia üe ha he- 
cho siempre en los casos en que no se ha tratado de contratos 
en 4 ue se alegase la existencia de cláusulas con licmualos sus- 
pensivas, no cumplidas, como sucede en el caso sub-judice. 

Que trabada así la litiS'Cfmtmtatio % sosteniéndose por el de- 
mandante la existencia de la condición y negándola el deman- 
dado, cualquiera quesea el nombre que se dé ¡i 1 1 acción dedu- 
cida, es menester averiguar si esa condición existe ó no, y en 
uno ú otro caso, cuál es la intluencia que esi; cláusula condicto- 
i.al ejercería sobre la valide?, ó nulidad del contrato de com- 
pra-venta de foja ciento entorne. 

Que aun cuando los demandantes han afirmado que en el tex- 
to del contrato mencionado Meno se ha obligado á pedir al 
gobierno de la provincia de Buenos Aires la transferencia de 
los derechos y obligaciones contraídos por tos demandantes con 
motivo de la concesión de un centro agrícola, así como del Ban- 
co Hipotecario de la misma provincia la transferencia de la hi- 
póte-a que pesa sobre el inmueble en cuestión, no existe en la es- 
critura de foja ciento catorce semejante obligación Contraída ó 
aceptada por Menú, 

Que haciéndose consistir en estas transferencias la condición 
suspensiva del contrato de compra-venta, basta la demostración 
de que ella no está consignada en la escritura, para que quede 
evidenciado que la olausala condicional no ha sido materia de! 
contrato. 

Que lod demandantes pretenden que, prohibiendo el artículo 
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treinta y o« ho de la lev de la provincia de Bui nos Aires de fe- 
cha veinticinco de Noviembre de mil ochocientos ochenta y sie- 
te, que : t las enipmus ó los particulares que se comprometan 
cu él gobierno ú organizar un centro agríenla, transfieran bajo 
ningún concepto aun derechos y ohiiya?Íones t A no ser con con- 
sentimiento prtfvio y expreso del Poder Ejecutivo », y no ha- 
biendo pnstado ese consentimiento el gobierno <i <■ Bnenos Airea 
para que ta transferencia se hiciese en el presante caso, la ven- 
ta quedó sin afecto, por cnanto ella estaba sujeta A un aconteci- 
miento incierto y futuro que no se ha producido (artículo qui- 
nientas treinta y ocho, Indigo ( ivil). 

Que semejante pretensión carece de fundamentos legales, no 
sólo porque las cláusulas condicionales de un contrato de com- 
pra-venta deben hacerse constar en la misma es ritura en 
que se hace la transferencia de la propiedad y del dominio 
del inmueb'e, -inó también porque la ley de la provincia de 
Buenos Aires tampoco declara la nulidad de bis contrato- de 
compra-venta de los campas destinados ;í centros agrícolas, 
«mando esos contratos se celebrasen sin prévio y expreso Con- 
sentimiento del Poder Kjei uiivo de aquella provincia. Lo úni- 
co que la ley mencionada ha prohibido, rs que se baga la trans- 
ferencia de los derechos y obligaciones de los particulares ó las 
i mpresas que >(= han comprometido con «1 gobiern-> á onütniz.ir 
ceitms agrícolas, p^ro, entre las obligaciones que han acepta- 
do aquellos particulares ó empresas, no lia entrado jamas la de 
limitar sa derecho de propietario en la transferencia de !a pro- 
piedad y el dominio del inmueble afectado rt U organización de 
un centro agrícola. 

Qne, por otra parte, por nuestras prescripciones constitucio- 
nales, las legislaciones locales de las provincias, no pueden au- 
mentar 6 disminuir las condiciones en que la propiedad puede 
ser enajenada, pues siendo todo loque se refiere al dominio, po- 
sesión y enajenación de los bienes, materia sustantiva sobre ta 
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que s»)lo puede legislar exclusiva y privativamente el Congrego 
de la Nación, y habiéa<KrUi ést < hecho al sancionar el Código Ci- 
vil, las provincias no pueden, por sus 1 yes propias, modificar 
lo qut*está estatuido en la ley nacional dü fondo, dictada preci- 
samente "'un el objeto de que ta legislacíuu que ri^l^s perru- 
nas, las cosas y los contratos sea uniforme é idéntica en todo 
el país . 

Que la ley de la provincia de Bueno* Aires invocada, só!u 
sirve para reglar las re lar ion es de derecho entre el gobierno d«- 
aquella provine y los onc-Kionarios de centros aerícolas, sien* 
do sólo los derechos y obligaciones que nacen del contrato qim á 
esos centros se reliare, á los únicos que alude la prohibición de 
transferirlos sin consentimiento del gobierno, que contiene el 
articulo treinta y ooho invocado por los demandantes. 

Que asi lo uan comprendido éstos ni celebrar el contrato du 
compra-venta di- foja ciento catorce, sin el consentimiento previo 
y expreso del Puder Ejecutivo de Buenos Aires, que es lo que 
exige la mencionada ley, demostrando con sus propios acLos que 
entendían que eran dosoperaeioues distinta*, la venta del inmue- 
ble á üenn y la organización del centro agrícola convenido 
con el gobierno de la provincia de Buenos Aires. 

Quu para demostrar jue los demandantes consideran la con- 
cesión del centro argrícola como un contratro independiente 
de la venta do la propiedad en el qo él debió* organizarse, bas- 
ta tomar la misma manifestación hecha en autos por Aravena 
y Aloman, que, explicando la situación jurídica de Fügueiras, 
después de La aceptación hecha por el gobierno de Buenos Ai- 
res, de la transferencia áél de los derewh >s y obligaciones que 
pesaban sobre los demandantes, dice que: «en resumen, Fil- 
gueíras no fué más que un simple con jesiooario de la concesión 
del centro agrícola y nunca propietario del campo.. . pues, con 
posterioridad á la negociación con Filgueiras, vendieron el 
campo al señor Menn > (foja quince vuelta). 
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Que asi como Henil ha podido le^ilm nte aceptar la transfe- 
rencia del inmueble en cuestión, con el gravamen qne reconoce 
á favor del Banco Hipoteciri», haciéndose cargo de él sin el 
consentimiento de éste, lo mismo ha podido aceptar las obliga- 
ciones y dereohos qne impone al propietario de un centro ¡igi i- 
cola la ley de NoTiembrede mi) ochocientos noventa y siete, 
sin el consentimiento del gobierno de Buenos Aires, puesto 
que la escritura de foja ciento e¡it«.rce determina las relaciones 
de derecho entre el comprador Menn y los vendedores Ara ve na 
y Alemán, que pueden exigir de aquel el cumplimiento de Jas 
obligaciones que acepta, sin que para ello necesite intervenir el 
gobierno de Buenos Aires. 

Que, por otra parte, constando en autos (foja,. .), que los 
señores Aravuna y Ale i rían se desligaron de las obligaciones y 
derechos que habían aceptado con !a adquisición del mismo 
campo en cuestión, cuando lo compraron a los señores Herrera 
y Vivot, etc. t ete fl por cnanto el Poder Ejecutivn de Buenos 
Airea admitió su transferencia á don Luis Filgueira-, Iü3 de- 
mandantes no han tenido motivo para invocar lus respo:isuM- 
lidadcs que aquellas obligaciones les impomm, desde que no 
bao probado que aquella transferencia quedase sin efecto, y le- 
jos de ello, después de la venU hecha á Menn, fueron éste y 
Filgueíras quien !fl pidieron al gobierno de Buenos Aires que 
aceptase esa transferencia, sin que ni Aravnaoi Alemán hicie- 
sen nada por su parte al respecto, ni antes, ni después de la 
escritura de foja ciento catorce. 

Que demostrado que la cláusula condicional suspensiva no ha 
sido estipulada en el contrato, la acción reivindicatoría dedu- 
cida es improcedente, por cuanto no es éste uno de aquellos 
casos eicep ionales en que puede proceder la acción reivindi- 
catoría, según lo que resulta de la combinación de lo dispuesto 
en los artículos cuarenta y ocho, mil trescientos setenta, inciso 
seírundo, y dos mil setecientos cuarenta y ocho del Código Gi- 
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vil, á pesar .|- un t^ner los rcivin Meantes ni el dominio ni la 
pnsesion del inmueble qiiH se intenta re i vindicar. 

Que, por consiguiente, la escritura de Tuja ciento catorce, 
debe con-; id erarse ■ orno un n renta pura y simple, perfecta en 
BUS formas y que consagra una operación concluida con todas 
las exigencias y los requisitos de la ley. 

Por estos fundamentos, y los concordantes de la sentencia 
apelada, se • onlirraa ésta, con castas. Repuestos los sello;», de- 
vuélvanse. 

LUIS V, VARELA. 



Í'AUHA 

Criminal contra don Cárha Pama, sobre raatmo á ta S 

Corte de una resolución de la Olma ra de Apelaciones en lo 
Criminal de la Capitula 

Sumario. — La aplicación del derecho común en las resolu- 
ciones de los tribunales locales, no puede fundar el recurso de 
ellas á la Suprema Corte. 

Caso. — Lo explica el siguiente : 

RECURSO 



Cérlos Penna, constituyendo domicilio legal en la calle San 
Martin 89, estudio del doctor Lopei, i V. E, expongo: 
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l¿ue se ine seguía una caos* correccional por ante el juzgado 
del doctor Cuiten, la ctial fué fallada absolviéndome de ta acu- 
sación fiscal; pero la Exma. Cámara la h ■ reformado, porque 
dice encontrar mérito para conde na r un* por tentativa «V inju- 
ria, y en tul c»uoepto me áulica nueve meses de arresto. 

Como entiendo que mi causa cae bajo < I caso previsto en el 
artículo 350, según las consta acias de ella y tos fundamentos 
de mi defensa, sol i ci tí apelación para anh- V. E, la que me 
ha sido denegada en su acuerdo del 24 último. 

En uso del derecho que me acuerda el artículo 540 y Uguien- 
tes, recurro ante V. E. Interponiendo queja p-ir muir so dene- 
gado, ¿i iin deque \. E. se digne recavar los autos de la refe- 
rencia de la Exina. i amara, y una vez aquí se avoque el 
conocimiento, con cediéndoos el recurso denegado, que será jus- 
ticia, etc. 

Cartas t'enna. 

* 

■ 

Fallo del» Suprema Cwrl* (I) 

Humos Airí'-i, M.i> o -il dtí 1*98. 

Resultando de la propia exposición de "sta parte que en el 
presente caso se trata de la aplicación d«d derecho común, que 
no puede fundar el recurso interpuesto, de acuerdo con el ar- 
tículo quince de la ley de jurisdicción y competencia de los 
tribunales federales de diez y seis de Octubre de rail ochocien- 
tos sesenta y dos, declárase bien denegado ei veeti-so y archí- 
vese, 

LUIS V. VA HELA. — ABEL BAIAN. — 
OCTAVIO BUNCB. 

(1J Igual rcsoluciou se dició en un recurso idéntico interpuesto por 
don Lúeas Celia. 
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CAI HA CAS VII 



El Ferrocarril Central Argentino contra tos herederos Lnrdtcz 
y Arana, por indemnización; sobre inhibitoria ¡*or razón 
de competencia. 

Sumario, — La causa sobre indemnización de un terreno ex- 
propiado ú ocupad por » l Ferrocarril Central Argentino, no ea 
de fuero federal ratione mátente; y ai elta pr «cede de ejecución 
de sentencias pronunciadas por Jos tribunales locales, no pue- 
de inhibirse A éstos de seguir en su conocimiento. 

Fallo del Juez fred«r»l 

Rosario, Febrero á8de 1896. 

Vistos estos autos iniciados por e) Ferrocarril Central Ar- 
gentino, sobre inhibitoria de jurisdicción, en los que solicita 
que el juez federal avoque el conocimiento de la cansa seguida 
ante la justicia previ ricial por los herederos de A raya y Lar- 
diez, sobre entrega de un terreno poseído por el Ferrocarril 
Central Argentino, en virtud de expropiación anterior. 

í resultando de las precedentes constancias : Que ante la 
justicia provincial había entablado acción de reivindicación de 
esos terrenos por los herederos de Araya y Lardiez contra el 

T. UYill L2 
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a Ferrocarril Central Argentino; que el juicio de reivindicación 
¿P* se siguió un primera y segunda instancia, concluyendo por sen- 
tencia definitiva de la justicia provincia), condenando ;í la em- 
presa del Ferrocarril Central Argentino, á la entrega de los 
terrenos reivindicados. 

En cumplimiento de esta sentencia definitiva, se presenta el 
demandado, Ferrocarril Central Argentino, ofreciendo volunta- 
riamente uno da esos terrenos para que entre en posesión el 
vencedor ; pero manifiesta que otro de los terrenos expropiados 
v - por el ferrocarril en virnid déla ley nacional de expropiación, 
tiem? imposibilidad de entregarlo porque está ocupado por la 
vía y obras del Ferrocarril Central Argentino, para el cual fué 
expropiado. 

El representante de bis herederos de Arara y Lardiea, en vis- 
ta de que de la casi totalidad del terreno reivindicado no podía 
tomar posesión, porque estaba ocupado en casi su totalidad por 
tu empresa demandan, pidió en uq escrito al jut-z provincial 
que la ejecución de la sentencia recaída á su favor se hiciera en 
la forma y modo establecido por el artículo 898 del Código de 
Procedimientos Provincia!, es decir, que la condenación de en- 
tregar el terreno se resolviera en indemnización de daños ó in- 
tereses avaluados por arbitraje. 

Que el juez provincial, accediendo á esta petición, convocó á 
las partes á audiencia para el nombramiento de arbitros. 

Que la parte del ferrocarril disconformándose con esta reso- 
lución entabla el recurso de revocatoria entablando al mismo 
tiempo la declinatoria de jurisdicción, pues considera que la 
rausa corresponde á la justicia federal, porque afecta la expro- 
piación hecha al amparo de la ley nacional. 

Que el juez provincial reehaza el recurso de revocatoria y la 
declinatoria de jurisdicción, concediendo apelación en relación 
y á ambos efectos por esta última. 

En este esta lo, pendiente el recurso de apelación ante la 
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justicia provincial, se presenta el Ferrocarril Central Argenti- 
na unte este juzgado federal deduciendo cuntiemia de equipe- ' 
teucia en la forma relacionada al principio de este auto. 

Según la relación precedente, tomada de las constancias de 
aulas, el caso se resuelve estudiando cuál es la cuestión deba- 
tida ante la justicia provincial, y si esa cuestión es re«ida por 
Inj especial del Cougreso ó por los Códigos. 

Considerando : 1> Q«,> íQ mérito de la declaración que hace 
el representante d - los señores Araya y Lardíez, rrconoeiendo. 
de acuerdo con ul representante del Ferrocarril Central Argeli- 
na, que éste está en imposibilidad legal de entregar el terreno, 
acepte que se te indeumize su valor, loque vale decir, que res- 
peta la expropiación y el destino de utilidad pública á que es- 
tán sometidos Jos terrenos reivindicados. 

Por esta raion dice, el representante de Araya y Lardíez, que 
se siga en !a ejecución de la sentencia el curso indicado en el 
articulo 898 del Código de Procedimientos de la Provincia, qu< 
dispone : . Siempre que con arreglo á las leyes de fondo la ine- 
jecución de la obligación deba resolverse en daños y perjuicio* 
ñ en ta cstimaaon de alguno cosa, y e || ü8 ó ésta, na estuvieren 
determinadas en la sentencia, y en genera), siempre que se ha- 
¡ía alguna condenación sin establecen las bases para liquidar- 
las por .imples operaciones aritméticas, se procederá á su liqui- 
dación poj medio del arbitraje, comtñuyéndose en la formaque 
M prescribe en el título correspondiente ». Por esta esplfcita 
declaración de los vendedores en la reivindicación, respetando 
la posesión que el ferrocarril tiene por la expropiación, el terre- 
no expropiado queda libre de todo gravamen ó perturbación de 
U presión, en los términos del artículo 14 de fu ley de expro- 
piación. Su proposito es únicamente que se les inuYmnize por 
la sentencia pasada en autoridad de cosa juzgada. 

Si tienen 6 no derecho los herederos de Araya y Lardiej, á 
esta indemnización, y recíprocamente, si está ú no obiigado el 



180 



FALLOS 1H LA >tl ltHÍA COKlfc 



ferrocarril á satisface rl ti, es cuestión regida por la ley común 
y no por ninguna fity especial del Congreso. 

Fin ana palabra, mientras el ferrocarril no sea molestado, 
jurídicamente hablando, en la posesiou del liien expropiado, uu 
puede ampararse en el futuro federal, porque la causa no está 
sometida á la ley particular de expropiación. 

2° Que no existe litis-pendenlia en este juzgado federal de 
la misma cuestión suscitada en los tribunales provinciales. 
Para que exista Utts-pendentia, según las reglas sentadas por 
la legislación antigua, cuanto por la jurisprudencia nacional, 
es me m eter que concurría tas oirdunstancifta siguientes: la 
existencia préviu en otro juzgado de un pleito pendiente toda- 
vía ó sin resolverse, sobre lo mismo oue es objeto del que des- 
pués se ha proiuovid»; ó sea por razón de bailarse radicada la 
causa en otro tribunal competente (Manresa, tumo i* ( página 
440, y lomo 2 o , página i12; Goyeua, lebrero reformado, tomo 
7°, página 338; Fallos de la Suprema Corte), Convienen asi- 
mismo los autores que dicha excepción sólo tiene lugar en con- 
currencia d" dos litigios sobre el mismo objeto, entre las mis- 
mas partes, por dcmandaí basadas en fa misma causa (Cara- 
vautes, ley de enjuiciamiento civil, § GU7, 3 o ; série 2 B , tomo 9 J , 
pagina 35; tumo 11, página 39, Fallos de la Suprema Corte; 
Escriche, Diccionario palabras Acumulación, litis-pendentia). 
Y á este proposito, tiene declarado la Suprema Corto que no se 
llama juicio radicado el nuevo juicio en que se litiga la misma 
cosa, cuando las partes son distintas (série I*, tomo 5\ pági- 
na 305). 

Los jurisconsultos, al establecer las condiciones indispensa- 
bles para que se verifique la excepción precitada, enuncian con 
claridad los casos en que no tiene lugar la litis-pendencia, y 
entTe ésto* se enumera el siguiente: cuando los juicios son de 
diversa naturaleza, entre un pleito ordinario, por ejemplo y 
un juicio ejecutivo ó sumario, porque sus trámites son dife- 
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rentes j no pueden igualarse; en tal taso, agregan, no pueden 
hallarse en el mismo estado para que continúen juntos. 

Ademá*, el fallo pronunciado en el ejecutivo, no puede pro- 
ducir la excepción de cosa juzgada, qoe es la razón principal 
de las acumulaciones (Caiarantes tomo I o , número 390, 3 o ; 
Manresa, tomo 2% página 457). Esta es la doctrina sentada por 
la Supri ma Corte en el tomo 19, serie 2\ pagina H. Según la 
exposición de estos príneipina nu existe iitü-pcndentia, porque 
el pleito pendiente ante el juzgado federal, seguido por el Fe- 
rrocarril Central Argentino contra los herederos de Manieren, 
■ n los que se ha dudo participación incidental rt los herederos 
de Araya y di' l-ardiez, ea por expropiación, á la que no han 
hecho oposición los mencionados propietarias ; siendo el estaco 
del expediente el de apreciar la extensión del terreno expro- 
piado y poseído por el ferrocarril, J averiguar el valor de la 
indemnización ; mientras que la causa seguida ante los tribu- 
nales provinciales es por indemnización en ejecución de senten- 
cia de reivindicación. No existe, pues, igualdad de acción, ni 
igualdad de objeto en am^os juicio* para que pueda invocare 
ta litü-pendentia. 

3* Que en mérito de las razones expuestas en el considerando 
primero, no es aplicable al presente caso el fíillnde la Suprima 
Corte de la séríe ít\ tomo 11, página 174, porque a enebtion de 
indemnización en ejecución de sentencia noestA ratiotte materia, 
comprendida en el inciso 2 o , artículo 2° y artículo 12 de la ley 
nacional de jurisdicción, rumo se ha demostrado anteriormente. 

Por esta* consideraciones y oído el Procurador fiscal, resuel- 
?o: no hacer lugar á la contienda de competencia deducida 
por el Ferrocarril Central Argentino. En consecuencia, diríja- 
se exhorto al señor juez de provincia de esH ciudad haciéndole 
conocer esta resolución una vez ejerutoriada. Repóngase. 



Daniel Goytia. 
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VISTA DEL StftOR PROCURADOR GENERAL 

Buenos Aires, Abril Ifl de 18Ñ6. 

Suprema Corte: 

Cenadero justa la resolución recurrida de foja 60, no sólo 
por los fundamento* en ella establecidos, sitió por tratarse de 
la ejecución de sentencias pronunciadas en un juicio radica lo 
j fenecido, por sentencias ejeeutoriu l.ia ante los tribunalei de 
la pronnoiii Suute Fé. Pido á V, E. por ello, se sirva con- 
firmarla. 

Sabiniano Kier 



Bueno» Aires, Mayo 31 de 1898. 

Vistos y considerando: Que según resulta dt- h utos no se trata 
de la expropiación de un inmueble con arreglo a" la ley general 
de la materia, sino solamente de la indemnización que debe 
p;igar el Ferrocarril Central Argentino por el terreno que po- 
see y ocupa con aus líneas, y que de ¿larri no poder restituir. 

Que no es exacto que en todos los casos en que figure como 
parte el Ferrocarril Central Argentino, en pleito con vecinos 
de la misma provincia donde tiene constituido su domicilio, 
proceda la jurisdicción de los tribunales federales por razón 
de Ift materia. 

Que en el easo ocurrente no se trata de lu aplicación de ley 
alguna dictada por el Congreso nacional sino de la ejecución 
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de sentencias definitivas pronunciadas por Ion tribunales loca- 
les de la provincia de Santa Fó y pása las en autoridad de cosa 
juzgada, cuya ejecución debe hacerse conforme á loque deter- 
minen las leyes de forma locales y las prescripciones del dere- 
cho comua. 

Que uo han sido negados por ta parte del Ferrocarril Central 
Argentino los hechos invocados en la seutencia apelada para 
rechazar la excepción de lüis-pendentia. 

Por estos fundamentos y los de la sentencia apelada de foja 
sesenta y seis, se confirma ésta. N T «>tif túnese « m el ordinal y 
repuestos les sellos, devuélvanse. 

LUIS V. VA HELA. — ABEL KAZAN . — OCTA- 
VIO BüNGK. — JVKy E. TOHKENT, 



Los herederos Lar diez y A raya onlra el Ferrocarril Central 
Argentino, por reivindicación ¿indemnización de terrenos: 
sobre competencia. 



Sumario. — Reohasada por la Suprema Corte la competen- 
cia de los tribunales federales deducida por inhibitoria, no es 
admisible la excepción de declinatoria de jurisdicción de los 
tribunales locales, j debe rechaiarse el recurso interpuesto 
contra el auto que no la admite. 
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ACUERDO V SENTENCIA DE LA SUPREMA CORTE DE LA PROVINCIA 

DE SANTA FÉ 

En la ciudad de Sania Fé, á 26 de Octubre 1897, reunida la 
Corte Suprema en acuerdo ordinario para conocer y resolver el 
recurso mixto de casación y apelación interpuesto por el pro- 
curador don Cecilio Mallet, á nombre del Ferrocarril Central 
Argentino, contra la resolución dictada por la Exma. Cámara 
de Apelación de la 2* circunscripoiun judicial, en lo* aut»s se- 
guidos por los herederos Lardiez y Araya, por reivindicaron, 
se procedió á practicar el sorteo de l*-y, quedando en la forma 
siguiente: doctores Martínez, Gaiiano y Gígena. 

Antecedentes : Habiendo seguido don Antonio Lardiez, por sí 
J por los herederos Araya, un juicio reivindicatorío contra el 
Ferrocarril Central Argentino, que se encontraba poseyendo 
el terreno reivindicado, la empresa referida fué condenaba en 
última instancia á la devolución de la cosa reivindicada. 

Ejecutoriada esta sentencia, el representante de la empresa 
se presentó ante el juez de la causa, manifestando que venía á 
dar cumplimiento á lo dispuesto por aquella, á cuyo efeeto lia 
dejado libre y desocupado ei terreno que se le mandaba resti- 
tuir, pudiendn los demandantes entrar desde luego y libremen- 
te en su posesión. 

El juez proveyó, mandando notificar á los reivindicantes la 
declaración de la empresa condenada, y aquellos pidieron que 
la t-ntrega del terreno se hiciera judicialmente y con interven- 
ción del perito que confeccionó el plano con arreglo al cual se 
dicto la sentencia. 

Habiendo proveido el juez de conformidad y tratando de to- 
mar posesión de los terrenos referidos, se constató que la ma- 



ÜE JUSTICIA TUUONAL 185 

yor parte de ellos se encontraban ocupados por obras y cons- 
trucciones de la empresa y de la compañía francesa deferroca- 
rriles. 

En tal fin lid, la parte reivind ¡cante pidió que la obligación 
se resolviese en la de indemnizar perjuicios, y se citase á 
las part*s á nombrar los nenio* que debían hacer ta estimaiion 
oon arreglo al articulo 898 <lel Cip í i^ro l« Procedimientos. El 
juez resolvió úr conformidad, designando una audiencia pura 
verificar el nombramiento solicitado, bajo apercibimiento de 
hacerse de nfiqio. 

Notilícadn la empresa, se presentó manifestando que no se 
creía obligada a la indemnización de perjuicio*, ni al nombra- 
miento de Arbitros, estando dispuesta 1 entregar una de las dos 
fracciones que ta sentencia ta mandaba restituir, y que asistirá 
á la audiencia sólo para buscar una solución conciliatoria; en 
consecuencia, pide que la audiencia se limite á los fines indica- 
dos y en caso contrario se te conceda el recurso de apelación, 

Kl juez, por providencias posteriores, convoca á las partes á 
la audiencia decretada. La empresa pidió revocatoria de una 
de eaas providencias, fundándose en que los terrenos compren- 
didos en la segunda fracción tian sido mandados expiopiar en 
virtud de leyes nacionales, razun por la cual existe imposi- 
bilidad jurídica que impide el cumplimiento de la sentencia, 
en esta parte, y además, la cuestión corresponde al fuero fede- 
ral ; por todo lo cual pide que se revoque la providencia que 
convoca á las partes al nombramiento de arbitros y se declara 
que el conocimiento de la causa corresponde á la jurisdicción 
federal. 

La parte de Lar diez contestó pidiendo se mantuviera el auto 
recurrido, negándose la apelación subsidiaria interpuesta y de- 
sestimando también la declinatoria extemporáneamente arti- 
culada* Kl juzgado falló, disponiendo: í ü que se procediera á 
la entrega de la primera fracción de terreno por existir asentí- 
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miento de ambas partes ; 2* que ae confiriese traslado á los 
reivindicantes sobre la imposibilidad de iu entrega de la segun- 
da fracción de terreno; y 3 g que el conocimiento de la causa es 
de la competencia de los tribunales de la provincia. 

Et representante de ta empresa applú en cuanto á la decli- 
natoria tj reconsideración, conformándose con la entrega par- 
cial del terreno. El juez concedió la apelación sólo respecto d 
la declinatoria y laExma. Cámara confirmó el auto apelado, 
cutí especial imposición de costa*. 

De esta resuludon deduce la empresa mencionada mura,» 
mixto tle casación y apelación, fundándose en que la Cámara 
a (ft/o ha violado la ley de 14- de Setiembre de 1863 y el ar- 
tículo 353 del Código de Procedimientos provincial en cuanto 
deride la articulación de revocatoria. 

Elevador los autos á la Corte, la parte de Lardiez y Avavu 
sostiene que el recurso interpuesto es improcedente por n>> tra- 
tarse de sentencia definitiva, ni de auto que termine el pleito 

Sentados estos antecedentes y estudiada la c.iusa, la Corte 
acordó plantear y someter á votación las siguientes cuestiones: 
i* ¿Procede el rt» urso interpuesto? %* ¿ Quién debí* pagar las 
costas? El doctor Martínez dijo : Respecto de la primera cues- 
tión mi voto es por la negativa, porque la resolución dictada 
por la Eima. Cámara a uuo está lejos de ser una sentencia de- 
finitiva ó un auto que ponga túrraíno al pleito, cual se requiere 
para que sea admisible el rucurso mi i tu de casación y apelación 
(artículos 1189 v 1191 del Código de Procedimientos). 

En efecto, la Exma, Cámara a yuo confirma en todas sus 
partes y sin introducir la menor modificación el fallo de 1 1 toa- 
tancia, del cual sólo se concedió recurso á ta empresa en cuan- 
to ú la declinatoria de jurisdicción (auto de foja 45 vuelta). 

Se trata, pues, de un auto recaído sobre una cuestión de 
competencia, que se limita á declarar que el conocimiento di- 
la caus i pertenece á J;i jurisdicción provincial y no i la nació- 
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nal. Tal resolución no puede, bajo níngnn concepto, conside- 
rarse como ana sentencia definitiva, ni como un auto qae tvr- 
mineel pleito, pues en virtud de él la causa debe continuar 
tramitándose, hasta so conclusión, ante Los tribunales de la 
provincia. 

Por lo expuesto, la Corte debe declarar que el recurso no 
procede. Los doctores Galiano y Gijfena se adhirieron al pre- 
cedente voto, 

A la segunda cuestión, el doctor Martínez dijo: Es tan sen- 
cilla la cuestión resuelta y tan obvios los principios de dere- 
cho que el recurrente desconoce, que no puede decirse que 
haya tenido razón plausible para litigar, tanto más si se atien- 
da á la existencia de dos filloa uniformes que rechaian sus 
pretensiones. Creo, pues, que con arreglo á lo dispuesto por los 
artículo» 362 y 363 del Código de Procedimientos, deben decla- 
rarse a cargo de la parte vencida, las costas de e*te reonrso. 

Los doctoree Galiano y Gigena se adhirieron al presente 
voto. 

Con lo que terminó el presente acuerdo, que firmaron loa se- 
ñores ministros por ante mí, de que doy fé. 

Zetion Martínez. — Francisco S. 
Gigena* — José Galiana. 

Ante mí: 

Juan López y Pelegrina, 
Secretario, 
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VISTA DEL SfiSOH PROCURADOR GENERAL 



c _ íluenos Aires, Marzo 17 de 1886. 

Suprema Corte: 

La* consideraciones del auto de foja 66 eran fundamentales. 
No tratándose ja de la aplicación ó" inteligencia de uoa ley 
especial del Congreso, sino simplemente de indemnización del 
valor de jin terreno declarado por sentencias ejecutoriadas del 
dominio privndu de los demandantes Araya y Lardiez, 

La jurisdicción federal resoltaba improcedente, no sólo por 
la causa enunciada, sino también por ser el incidente actual 
derivación de un juicio seguido y concluido de conformidad 
de partes ante la jurisdicción común. 

Confirmo por ello, mi dictamen de foja 87 del expediente 
agregado, pidiendo la confirmación del auto que deniega la pro- 
cedencia ilei fuero federal. En cuanto ni recurso de hecho traí- 
do ant<- V. E. en el infidente corriente, por denegación del re- 
curso instaurado unte lí* El mu. Camarade San te Fé, pienso que 
aun cuando lo resuelto fuera apelable, por tratarse de la juris- 
dicción, que siendo de órden público y decidiendo de la validez 
ó mil id »d del procedimiento, cauda gravamen irreparable, la 
inadmisíbilidad del recurso sería determinada por otras consi- 
deraciones de úrden legal. 

El mismo recurso reconoce que se ha seguido un juicio ante 
la jurisdicción común, que ha «¡do resuelto por sentencias eje- 
cutoriadas, siendo el actual un incidente para el cumplimien- 
to de aquellas. No se tinta entonces sino de indemnización del 
valor del terreno, lo que siendo materia del derecho civil, cae 
bajo la jurisdicción coman. 

Y por otra parte, pendiente de la resolución de V, E. t el re- 
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ourso de inhibitoria, no ha debido intentarse el actual, pues el 
articulo 45 de la ley de procedimientos nacionales, autoriza á 
usar uno ú otro medio reparadamente, pero .10 de los dos simul- 
táneamente, ni dei uno después del otro, como ha sido resuelto 
por V. E.. entre otros, en la causa que registra la página 366, 
tomo 23 de sus fallos. 

Por Bbtas consideraciones, pido á V. K. se sirva resolver 
como dejo pedido á foja 87 de los autos agregados, desechando 
en consecuencia el recurso de hecho del otro incidente, 

Sabiniano Kicr. 



rallo 4e I» gnprm» (!«mi 

Buen- s Aires, K*yó 31 de lí&B 

Vistos eu el acnerdo: Atenta la resolución dictada en ]a fecha 
por esta Suprema Corte en los autos sobre competencia, sobre 
inhibitoria deducidos por el recurrente ante el juet de sección 
de Santa Fe\ pidiendo se avoque el conocimiento del juicio so- 
bre indemnización del precio de terrenos, reconocidos por sen- 
tencias "jeuutoriadas de la provincia de Santa Fé como de pro- 
piedad de los herederos Lardiez, se declara no haber lugar al 
recurso direoto traído ante este Suprema Corte. Notifiques* 
con el original y prévía reposición de sellos, archívense, 

LUIS V. VARELA. — ABEL BAEAN . 
■ OCTAVIO BUNGE. — IUAN £ , 
TOnflENT. 
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4 auna mn 



Don Camilo L Luna contra Cusenier ¡Os ainé y compañía, 
por danos y perjuicios; sobre competencia 

Sumario. — El jurz que lia conocido en la causa criminal, es 
competente para conocer en la acción de daños y perjuicios, que 

el acosado ab>nelto deduzca contra el acusador, como cuusados 
por la acusación. 

Caso. — Lo explica el 



t itilo 4*1 Jura Federal 

Tucumau. Junio 14 de 1ÍÍÍJ9. 

I Tiatos resulta: 1° Según se expresa un el esoríto de deman- 
da y en los de Tojas 8 y i% por la parte demandante el presen- 
te juicio rersa sobre daños y perjuicios, que se dice emergentes 
áv otro juicioso materia criminal por supuesta falsificación de 
marca de fábrica, y sostiém se corresponder el caso á la justicia 
federal por raion del artículo H2 del Código de Procedimien- 
tos en lo criminal. 

2* El señor Procurador fiscal, en su escrito de fojas 9 á i0, 
pide se declare no estar justiHcado en el presente caso la juris- 
dicción del Juzgado. 
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y considerando ; f * Que de conformidad á la lev de 14 de 
Setiembre de 1863, sobre jurisdicción y competencia de los 
tribunales nacionales, artículo 2 o . inciso 1 e , sólo procede la ju- 
risdicción federal cuando te trata >ie causas regidas por La 
Constitución nocional, por leyes especiales del Honorable Con- 
g -eso y por tratados con la Daciones extranjeras, habiéndolo 
así establecido también la jnr imprudencia constante. 

2 a Que en el presante caso, el juicio promovido no comprende 
ninguno délos previstos en ese articulo, 

3* Que la disposición del artículo 172 del Código de Procedi- 
mientos en lo criminal no es aplicable ni puede dársele el al- 
cana que intenta la parto demandante, pues no debe presumir- 
se legisle sobre jurisdicción en materia civil, saliendo d* su ob- 
jeto propio: el procedimiento en lo criminal, mientras no diga 
pxpresamentequo también debe aplicarse á asuntos de ese fuer». 

4" Que esta doctrina se corrobora cun el fallo de la Suprema 
Corte que se registra en el tomo 5 o , série A* , página 114, que es 
notablemente análogo con el preBente. 

Por estos fundamentos r Ue conformidad d lo dictaminado 
por el señor Procurador fiscnl, fallo declarando que este j Híga- 
do no es competente, raiione materue, para conocer en e¡>te 
asunto. Hágase saber con el original, repónganse los sellos y 
transcríbase en el libro respectivo. 

I \ Marina A ¿faro. 



VISTA UEL SE SOIV PKOCUiUUOK ÜENglUL 

Uaenos Aires, Setiembre ti de 18^7. 

Suprema Corte : 

í.os fallos de V. E, ( citados por el procurador fiscal A foja 9 
vuelta, y por el señor juei federal de la sección de Tucuman á 
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foja 15 vuelta, me parecen deni^ i vos acerca Je la juris lic^iun 
que debe conocer de la acción civil por daños y perjuicio*, pro- 
movida en la demanda de foja 3. 

Pido por ello á V. E, se sirva conlirmar por sih fu ndatiieiitos 
la resolución recurrida. 

Sa?> i a tan» hur. 



rali* de la Suprema Corte 

Buenos Aires, Mau. ti lNflN. 

Vistos y considerando: Que la acción inténta la en el escrito 
de foja tres viene como consecuencia d" la sentencia referida en 
dicho escrito, laque, absolviendo de la acusar ion interpuesta 
contra la parte activa eti e&ta causa, d"jfl á salvo los derechos 
que ella tuviera por daños y perjuicios, para hacerlos valer 
contra el acusador. 

Que en tal caso, es de procedente aplicación lo dispuesto en 
el artf -uln ciento dienta y dos del Código ile procedimientos 
en lo criminal, como lo tiene resuelto esta Suprema Corte en la 
causa análoga que registra en el tomo aesentfl y cuatro, pá- 
gina doscientas sesenta j siete de sus fallos. 

Por estos fundamentos , se revoca el auto apelado de foja 
quince, y w declara que el inferior es competente para conocer 
de la demanda de foja tres, debiendo en r rtseeuencia reasumir 
la jurisdicción de que se ha desprendido. Repuestos los sellos, 
devuélvanse. 

LUIS V, VAHELA. rr* OCTAVIO 
BimGE. — JUAW L. TOUHERT. 
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4 'AUNA CKI1 



eontra Hniimrúa // Piñén rúa; sobre cobro de pesos 



Sumaria. — En toa Asuntos mercan tiles qu¿ excede a de 203 
pesos no es admisible la prueba testimonial si no existe el prin- 
cipio do pruebi por escrito í que se refere el articulo 209, Có- 
digo de Comercio, 



. — Lo i'xpfii^a el 



1*1 lo del Juf» Federal 



Buenos Aires, Agosto 16 de 1897. 

Y viat>s : Estos autos promoví los por los señores Ros y To- 
ba! contra Bal parda j Pif.eyrúa, sobre cobro de pesos, de los 
cuales resulta; 1° Con feena 21 de Octubre del año próümo 
pasado se presentó don Segundo G. Silva, en representación de 
los señora Ros y Tooal, manifestando : «Que en 8 de Abril del 
mismo año. sus mandantes embarcaron en este puerto con des- 
tino á ltuzaingó, en el vapor nacional. Centauro i t déla empre- 
sa Enrique Balparda y Piñeyrúa, un cajón con mercaderías ton 
peso de 202 kilos j con el contenido quu se expresa en el infor- 
mo oficial de U aduana, que acompaña, siendo su valor de 1211 
pesos moneda nacional, sagun se explica en la factura adjunta. 

T. UXltl la 



184 FALLOS DE LA SDPttEMA COHTE 

Que é*« cajón iii embarcado eu el vapor t Centauro, do 
llegó á su destino, habiéndose hecho las diligencias necesarias, 
sin resultado, para obtener su entrega de la empresa, viéndose 
por ello obligado á entablar sus acciones judicialmente. 

Que el capitán es considerado depositario de la carga, y como 
tal responsable del daño, pérdidas 6 faltas de entrega: artículo 
91 8 del Código de Comercio. 

Qoe los armadores y todos los dueños de un buque respon- 
den solidariamente de los actos de su capitán y expresamente 
de la pérdida y daño de la carga : artículo 878 del mismo có- 
digo. 

Que el hecho multa plenamente comprobad» con el informe 
oficial que acompaña, el cual es auténtico y sin necesidad de 
otra constituye prueba plenísima, como lo tiene declarado la 
Suprema Corte en diversos casos. 

Que en consecuencia, el juzgado debe condenar oportuna- 
mente ñ Jos demm dados al pago del valor del bulto extraviado, 
perjuicios y costas. 

2° A foja i 3 don Isidoro de la Sota, en representación de don 
E. Balpaiday Piñeyrúa, contestando la demanda, expresa: Que 
no es ututo tibien* jnncipal en que se funda la acción, que 
jnniás fué corgado a bordo de| *apor * Centauro» el cajón de 
mercaderías á qne se ri tiere la demanda. 

Que el certilicadode la aduana podrá probar que el cajón sa- 
lió del ai pósito e n la manifestación de que iba destinado al 
f Centauro >, pero no demuestra que haya sido entregado al ea- 
pitan del vapor para ser transportado ó Ituzaiugó* 

Que la irgencia no interviene ni es, por consiguiente, respon- 
sable de la conducción de la carga desde el depósito hasta el 
buque, pnes esa operación se hace por intermedia de los em- 
pleados de aduana y con la intervención de los cargadores, sin 
que los dueños del buque asuman responsabilidad alguna, sinó 
desde que la carga haya sido entregada al capitán. 
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Que las disposiciones legales invocadas en la (lemanita no 
sou aplicable* «1 í+msub-judice, puesto que él artículo 018 
riel Código de Comercio dice claramente, que el capitán respon- 
de por los efectos que recibiere á bordo y desde '/ve tos recibe. 

Que por otra parte, los artículos 914, 1019, 1028 y 1028 y 
siguiente* fijan el procedimiento á seguirse en ios casos de car- 
ga de mercaderías del capitán y cargadores, por lo que debe ser 
rechaiada con costas la acción instaurada. 

3* Recibida la cnusa á prueba para la justificación de los he- 
chos alegado* por el actor y negados por el demandado, se ha 
producido la que expresa el certificado del actuario, corriente á 
foja 59 vuelta, y los respectivos alegatos de las partes, 

Y considerando : 1* Que del informe de la administración de 
Rentas, corriente á foja 25, queda comprobado el beoho de que 
el bulto reclamado fué embarcadora el vapor « Centauro» con 
destino á Itnsaingó, el 9 de Abril del año próximo pasado, bajo 
guía de removido número 4138. 

v¿ue de las declaraciones de los testigos Nicolás Devoto,. 
Rodolfo MonexRuixy Bartolomé Parodi, foja S7á42, resulta 
plenamente confirmado el bocho á quu se refiere el consideran- 
do qoe precede, y reconocido igualmente que el expresado bulto 
es el mismo á qne se refiere la nota agregada á foja i de autos. 

3° Que la prueba producida por el demandado no ba podido 
llegar á desvirtuar la exactitud de U i hechos referidos y la ah- 
onda de la prueba producida por el actor. 

Las posiciones absueltas i foja 51 corroboran el testimonio 
de los testigos antes mencionados, y las declaraciones corrientes 
de foja 53 TtielU i 56 no traen al juicio elemento alguno que 
sirva para destruir la producida por la otra parte, en la que fi- 
gura, en primer logar, el documento emanado de la aduana, 
que, por su naturaleza, esta revestido de ana fuerte probatoria 
indiscutible para que sirva para afamarnos el bulto se embarcó 
en el rapor «Centauro, con fes formalidades y las garantías 
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que indudablemente han sirio empleadas en ese caso 7 que son 
tas que se usan en la práctica de esas operaciones, según resulta 
riel informe de foja 57. 

4° Qne respecto de la vista acular solicitada & foja 4si, el juz- 
gado no la considera necesaria desde que para ilustrarse sobre 
loa hechos afirmados do que en el transporte de las mercaderías 
desde ei depósito al buque «-s fácil e! extravío ñ perdida de los 
efectos, le basta, el informe del ¡señor administrador de aduana 
:i qucs. j lia hecho referencia, 

5* Que estando plenamente comprobado el hecho en que se 
fnuda la demanda. es decir, que el cajón de mercaderías perte- 
necientes .i los señores Ros y Tobal fué embarcado :i bordo del 
vapor nacional < Centauro >, de la empresa Enrique Balpanla y 
Pi ¡ley rúa, los derechos del actor están amparados por el ar- 
tículo 878 d*l C64ig0 de Comercio que determina la responsabi- 
lidad que surge de la culpa del capitán del boqueen la guarda 
y conservación de los efectos que recibió á su bordo. 

El artículo i 0+5 del código citado, en que apoya su defensa 
el demandado para pedir que, no habiéndose acreditado la en- 
trega de la carga, la acción de lucida sea declarada inadmisible, 
no es de aplicación en el caso sub-judice porque él se reliare á 
las acciones que so dedujeran en juicio entre el capitán y los 
cargadores ó aseguradores, que se base en las estipulaciones de 
la póliza de flet tinento 6 de conocimiento ; mientras que el mis- 
ino artículo 1045 reconoce que la entrega de la carga podrá 
acreditarse por los recibos provisorios y demás medios de prue- 
ba admisibles en materia comercial. 

Por estos fundamentos, y concordantes del alegato de foja 64, 
fallo declarando; que don Lurique Balparda y Piñeyrúa, 
está obligado á devolverá los señores Ros y Tobal el bulto 
reclamado, ó en su defecto abonarles su importe, que de- 
berá ser determinado en juicio especial, por medio de peritos 
nombrados por las partes, lo mismo que la indemnización por 
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los perjuicios causados y las rostas del juicio. Notifíqiiese ci n 
el originn! y repónganle las fojas simples. 

Agustín Urdinarram. 



Pallo de In supretu» Corte 

Buenos Aires, Mayo 31 de 1898. 

Vistos : Considerando : Vrimern: Que la demanda tiene por 
objeto reclamar el pago <ie mil doscientos once pesos, importe 
de las mercaderías en un cajón tino debía ser cargado por los 
demandados en el vapor « Centauro », comprobándose la exac- 
titud de esa suma por la factura de foja primera, que no ha sido 
desconocida, 

Segumtn : Que traiéndose, por cousignietite.de un asunto que 
excede de doscientos pesos, la prueba testimonial sólo debe ser 
admitida cuando exista principio de prueba por escrito que 
emane del adversario» de su autor ó de parte interesada en la 
contestación ó que tendría interés, si viviera, como lo establnce 
el artículo doscientos nueve del Código de Comercio. 

Tercero : Que no se ha presentado en juicio ningún principio 
de prueba por escrito de los que determina la disposirion antes 
citada, pues el informe dé foja veinticinco no emana del deman- 
dado si nú de la aduana, que no es parte en esta causa. 

Cuarto: Que el recibo a que hace referencia Ih parte aotora 
en las posiciones de foja cincuenta y una, y que dice le fué otor- 
gado por un dependiente del vapor, no ha sido presentado, ni 
con la demanda, como expresamente lo dispone la ley, ni dn- 
rante el ourso de la causa. 

Por estos fundamentos : se revoca la sentencia apelada, co- 
rriente de foja setenta y una, absolviéndose á los demandados 
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de la demanda. Notifique con el . original y repuesto! los 
líos, deTnélvanse. 

USa V, Va HELA, ABEL BA1A* 
— OCTAVIO BOROS. — JOAN I. 
TOIWEHT. 



«AUNA CXXXI 



Van Francisco S. Menn, contra don Horacio Alemán ; sobre 

rendición de cuentas 

Sumario. — Contra el depositaría que no rinde buena cuen- 
ta de su administración, y se prneba que lia percibido frutos 
de la cosa depositada, puede ordenarse e¡ juramento supletorio 
dentro de la suma que, con arreglo ú Ins pruebas establecidas, 
él tribunal estime equitativa. 

Caso. — Lo explica el 



Falle del Juez Federal 

La Piala, Julio 33 de 1897. 

I vistos : Los autos seguidos por don Francisco S. Menn con- 
tra don Horacio Alemán, sobre rendición de cuentas, de los 
cuales resulta ; 
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I o Que el doctor don Marcelino Aravena y don A'iolfo Alemán 
siguieron un juicio ante este mismo juzgado contra don Fran- 
cisca S. Menú, sobre cumplimiento de un contrato (véase ex- 
pediente agregado como prueba), y en cuyo expedienta se trabo 
embargo de una estañe ia sobre la cual versaba si litigio, com- 
puesta de nutTL' leguas y media de campo, nombrándose de- 
positario á don Horacio Alemán, 3* entregándosele sa adminis- 
tración con Techa 4 de Junio de 1891 (*óase foja 25 de los 
mismos autos). 

2 a Que levantado el embargo, por resolución de la Suprema 
Curte, de foja 1 18, á petición del actor se intimó á don Horacio 
Alemán la rendición de cuentas, aoord indosele el término dediez 
dias (véase decreto de foja 124 vuelta), y por el decreto de foja 
1M8 se mandó hacer igual intimación, acordándosele el térmi- 
no de cinco dias, mientras tanto el señor Menn fué puesto en po- 
sesión del campo -,on focha 17 de Agosto de 1893 (véase dili- 
gencíade foja 131). 

3° Que el señor Alemán, á foja 5 de estos autos y por ínter» 
medio de su hermano don Adolfo Alemán, expuso : Que en el cam- 
po embargado no existían bienes que a Iministrar ¡i excepción 
de algunos arrendamientos percibidos que no alcanzarían á for- 
mar ia suma de 1500 pesos, pues debido á los entorpecimien- 
to* del mismo señor Mi»nn no era posible explotar el campo con 
invernadas ni pastoreo de haciendas, por falta de seguridad & la 
propiedad. Además, el campo está lleno de intrusos, llevados allí 
por el mismo Meiiu, que se negaban A pagar arrendamientos, 
de todo lo cual existen abundantes antecedentes en autos. 

Que por la demás, si se tiene en cuenta que el depositario del 
campo ba debido devengar un sueldo no menor de 900 pesos 
mensuales y tener cuando menos dos peones para el servicio y 
conservación de los alambrados, resulta un saldo á su favor se- 
gún la siguiente cuenta que se adjuc ! % : 
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nyó 

Por veinte y cuatro mese* de sueldo 4800 

Por sueldo de dos peones ú 30 pesos.. . . . U40 

Suma 6240 

Cobrado por el administrador 1500 

Saldo á su favor.. , 4740 

A cuja cuenta pide ¿>e preste aprobación judicial. 

-4* Por su parte, el señor líenn rechaza la cuenta presentarla 
como inexacta y contraria ¡i la verdad y fidelidad que ha debido 
guardar el depositario, y foi mulando una extensa nómina délos 
productos y arrendamientos e¿no ha cobrado el señor Horacio 
Alemán importante la turna 95.7S8 pesos, sin incluir en ello el 
producto de > pesen y de la nutria, y aderad ÍE.000 pesos 
que fueren rebrades por el señor Amena i Herrera y Vivot, 
propone prolnr el recibo de estas cantidades, y pide que el in- 
vidente sea abierto á prueba. 

5 D Que el señor Alitnan, eintettando el traslado du la impug- 
nación ht iba ¿í la cuenta presentada á foja 16, sostiene que el 
cobro de U>s arrendamientos que pretende el señor Menn, y que 
le atribuye su recibo, son una pura invenHon de aquél y sobre, 
lo i-uul no s<rá rapos de esbibir comprobante alguno, por lo 
que pide el rubigo de *us pretensiones, con costas. 

6 a Que recibida la colisa á prueba á fu ja 26, y por el interro- 
gatorio de foja 86, declaran los siguientes testigos que se exa- 
minan minuch'fcaiDH.tP atenta la naturaleza de la causa. 

Francisco Pena dice qce pugó á los señores Alemán 300 pe* 
tos jor el nimio que ocupaba y por permiso para mitriar du- 
raiite el año 1893, que ene tiner los recibos, que los bascará 
en su casa ¡ que sabe que Pablo Perei, Juan Perron, Francisco 
Ochca, Juan Caminos, viuda de Faatorino, J. J. Alvarex, Hi- 
ginio Cobos, Juan Lariop, Pablo Ferrari y otros que no recuer- 
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da, eran arrendatarios de Alemán, pero que no sabe la cantidad 
que pagaban, que sabe, por referencias, que varios individuos 
nutriuban en el campo con permiso de Alemán. 

Pablo Pérez dice que le pagó á Alemán, más ó menos 3000 
pesos, fruyo recibo se compromete á entregarlo. Dice que recuer- 
da que Ruf raneo introdujo 1500 cabezas de ganado, 59 centavos 
por cabeza mensual ; quu 110 recuerda toque pagaba Domingo 
Elizalde ; que Francisco Ocboa cree que pagó á Alemán 17 á 
18 mil pesos ; que la viuda de Pastorino introdujo 1500 vacas 
pagando 80 centavos mensuales; y que recuerda á los arrenda- 
tarios Juan Osegui, Juan Francisco Casco, un señor Girado, 
Gerónimo Quiroga, Etchecopan», y oíros. Agrega que le consta 
que Alemán daba permisos para ]a pesca á tas diversas perso- 
nas que expresa, á razón de 50 pesos mensuales. 

Francisco Ochoa, dice que ha pagado en distintas formas, á 
25 á 30 ya 50 centavos por cabeza vacuna mensual, y por un 
puesto para una majada pagó 1500 pesos en una época, y 2000 
en otra; que sabe que eran arrendatarios como él Bernardino 
Peñalva, Pablo Pérez, viuda de Pastoriuo, Juan Pierou, Juan 
Caminos, Ju¡in Abontegyio, Higinio Cobos, Juan Etchecupare, 
Juan Barton, doctor J. J. Alvarez, Girado, Claudio Rufranco, 
Bruno Suarez y otros. 

Higinio Cobos (toja t|$), fué arrendatario y pagó á II. Ale- 
mán, no recuerda la suma, pero entrega seis recibos por 1167 pe- 
sos y sabe además, * an arrendatarias las personas antediohas. 

Bernardo Peña Iva (foja II 4), pagó 25 posos mensuales por 
derecho de cazar nutrias, por 9 meses más ó monos, y presentó 
tres recibos por 75 pesos cada uno, pagó además estos permisos 
con trabajo personal, agregando que Alemán cobraba a varias 
otras personas el derecho de cazar y pescar, siendo algunos de 
filos Fromentin, Maguencio, Jnan Ichates, Morales y otros que 
no recuerda, todo lo que sabe por haber trabajado mucho tiem- 
po en el campo. 
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Joan Irachet (foja...) dice que pagó, sin recordar la sumn, 
un Unto por ines, al señor Alemán, para nutriar en el campo,' 
pero que preséntalos recibos. Que las personas que conoció co- 
mo arrendatarias ile Aloman fueron Juan Etchisuri, Juan Et- 
ehecopore, Ignacio Iroste, Cárlos Fromentin, H. Palacios, Ma- 
nuel Magnencio, Bar don j E tcheco pare, y le consta que éstos 
pagaban un tanto, pero no sabe la cantidad m e[ tiempo.Había 
muchos cnzudores, que no sabe sus nombres ni la cantidad que 
pagaban. 

Inocencio Guísotti {foja 132). dice que pagó por pastaje 500 
pesos más ó menos ; que muchos otros arrendaban oampo, entre 
Job que recuerda á Gerónimo Quiroga, Ignacio Irusta, Cárlos 
Fro mentí n, Bardo n y E tcheco pare, Pastorino, Caminos, doctor 
AJvarezy otros, lo que sabe por haberlo oído y haber tenido 
hacienda en el campo. 

Angela de Pastorino (foja 134), dice que pagó á Alemán 
1135 pesos de arrendamiento. 

Juan Pierron (foja 150), dice que pagó 2000 pesoa y recibió 
los diez recibos que entrega, sabe que había varios arrendata- 
rios que pagaban á Alemán, pero que no tiabe las cantidades y 
lia oído .jii<3 muchos otros individuos pagaban por derecho de 
pesca y e iza. 

Jaau Montegriso (foja 153), dice que pagó 500 pesos. En lo 
demás, aunque pgtá de acuerdo con los anteriores, es testigo de 
oídas. 

Juan Caminos (foja 155), dice que pagó 800 pesos. 

Juan Gome* (foja 181), dice que abonó al señor Alemán, 
2460 pesos, lo que consta por los recibos que presenta. Agrega 
que ba oído que Alemán cobró estos arrendamientos y que 
el mismo Alemán le dijo que Juan Oiegui le pagaba ¡0.000 
pesos al año. Cjue sabe que se cobraban los derechos de pes- 
ca y caza por haberlo oido á los mismos arrendatarios. Y 
repreguntado el testigo enumera treinta personas que arrenda- 
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ban el campo y cazaban y pescaban, lo que sabe por haberlo 
visto. 

Juan Otegui (foja 192), dice que pagó al señor Alemán 
13.500 pesos, otorgándole aquél los recibos que presenta, aun- 
que le faltan algunos para completar esa suma. Repreguntado 
el testigo enumera 29 délas miomas personas nombradas por el 
testigo anterior como arrendatarias del campo. 

Elena Maque nsie¡( foja 200), dice que pagó 350 pesos y el 
señor Alemán le dtó [os recibos que presenta. 

Juan Cruz Ara ve na (foja 2Gíí), pagó 500 pesos. 

Bruñí Suarez (foja 204 suelta), dice que pagó 1125 pesos y 
se le dieron los recibos que presenta. El repreguntado da los 
nombres de los arrendatario* del ca mpo que han expresado los 
anteriores testigos. Agrega que el señor Casares tuvo hacienda 
en el campo, puro que ignoraba hubiera pagado. Repreguntado, 
dice que Cirios Fromen Un pagó 2000 pesos, loque le consta 
por haber sido su snci o. 

Martin Iriarte (foja 216), pigó 1930 pesos y le dió Alemán 
los reoibos que presenta. Repreguntado el testigo, da varios de 
los nombres de arrendatarios ya «.presados. 

Ignacio SuFiyaga (foja 218), dice que es socio de Juan Ote- 
gui y que pagaron por arrendamientos 12.500 pegos al señor 
Alemán, 

Ciríaco González (foja 210), dioe que pagó 400 pesos. 

Antonio Walker (foja 229). pagó 1242 pesos, y Alemán le 
entregó los recibos que presenta. Sabe que su hermano Roberto 
pagó también, pero ignora la oantidad. 

Juan Larrode (foja2Íi), pagó 1125 pesos y Alemán le en- 
tregó los reoibos que presenta. Agrega que había pescadores que 
arrendaban y cazadores que tenían á medias con Alemán el pro- 
ducto de la caza. Pescadores eran los hermanos Tonco, Fro- 
mentin y otros, y cazadores los hermanos Ortega, Juan Irachet 
y otros. Lo sabe por haberlo visto. 
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Martin Abadie (faja 125 vuelta), pagó 350 pesos. 

Pablo Ferrari (foja 234; f pagó 200 pesos: 

Juan Etcheverri, (foja 237 vuelta), pagó 900 pesos. 

Braulio Giménez (foja 240), pegó 1875 pesos, cuyo* recibos 
entrega. Sabe el pago hecho por Otegui por haber sido su socio. 

Pedro Qtiiroga (foja 270), pagó 1080 pesos, cuyos recibos en- 
trega 

Pedro EHssalt (foja 270Tuelta), contestando al interrogato- 
rio de fuja 270, dice que pagó 1400 pesos el año 1892, y 3876 
pesos con 66 centavos el año 1898, cuya suma abond al señor 
Alemán y éste le otorgó recibos, que no los puede presentar por 
no tenerlos». 

Pedro Obyenar (foja 29!), contentando al interrogatorio de 
foja 281, dice que pagó á Alemán 200 pesos, cuyo recibo no 
presenta por no tenerlo, 

Juan Francisco Casco (foja 292), pa^ó una mensualidad de 
2«0 pesos. Que más tarde Horacio Alemán arrendó á Juan Ote- 
gui y ésteásu vez, subarrendó al declarante. 

Simón Palacios (foja. . arrendó á Alemán y pagó 1700 pe- 
sos. 

7° Hay además un documento agregado á foja 103, que es 
una circular pasada por el juez de pai de Dolores á los arrenda- 
tarios, puédelos y demás ocupantes del campo, haciéndoles sa- 
ber que don Horacio Alemán es el único autorizado para otorgar 
recibos y percibir los frutos del establecimiento « El Sauce ». 
puesto a su cuidado por el señor juez federal . Como este docu- 
mento oo ha sido observado debe reputarse por auténtico, 

Tales son los elementos de demostración presentados por la 
parte demandante, no habiéndose producido ninguna prueba en 
contrario, 

Y considerando : I 4 Que si la prueba testimonial induce plena 
probanza cuando los testigos resultan contestes, uniformes y li- 
bres de toda excepción, con tal quesean dns cuando menos, en 
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el caso resulta que esta p.unba e* ámplia y complot* y puede 
afirmarse, sin vacilación alguna, que el demandante ha dejado 
establecido lo que se prupu.su al iniciar el juicio, esto es ; que el 
depositario don Horacio Alemán había cobrado cantidades 
considerables por arrendamientos y de mis productor del cam- 
po depositado, sin haber rendido la debida cuenta al tribunal. 

2° Que los valorea recibidos por el señor Alemán según los do- 
cumentos de la causa y las declaraciones de les testigo* que han 
entregado eso s documentos suman la cantidad de 48.853 pesos 
cor 66 centavos moneda nacional. Estos documentos no han 
sido reconocidos directamente por el señor Alemán, pero tam- 
|>oco han sido negados en el juicio y por tanto según el articu- 
lo,,, de la ley de procedimientos deben m tenidos por autén- 
ticos. 

La autenticidad, por otra parte, malta manifiesta, dada la 
extensión de los detalles y número de personas , ooincídentes lo* 
unos todos y las otras eo la afirmación de que esos é amentos 
han sido eitendid-.s por el señor Atenían al recibir las cantida- 
des que expresan. 

Si en algún caso el principio sobre qu- descansa el valor legal 
de la prueba de testigos, de que no es posible de que dos ó más 
personas puedan estar de acuerdo absolutamente en un hecho 
sobre el cual deponen, si el hecho no fuese verdadera puede te- 
ñí 1 ! aplicación completa, sería prechamiHit* en un caso com í el 
de que se tra ta. 

Treinta testigos declaran sobre el hecho de las entregas de 
de dinero, atirman lo todos q no pagaron al señor Alemán pur 
arrendamientos y otros fru'os las ruutidile; que cada uno ex- 
presa, afirmando al inisrcn tiempo el pago que otros ha- 
cían, de manera que resultando todos coincidentes reviste 
el hecho \os caracteres de una evidente notoriedad y no ca- 
be la menor duda de que las cosas han pasado en la forma 
que to expresan los testigos. Después de leer el cómputo de 

• 
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esta prueba en ¡o Jos su* detalles y manifestaciones, no se 
ofrece al espíritu ningún reato á ta creencia de que tales de- 
claraciones son depura y sencilla verdad. 

La autenticidad de los documentos se prueba á virtud de las 
mismas declaraciones de los testigo», -le tal manera que puede 
afirmarse que es un hecho indudable. 

3 o Contólo, esta prueba no alcanza á demostrar ta cantidad 
indicada por la demanda como percibida por parte del señor 
Alemán. 

El demandante manifestó que don Horacio Alemán había co- 
brado más de 90.000 (pesos moneda nacional y para justificar 
su acertó pidió la abertura de la causa á prueba y ya se ve que 
la prueba pvod m ida no alcanza á demostrar sinó la suma de 
48.853 con 66 centavos moneda nacional. 

4 a Pero alegando de bien probado, manifiesta aquél que mu- 
chos de los arrendatarios del campo ó de bis personas que al- 
quilaban transitoriamente el pastaje de haciendas en la propie- 
dad no han podido declarar en este juicio, por lo breve del tér- 
mino de prueba, porque tenían que declarar en diversos y le- 
janos partidos de la provincia, ó porque eran personas de las 
cual*« el demandante no tenía conocimiento que hubieran he- 
cho ea 308, pero que entre los testigos presentados había 
varias d el ..aciones que afirmaban el hecho de haber existido 
más de 30 arrendatarios en la propiedad. 

Y así sucede en efecto, resulta también demostrado que en 
el campo existían más de 30 arrendatarios cuyos nombres han 
sidoexpueati, por algunos testigos en sus respectivas declara- 
ciones. Y como quiera que esto no pruebe toda la extensión de 
las rentas percibidas por el señor Alemán que le atribuye la de- 
manda, ello es que resulta evidente malicia del hecho de haber 
Tendido cuentas diciendo que aúlo recibid la suma de 1500 pe- 
sos moneda nacional. 

5° £1 depositario está obligado á conservar fielmente el de- 
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pósito y debe restituirlo con todos sus accesorios y f rotos (artí- 
culos 3210 y 2185, inciso 2", del Código Civil). 

La» obligaciones del depositario son claras y comunes; ae 
enuncian por la simple naturaleza del acto. Se entrega una cosa 
a una persona para su guarda y es claro ésta la debe devolrer 
con Eos alquileres que pir la cosa hubiere recibido, que forma 
parte de la cosa misma. 

El depósito judicial 6 secuestro está equiparado al depósito 
Toluntario (articula 2185). En uno y otro caso, aquél á quien la 
cosa hu sido confiada está sometido á todas las obligaciones nue 
comportan eí depósito convencional (artículo 1963, Código Civil 
francés; Dnranton, libro 3 o , página 75, número 93). 

De todo esto se desprende entóneos la obligación en que se 
halla don H. Alemán, de devolver las cantidades percibidas por 
rentas y frutos del depósito. 

6° Pero como estas cantidades no han podido ser establecidas 
en la prueba que ha establecido el demandante, sehsce necesa- 
rio considerar si puede ser admitido el juramento estimatorio 
que ofrece, y cuál sea la cantidad miis aproximada á lo equita- 
tivo y justo que deba corresponder! e. 

Desde luego tenemos qne el embargo ó secuestro judicial fuó 
dictado ¿petición y bajo la responsabilidad de don Adolfo Ale- 
mán, en e) juicio de que antes se ha hecho referencia. 

Este embargo fuá mandado levantar por resolución de la Su- 
prema Corte, después de transcurrido más de do anos. 

El campo consta de nueve y media teguas kilométricas cua- 
dradas, y se ve, el propietario de tal extensión de campo ba si- 
do privado de aus rentas y frutos durante aquel lapso de tiem- 
po. No hay duda que Jas rentas naturales de una propiedad de 
tal eitension tienen un valor de bastante importancia, y i pri- 
mera vista, no parece exagerada ta cantidad que ha indicado el 
señor Henn al establecer su demanda. 

& El campo reconoce un gravamen á favor del Banco Hipo- 
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tecario de la provincia y es con este motivo que aquel estable- 
cimiento sacó á rem ite tas rentas del mismo, en Mayo de 1804, 
á la sazón en que expiraba el depósito con liado al señor Ale- 
mán. 

Las rentas fueron vendidas por la suma de 59.167 pesos mo- 
neda nacional anuales, á den Dionisio AI. Recabar ren (véase 
informe de foja 304). 

Pero este remata se hiz o por una extensión de 22.700 hectá- 
reas por esta superficie única me ule, la que se halla afectada al 
Bum o Hipotecario, quedando sin venderse 2000 hectáreas más, 
o, ue comprende la totalidad de) campo, d<> manera que, tomando 
como base el ti pn de la venta de las 22.700 hectáreas en 
59.167 pi'sos monena nacional, tenemos que las 2000 hectáreas 
restantes debieron producir 5212 pesos con 95 centavos ó sea, 
■ ornólo dice el i n ferino aludido, al precio di; 2 pasos y 60 cen- 
tavos la hectárea, resultando la suma total de 64.379 pesos con 
95 centavos moneda nacional anuales. 

Este arrendamiento en dos años y dos y medio meses que lia 
durado el deposito, asciende entóneos íi la suma de 142.172 pe- 
sos con 38 centavos moneda nacional, que seríala base que el 
tribunal encuentra cquítat ív¡i. 

El señor Itenn hace la estimación de 170.000 pesos por el 
tipo del arrendamiento que fija por las 2000 hectáreas quu no 
estaban comprendidas en el remate del Banco Hipotecario, pero 
esta apreciación se separa un tatito del cabillo que acabamos de 
hacer. 

Por otr:i parte, el precio de venta del Banco Hipotecario co- 
mo que emana de un establecimiento público, tiene para el 
juzgado una mayor presunción de la verdad le^al posible en el 
■■aso, y por ella se resuelve el tribunal. 

8* Por lo demás, el juramento trt lüem puede admitirse en 
los casos en que resulte probada y evidente la causa del per- 
juicio, sin que se pueda establecer con precisión la importan- 
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cía ó el valor á que alcanza ese perjuicio, sirviera en este caso 
el juramento en defecto de prueba, 6 siendo supK tario de elJa 
(fvsteves Saguf, Procedimientos civiles, página 300). 

Pero según ia i.v 5>, título U t partida^, * ,f juez puede 
apre.ur el daño que ovi.se reñido a la parte por algunas de 
l»s razones que deximo s:e poner eierta cuantía fasta cuanto 
jure ». De manera que rupertode esta ley, el juez puede n>r la 
cantidad que esüme equitativa dentro lie la *uma por la cual 
"freee el jura monto estimatorio. 

Eifli domás antecedentes y requinto, que previene esti ler 
d* partid ! están reunidos en el caso: la causa del perjuicio su- 
Oído por parte del demandante proviene de actos públicos pa- 
sados ant- este mismo tribunal ; el hecho de que una extensión 
de campo rumo Ja que queda expuesta, situada en uno de los 
partidos de esta provincia, debe producir una renta de conside- 
raron, no hay lugar á duda ftlyunay aparece además demostra- 
do en parte el producto de esa renta. Luego, entonces, es pro- 
cedente y de buena aplicación el juramento estiuiatono ofre- 
cido por el demandante, y el juzgado lo acepta por la eau- 
lidiu de M2.000 pesos moneda nacional que se ha expresado 

Por estas consideraciones y demis alegado por la parte de- 
mandante fallo : Que don Hora ,o Alemán debe pagar á don 
Francisco S. Menú, prévia escritura de juramento estimatorio 
que ésto otorgará por ante el actuario en el término de 
d.ez dias después de consentida esta sentencia la suma de 
148471 pesos moneda nacional, con costar, sin perjuico de «.tras 
«cdones quR le pudieran rorrespomiar al demandante. Noti- 
fiquen con el original, insértese en el libro de sentennaa. re- 
pónganse los selros, y si no fuese apelada, archívese. 

Mar taño S. fie Aurrecoechea. 
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f«ll» úm Ir Suprema Corle 

Buenos Aire», Muyo 32 de 1898» 

Vistos y considerando: Que promovido el incidente de 
rendición de cuentas, el administrador judicial nombrado, don 
Horacio Alemán, sostuvo que no había percibido, como frutos 
del bien administrado, más que la suma de mil quinientos posos 
moneda nacional, cuya cantidad no bastaba a satisfacer sus 
sueldos v loa gastos du administración, presentando, en conse- 
cuencia, la cuenta de foj¡i cuatro, segundo cuerpo, cuya apro- 
bación judicial solicitó, 

Que observaría esa cuenta por parte di- Mena, éste determinó 
expresamente algunas de las sumas percibidas por i'eman, in- 
dicando las personas de amenes las había percibido, sumas que 
importaban noventa y cinco mil pesus moneda nacional, fuera 
de otras cantidades que no podían designarse por no conocer- 
las Menn, pero cuyo origen se precisa en el escrito de foja ocho. 

Que contestando Alemán á las objeciones hechas á la cuen- 
ta presentada por él y á las afirmaciones de Menn, dice que es 
inexacto haya percibido ninguna de las sumas que se detallan 
por II en: , asegurando que éste no podrá probar sus aflrmaciooes. 

Que abierta la causa á prueba, Menn produjo la que oorre de 
foja treinta y seis á foja trescientas siete, en laque han decla- 
rado treinta testigos que, en su mayoT parte, han presentado los 
recibos de las sumas pagadas á Alunan, recibos que representan 
la cantidad de cuarenta y ocho mil ochocientos cincuenta y tres 
pesos sesenta y seis centavos moneda nacional, no habiéndose 
presentado muchos otros recibos porque los testigos afirman 
respectivamente haberlos destruido ó tenerlos en su poder en 
sus casas. 

Que *;ontra esta prueba, la parte de Alemán no ha opuesto 
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i'inguna otra, llegando hasta el extremo de no hacer uso d,i 
derecho de alegar, después de producida la prueba. 

Que nu obstante la falta de reconocimiento eipreso por parte 
de Alemán, de los reoib os presentados, su autenticidad no pue- 
de ponerse en duda, p Uüs to que aquél, en ningún momeuto bs 
había desconocido, no habiéndolo siquiera hecho en ota instan- 
cia, en la que, lejos de negar qu, fu, ran auténticos, como ae- 
ría de su deber, si hubiese desconvido la autenticidad de su 
firma puestaeu cada uno de esos recibos, se limita á confundir 
la fuerza de Ja prueba testimonial en un juicio ordinario, con la 
prueba de las obligaciones que importen inásd. doscientos pesos 
siendo así que en el caso sub-judice, versan todos los testimonios 
sobre hechos en que los testigos actuaron ó presenciaron. 

Que pretender que loe testigos, cuyas deposiciones forman nn 
medio de prueba legal, justifiquen con prueba literal sus afir- 
maciones, no es exigir que aquellos denraion desús dichos, qu- 
es Jo único i que están obligados por la ley, sino que ofrekm 
ana demostración de la prueba que ellos mismos producen. 

Que el administrador AU-man no ha cumplido ^on ninguna 
de las obligaciones impuestas por la ley al administrador de 
co^a ajena, ni siquiera con la muy trivial de presentar la cuenta 
de su administración, riñiendo así á dificultar que el juicio se 
trabe sobre bases determinadas? precisas, y obligando á la jus- 
ticia, por su culpa y negligencia, á pronunciarse en parte sólo so- 
bre fundamentos de equidad, tomados de actos ajenos al admi- 
nistrador ml.el, pero que st- reiieren á la misma propiedad ad- 
ministrada por él. 

Que aún cuando está plenamente probada la percepción por 
parte del administrador Alemán, de una suma considerablemen- 
te mayor que la que él ha declarado haber percibido, no sucede 
lo mismo con la de ciento setenta mil pesos moneda nacional, en 
que Menn estima el producto de los frutos perci bidos. 

Que siendo indiipensable tomar una cifra exacta para la esti-' 
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maoion de los frutos pasibles y probables producidos por el es* 
tablecimiento administrado por don Horacio Alemán, desde el 
cuatro de Junio de mil ochocientos noventa y uno, basta el diez 
y siete de Agosto de mil ochocientos noventa y tres, y no pu - 
dundo tornarse como tules ni la de mil quinientos pesos mone- 
da nacional que dice Alemán ser todo lo que ha percibido, rio 
obstante habérsele probado lo contrario ; ni la de ciento setenta 
niil pesos moneda nacional que Menn reclama, sin justificación 
pl -na, el júzga lo a i¡uo ha podido equitativamente fijarse en la 
ci Ira ofrecida por el arrendamiento del mismo establecimiento, 
cuando el Banco Hipotecario de la provine! ide Buenos Aires lo 
sacúá r ■ ■ tu ;t t ■ , por cuanto esa cantidad, ofrecida en pública su- 
basta, lejos de poderse considerar excesiva, debe más bien re- 
putarse menor que la verda lera, puerto que no puede suponerse 
que el arrendatario Reoabarren rematase ese arrendamiento por 
una suma mayor que la que él pudiera obtener de los frutos del 
establecimiento. 

Que según el certificado expedido por el Banco Hipotecario, á 
foja trescientas cuatro vuelta, «don Dionisio M. Kecabarren 
arrendó en remate público el centro agrícola * El Sauce »... por 
la cantidad de dos pesos con sesenta centavos moneda nacional 
la hectárea, ó s«a un arrendamiento anual de cincuenta y nueve 
mil ciento setenta y siete pesos moneda nacional * t no habién- 
dosele dado poción del inmueble por razones ajenas á la to_ 
luntad del arrendatario, que reclamó judicialmente del Banco 
el cumplimiento del contrato. 

Que uoliabieiido producido el depositario Alemán prueba algu- 
nade que haya dejado de explotar el establecimiento en toda BU 
capacidad productiva, ios jueces deben touu'r esa oferta hecha, 
en el remate público, como una cifra equitativa de los frutos que 
ha debido producir el establecimiento durante la administración 
de Alemán, y, por tanto, la sentencia recurridadebe coníirmarse, 
puesto que se basa en ese fundamento. 
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Y considerando, además, que la parte de Alemán en su escrito 
de foja trescientas noventa y cinco, ha empleado un lenguaje so- 
bejano, ofensivo no sólo para el juez á quien se dirijo, sino tam- 
bién para el tribunal ante el que se ha producido. 

Por estos fundamentos, se confirma, con costas, la senten- 
cia apelada de foja trescientas cincuenta y cuatro, declarándole 
que el actor debe prestar juramento estimatorio dentro de la 
« antidiid que ella determina, ante el inferior. Téstense por se- 
cretaría loa párrafo» de la expresión de agrame señalados al 
margen, y aper* í base al letrado y procurador que la suscriben, 
para que en lo sucesivo guarden estilo. Repóngase el papel y de- 
vuélvanse» podiendo notificarse con el original. 

LUI» V. VAHELA. — OCTAVIO 
RLNGE- — JUAN E. TOHHENT. 



< 4i* % c \\m 

Doña Haría Murphy de Cunnipgham contra el Ferrocarril del 
Oeste de liuenos Airea, por payo de un terreno ; sobre defecto 
legal en ta demanda . 

Sumario. — No constituye defecto legal en la demanda la 
falta de presentación de loa documentos en que se funda, 

del JJuen r«4er*l 

La Plata, Junio SO üe 1895, 

Y vistos; para resolver en la articulación de foja 19 sobre 
defecto en el modo de proponer la demanda. 
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1 considerado: |* Q ue i a aniculaciou se funda en que el 
actor no ha presentado tos títulos de dominio del terreno de 
cuya expropiación se trata y que tampoco determina con pre- 
cisión en ubicación 

2° Que en cuanto A lo primero, ta omisión apuntada no da de- 
recho para deducir artículos dilatorios (artículo 73 de la lej de 
Procedimientos) sinó que sólo da lugar á la aplicación del ar- 
tículo 10. 

3 a Que en cuanto á lo segundo, la dificultad ha quedado sal- 
vada con la presentación de los títulos que figuran en autos 
desde foja 23, pues ellos dan á conocer la ubicación y linderos 
del terreno. 

Por todo ello, conteste el demandado derechamente á la ac- 
ción instaurada, cargando oadu partu con su - cosías, pues no 
encuentro mérito para imponerlas á ninguna de ellas. Repón- 
ganse las fojas. 

Mariano S. 'te Aurvecoechea. 



Buenos Aires, Junio 2 de 1898. 

Vistos: Por sus fundamentos, se confirma, con costas, el 
auto apelado de foja treinta y nueve. Repuestos los sellos, de- 
vuélvanse. 

LUIS V. VARELA. — ABEL BAZAN. 
— OCTAVIO BUWCE. — JUAM K. 
TOHHENT. 
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Juan l\ Lenguas y compañía cmtra lo empresa de íav Cata- 
linas, por cobro de pesos ; sobre agregación de prueba ju- 
dicial. 

Sumario. — El término que el juez baya fijadu a los peritos 
para expedirse no es fatal, y su vencimiento no nb*U A que su 
informe ae agregue á la prueba. 



Fallo «1*1 iun Federal 

Rueños Aires, Marzo 26 de 1898. 

X vistos : para resolver sobre la revocatoria del auto de 
foja... y considerando: Que según el certificado del actuario, 
que precede, el informe pericial cuya agregación se pide sea 
desestimada, fué presentado dentro del término acordado por 
las partea, para que se expidieran los peritos. 

Que aun en el supuesto de que no hubiese sido presentado 
dentro de ase término, no siendo, en ningún caso los peritos 
Arbitros, no les son aplicables las disposiciones legales aplica- 
bies á estos últimos. 

Por esto y de acuerdo con Ioí fundamentos ooitcord antes del 
escrito de foja..., no se hace lugar á la revocatoria solicita-i a del 
auto de foja..., y se concede en relación el recurso de apelación 
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interpuesto, debiendo, en su mérito, elevarse los autos á la Su- 
prema Corte en La forma de ley. Repóngase el sello. 

P. Olaecftca y Ateortiu 



Fallo úm %m lupraw» C«rte 

Unenos Aires, Hnrzo i de 1H98. 

Vistos y considerando : Que como lo tiene declarado esta 
Suprema Corte en el fallo que se registra en el tomo diesy nue- 
ve, página cuatrocientos treinta y siete, el término que puede 
lijarse á lo» peritas para que expidan el informe que su les hu- 
biere encomendado no es fatal, no podiendo, por lo tanto, s¿ 
presentación con posterioridad á ese término, obstar á so agre- 
gación á fin de que en la oportunidad legal seau apreciadas sus 
conclusiones. 

Que por otra parte, en el caso sub-jutltct; el demandante ha 
urgido para la produocion de la prueba pericial dentro del pla- 
zo señalado, no siéndoles, eo consecuencia, imputable la demo- 
ra ocasionada. 

Por estos fundamentos y concordantes del auto de foja ciento 
veinticuatro, se confirma el apelado dt fe. noventa, con de- 
claración de que las costas de) incidente son á cargo de ia parte 
demandada. Repastos los sellos, devuélvanse, pudiendo no- 
tificarse con el original. 

LD1S V. VARELA. — ABEL BAZAR. 
OCTAVIO BLHCE. — JÜAW E. 
TÜKREHT. 
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Contra el capitán del vapor francés * Mentiría » , sobre 

contrabando 

Sumario, — Si resulta que las mercaderías han sido robadas, 
la introducción clandestina délas mismas hecha por los autores 
del robo no puede importar contrabando. Ellas deben ser de- 
vueltas al propietario, pré^io p¡>go de derechos, si fuese proce- 
dente. 

RESOLUCION DE ADUANA 



Rosario, Abril 11 de 1897. 

Resultando de la declaración del detenido Joaquín del Rio, 
en la que confiesa que fué aprehendido por un empleado del 
Resguardo en circunstancias que él acompañado de otro estiba- 
dor» que sólo sabe que se llama Pepe, bajaban á tierra las 52 
latas mortadella para ser introducidas á plaza. 

Que la tal mercadería era robada y pertenecía á la que *l 
vapor francés t Meustria » manifestó para este puerto, lo que 
constituye un delito conexo. 

Que según lo dispone el artículo Ai de la ley de aduana vi- 
gente, corresponde á loa administradores, resolver la parte en 
que se ha trasgredido las disposiciones de aduana. 

Que el hecho de lu introducción clandestina de los 52 tarros 
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mortadella está penado por loa artículo* 1025 j 1026 de ias 
Ordenanzas. 

Por estos fundamentos, se resuelve: declarar caídos en co- 
miso las oblatas mortadella, las que se adjudican al aprehen- 
der, próvio pago de derechos, sin reposición de sellos, do con- 
formidad con la circular número 65 de I» Dirección general de 
Reutas de fecha 3 de Enero de 1896. A sus efectos, pase á 
contaduría y alcaidía, para la entrega de la mercadería, con 
constancia vuelva para ser elevado este sumario al juzgado fe- 
deral con la nota de estilo, poniendo -i la vez á su disposición 
los dos detenido». 

Para evitar demoras, saqúese copia «leí presente sumario por 
la oficina respectiva para remitir el original a La brevedad po- 
sible. 

Justino Sotari. 



VISTA DEL SEfíOH PllüCUJUDOK FISCAL 

Señor Juez de Srrritm : 

li\ Procurador fiscal nacional en los autos traídos en apela- 
ción con motivo déla resolución administrativa cuya copia 
corre á foja 6, por la que se declaran caídas en comiso 52 latas 
de mortadella pertenecientes a la carga del vapor « llenstria > ¡ 
evacuando el traslado conferido del escrito de expresión de agra- 
rios de foja 0, á V. S. expone : Que V. S. se ha de ser-ir con- 
tinuar Irresolución aujitnistrativa, por los siguientes funda- 
mentos, que paso a adu ¡r, con especial condenación en costas 
á cargo del apelante. 

El caso suh-judire se eucuentra previno en las Ordenanzas, 
como lo vamos á ver. 
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La parte contraria considera absurda y monstruosa la reso- 
lución administrativa; y trata en vano de demostrarlo, sin te- 
ner en cuenta que la legislación aduanera es áv. nn carácter 
ski tjenerts, que en ella se pena el error voluntario, como el 
inocente ; y qoe los patrones y capitanes de buques son res- 
ponsables directamente de los hechos de sus empleados, depen- 
dientes, obreros, domésticos ú otras personas asalariadas por 
ellos, en cuanto esos hechos sean relativos á las operaciones de 
aduana y puedan perjudicar ta renta (artículo i027 de las Or- 
denanzas). 

Ella será exigente, dura y basta cruel si sequicre, en ciertos 
casos; pero es necesario que así sea, y es ese mismo eBpiritu 
severo el que predomina en todas las legislaciones aduaneras 
del mundo civilizado; y no obstante esto, no cesa de atentarse 
contra la renta de la Nai ion, se suceden diariamente los abusos, 
y se inventan diariamente mil maquinaciones para defraudarla. 

Examinando el caso objeto de Inapelación, Temos que los 
dos marineros que sustrajeron las 52 latas de mortadetla, hau 
confesado eJ hecho, declarando que cometieren el robo sin par- 
ticipación del capitán, ni . leí dueño de la mercadería ; pero que 
lo hicieron con el fin de venderlas m plaza clandestinamente. 
¿ No es este el cago de un contrabando previsto en el artículo 
1036 de las Ordenanzas ? 

Serán consideradas contrabando, dice esta disposición, las 
operaciones de importación y exportación ejecutadas clandes- 
tinamente, ó las hechas fuera de las horas señaladas, etc. 

Se alega que las 52 latas de mortadella fueron robadas «leí 
buque. ¿Pero acaso por esto ha dejado de pojarse la ley? ¿\ 
hemos Fisto que, según el artículo 1027 de las Ordenanzas, el 
capitán responde de todos los hechos ejecutados por sus depen- 
dientes, en cuanto esoí hechos pueden perjudicar Ja renta? ¿ Y 
no se perjudicaba con la introducción chidestiua de las 52 latas 
de mortadella, aunque fueran robadaB? 
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La aduana juzga el hecho por la» Ordenanzas, que son su 
ley; prescindiendo del delito común conexo, el cual está bajo 
ta jurisdicción de los tribunales ordinarios nucnnales. 

Las Ordenanzas no ban previsto y eabtígiido --tro Tobo de 
mercaderías que el que se hiciera en sus depósitos (artículo 959 
y siguientes). En »I casa suh~jtntice la mercadería estaba á 
bordo. 

No creo que en este cwso hub tu comptot entre el capitán y 
los sustraeinres de la mercadería; dada la poca importancia 
de ella, ¿Pero no podría suceder que un capitán ó patrón de 
buque se pusiera de acuerdo con algunos de sus marineros para 
tatuar en la misma forma un contrabando de mayor valor ? 

Por todo lo expuesto, V. S, se ha de servir confirmar Ja reso- 
lución ¡jpeladn ; de conformidad con lo solicitado en .el exordio 
«le este escrito. 

Será justicia, etc, 

/?. G. Purera. 

Fui lo del Juu Federal 

Rosario, Marro 19 de 1898. 

Victos: Loa autos vt-nidn* en apelación de una resolución 
dictada por la administración dé aduana de esta ciudad, contra 
el capitán del vapor i Mentiría», don Calixto Sagols. 

Y considerando: i" Qne en el presente caso no existe con- 
tr ubando conexo con el delito de hurto de las 52 latas de mor- 
rudella, sinó únicamente el delito de sustracción de dichas 
mercaderías; el desembarco de Jas latas á tierra era indispen- 
sable para considerar consumado el delito de hurto, porque an- 
tes de ese hecho no salen los objetos de pnder del capitán. 

2 o Que en el expediente caratulada : < Procurador fiscal con- 
tra José Galltili y Joaquín del Eio, por robo i, el señoT fiscal 
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pida se enjuicie ú estos sujetos carao reos <iel delito de hurto 
de las 52 latas de mortadella y se les aplique la pena estable- 
cida en el inciso I o , artículo i 03 del Código Penal. Si el señor 
üscai hubiera considerado el hecho como contr bando, serían 
los nombrados los autores y habría correspondida Ju pena que 
merecen los contrabandistas. 

3 o Que el juez pronunció sentencia cnntra lus proejados 
aceptando la clasificación únioa y verdadera del delito hecha 
por el señor fiscal y aplicando la pena por él pedida para ios 
que habían sustraído del buque y bajado atiérralas 52 latas 
di? mortadella, 

■i" Que no toda introducción clandestina de mcrraderfas pue- 
de considerarse contrabando, porque las sustracciones de obje- 
tos de \oñ depósitos liscah'S que se cometen pur terceros, no los 
considera la ley ni la jurisprudencia como contrabando, sinó 
como robos ó hurtos, no existe el caso que se comíselo sus- 
traído en perjuicio del duefio del objeto robado, aplicándole 
lita disposiciones sobre contrabando. 

Por estas consideraciones, falio definitivamente, revocando 
la resolución administrativa de fecha 14 de Abril de 1897, co- 
rriente en el testimonio de foja Ü. Repongas* y hágase saber 
d quienes corresponda, notificándose con el original. 

Ikimet tioytia . 

VISTA II EL SEÜim PROCURADOR GENERAL 

■ 

Uueiios Aires, Abril ¿tí d,> 1898, 

Suprema Corte : 

Encuentro aju* 'adas á las constancia > de hecho, la r— -Ili- 
ción diotadu por el señor juei federal de la sección de Santa Fé 
aloja 14, 
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No se trata de actos referentes á ocultar 6 despachar clan- 
destinamente, mercaderías manifestadas por el capitán del va- 
por « iíeustria ni de actos procedentes de los consignatarios 
de la carga, ó de bus dependientes en ejercicio de su personería 
en actos que les concierna. 

Se trata de un robo manifiesto, juzgado, probado y castiga- 
do. Y las consecuencias de ese robo no podrían afectar al pro- 
pietario de lo robado, cuando se constata y se reconoce que 
no ha tenido en él la niás mínima participación. 

No oreu aplicables á este caso excepcional las disposiciones 
de las Ordenanzas qne invoca la sentencia administrativa. Esas 
disposiciones se relacionan con los deberes del capitán y sos de- 
pendientes, que proceden en su representación, y castigan las 
trasgresiones á la ley de aduana, por dolo, culpa y aun por 
error. 

Pero el robo, como cualquier otro acto criminal perpetrado 
contra el capitán, no puede crearle responsabilidades, cuando 
no se lia demostrado su participación. 

Los ladrones deben ber severamente penados, con sujeción á 
las prescripciones del derecho común ; pero Jas ¿osas robadas 
deben retornar A su dueño, contra quien no se ha denunciado 
ningún acto que induzca el dolo, culpa ó error, de que respon- 
sabiliza las Ordenanzas. 

Por ello, no obstante la apelación deducida por el Procurador 
fiscal á foja 60 vuelta, encuentro que procede la confirmación 
que solicito de V. E., de Ja sentencia dictada á foja 41 . 

Sabtniano Kier. 
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V*n» 4* la l«pr«MRC«rt« 

Buenos Aires, Junio 1 dt- 1898. 

■ 

Visto,: De acuerdo con lo expuesto por el señor procurador 
general, y por sus fundamentas, ae confirma ia sentencia ape- 
lada de foja cuarenta y nueve, declarándose que las latís de 
mortadella secuestradas deben ser devueltas ó su propietario, 
previo pago de derechos» si fuese procedente. Repóngase ei pa- 
pel y devuélvanse. 

LUIS V. VARELA. — A SEL BAIAtf. 
— OCTAVIO BCNGE. — JUAN E. 
TORKENT. 



Criminal contra Antonio Mana, Bautista Mufjtelien y Daniel 
Speziate, por circulación de billetes de curso legal falsos 

Sumario. — La circulación de billetes de curso legal falsos 
es delito previsto y penado por la ley nacional penal : ar- 
tículo 02. 



Caso. — Resulta del 
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tullo fifi J««t, i>«lrr»l 

Kn>nrio hici.'iiibre ¿i? de |8Í»7. 

Y fistos : los presentes auto* seguidos á Antonio Muña, de 
veintisiete afms fie edad, sol turo, italiano, jornalero, domici- 
liado en Zeiion Pcreyra ; á Bautista Mngteljen, de veinte años 
de edad, soltero, italiano, jornalero, domiciliado eu el mismo 
punta, y Daniel Spezíalc, casado, de treinta años de edad, itn- 
li;ino, comerciante, con domh ilio en esta riudad, por circular 
billetes falsos, de los que resulta : 

Que á fojas, 1» vuelta y 13 vuelta, presta declara* ion A pro- 
cesado Bautista Mugtelien, manifestando: (Jue del 22 al 27 
del mes de Huero del corriente año, don Daniel Spezialc le dió 
do> billetes de veinte peso* cada un» ii «objeto de que Ins cam- 
biara en la campaña, pues no le era posible hacerlo aqni, por 
ja pobreza existente, y ofreciéndole de comisión un r-incuenta 
por ciento, que con ese motivo tomó el tren de Cañada de Gó- 
mez quedándose en la estación San Gerónimo, por haber tenido 
noticias de qne había allí trabajo, que con uno de dichos bille- 
tes, que él consideraba bueno, pagó la comida y coa el otro 
algunas compras hechas; que cambió los dos billetes porque uu 
amigo le aconsejó no los tuviese de tanto valor por ser peligro- 
so, v que el mismo dijo que parecían fallos; que Speziale 
lo acompañó ha-U osa estación, donde se separaron, no vién- 
dolo nías; que el dinero que le encontraron entre sus ropas, 
cuando fué detenido, y que ignoraba poseer, era producto de 3U 
trabajo en las trillas, y que el qne ganó en Zenon Pcreyra lo gastó 
en Pergamino y esta ciudad , donde cambió el último billete de 
veinte pesos que era bueno; que conocía á Antonio Mana; que 
no cambió billetes en San Lorenzo, pues no estuvo allí. 
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Que á fojas 4 niel ta, !| vuelta, i7 vueltay 23 vuelta, presta 
declaración el procesado Antonio Mana, manifestando: Que 
del 25 al 26 de Eaen de este mismo año, Speziale le dió siete 
bilktes de veinte pesos y veinte de cincuenta centavas para que 
se los cambiara, ofreciéndola la mitad de so valor, de loa cua- 
les, el declarante pasó* dos á Bautista afugtelien, quedándose 
él con los demás; que il dárselos Speziale, le dijo que no pasa- 
ban en el Rosario estos billetes, y que en otra parte circula- 
rían sin dificultad; que acompañado de MugtelÉen y Speziale 
tomó el tren para San Gerónimo, pagando éste los pasajes para 
todos, y que una vez allí, le aconsejó pagara la comida y otras 
cosas, cadu vtz f*on un billete de veinte pesos,, lo que hizo, y 
que mientras tanto Speziale se paseaba por el pueblo ; qne el 
cambio de los billetes tuvo que devolverlo á tas casas donde .,e 
los recibieron, pues la policía lo detuvo antes de que se lo en- 
tregara A Speziale. Que anteriormente había estado en San 
Lorenzo, donde él y su compañero iíugtelien cambiaron cinco 
billetes falsos de veinte pesos cada uno que les dió con ese ob- 
jeto Speziale, en las mismas condiciones que los canjeó des- 
pués, y que el dinero bueno obtenido por ellos se lo entregaron 
á éste, quien les dió, conjuntamente con Ins billetes falsos un 
frasco conteniendo un liquido destinado para poner blando el 
papel, facilitando la lirculaeion. 

Que á fojas e vuelta, 26 y 44 vuelta, presta declaración el 
procesado Daniel Speziale, manifestando haber entregado á 
dos personas siete billetes de veinte pesos y varios de cincuenta 
centavos, todos ellos falsos, ignorando el nombre de aquellos, 
quienes fueron A su casa de negocio el 25 ó 26 de Enero de este 
año, y los que le manifestaron que se ocupaban de cambiar 
billetes falsos ; que el declarante les dijo conocer á un tal Lodi, 
que los tenía, y que tres ó cuatro dias de-pues regresaron, y 
entablando la misma conversación te propusieron el negocio 
del canje de billetes falsos; que hablando ese misno á su 

ti LÍSIU ii 
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amigo mencionado, le pidió los billetes, entregándole siete de 
veinte pesos cada uno por la mitad de su valor y varios de cin- 
cuenta centavos, gratis, los que le pagó en seguida, y que en 
laa mismas condiciones se los entrego á dichos individuos, quie- 
nes le dieron en el acto los setenta pesos que babía abonado 
por ellos; que les pagó el pasaje á San Gerónimo, porque le 
expresaron quo no tenían diñen. 

Que del curco habido entre los procesados á foja 8, resulta : 

Que Speziale lea dió los billetes falsos á condición deque le 
dieran diez pe*os buenos una vez que fueran cambiados; que 
para realizar esto los acompañó hasta San Gerónimo ; que no 
es nerto que hayan ido voluntariamente al negocio de aqnél, 
ni haber eot regado los setenta pesos que hace mención, 

Que de fojas 52 a 55 formula su acusación el señor procu- 
rador fiscal, pidiendo se condene ¿cada uno de los tm proce- 
sadas ¡i cuatro años de trabajos forzad"*, al pago de una multa 
de quinientos pesos y las costas del juicio. 

Que los procesados, lauto en sus indagatorias como en el ca- 
reo habido, han confesado el hecho criminal deque se les acu- 
sa de haber hecho circular billetes falsos adquiridos de mala 
fé, de cuyo hecho estün convictos y confesos, aun cuando entre 
sí difieran sobre puntos de detalle. 

Que en vista de la circunstancia de no ser siuó siete de vein- 
te pesos y algunos di- cincuenta centavos los billetes cireulados 
falsos, pide que se aplique á los procesados el mínimum de las 
penas establecidas en el articulo ti2 de la ley sobre crímenes 
nacionales, de 14 de Setiembre de 1863, y en la forma que tie- 
ne solicitado. 

Que corrido traslado de la acusación fiscal á los respectivos 
defensores de los procesados, la contestan alegando la incom- 
petencia del juzgado para conocer en esta cansa ; niegan que 
sus defendidos hayan cometido el delito que se les imputa, y en 
todo caso, aún en el supuesto que hubiesen cometido el detito 
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de oircular billetes falsos, correspondería apicartes á los acu- 
sados la pena más benita establecida por el articulo 285 dil 
Código Penal* 

Que abierta la causa i prueba, si produce la que oorre >n 
autis; que clausurado el término, hacen los defensores el in- 
forme m voce, de conformidad ai artículo 492 del Código de 
Procedimientos en lo Criminal. 

T consi<ÍL-randu ; !• Que el juez federal de esta secciones 
el competente para coronef en esta causa, por ser la expedi- 
ción de billete» falsos delito previsto y penado por la ley na- 
cional de Setiembre U de 1*363, y con arreglo al artículo de 
la ley de jurisdicción corresponde i\ juez de la sección en 4 u tí 
se na cometido el delito. 

2* Que está comprobado en autos, según la relaciou prece- 
dente, la existencia del hecho de expender billetes falsos, que 
la ley reputa delito y le impone la pena respectiva, y sobre 
estábase del procedimiento corresponde dictar sentencia deli- 
mita aplicando i los delincuentes la pena correspondiente. 

3 o Que la identidad de los autores del delito, así como la eje- 
cución del hecho, esta reconocida y confesada por lus mismos 
procesados. 

4* Que los initrumentos del delito, ó sea ios mismos billetes 
secuestrados y remitidos por la policía, se han conservado en 
secretaría, de acuerdo con el artículo 2S5del Código de Proce- 
dimientos en materia penuJ, figurando ahí agregados al expe- 
diente, y han sido reconocidos por falsos, tanto por los mis- 
mos delincuentes, ruanto por la Caja de conversión. 

5 o Que el procesado Mana confiesa categóricamente en sus 
declaraciones de fojas 40 vuelta, 17 vuelta y 23 vuelta, y en 
el careo de foja 8, ser uutor del delito de circular billetes fal- 
sos que se le imputa. 

El misino defensor del procesado, á foja HO, reconoce que su 
defendido ha cometido el mencionado delito y sólo pide en su 
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f.iror atenuación de La pena, teniendo en cuenta la ignorancia 
con que ha procedido su defendido. 

G* Considerando cu cuanto al procesado Hugtelien : que en 
su declaración de foja I vuelta y en el careo de foja 8, pres- 
tadas en las condiciones del artímlu 31 6 del Código de Proce- 
dimientos en io criminal, con li esa el procesado haber recibido 
de Speziale do s billetes falsos de veinte pesos para cambiarlos, 
bajo el convenio de olitcner el cincuenta por ciento de comisión 
«i realizaba la operación; que antes de verificar el cambio de 
uno de los billetes díjole un amigo que le parecía falso dicho 
billete. 

En i*l curco producido «í foja 8, repite el procesad*-, conjun- 
tamente con su compañero Mana : Que Speñale les ha dado á 
¿1 y su compañero Mana los billetes falsos de veiotu pes< s a 
condición de que le dieran diez p.-sos buenos di spues <le c .ra- 
biar los falsos. 

Qiif la anterior exposición es la confesión más categóri a 
que puede obtener de haber cometido < i delito de expender 
billetes falsos, con el fin de obtener billetes legítimos de los 
emitidos por los bau- os con autorización del gobierno nacional. 

7° Que según el articulo 6 a del Código Penal, se presume 
ejecutado con doto intencional todo acto reputado crimen ó 
delito por la ley, salvo presunción contraria, según las circuns- 
tancias del caso. Lejos de existir presunción que favorezca al 
procesado, se levanta con toda fuerza la presunción de haber 
procedido con intención dolosa; porque si hubiera creído el 
procesado en la legitimidad de los billetes no habría tenido ne- 
cesidad de ir á la campaña para cambiarlos, sino que veri- 
ficarla el cambio aquí mismo en el Rosari o en el Banco de 
la Nación ó en cualquier casa de comercio, comprando las mis- 
mas mercaderías que adquirió en San Geróninw, ó también sin 
necesidad de comprar ninguna, habría obtenido cambio en 
cuaiqatef casa de negocio. 
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El concilio hecho con Speziale. Je recibir cincuenta por 
ciento tle comisión en cada billete cambiado, ese lucro propor- 
cionado, además do pagar Speziale el pasaje, es suficiente pnra 
convencer á la persona menos lista é ilustrada, que se trata de 
un negocio ¡legítimo, porque ninguna persona que t- nga uso de 
razón ignora que los billetes legales se cambian por un valor 
nominal, sin necesidad di* pa^ar comisión alguna, y que el 
cambio se realiza t on más facilidad en las grandes ciudades 
que en la» pequeñas villas de la campaña, 

8° Que las escusas que ha dada el procesado Mugtelieu en 
sus declaraciones, i on eseepunn dp la del careo, y los argumen- 
tos aducidos en su defensa, sun tan semejantes á los aducidos 
por el condenado Angel Alar ¡ni en ta cansa que se registra en 
la serie 4', tomo 9*, página 217, que hace venir al espíritu ta 
presunción de que ést- procesado no ignara el ilícito romcrcm 
de circular billetes falso» y ha aprendido también los "medios 
que otros procesados han usarlo en su defensa. Los hechos 
constantes en autos y esta coincidencia notada, s*<ría suficiente 
para declarar probado el delito p ta prueba de presunción. 

9* Considerando, en cuanto al procesado Speziale, que ha 
confesado eategóric iL inte que ha h* rhn ,1 comercio ilícito !e 
adquirir y expender billetes falsos. 

Habiéndose establecido en los considerandos anteriores que 
ese berho es delito previsto y pen *do por la ley. i s innecesario 
reproducir las considerachim's aducidas sobre este punto, 

10° Que la argumentación desarrollada por Indefensa, de 
que se trata de un caso de estafa por ta grosería de la adulte- 
ración de los billetes, y no de circular con disimulo y habili- 
dad títulos falsos dt! crédito, estos argumentos están ilustra- 
damente refutados con la sentemia de la Suprema Corte con- 
tenida en la serie 4 n , tomo 8 o , página 84. 

Por estas consideraciones y de acuerdo con los fallos de la 
Suprema Corte contenidos en la sene 4*. lomo 4 a , página 442; 
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tomo 8 o , página 84 ; tomo 9° ( página 217; tomo 10, páginas 
278 y 402 ; tomo II, página 40, j tomo i 3, página 51, fallo 
definitivamente en esta sala de audiencias : condenando i los 
procesado» Antonio Mana, Bautista Mugtelien y Daniel Spe- 
zi »le, i la puna de cuatru año* de trabajos forzador, j además 
A cada unoá la umita quinientas pesos moneda nacional y 
las costas del proceso. Ejecutoriada que sea esta sentencia, 
langas* A Jos reos á disposición del poder ejecutivo nacional, 
debiendo descontarse de sus c uidenas á razón de dos días de 
prisión preventiva por uno de presidio. Notifíquese con el ori- 
ginal. 

/ aniel Goijtia. 



VISTA DEL SfcflOH PKOCURADOH GENERAL 

Suprema Corte : 

Las constancias de autos que conen á fojas 4 vuelta, 17 
vuelta, 23 vuelta y en el careo de foja 8, contienen la confe- 
sión del delito de circular billete-* falsos, cometido por el reo 
Antonio Mana. 

La declaración de Bautista Mugtelien, corriente á foja 1 
Tuutta, y el careo contenido en foja 8, demuestran, con sufi- 
ciente fuerza probatoria, que el dicho Mugrelien, es también 
autor del delito de circular ó expender falsos billetes de banco, 
desde el momento en que declara haberlos recibido de un ter- 
cero, en comisión, con la ganancia «leí cincuenta por ciento, 
como oportunamente lo reconoce á foja 152 y foja 153. en el 8* 
considerando de la sentencia recurrida. 

Lo declarado por el reo Daniel Speziale, á loja 6 vuelta, foja 
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26 y foja 44 vuelta, manifestando haber entregado á Mana y 
á Mugtelien, en calidad de v-ma r por et precio de casto, siete 
billetes de valor de veinte, peso* y vanos de v ilor de cincuenta 
centavos, todos falsos, importa et delito de expendio 6 circula- 
ción de billetes falsos de Banco, penado por la ley de la ma- 
teria. 

Los principales argumentos que se hacen en la leíen^a d.-l 
reo Speziale, á fojas 131, 132, 135 y 135 vuelta, referente a la 
clasificaciun legal del delito cometido y á la incompetencia del 
fuero ft-deral para entender en la aplicación del castigo, no son 
procedentes, desde el momento que la propia declaración del 
reo no deja la menor duda de que compró con extraordinaria 
ganancia los falsos billetes y los vendió á terceros, conociendo 
que eran falsos, lo que, por otra parte, se presume legalmente 
que sabía, desde que, en los hechos criminosos se presume la 
intención dolosa, salvo presunciones 6 prueba* contrarias re- 
sultantes de las circunstancias especiak-s del hecho (articulo 6", 
Código de Procedimiento»), y desde que la competencia del 
fm-ro federal para entender en el detito de circulación de bi- 
lletes falsos está claramente establecida por la ley de jurisdic- 
ción y competencia de los tribunales, habiendo sido constante- 
mente reconocida por la jurisprudencia uniforme sentada por 
V, K. y es evidente, desde el momento que se trata de crimen 
contra la nación, previsto y penado en el artículo 62 de Ja ley 
de 14 de Setiembre de 1863. 

En mérito al escaso monto de los billetes falsos puestos en 
circulación, lo que significa el puco daño material causado por 
el delito, en el caso sub-judice, y por las consideraciones ex- 
puestas, pido á V. E. la confirmación de la sentencia condena- 
toria recurrida de fojas 145 il 156, por sus fundamentos. 



Sabintano Kier. 
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rail* de Ni ■upniua 4 orle 

Buenos Aires, Junio 4 de 1888. 

Vistos: De conformidad con lo expuesto y pulido por el se- 
ñor Procurador sent-rn!, y por sus fundamento» Be confirma, 
con costas, la sentencia npclada de foja ciento cuarenta y cinco, 
y de* uélvan^f, 

LUIS V. VARELA, — ABEL BAZAR, 
— OCTAVIO BL'NGE — JUAN E. 
TORHEVT. 



(AUNA < \\\VI 



líon Pedro Creas contra don José .11. \'aUi&\ \tor cobro de fletes; 

sobre embargo preventivo 

Sumario. — Debí- levantarse el embargo preventivo, si se con- 
signa la cantidad suficiente para responder al crédito, intere- 
ses y costas. 



i .tsn, - Kesulra del 
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Fallo del Jum redcrai 

- 

- 

Hílenos Aires, Mnyo 12 <lc 1898, 

V vistor: Considerando que por la consignación de foja 38 se 
encuentra garantido el importe del Hete y ga>tos ; para la segu- 
ridad de cuyo cobro se decretó el embargo di- las mercadería* 
depositadas en la aduana, yque por el depósito acreditado por el 
recibo de foja 76, se asegura el pago de los intereses y costas, 
para el caso de que se declare éste á cargo del señor Vallice. 

Por ello, y de acuerdo oou el escrito de foja 78, se levanta el 
embargo trabado en las mercaderías, debiendo librarse oficio i 
la administración de aduana y quedando el dinero depositado 
en las condiciones indicadas en la primera petición del escrito 
mencionado. Repóngase la foja. 

P. Otaechea y Alearía. 



rallo ele I» KuprfittM Corle 

liuenos Aire*, Junio 7 de 189». 

Vistos: Por sus fundamento-, se confirma, con costas, el auto 
apelado de foja ochenta. Repuestos los sellos, devuélvanse. 

■ 

UKMA.Í, PAZ. — LUIS V. VARELA. 
— OCTAVIO BUNGE. — JUAM K, 
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VAVHA Í XVUII 

ÍJoíí Adolfo Latirá contra don José Castro, por apelación de 
sentencia de la Cámara de Apelaciones de la Capital 

Sumario. — La interpretación j aplicación de las leyes de 
procedimientos tío da lugar al reuirsode las resoluciones de los 
tribunales ordinarios para ante la Suprema Corte. 

- 

RECOMO 

Suprema Corte de Justicia : 

Adulfo Lastra, constituyendo dumici lio legal en la calle de 
Perú número 151 , ante V. E. me píese oto y respetuosamente 
expongo ; 

tjue se ha de servir V. E. avocarse ei conocimiento de los au- 
tos caratulados « Adolfo Liatru contra don .José Lastra» , inci- 
dente sobre procrees de ganados, y « don Adolfo Lastra contra 
don José Lastra, sobre haciendas », en mérito del recurso de 
apelación que deduce de una sentencia pronunciada porta Exma. 
Cámara en lo civil de la Capital, 

L:is razones de agravio que tengo para acudir á este alto tri- 
bunal son las que legítimamente enumero, Jimptiándolas cuan- 
do los autos estén á la vista : 

I* En el asunto que menciono existe una sentencia definiti- 
vamente '-onsentida, faltando hóIo su ejecución; pues bien, me 
he presentado solicitando su ejecución como procede y el juez 
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íle primera instancia resuelve, faltando á lo prescrito por el Có- 
digo de Procedí mi entos, dar traslado de mí petición. 

Recurro déla providencia de traslado por *er improcedente y 
el mismo juez ordena que los autos pasen al archivo. 

Pido revocatoria de la providencia, y por toda contestación 
manda devolver el escrito. Para que V, E. se imponga do lo 
lo que asevero acompaño el escrito desechado. 

La Exma. Cámara, en vez de proteger mis d.-rechos, resuelve 
sin más trámite coníirmar la sentencia sin oinne, ¿ Cómo es po- 
sible que esto regularmente puedaauceder en un expediente que 
ést:ien tramitación y es materia de un juicio especial? 

2 o Kn los mismos autos he solicitado ante la Eima. Cámara 
se traiga ade/fectitm videndi, para infirmar in poce, loa siguien- 
tes expedientes; I o AnaLezicu de Lastra contra Adolfo Lastra, 
sobre levantamiento de embargo; 2 o expediente testamentario 
de Clara Muñoz de Lastra ; 3 o Adolfo Lastra y otros contra don 
José Lastra, sobre cobro de hacienda con sus procrees, y la Exma. 
Cámara contra todo derecho se niegan acceder á mi pedido. 

Estos expedientes que menciono se han extr¡ivia'lo de los tri- 
bunales. 

Como Y. E. verá, estas irregularidades y abusos importan la 
violación de todos los derechos más elementales de defensa que 
reconoce la Constitución nacional. 

Debo decirlo con todo sentimiento que, como argentino y ciu- 
dadano, he sido constantemente ultrajado en mis derechos, sin 
libre defensa, sin garantías, pues muchos de los escritos pre- 
sentados por mí tn los tribunales no se les ha dado curso 6 se 
han extraviado en secretaría. 

En mérito de lo expuesto, ocurro ante V. K. en amparo de la 
justicia que me acuerdan las leyes, rogando se provea de con- 
formidad á lo solicitado en el exordio de este escrito. 

Será justicia, etc. 

Adolfo Lastra. 
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F«ll« de l« 8u|>FfDM Corte 

liUKiins Aires, Jumo 7 ,U- IS:*s 

Visto en el acuerdo, y resultando de la propia exposición pre- 
cedente que se trata de la interpretación y aplicación que los 
jueces de la Capital han hecho de las leyes de procedimiento 
dictadas para la «ustancincimi de las causas de la competencia de 
Ja justicia local. 

V teniendo en consideración que con tales antecedentes, el 
Chiflo no está comprendido en ningmiud» los incisos del artículo 
catorce de la ley de jurisdicción y competencia de los tribuna- 
les nacionales, como lo tiem* establecido la jurisprudencia de 
esta Suprema Corte. 

Por esto, se declara no haber lugar al recurso traído y ar- 
chívese. 

KEWJAM1N PAZ. — LUIS V. VA HELA. 
— ABEL BAZAS. — OCTAVIO BUK- 
C1E. — JÜAPi E. TORHEPÍT. 



« AUNA MWVIII 

Ih'tor y compañía tf otros, contra t'ini hermanos y otros, por 
fabi/icactiin de marca* de fábrica; sohrc instrucción de 
sumario. 

Sumario. — No procede la instrucción del sumario en los de- 
lito-, de falsificación de marca de fábrica, acusados ante la jus- 
ticia federal, con arreglo á la ley especial de lu materia. 



■wíigfc* ■ mmi^ j s . ••••• « •-•*». ••- 

i.h justicia kaciuiui. 2:i7 
Caso, — Lo explica el 

Auto «1*1 Juez red eral 

Huimos Air**, .Marzo ¿H de 189*. 

Por presentado en cuanto huya lugar cutí los documentos 
acompañados y constituido el domicilio que su indica ; bise por 
acre litada la pers-HUTÍa invocada en mérito del testimonio de 
poder presentadlo en lo principal, de la acción deducida, trasla- 
do : debiendo procederán previamente y bajo ta responsabili- 
dad de los recurrentes á trabarse el embargo solicitado en tus 
domicilios que se indican, á cuyo afecto se librará el manda* 
miento correspondiente en debida forma, y oficien al jefe de 
policía, ú linde que preste el auxilio que se solicita, podiendo 
el oficial de justicia nombrar depositario de loque se embargase 
en persona de responsabilidad ; habilitándose las horas si fuere 
necesari >, y líbrese el exhorto solicitado. 

Granel. 

Habiéndose ejecutado el embargo, tus acusadores pidieran 
que se procediese á instruir el sumario, con arreglo á la ley de 
procedimientos en lo criminal para la Capital. 

rallo del Jues Federo I 

ttm no* Vire», Abril 13 de 1898, 

No siendo procedente lo solicitado, uo ha lugar, y córrale «I 
traslado conferido i foja 16 vuelta, sin m&s trámite. 

GraneL 
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RECURSO OE REVOCATORIA 

Buenos Aires, Abril 18 de 1898. 

Señor Juez Federal ; 

Moorc y Tudor y Félix Soulié y compañía, por la representa- 
ción que respectivamente ejercemos en la denuncia y querella 
qne por falsificación de la« marcas de fábrica y comercio t Co- 
u;ic Martell Oíd Brandy > y «Aperital Delor », tenemos promo- 
vi ta á loa «emires Pini hermanos y compañía, cómplices y en- 
cubridores señalados en el escrito de foja.. ante V. S. seguo 
derecho, decimos : 

I" Que se nos ha notificado la resolución de V. S., por la 
coal : I o no hace logar n jas medidas que, en virtud de 
las disposiciones legales que oportunamente invocamos, he- 
mos solicitado con el propósito de esclarecer el hecho delictuo- 
so denunciado y de reunir las circunstancias que pueden deter- 
minar su calificación lega! ; 2" disponer que, sin otro trámite, 
se corra traslado del escrito de denuncia y querella ií los acu- 
sados, 

-" Ksas resoluciones impiden el ejercicio dtl derecho que in- 
discutiblemente tienen nuestros representados para pedir y eli- 
gir que ese sumario se Hete á cabo y termine con arreglo á las 
prescripciones de la ley de forma que lo rige. Ese auto les cau- 
sa perjuicio irreparable, porque le* priva del medio legal de es- 
clarecer y constatar la existencia del delito con que se les ha 
ofendido y determinar oon la precisión necesaria para imponer 
la pena, quiénes son losautores principales, sus cómplices ó en- 
cubridores. 

Pero, -orno actuara.'- ante un magistrado cuya rectitud é 
ilustración somos los primeros en reconocer, consideramos que 
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debemos previamente mostrarle el error < i que, segun nuestro 
humilde juicio, pero profunda y sincera convicción, ha incu- 
rrido. 

3* Venimos, pues, en tiempo y fotma á interponer el recargo 
de reposición, que fundamos brevemente y para el caso omiso 
ó denegado, no probable, en subsidio y desde ja el de apelación 
[¡.ira antu la Suprema Corte de junticia nacional , 

■i° Desde luego, conviene formular algu una ligeras oonsidera- 
ciones sobre la naturaleza del delito que hemos denunciado, re- 
cordando, de paso, en qué consiste y cómo se ha perpetrado. 

5° Los señores Pini hermanos y compañía, en &u destilería de 
la calle Lorea, elaboran el coñac y aperital que renden luego 
como si fuera legítimos y procedieran di* !us bodegas du Martell 
y compañía en Coñac ó de las destilerías de A. Delor y compa- 
ñía, en Burdeos. Para engañar al público consumidor, usan ca- 
jone*, botellas, etiquetas, corchos, con sus firmas, marcas y se- 
llos y aun estampan la nuestra como únicos importadores de 
esos productos en esta plaza, y como si todo ello no fuan ya 
bastante, envuelven cada botella en papeles iguales á los que 
usan nuestros representados, en los cuales está impreso una ad- 
vertencia á los consumidores recomendándoles que tengan oui- 
dado con el engaño, la adulteración, la falsificación del pro- 
ducto, ürmada naturalmente por Martell y compañía ó por A. 
Delor y compañía. 

Han ocultado sus netos procurando evitar las responsabilida- 
des en que, llegado el caso, sabían que iban ú incurrir y se les 
debían eligir que hicieran efectivas. Así Y. 8. ha observado que 
los líquidos elaborados en una parte se embotellaban y guar- 
daban en otra y que lai etiquetas, cápsulas y demás instru- 
mentos de la falsificación se tenían escondidos en un cuarto 
edificado con ese objeto en los fondos de una casa contigua. 

6° Bien, pues, usando de nombres que no les pertenecen, del 
crédito ajeno, con nombre supuesto, calidad simulada y falso 
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título, con el sello, firma y m i rea de un establecimiento particu- 
lar, ocultando maliciosamente la verdad, con perjuicio de ter- 
ceros, han colocadoen el tnerc.ido grandes cantidades del líquido 
qu»; elaboran calle Lorea. 

¿En derecho, cómo se califican esos actos ? 

La respuesta no es dudosa j se encontraría seguramente en 
los artículos 202, 278, 293 del Código Penal, y siria éste un jui- 
cio de la competencia de la just icia ordinaria si la lej de 19 de 
Aguato del 76, garantiendo la propiedad de la marea de fábrica 
no hubiera traído e! debate á la jurisdicción de V. S. 

Pero la cuestión sobre la calificación legal que corresponde á 
los actos que dan mérito á esta querella, no es nuera. Ya en 
tiempo lejano, informando ¡i la Cámara de apelaciones de la pro- 
vincia d»« Buenos Aires», su fiscal el doctor don Benjamín Vic- 
torica y en un juicio que por falsedad y estafa seguían M . S. 
lia^ley contra los mismos Pini herminos, porque expandían al 
público un licor bajo el nombre de « Hesperidina >, decía el fis- 
cal mencionado : 

* Per» aun cuando no baya privilegio exclusivo coneedido á 
un individuo, sobre un producto de su invento, aun cuando no 
baya ley sobre las marcas de fábrica, reglamentando au uso y 
la penalidad a los que la quebranten, las leyes existentes sobre 
el dolo, la falsedad y el e .gaño son aplicables al fraude quo 
puede cometerse por un fabricante, contra otro, simulando los 
efecto de tal modo, que de aproveche ilegítimamente del crédito 
de que pueda gozar, tigurando que son de la fábrica de'aquél, 
Km que él produce contrahaciéndolos fraudulentamente, ¿ qué 
leyes pueden ser aplicables en este easo ? 

« A la luí del principio de la ley 17, título 34, partida 7\ del 
que nadie puede enriquecerse torticeramente en perjuicio de 
otro, estiín especialmente las disposiciones de tas leyes A\ título 
7 o . y 8', título i6 y otras de los mismos títulos que pueden re- 
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ferirse análogamente ú las incompatibles mane ras, cómo puede 
maniobrarse el fraude, como dice tin autor, á las maneras, como 
dice ta ley, que puede romperse Ja falsedad y el engaño. 



«La falsedad es mudamiento de la verdad, dice tatf>y departi- 
da ; alteración de la verdad, y que la mentira ocupe completa- 
mente su lugar é todo evento y i (odo riesgo. Sólo de ta falsedad 
así caracterizada puede provenir el engaño como delito á que 
pueda imponerse pena, 

€ Para que se produzca la estafa, para que pu<'ds haber lu- 
gar á las penas de estafa, ea preciso que se hayan empleado 
medios capaces para extraviar la prudencia, j la sagacidad or- 
dinaria; cuando se hayan empleado, por dolo 6 fraude, manio- 
bras capaces de engañar aun & los menea avisados. 

" * " 

t hs por eso que entre nosotros, que no hay ley de marcas, la 
usurpación ó falseamiento del nombre de un fabricante sería el 
único acto digno de calificación de fraude o estafa, ruando se 
verificase con dolo y con objeto de lucro en su perjuicio, > 

Quedan, pues, definidas y clasificadas por Ja autorizada opi- 
nión de quien fué después presidente do la Snproma Corte de 
justicia nacional, los actos quedan mérito á este proceso, 

Y no es necesario recordar que la época en que oJ doctor Vic- 
toríca expedía su «ta no existia la ley de marcas de fábricas y 
de comercio. Ella se dictó después, en 19 de Agosto de Í876, 
y vino á consagrar el derecho de propiedad de las marcas de 
fábrica y de comercio, de eiot wVnes incorporales, seguu la . la- 
nificación de Vidari. 

La ley de marca» de fábrica determina el delito que cometen 
sus contraventores y señala las penas que según el casóles o u 
rresponden. 

Nos encontramos, pues, frente á un acto definido como delito 
por los tratadistas, por la jurisprudencia, por Ja ley de marcas 



* 

242 KALLÜS DE LA SUI'HfcMA COHTK 

de fábrica» por el Código Penal. Nuestros mandantes lo han de- 
nunciado á V. S., se han querellado porque con esos actos se les 
ha perjudicado directamente. 

Con la perpetración de ese delito se engaña al consumidor, 
se perjudica ¿nuestros clientes y al fisco, se ofendí' á Ja socie- 
aaa . 

El consumidor creí- comprar y paga el producto legftr»» 
cedente de los establecimientos de nuestro* representados, que 
se les vende bajo sus marcan y etiqueta» y hasta recomendándole 
que seonide con eL engaño y, en tanto, se leda una grosera r.dul- 
teTajúon. 

Nuestros representados qne ira a*u omitido sacrificios para 
acreditar sus artículo», Ten burlados ^us -sitíenos, perjudica- 
do su buen nombre. 

El fisco que recibirla mu* importante suma por derechos de 
aduana, se priva de ellos, pues una parte que se consume como 
producto importado es el fruto de una elaboración clandestina 
y fraudulenta. 

La sociedad, porque tales actos ofenden á la moral y buenas 
costumbres; á los principios de derecho natural y positivo en 
que reposa su organización, 

7" ¿Qué procedimient o deben seguirse, en justicia, para 
averiguar, esclarecer ó constatar la existencia de esos actos, 
para reunir los antecedentes y circunstancias: que puedan in- 
iluir 4 ii su calificación legal, determinar sus autores, cómplices 
ó encubridores y aplicar oportunamente la pena que corres- 
ponda ? 

La recordada ley de 19 de Agusto de 1876 sólo determina 
algunas reglas de procedimiento ; las medidas preventivas, el 
secuestro de mercaderías falsificadas é instrumentos de la fal- 
siftoaciOB. Luego establece que la acción debe iniciarse á ins- 
tancias de partes, pero agrega que entablada podrá seguirse 
por el Ministerio públieo (parte final del ai tículo 34), determi- 
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uando por consiguiente I» necesidad de la intervención fiscal 
en el proceso. 

Ua ley citada no contiene otra regla de procedimiento ni son 
aplicable, á los casos de que ella se ocupa las fijadas por la lej 
de 9 de Noviembre de 1806, de la cual el legislador se na re- 
parado por voluntad táeí ta y expresamente manifestada, pues 
no ha dicho en parte alguna que ellas debían aplicarse y ha re- 
suelto expresamente que el ministerio fiscal era parte en e| pro - 
y Mía continuar la acción, Jo cual no sucede en los casos 
sobre que legisla la ley del 66 ( j ello se explica fácilmente si U 
tienen cuenta Jaoituraí^a diversa del arlo que un., futro 
consideran . 

Luego, tratándos- d- p. rseguir un delito comnn que sin la 
ley de 19 de Agosto del 7f>, oormpoudería á ta jurisdicción 
4e los tribunales ordinarios, delito que , S a ley no ha cambiado, 
que sigue siendo siempre el mismo, con la circunstancia agraran- 
lede herir un derecho consagrado y amparado por la nación; de- 
ben seguirse, pues, las reglas generales que se aplican p ;i ra to- 
dos los casos, el procedimiento común. 

Esos procedimiento* están marcad.* por el título XXX artí- 
culo352dela ley de H de Setiembre de 1883 . 

8° En el caso sub-judiee la instrucción del sumario es nece- 
saria y se impone, señor juez. 

Comprendemos que se prescinda de el y se arriera traslado 
de la querella al acusado, si ella versara sobre otro delito, ver- 
bigracia de haber imitado las marcas de fábrica de nuestros 
mpre* itados. Entonces, pudría seguirse un procedimiento 
análogo al que se emplea en los casos de injuria ó calumnia 
pues no hay herhoa que se oculten maliciosamente y que con- 
ven-a esclarecer. Aeróse trata de una falsificación del uso in- 
debido de una firma, de una marca que se ha llevado á cabo clau- 
destinanente. Hasta, señor, leer las constancias que ya exibten 
en estos autos, el acta labrada con motivo délas diligencias de 
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embarco y secuestro que se practicaron ea «I juicio que inició 
Hissimino, contra Pini hermanos y compañía, y á la cual nos 
referimos oportunamente, para adquirir el conocimiento de que 
es necesari" que se termine esle sumarin, que V. S. dicte las me- 
didas que hornos solicitado, otra* que ya pediremos, sin per- 
juicio délas que S. S, juzgue procedentes ;il tin supremo que 
debe proponerse la justich, averiguar la existencia del delito, 
quiénes son bus autores, para aplicarles el castigo que reclama 
la suciedad ofendida, el individuo perjudicado, 

9" Ahora bien, si el conocimiento de f > ta causa corresponde á 
V. S. porque una ley nacional garante especialmente el de- 
recho de nuestros representados ; si el artículo 352 de la ley de 
procedimientos federales dispone que en las cansas criminales 
ha de aplicarse la ley de forma que en cada provincia rija, y co- 
mo no puede di- utir-t- que por razón de la materia no sea éste 
un juicio criminal, sostenetn >s que debe procederá* de acuerdo 
con el Código de Procedimiento en lo criminal déla Capital, y 
este código, en su artículo 179, establece que el sumario puede 
iniciarse p-ir denuncia, por querella, por prevención y de ofi- 
cio. Kl artículo 34 de la ley fie marcas de fábrica excluye el caso 
de que este sumario pueda comenzarse de oficio ; por e*o, 
nuestros mandantes se han querellado, y este sumario, que no 
es otra cosa, -e inició por U denuncia y querella que debe ser- 
virle df base, atentó lo dispuesto por el artículo 181 del Código 
de Procedimiento el cual ha le seguirse teniendo presente las 
reglas que fija en el capítulo 2°. título 1" y las demás que de- 
ben tenerse presente para la in>truecion del sumario, cuyo ob- 
jeto expone el artículo 178 y es el mismo que se proponen nues- 
tros representados. 

10° El resultado de las medidas hasta ahora solieitidas de- 
muestra que corresponden las solicitadas á foja..., siempre que 
se proceda ála instrucción del sumario en la forma y con el 
objeto queprevee el cú ligo, es procedente; pero reconocemos que 
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V, S. pilóle uo decretarlas, dejando sí la • unstancia de nuestru 
pe«l iilo. Pero lo que sí no se [¡u»»de es d:ir por ahora ti afilada al 
acusado. Kl sumario es secreto. 

11° Las disposiciones legales* que hemos citado y en las qnr 
apoyamos nuestro derecho, soq clara» y terminantes y ño se ci- 
tarán otras qiitt ¡lutorizeu un procedimiento distinto al que ve- 
nimos indiraudo. 

Permítanos V. S. recordar qne liemos tomado el cuerpo riel 
delito, ¿no»* parte la mercadería fal*üicada, eti otra las eti- 
quetas, eá paulas, estampillas, aquellos instrumentos fie la falsi- 
ficarlo» aquí, que loa cómplices, los reos, los encubridores han 
incurrido en las falsedades* y contradicciones que determinan su 
condición, y entretanto, se pasean libremente por las caites, 
bastase ausentan del país y que todos 6 cada uno probablemente, 
tratarán de borrar alguna prueba del delito, que aún existe - -n 
sus manos y que sólo la acci-mde V. S„ 1 levada en la forma que 
pmUa raméate determina la ley, podrá arrancarles. 

12 Debo terminar la* breves ftiiMrleraciunes que ligia- 
mente dejo expuestas. 

Corresponde : que V. S.. revocando, por contrario imperio el 
auto que recurrimos, acceda á la* medida* «OÜoiUdas y dispon- 
ga que no se corra el traslado conferido. 

Mis, si V. S. n^ creyera que sea procedente la declaración 
ind;igaturh, reconociendo que es punto que está librado exclu- 
sivamente a su apreciación personal, no insistiríamos en esa 
medida, pero pediríamos otras, que V. S. apreciará. 

Mu el fond nue&tr . petición n > se reüere á una medida de- 
terminada del sumario, sin ó á que el sumario se instruya con 
los tines que quedan expresados y en la forma man ada por la 
ley. 

l'ara el caso omiso ó denegado, hemos interpuesto ya el re- 
curso de apelación para ante la Suprema Corte de justicia na- 
cional. 
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áíryase V . S. reponer el auto recurrido, ó eonced' .no* el 
recurso ojie así lo pedimos por ser justicia. 

Julio i ¡are ta. — Mnore y Toudur. 
—Félix Soulüi y r;\ 

Aula d«l Jum *>der*l 

lineóos Ai Al-ríl 27 dtr 186*. 

Autos y vistos: Y considerando : Que según el artíeu'o 34 de 
la ley de la materia, determina de una manera clara y precisa 
que las causas de la naturaleza de la presente, súío pueden ini- 
ciarse ú instancia de parte, y en ningún -uso de oficie, 

Que el prucediinivntu que ha impreso A esta causa este juz- 
gad», es el que constantemente se ha observa lo en lo-, tribuna- 
les federales desde li creación de la ley Insta el presente, sin 
observación alguna por parte d<d superior, 

Qne la Suprema Corte y estos tribunales siempre entendieron 
gii" Ja intervención que. ucuerdn al ministerio público el artículo 
34, invocado por los querellantes, sólo debía tener lugar cuando 
los actores, haciendo uso del derecho que les etjtic, Je la última 
parte de esa disposí ion, desistían de II* var adelante «u acción. 

Que por otra parte el auto de foja 16 vuelta, que es el que 
pretende la parte querellante quede sin efecto, por medio de las 
v ■ lamacioues que se resuelven, se encuentra enteramente con- 
sentido por ellos. 

Por estos fundamentos, no h;i lugar ala revocatoria solici- 
tada y se coneede en relación el recurso de apelación subsidia- 
ria mente interpuesto y elévense Jos autos ¡i la Suprema Corte, 
en la forma de estiio, Rep'mgase el papel. 

Gerrus to F. tirant'í. 
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Fallo de I* Suprema Corte 

Bucuos .Aire», Junio 7 de 1898. 

Vistos; Considerando: t¿ue la demandadeducida se funda en 
la U'V nacional de mure** de fábríoa, pidiéndose el castigo de 
inculpado-,, con arreglo A las disposiciones peculiares do aque- 
lla ley. 

Que si bien el hecho delictuoso queso imputa á los deman- 
dados, cabe dentro de definiciones genéricas déla falsedad y de 
la estafa, son los demandantes mismos quienes han elegido la ju- 
risdicción federal para ejercer su acción, y quienes, separdnd ose 
de la legislación común criminal, se han upnyado en la ley na- 
cional especial que ampara el uso de las man as de fábrica. 

Que aun cuando en esta ley existen «anciones penales para 
los actos que ella determina coin-> punibles, no ha sido sancio- 
nada en uso de la facultad que el Congreso nacional tiene para 
dictar el Código Penal general para toda Ja República, sinó en 
virtud de su atribución de reglamentar el comercio, siendo por 
tanto lor delitos que por ella Sfl persiguen y castigan, delitos 
del fuero federal y de una naturaleza espeeial. 

Que cualquiera que fuese la clasincacioji que pretendiera 
darse al delit» impuLado A los demandados, éste no podría caer 
dentro de las sanciones del Códi^u Penal, desde el momento en 
que i-n la úVuiniida se invnca la ley especial de marcas de fAbri- 
ra, que señala procedimientos y penas especiales á los que vio- 
len sus disposiciones, estandu especialmente determinado, en 
aquella, que sólo podría iniciarse el juicio por acción príva la 
del perjudicado por ¡afalsifi a-* ion de la marca, sin estar obliga- 
do á seguirla el ministerio fiscal, aun cuando resultaren eviden- 
temente prohados los delitos de falsificación y estafa, loque basta 
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parademostrarque, en si concepto del legislador, son actos puni- 
bles distintos los que pueden perseguirse con motivo de las mar- 
cas de fábricas falsificólas, podiendo en un caso, ser un simple 
delito común de jurisdicción local, y, en el otro un delito espe- 
cial de jurisdicción federal. 

Que, elegido por los actores este último fuero, y deducida 
la demanda en la forma que tu bao hecho, y sobre todo, ha- 
biendo consentido Ja providencia que mandó correr traslado de 
ella á foja die* y seis, no puede posteriormente pretender se 
siga la causa ante los tribunales federales con ios procedimien- 
tos de juicio criminal ordinario, como lo tiene resuelto esta 
Suprema Corte, va las causas qne se registran en las páginas 
ciento sesenta y dos y ciento sesenta y siete, tomo segundo, 
série terrera, y t»mo sesenta, página ciento veinte y dos. 

Por estos fundamentos, y los de la sentencia apelada de foja 
cincuenta y nueve; se confirma ésta, con costas. Repuestos los 
sellos, devuélvanse. 

BENJAMIN PAZ. — LUIS V. VA HELA. 
— ABEL DAZAN. — OCTAVIO BUft- 
GE — JUAff E. TORBENT. 



CAUSA «*V\I\ 

Don Severo Freitns contra don Pascual Catiro, por cobro 

ejecutivo de jiesas 

Sumario, — i" Contra el comprador a quien se ha ofrecido 
la entrega de la cosa, procede la acción ejecutiva para el pago 
del precio de plazo vencido, estipulado en escritura pública. 
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2 Ú El solo temor de s*<r molestado por acciones reales, sin 
probar la existencia de niutívos fundados que lo justifiquen, no 
le autoriza á suspender el pago y oponer excepción de inhabili- 
dad contra la ejecución. 

Caso. — Resalta del 



KffiÜ del Jum Ferie»! 

Córdoba, Hayo i út mi. 

Y vistos; el juicio ejecutivo seguido por don Severo Freitua 
contra don Pascual C'ai'iro, cobrándole la suma de 4501 pesos 
con 50 centavos nación atea, procedentes de parte del precio de 
Hll campo que Freitasle había vendido. 

Y resultando: i" Que lie Inacción ejecutiva deducida, Caei- 
ro se excepciona alegando la inhabilidad del título que funda 
la ejecución en raxon de 3er el título un contrato bilateral que 
impone obligaciones recíproca* y que no puede dar lugar á ac- 
ciones ejecutivas. Bn que faltándole los títulos de la propiedad 
al vendedor, tiene un motivo fundado para rehusar el pago del 
precio en temor de una eviccion, según Jo dispue sto por el ar- 
tículo 1425 del Código Civil, y por 61 timo, en que Freitas no 
ha podido vender esa propiedad por encontrarse en condominio 
hereditario* 

2 o E! Tendedor *ualiene que es exclusivo propietario del 
inmueble vendido, qne la falta de títulos no es motivo fondado 
para temer ta . víceion. Que la excepción alegada no es de Ua 
admisibles en el juicio ejecutivo. 

Y considerando : 1" Que la excepción llamada de inhabilidad 
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de título no puede fundarse sinó en el título mismo, en su for- 
ma, en bu validez 6 eficacia en sí, é respecto á las personas de 
que emana ó que se dirige, pero no en la causa ú origen de la 
obligación ; por cuja razón , siendo el presente un título válido, 
público y por cantidad líquida, él es hábil y trae aparejada eje- 
cución (Caravante*, tomo 3», número 1197 ; artículo 249, inci- 
so 3 o , ley de procedimiento rivil). 

2 o Que nu ob*tant>' v aunque la excepción opuesta no M<a de 
las establecidas por el Código de Procedimientos, ella no pu- 
dría tampoco desecharse en jiiici», probndos que fueron mis 
extremos, porque aunque no sea una excepción ordinaria es un 
derecho Ueretencum det precio, oreado por la ley, que puede ha- 
cerse valer en cualquier juicio. 

3* Que el solo hecho de carecer un vendedor de sus títulos 
escritos de propiedad no es un motivo fundado para t«mer la 
eviceion, mientras no se pruebe 6 demuestre la existencia de un 
t- roero que se diga propietario di I inmueble. La simple proba- 
bilidad di- que existe, tiu basta para constituir el easn del ar- 
tículo 1425, es necesario que haya temores fu Hitados de s-r 
molestado por reivindicación ú otra acción real, y si bien no 
os neces iri.) que éstas se hayan deducido, es preciso que se afir- 
me la eiHtencia de otro que se dig¡i tenerlo. 

Üe otra manera, resultaría una obligación más para el ?en- 
dedor, ¡a de embargar su-< papeles, la de comprobar previamen- 
te la propiedad de la c«»sa vendida, que la ley no ha creado, 
« orno esencial al contrato y que uo se concibe tempe», pues se 
puede ser propietario y vendedor del inmueble sin tener doct- 
nvurtosdela propiedad; como en el caso de la prescripción, ó 
en que los títulos se ban perdido o destruido. 

4" Que ninguna de las autoridades citadas por el opo-iior 
djee que baste la falta de documentos para ejercer el derecho 
pretendido : pues Aubry y Han, sólo dice: que puede ejercer 
éste derecho el comprador * cuando es turbado en la posesión 6 
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cuando pue.lts establecer que el vendedor no es propietario » ; lo 
cual fto puede deducirse de que el vendedor uo le presente es- 
crituras que no se obligó a presentarle (Aubry y Rau, tomo 4", 
tíérte 356). Entre lo* diversos casos qae estudia Laurent como 
desprendidos del artículo, no figur i tampoco el de carecer el 
vendedor de tos documentos de propiedad (Laurent sobre el 
artículo). 

5* Que ai Caeíi o no ha recibido la posesión del terreno ren- 
dido, no ha sido porque el vendedor baya rebasado entregár- 
selo, sino porque él no lia querido recibirte. Kl vendedor, al 
contrario, lia ofrecido esti entr ^a (interrogatorio de foja 70). 
La posesión solicitada de foja 8, poi la cual Freitas queda ni 
condicione» de pedir el pago del precio, artículos 510 y 1 tío f 
Código Civil. Algo más, el señor Cae ir o conociendo la pose- 
sión de freitas, tenía uiutíros para suponerse propietario, 
mientras no hubiere existido el títul¡» un reivindicante de 
feiiha anterior á Va pO*e#ÍOO (artículo 2789, Código Civil), 

6 a Que Cseiro, ú quien incumbe l.i prueba del hecho en <jue 
funda au excepción d»« nulidad de la venta, no ba probado ni 
aún afirmado que existan otros herederos de don Carlos ó de don 
Benjamín Freitas, que no sean los declarad <s por el ejecutan- 
te; pues nn basta la fíOsibtliflad de que los baya, siendo nece- 
sario la prueba de su existen*- ia, según lo tenemos dicho . 
Cauiro duda de la muerte de don Benjamín y afirma que á la 
muerte de don Cirios no le. practicaron inventarios ni parti- 
ciones ; pues estos inventarios no son la única forma admitida 
por la ley para resolver ese condominio (artículo 3402, Código 
Civil); Freitas, además, ha comprobado en la forma establecida 
por el artículo 1184, Código Civil, con los testigos á" fojas 56 A 
61 y 73 de estos autos, la muerte de don Benjamín Freitas, y 
con las escrituras públicas de foja... del expediente del juicio 
del ido 90 y da la de foja 61 de estos autos que tudas las per- 
sonas que, según el ejecutante, como ucesoras de don Cirios 
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Freitas, fueron sus copartícipes en los terreno*, heredados de 
éste, declaran el hecho de ta división y reconocieron el hecho 
de la exclusiva propiedad de don Severo Freitas, sobre el lote 
en cuestión ; lo que quiere decir que estos herederos no pueden 
ya pretender derecho alguno sobre el inmueble vendidu. Ks 
por estas razones que no existe el condominio alegado por el 
at'fntr Caeiro. 

7'* Que apune de todas estas consideraciones y aun supo- 
niendo 1 1 nulidad de la venta hecha, esta excepción no podría 
alegarla en juicjo ejecutivo mientras sea válido el título en que 
funda la ejecución, y ella sólo podrís alegarse en juicio ordina- 
rio, pues ella entra en las excepciones de lar (jo cxátnen de que 
lulila Kscrich, Juicio ejecutivo. Además la nulidad de una 
venta, no es precisamente causa de retención del precio si nú 
euando de ella resultare un tercero propietario de la cosa, lo 
que ni aun se afirma por Caeiro, y así la nulidad por vicios en 
el (.'on sentimiento ú en la eos si mi -ni a no fauulta para retener 
el precio por el artículo 1425, que se ha legislado en vista de la 
eviccion ó turbación de un tercero. 

8 o Que n u es indispensable la presentación de los «loeumentos 
y escrituras varias indicadas por Freitas para demostrar su 
exclusivo dominio en el terreno vendido, pues Caeiro no dici- 
desconocerlas, ni observa fiada contra ellus, y dichas escritu- 
ras, ademas, de lien existir en los archivos correspondientes. 

9' 1 En resumen, el título con que se ejecuta á Cauro es va- 
lido . Kl hecho de n<> presentirle Freitas sus escrituras 4 Caei- 
ro, no le faculta para retener el precio, no habiendo ni aürmu- 
do Ja existencia de un tercero, que se diga ron derechos reales 
sobre el inmueble vendido, y el temor fundado, que requiere la 
ley, n se justifica en este caso por aquel solo hecho. Que el 
inmueble vendido no estáyj en condominio hereditario, y que 
los herederos de Freitas no pueden alegar derecho alguno ho- 
nre él 
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Por estas consideraciones, y otras que se omiten, se resuel- 
ve y manila seguir la ejecución afielante, con cual as al ejecu- 
tado. Hágase sabí*r con el ori-riual y repónganse los sollo», 

C* Mayarlo (¡acitúa. 



t allo d« I* Hiipremn Corle 

u unios Aire?. Junio 11 de 1866. 

Vistos y considerando: Que la escritura pública de foja tres 
comprueba la deuda por cantidad de moneda líquida y de plazo 
vencido. 

Que, por consiguiente, la procedencia de la acción ejecutiva 
intentada ae halla expresamente declarada por loa artículos 
doscientos cuarenta y ocho y doscientos cuarenta y nueve, inci- 
so tercero, de la ley de procedimientos. 

Que el ejecutado no ha probado, como probar debía, ninguno 
de los hecho> en que funda su oposición. 

Que entre tanto T la* estipulaciones de la citada escritura de 
í'ija tres, que dan derecho al ejecutante para percibir el precio 
de la co<a enajenada en plazo determinado, consigna de modo 
esplicít. que lo* plazos correrán continuamente dewie la fecha 
de la escritura. 

Que no basta que el comprador afirme que teme ser moles- 
tado por la reivindicación de la cosa ú cualquier otra acción 
real, para quedar facultado para suspender el pago del precio, 
siendo, al contrario, necesario que demuestre la existencia de 
motivos fundados que justifiquen ese temor, de conformidad con 
lo dispuesto en el artículo mil cuatrocientos veinticinco del Có- 
digo Civil, 
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Que esa demostración no tía hecho el ejecutado, lo que le era 
tanto más necesario, cuanto quo no se había limitado él á con- 
venir en un contrato de venta, sinó que lo había cumplido en 
parte *aaIiiando parcialmente las prestaciones á que se obligó. 

Que el ejecutante ha producid . prueba suñeiente para des- 
truir la fuerza que pudieran tener los hechos alegado* por el 
ejecutado. 

Que el ejecutante lia ofrecido con reiteración la entrega de 
la cosa al ejecutado, lo que lo habilita para hacer valer las ac- 
ciones que el contrato le da (artículo quinientos diez, Código 
Civil). 

Q'ie en consecuencia y aunque ta excepción de inhabilidad 
de título do sólo se refiere á la forma del instrumento, sinó 
también á la causa de la obligación que se ejecuta, se ha debi- 
do desestimar la oposición del ejecutado. 

Por estos fundamentos y concordantes de la sentencia apela- 
da de foja setenta y cuatro vuelta, se confirma ésta, con costas. 
Repuestos loa sellos, devuélvanle, pndiendo notificarse yon el 
original. 

BEHJJimW PAZ. — LUIS V. VARELA . 
— ABEL BAZA». — OCTAVIO «UN- 
CE. — JÜAW E, TORHEWT. 
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«ALNA 4 II, 



El doctor don Oseas (¡uiñazú contra don Juan ti. Sosa , snhre 

embargo preventivo 

Sumario, — 1° En A contrata de usufructo procede el em- 
bargo preventivo d*> los bienes af. ciados al cumplimiento de las 
obligaciones del usufructuario, si se acredita Ja omisión «te 
ésta, y el cumplirnit nto de las cláusulas del contrato por parte 
<lel actor. 

2° La apreciación de la fiama dada par el embargante rorrea- 
ponde al juez. Si se cúpula insuficiente, puede ptdirse la am- 
pliación, pero nn la caducidad del embargo ordenado. 



Mendoza, Diciembre :tl ( Jp 

Vistor y considerando : 1° Que según el contrato de foja 20, 
el doctor Oseas Guiñazú dió eu usufructo á don Juan G. Susa, 
por el término de cuatro anos á cootar del 30 de Abril de 1894, 
una linca de su propiedad ubicada en el partido de Maipú, de 
esta provincia; constante de sesenta hectáreas, más ó menos, 

2 o Que por el artículo 3 o de dicho contrato, don Juan G. So- 
sa se comprometía i plantar de sarmiento de viña malbeck en 
el primer año, la apernóle de 15 hectáreas de terreno, sección 
situada al naciente de la viña que se plantó en el año 1890, á 
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rebajar hasta 50 centímetros la cabecera de los tres cuarteles 
situados al aud de la plantación á verificarse y plantarlas tam- 
bién de viñas con barbecho malbeok en el segundo año, y fi- 
nalmente, á cerrftT la propiedad y alambrarla en la forma y 
condiciones que consigua esta cláusula del contrato referido, 
obligándose á entregar por todo, entre vina vieja y nueva, la 
superficie de 42 hectáreas 9630 metros cuadrados, arrodrigona- 
da y alambrada, á costa del usufructuario. 

3° Que en garantía de las obligaciones que contrae el señor 
Sosa, se compromete á no enajenar el fruto de las viñas sin 
aviso prévío ni señor Guiñazn ú á su represeutante para que 
examinen s¡ ios trabajos han sido ejt-cutadoB en tiempo opor- 
tuno y según lo acordado, y además constituye segunda hipo- 
teca á favor del señor Guiñazú hasta la suma de 10.000 pesos, 
sobre todos di-reclns ; acciones que tien< j como heredero de 
la 3" ñora Co per ti na Sosa, sobre dos inmuebles de propiedad de 
la testamentaría (articulo 6 o ), 

4 o Que recibida la tinco en usufructo con arreglo al c m trato, 
el señor Sosa no ha cump ido con la obligación de replantar la 
zona de 22 hectáreas de vina pertenecientes á la finca usufruc- 
tuada (información de los testigos Pedro B , ÍJgalde, Belisarío 
Serpa y Juan R. Calcagno, sobre el interrogatorio de foja 14). 

5" Que acreditado Romanamente el cumplimiento del Gon- 
trato por el actor, con arreglo á lo proscripto por el artículo 
4*3, inciso 3°, de ta ley de procedimientos vigente en la mate- 
ria, y estando comprobada asimismo la omisión del demandado 
en las cláusulas á él relativas, corresponde hacer efectiva la 
responsabilidad que el contrato señala, por la indemnización 
que valorice para el acreedor la falta del deudor. 

6" Que el embargo preventivo, considerado procedente, de- 
berá decretarse bajo la responsabilidad del solicitante, apre- 
ciando el juzgado la caución que se ofrezca (artículo -444, ley 
citada ile procedimientos). 
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Por Unto: declárase pro-rédente la medida precauciona! 
gestionada en entos autos, debiendo hacerse efectivo el embar- 
go preventivo sobre lo, bienes que se denuncian, bajo Ea res- 
poosabilidad del peticionóte, por las costas daños t perjui- 
cios que pudiera ocasionar en caso de haberla pedido sin de- 
recho. Constituyase en autos la caución respectiva del deman- 
dante, afectando n sus responsabilidad^, por esta medida U 
líinma propiedad Crecida al efecto, y hecho, precédase al em- 
bargo, olivándose cumo «e pide. 

Hágase saber original. Notifiquen oportunamente al de- 
mandado (artículo 452, ley de procedimientos). 

Severa r, del Cmlitlo. 



*u«o del Juez Fedn » I 

Mendii/a, Febrero 30 de 1897. 

Vistos y considerando: 1" Que el recurso de reposición sólo 
procede respeto de las providencias meramente interloouto- 
nas (articulo 203, ley de procedimientos). 

2° Que la resoluc t on de foja 24 „o puede, por consiguiente 
ser susceptible de revocatoria. 

3" Que la diacucion acerca del mérito de Ja prueba rendida 
para obtener la medida precau<íonal decretada en estos untos 
es impertinente ante este jugado y sólo puede invocarse en 
segunda instancia. 

4° Que la apreciación de la lianza del demandante corres- 
ponde ai juzgado, y en todo caso, su insuficiencia no p Ued e mo 
tivar, nna vez acreditada, sinó su ampliación ó mejora, pero no 
a caducidad 6 invalidez de la medida precauciona! concedía 
(artículo 444, Código de Procedimientos de la Capitán 
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Por tanto, omitiendo mayores consideraciones, declárase im- 
procedente la reposición interpuesta, cou costas, y si se hubie- 
re interpuesto en tiempo, con arreglo á lo proscripto por el ar- 
tículo 452, Código de Procedimientos de la Capital (ley número 
3375 de 3 de Agosto de 189Ch concédele el recurso de apela- 
ción en relación y al solo efecto devolutivo. 

Elévense los autos á la Suprema Corte bajo certificado, á 
costa del apelante, con emplazamiento de 20 días. Hágase saber 
con ul original. 

Severo G. del Castillo. 

rallo de 1» Suprema Corle 

Bpenos Aires, Jupio 14 de 1898. 

Vistos y considerando: Que el embargo preventivo ordena- 
do por el auto de foja rei ni ¡cuatro consulta los hechos resul- 
tantes de las estipulaciones de las partes, comprobadas por el 
instrnmei^ A . foja veinte y el mérito de la - información su- 
maria producida por el actor. 

Que, en consecuencia, ajustándose alas disposiciones lecrales 
sobre embargo preventivo, incorporadas al procedimiento fede- 
ral por la ley numero tres mil trescientos setenta y cinco, el 
juez ha podido y debido disponer dicho embargo. 

Que la apreciación de la garantía dada por la parte que soli- 
citó el embargo á los efectos de su responsabilidad por razón 
de la metida, no causa gravamen irreparable al apelante, des- 
de que, como lo dice el auto de foja sesenta, él puede solicitar 
su ampliación 6 mejora. 

Por ésto, y f andamentos concordantes, se confirma, con cos- 
tas, el auto apelado de foja veinticuatro, mantenido por el de 
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foja sesenta. Repuestas l«vs «ellos, devuélvanse, podiendo noti- 
ficarse «oti el original. 

BENJAMIN PAZ, — ABEL BAZAN. — 
OCTAVIO BUHGB. 



« M NA * \ 1.1 



Don Atnjel Cateara y otros contra don Ettébm Battaracco, por 
ejuencion de sentencia contra lladaracco y Canate ; sobre 
competencia. 

Sumario. — 1* El juez que ha tenido jurisdicción para fallar 
en una causa, la tiene para la ejecución de ta sentencia. 

2 o Siendo solidaria la deuda por aprovisionamiento y salarios 
de un buque contra sus propietarios y socios, la sentencia que 
los condena al pago, puede ejecutarse contra todos conjunta- 
mente ii contra cualquiera de ellos. 

3 o Iniciada la ejecución contra uno de lo-i socios ante la jus- 
ticia federal, no obsta á que se lleve adelante ante la misma, la 
circunstancia de haberse formado al otro socio un juicio gene- 
ral ante los tribunales ordinarios. 



Caso. — Dictada la sentencia contra Badaracco y Canale, y 
practicada la liquidación de la deuda, don Angel Caboara ini- 
ció ejecución por su importe enntradon Estéban Badarac™. 
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I «tío del Juei r<Hter*l 

Bueoos Aire¿, Mayo 7 de 1895. 

Intímese como se pide el pago de la soma redamada dentro 
de ternero día, bajo apercibimiento de ejecución y embargo. 

Citm pilla. 

HECl'HSO HE DAUAHACCO 

Jlucnos Aires, Octubre 5 tía 1895- 

Señor Juez Federal : 

Cruz Düdaracco en representación úé mi señor padre don Es- 
tiban A Badaracci, e» *f l juicio que ai^ti e don Angel Tabeara y 
otros contra él y don Lorenzo Üanale, por cobro de pesos, üoiií»- 
i Huyendo domicilio legal en la calle de Reconquista número 
212, A V. 8, cotno raás haya lugar en derecho, dii^o : 

Que habiendo sido citado de remate en esta causa, vengo ú 
oponer las excepciones de previo y especial pronunciamiento de 
inhabilidad de título con que se prosigue este juicio, de acuerdo 
con el inciso 1" del artículo 270 de la ley nacional de procedi- 
mientos. 

Fundo esta excepción, señor jnez, en el hecho de que la deu- 
da que se reclama en esto juieio es por entero contra mí, en vez 
de ser la mitad que es lo único á que podría ser condenudo, 
pues se trata de un crédito contraído por el buque € Ministro V », 
que be poseído en condominio con don Lorenzo Canale, como lo 
probaré oportunamente. 

En consecuencia, el título con que se prosigue esta ejecución 
es inhábil para ejercer contra mí el pago de la totalidad del 
mismo, cuando sólo me corresponde la mitad. 
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Además, y aun cuando entre las exección* $ contenidas en ta 
disposición legal -'numerad» no figura la de incompetencia de 
jurisdicción, sin embargo, «-lia es procedente y V. S. debe pro- 
nunciarse al Tesperto, pues ese tribunal es incompetente para 
seguir conociendo ea esta causa, cayo Juzgamiento correspon- 
de hoy al juzgado de comercio de la Capital, 

Ks público y notorio que por ante el juzgado de comercio i 
cargo del doctor Luis A. Peyret, secretaría de Patino, tramiti 
la quiebra de don Lorenzo Canal'.', mi e mdóinhio en la propie- 
dad de) buque « Ministro V » y que ♦ -fr* buque bu sido ya ven- 
dido judicialmente en dicho concurso, dunda solo se me lia re- 
conocido La mitad de la propiedad del mismo. 

Pues bieiij ante ese tribunal y no ante V. S. es donde debe 
dirigir su reclamación el ejecutinte, á estar ¡l ios términos cla- 
ros del artículo 1387 del Código de Comercio. 

Y tan e^ cierto esto, que sólo es responsable del crédito que 
nos ocupa el buque « Ministro V », que es con lo único que pue- 
de hacerse efectivo el cobro de dicho crédito, á estar á las no- 
ciones más elementales de derecho marítimo. 

Por todo lo expuesto, V. S. se ha de servir admitir, con cos- 
tas, las eicepi ioues que dejo formuladas. 

Será justicia. 

Otrosí digo : Que mi personería consta en el recurso de he- 
cho que tengo promovido ante la Suprema Corte de justicia, y 
V. S, se ha de servir librar el correspondiente o lie i o para que 
ae expida el certiiieado respectivo. 

Ka también justicia, 

p. p, Esteban Hadaracm. 
C. fiada meco. 
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Auto del Juei Federal 

Bueno* Aires, Abril 20 de 1896. 

V vistos : De ai-uerdo cun las consideraciones lí gales aduci- 
da* jior la parte de don Angel Cabo* ra y ntros, en su escrito 
de foja 286, contestando el deexcupcíones di? la parte de líada- 
racco, consideraciones que este juzgado estima ajustadas a du- 
recho, se declaran improcedentes Las excepcioin-s opuestas por 
Badaraeco, con costas ; debiendo, en su mérito, llevarse adelan- 
te la ejecución. Repónganselos sellos. 

i*, uhechea y A ¡corta . 



VISTA DEL SEftOIt PHOCUHADOH GENERAL 

Huenos Aires, Julio ¿H de 18¡*7. 

Suprema Corte : 

La acción instaurada á foja 19 de estos autos, lo fué eontm 
h>s señores Badaraeco y O ">ale, tomo condominos del buque 
t Ministro V *. 

La sentencia de foja 24, confirmada por la de V. E., de foju 
Í81, condenó ú los demandados Bad aracco y Gánale, al pago de 
la suma demandada por el capitán y tripulantes, por sueldos, 
mantención y gastos devengados. 

La ejecución para el cumplimiento de esas sentencias se con- 
tinúa contra los mismos demandados Badaracoo y CanaJe, según 
los escritos de fojas 219, 222 y 226, en que se pidió citación 
de remate. 
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Kscon motivo deesa citación, que Badaracco opone 4foja 
vuelta la excepción de incompetencia de jurisdicción, fundado 
en que la deuda redamada afecta á los condúrainos del buque, 
y éste se lia vendido judicialmente por órden del señor juez de 
comercio, ante cuya jurisdicción pende el concurso formado al 
condómino Gánale, 

Si fuera exacto que ese concurso s- 1 ha formado, y el buque 
bu aido vendido por orden del juez doctor LVyret, depositándose 
el importe a su orden, pienso quMa excepción de incompetencia 
procede legalmente. 

Formado el concurso, la jurisdicción comercial ae opera tpo 
faiío, ex -luyendo la jurisdicción federal, según declaración 
eipresn del inciso 1\ articulo 12 de la ley de competencia na- 
cional . 

El estado de quiebra abarca la universalidad de loa bienes, 
der. cfaos, acciom-s y obligaciones del fallido, según e! artículo 
1381 del Código de Comercio, y la declaración de quiebra al rae 
al tribunal de comercio. Mom ios n« -o -ios judiciales del falli- 
do, según el artículo 1387. 

Sieu lo evidente que la r.-clamaei.m perseguida es o mtra Ba- 
daracco y Canale, si éste está concursado, y el buque vendido 
y depositado el produeto de su venta á la órdon del juez de co- 
mercio, á éste mismo correspondería la jurisdicción para cono- 
cer de los incidentes sobre pago de los sueldos y mantención de 
bits tripulantes, una vez que la continencia del juicio no debe 
dividirse, y el mismo lia larucco debe ocurrir al juez del con- 
curso parala liquidación de su haber social. 

Opino por ello, que el conocimientode este incidente, median- 
doooor.urso de uno délos demandados, eornspünde al juyz de 
ese concurso ; y pido á V . S. se sirva así declararlo . 
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«te IfeSupram Car** 

Buenos Aires, Junio 1-1 Je 1898. 

Vistos y tonsiíídando : Que por la sentencia ejecutoriada 
foja de ciento veinticuatro, los señores Badarnc* o y Cúnale han 
sido condenados al pago de la cantidad que ella eipresa y coya 
liquidación obra á foja doscientas nueve. 

Que Bu d Braceo ha reconocido en su escrito de foja doscien- 
tas trece , que poseía en sociedad con Canale el buque á que se 
Tefitre este juicio, loque surje además por la naturaleza de las 
operaciones que se practicaban con dicho buque. 

Que asíes, en erecto, desde que de conformidad al articulo 
doscientos uchenta y dos del Código de Comercio l¡i sociedad 
mt rcantil es un contrato por el cual dos ó más personas se 
unen, poniendo en común sus bienes é" industria, 6 alguna de 
estas cosas, para practicar actos de comercio, con Animo de 
partir el lucro que pueda resultar, circunstancias todas que 
concurren en las relaciones deBadiiracco y Canale, explotando 
el buque, para cuyo aprovisionamiento y salarios se ha contraí- 
do la deuda cuyo pago se demanda. 

Que la citada ¿entenda constituye un título á favor de Ca- 
lcara y compartes paro exigir de Badaracco y Canale el pago 
del crédito que Ja sentencia reconocu, ya dirigiendo la acción 
contra ambos conjuntamente, 6 ya contra cualquiera de ellos, 
si la deuda reconocida tiene el carácter de solidaria. 

Que ese carácter queda fuera de duda ante la disposición del 
artículo trescientos uno del Código de Comercio, que así lo de- 
clara expresamente. 

Que, por consiguiente, disuelta la sociedad, el ejecutante ha 
podido dirigir su aeccion contra Budaracco para el pago íntegro 
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de la suma que si* le adeuda, usando del derecho que le acuerda 
el artículo setecientos cinco del Código Civil, resultando que 
laaccitm ejecutiva la ha dirigido cimera el citado Badaraccu 
solamente (escrito de foja doscientas veintiuna), habiéndose en 
su mérito, seguido con é.ste la tramitación ulterior. 

Que la competencia de la justicia federal para el conocimien- 
to del juicio ordinario que sirve de antecedente al ejecutivo, 
quedó estahlecida por razun de la materia. 

Que es un principio reconocido que el juez que ha tenido ju- 
risdicción para fallar una causa la tiene para la ejecución de su 
sentencia. 

Que la jurisdicción > a radicada ante la justicia federal no 
sufre modificación por la circunstancia de haberse formado un 
juicio general ante los tribunales de la Capital, en relación á 
Canale, desde qua el presente no se sigue rontra éste itiiri 
contra Badaracro. 

Por estos fundamentos : se confirma, con costas, el auto ape- 
lado de foja doscientas sesenta y cuatro vuelta, no haciéndose 
lugar al recurso dt- nulidad por no haber mérito para ello. Re- 
puestos lo* sellos, devuélvanse, podiendo notitit arsecon el ori- 
ginal. 

üf NJAMIW PAZ. — ABEL BAlAN, 
— OCTAVIO BGNCE. — JUAN i: . 
TOKKI.ST. 



366 FALLOS DE LA SUPREMA CORTE 



CAUSA « XIjII 



Hoh Santiago Huratovich contra el Ferrocarril Oeste Santa- 
fecina, sobre competencia y reivindicación 

Sumario. — 1* El servicia en el ejercito ú en la armada nu 
conliere la ciudadanía, 

2 o El titularte fecha posteriora la posesión del demandado 
no puede fundar laa^ciun reivindicatoría, ni la subsidiaria del 
artículo 2780 del Código Civil. 

Vaso. — Lo explica el 

tallo del Juca Federnl 

Rosario. Moyo 31 de 1895. 

Vistos y cuusideraado : Que á foja 15 se ha presentado don 
José R. Labandera, por don Santiago Buratorich, acompañando 
las escrituras J po ler de foja { á 14 y entablando demanda de 
temo dictólo o contra el Ferrocarril Oeste Sautafecínoé indem- 
nización del ralor de los t ir re nos ocupados desde hace muchos 
años por el ferrocarril con más las costar daños y perjuicios. 

Declarada que la causa corresponde al fuero federal, en cuan- 
to hubiere lugar por derecho, sh corrió traslado de la demanda 
al representante del ferrocarril, quien contestad foja 24; * que 
la demanda uo corresponde al fuero federal porque en la es- 
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crittirade foja i consta que el señor Buratovich es sargento 
mayor de la nación, cualidad incompatible con la extranjería 
que se invoca». También rechaza la acción de reivindicación , 
porque la adquisición del derecho de Buratovich á las terrenos 
e» muy posterior i la pose-ion tenida por el demandado, pues 
dice, < aquel es nacido el año próximo pasado (1889) y la vía 
funciona desde el año 1883 ». No acepta tampoco el demanda- 
do que tenga derecho el actor para presentar su demanda en la 
forma disyuntiva absoluta, ea decir, que pueda exigir el pago 
del precio de los terrenos, si la empresa no se aviene en devol- 
ver aquello*. 

Abierta la causa á prueba, se produce la que consta en 
autos. 

X considsrandj : t J Que U gjuíu ejm¿[un 1* al fuero fe- 
deral, no por la ealidaide extranjero del demandante y argenti- 
no el demandado, sin5 por la distinta vecindad de actor y de- 
mandado, pues consta á foja 7 vuelta de la escritura (citada en 
su favor por el demandado), que el actor es vecino de la Capi- 
tal de la República, y á fojas 16 y 17 cunsta que la empresa del 
ferrocarril tiene su vecindad en esta provincia como sociedad 
anónima, circunstancia, esta última, que no ha sUo negada 
por el demandado. Por lo tanto el caso uie bajo la jurisdicción 
del juez federal de esta provincia en virtud del inciso 2 Ü artícu- 
los 2 y 9 de la ley de jurisdicción de 14 de Setiembre de 1863. 

2" Que la acción de reivindicaciones una acción que nace 
del dominio que cada uno tiene de cusas particulares, por lo 
cnal el propietario que lia perdido ta posesión la reclama y rei- 
vindica contra a^uelque se encuentra en posesión de ella. 

El autor no ha probado en el curso del proceso que tenga A 
dominio de los terrenos, ni que haya teeido la posesión de ellos; 
porque el título de foja 1" y siguientes no prueba la posesión 
de la misma, sólo comprueba que se tiene un derecho á U po- 
sesión dé la cosa. 
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Para adquirir la posesión y dominio de los inmuebles es de todo 
puntn indispensable la tradición, hecha por netos materiales 
del que entrega la cosa roo asentimiento del que la recibe ; ó 
por actos materiales del qne la i<jcibe t mn asentimiento del que 
la entrega. 

La sola declaración del tradente, de darse por depüseido, ó de 
ilar al adquirente la posesión de la cosa no suple las formas le- 
gales. (Véase artieul.s 2378, 2379, 2468, 2524 1 inciso 7*. 2758 
y 577 del Código Civil.) 

La doctrina expuesta por nuestro código sobre aecion de rei- 
vindicación es tan antigua como el derecho escrito, pues el ju- 
risconsulto Panlus dice en la ley 28, lil»rn 6 o , título i* del Di- 
gesto:/!! rem competit, ci qui aitl jure gentium. ante jure civi- 
le, dotninium act/m&ivit, libro 23, f. f. de rei mnd >. La ac- 
ción real compete á aquel que adquirió el dominio ó por dere- 
cho de gentes ó ptir derecho civil. 

En la ley 50 del mismo 1 i hro y título del Digesto, dice Callis- 
tratus, con claridad y precisión, del concepto romano : * Si nger 
ese comptioms causa ad aíiqum pertineat t twm rae te hacac* 
lume ayi potent antequam tradiíus sit ayer, tuntcque possesria 
amissasü » . SÍ el predio rústico perteneced alguno por i*ausa de 
compra, no podrá usar rectamente de esta acción, sin que pri- 
men* se le haya entregado, y después haya perdido ta posesión. 

No constando de autos que el demandante goce respecto al 
prédio á reivindicar de los extremos legales para que tengu 
éxito Ja acción de reivindicación, es ésta improcedente según 
nuestro derecho civil. 

A estas consideraciones fundamentales se agrega que el poder 
conferido al procurador Labandera no tiene la facultad de de- 
ducir esta ¡«ceiou y él no ha podido ejercí tari a contra la volun- 
tad de su poderdante. 

Esta extralimitaron de las facultades del poder uo puede el 
tribunal juzgarlas como excepción de falta de personería en el 
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procurador, como lo pide el demándalo en el alegato de bien 
probado, porque el representante del ferrocarril ha omitido de- 
ducirla en forma de artículo de prévio pronunciamiento 6 al 
contestar la demanda . 

3" Que si bien es cierto no pueda prosperar la acción de reivin- 
dicaeionen el presente caso, es, sin embargo, aceptable la acción 
subsidiaria entablada por el señor Bnratovich para que se reem- 
bolse el valor del terreno ocupado por el ferrocarril, porque el 
artículo 2780 dice en términos generales y para todos los casos: 
• Sea ó no posible Ja reivindicación contra el nuevo poseedor si 
éste hubo la cosa del enajenante responsable de ella y no hu- 
biese pagado el precio, ó lo hubieses lo pagado en parte, el reí- 
vindicante tendrá acción contra el nuevo poseedor para oue te 
pague et precio ó lo t¡ue le quede i deber) . 

V Que la empresa del ferrocarril no se ha excepcionndo de- 
mostrando que ella haya pagado al gobierno de la provincia 
el precio de los terreá is ocupados, ni ha probado que «lia ni 
el gobierno haya abonado su valor á los enajenantes del señar 
Buratovich : se ha limitado á decir quo el gobierno de la pro- 
vínola fs el obligado á entregarla los terrenos por la ley de con- 
cesión del ferrocarril, y ha pedido se agregue á los autos las di- 
ligencias de expropiación de los terrenos cedidos por et gobierno 
de la provincia para este objeto. 

5 o Que según el artículo 2780 del Código Civil, el principio 
con tenido en la ley 9% título I o del Digesto y la misma equidad 
prescriben que el poseedor de una cosa reconocidamente ajena, 
□ose quede con et terreno y con su valor. 

6° Que la escritura de foja 1 y siguientes es suficiente título 
á favor de Buratovich, para exigir indemnización por el terreno 
ooupado por el ferrocarril, y esta acción se ha dirigido confor- 
me á derecho contra el ocupante del terreno. 

7 a Que las diligencias de expropiación seguidas por el repre- 
sentante del gobierno no pueden perjudicarle en manera algu- 
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na, porque no se ha notificado su procedimiento ai señor Bura- 
toTich ó 9u represe itante legal ; y ei gobierno ó ta empresa ocu- 
pnnte establecen la obligación de conocer al dueño de loa 
terrenos ocupados por la vía férrea 6 hacer todos las diligencias 
necesarias para qac lleg.ie á conocimiento del dueño loa propó- 
sitos de expropiación . 

8° Que no consta en dichas diligencias se haya consentido 
legalmente el valor de los terrenos ocupados por la vU férrea, 
por consiguiente no se ha podido tomar posesión de ellos, con 
violación de la Constitución nacional, del C idigo Civil y déla 
i-y nacional de expropiación, 

Por estas consideraciones definitivamente, fallo en esta sala 
de uudienoia : condenando 4 la empresa del Ferrocarril Oeste 
Santafecino al pago 4 favor de don Santiago Buratovii-h del va- 
lor de los terrenos ocupados por la vía férrea, con más los in- 
teresesjuancarioii desde el din de la demanda, prévia tasación 
por peritos que se nombrarán, a euro efecto, al tercer dia de 
ejecutoriada esta sentencia comparecerán Ibs partes 4 una au- 
diencia para el nombramiento de peritos. Sin costaB, por no 
encontrar mérito para ello. 

Se deja a salvo los derechos de la empresa del Ferrocaril p:tra 
repetir de quien corresponda el valor de lo que pagare por esta 
sentencia. Repónganse los sellos y notifícese con el original. 

Hatw>t (¡oytia. 



Fallo «le I* Btiprem» Carie 

* 

Buenos Aires» Junio 14 de 1808, 

Vistos y considerando ; Que ei demandante, para acreditar 
que e) caso ea de la jurisdicción federal y de conformidad con 
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el artículo,., de. Ja ley fie procedimientos, ofreció y produjo in- 
formación de testigos estableciendo ser él extranjero y argen- 
tino el demandarlo. 

Que coa ese antecedente y con la calidad de sin perjuicio, 
el inferior < lechín') su competencia (auto de foja diez y siete 
vuelta). 

Que el demandado ha desconocido la verdad de ese hecho, fun- 
dándose tan sólo en que el actores sargento mayor de la nación, 
lo que reputa incompatible con la calidad de extranjero invo- 
cada, sin alegar nada más en c> Hrario al mérito de ta citada 
información, ni producir pruebas que la desvirtúe. 

Que entretanto, uo es exacto que el serbio en el ejército ó 
armada de U nación, importe adquirir U ciudadanía argentina, 
de acuerdo con las disp*jsicíonb¿ U ley de la materia y juris- 
prudencia de esta Suprema Corte (tomo doce, página trescien- 
tas setenta y seis). 

Qne esa ley, no sólo no contiene prescripción alguna que 
acuerde tal efecto al servicio militar, Binó que, expresamente 
dispone que dicho servicio, como cualquiera otra de las circuns- 
tancias enunciadas en el inciso segundo, artículo segundo 
de la ley de ciudadanía, dan derecho al extranjero 4 obtener 
carta de naturalización, que deberá otorgársele por el juez fe- 
deral ante quien la hubiesen solicitado, aunque no tenga la 
residencia de dos años en el país (artículo sexto). 

Que, por consiguiente, tarazón de li distinta nacionalidad, 
como fundamento de la jurisdicton federal, debe considerarse 
debidamente averiguada, desde que ni se han alegado hechos, 
ni se han producido comprobantes que sirvan á desautorizar la 
información mencionada. 

Que la duda que puede surgir respecto á la facultad que el 
peder de foja trece dé al apoderado Labandera para deducir la 
acción reivindicatoría por él intentada en este juicio, desapa- 
rece por completo ante las manifestaciones del poderdante don 
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Santiago liuratovich, que aÜrmu que el mandato llevaba esa 
facultad y que aprueba y ratifica el ejercí o que de ella ha hecho 
su mandatario (foja ciento treinta y una vuelta á ciento treinta 
y 'loa vuelta). 

Que viniendo al clamen de ta cuestión de fondo, es indudable 
que la escritura de foja primera de fecha veintisiete de febrero 
de mil ochocientos ochenta y nueve, y aun la oturgada por loa 
socesorea de don Julián de Bustinga á favor de los otorgante* 
de aquella, que según la referencia contenido en la uiUma escri- 
tura de foja siete, ti¿ne la fecha de veinticinco de Julio do mil 
ochocientos ochenta y ucho, s-m posteriores en alguno* años a 
lu cuestión, lo que se reconoce por ambas partea. 

Que consistiendo en la mencionada escritura el único titulo 
producido por el demandante para fundar su derecbu, á reivin- 
dicar la cosa demandada, su insuficiencia no puede ponerse en 
du la ante la disposición dei artículo dos mil setecientos oclieuta 
y nueve del Código Civil, incorporado n la contestación de la 
demanda, que así Lo declara. 

Que si ese lítulo no es suüciente par í fundarla acción de rei- 
vindicación en virtud de la razón legal recordada, ó sea porque 
no hasta para probar derecho contra un poseedor anterior, no 
puede serlo tampoco pura acreditar ta procedencia de la acción 
subsidiaria abordada por el artículo dos mil setecientos ochenta 
del citado código, pues que ésta tiene también por antecedente 
La p.ueba d.l derecho del reivindicante. 

Que, por otra parte, y constando que la empresa demandada 
no debe suma alguna como precio del bien que posee á favor de 
un enajenante anterior responsable de ese bien T no puede invo- 
carse contra ella el citado artículo dos mil setecientos ochenta, 
que se limita á dar acción al reivindicante contra el nuevo po- 
seedor por el precio ó la parte del precio que esté debiendo al 
enajenante. 

Por estos fundamentos : se revoca la sentencia de foja ochen- 
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ta j cuatro en la parte apelada ó sea en cuanto condena al de- 
mandado al pago del terreno á que esta causa se refiere, revo- 
cándose igualmente en las condenaciones accesorias que contie- 
ne, j se absuelve en consecuencia de la demanda al citado de- 
mandado. Repuestos los se tíos, devuélvanse, pudiendo notificarse 
con el original. 

BENJAMIN PAZ. — LÜIS V. VA HELA. — 
JOAN K, TORAERT — OCTAVIO B UN- 
CE (en disidencia). 



DISIDENCIA 

Considerando: Primero: Que don JoséR, La bandera se pre- 
senta é nombre de don Santiago Huratovich, contra el Ferro- 
carril Oeste Santafecino, diciendo : Que según lo comprueban 
los títulos que acompaña, su representado es dueño de unos 
terrenos que desde haoe mucho tiempo, el ferrocarril atraviesa 
con su linea, sin haber seguido los juiciui respectivos de ex- 
propiación, por lo que deduce demanda de reivindicación de la* 
áreas ocupadas, ó pide, en su defecto, el pago de ellas, en la hi- 
pótesis que el ferrocarril se decida á expropiarlas. 

Segundo: Que el demandado contesta la demanda, diciendo, 
que nada tiene que ver con la expropiación de los terrenos que 
necesita, porque, con arreglo al artículo seis déla ley de conce- 
sión de la vía, el gobierno de la provincia está obligado á pro- 
porcionárselos» y que á este efecto se inició un juicio de expro- 
piación en el que se ha aprobado la tasación practicada pudien- 
do reclamar los interesados en el mismo el pago de lo qne les sea 
d* bido. 

Tercero: Que en el expe liente de expropiación que corre agre- 
gado, expone el representante del gobierno de la provincia de 

T. t Sil II IH 
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Santa Fé (foja veint idos), que ha observado una adn Iteración 
de losplunos, que si no fuase subsanada produciría una nuli- 
dad, sin que aparezca ninguna resol ncion á este respecto. 

Guarió: Que las tasaciones délos peritos fueron aprobadas 
á foja treinta del mencionado ei pedí ente, sin pré>h audiencia 
del defensur de ausentes, nombrado ¡i los propietarios que no 
estuvieron representados en el juicio, aun cuando fué notificado 
del precio lijado por la tasación. 

Quinto: Que la acción reivindicatoría ha sido desestimada 
por el juez a f/uo, y que no estando apelada sobre esta par- 
te de la sentem-ia, no corresponde i la Suprema Corte pronun- 
ciarse sobre su mérito. En caso contrario, procedería la agre- 
gacion para mejor proveer, de los antecedentes que se piden en 
el otrosí del escrito de foja cincuenta y tres, que no se produ- 
jeron durante el término de prueba en primera instancia, por 
hecho no imputable al demandante, según constaá foja cuarenta 
y dos vuelta. 

Sexto : Que dados los términos en que ha sido contestada la 
demanda, el demandado no ha descono^id > el derecho de pro- 
piedad invocado por el demandante, y que no habiéndose hecho 
en el expediente de expropiación, supuesta la legalidad de sus 
trámites, la consignación del precio del terreno expropiado, 
por parte del gobierno de la provincia, ni éste, ni el ferooarril 
han podido tomar la posesión del terreno, por ese título, por- 
que la propiedad en cuestión no había sido adquirida legalmente 
por ninguno de ellos, ni había salido del dominio de su dueño. 

Séptimo: Qne la obligación del gobierno de Santa Péde en- 
trenar a la empresa los terrenos que necesite, dará á ésta acción 
para redamarlos , pero no es razón bastante para privar & los 
particulares de sus propiedades, cuando no se hubiere seguido 
con ellos el juicio de expropiaoion, necesario para obligarlos. 

Octavo: Que loa actos celebrados entre el gobierno de 
Santa Fé y la empresa, no han podido limitar el derecho del 
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demandante, y «iue no habiéndosele desconocido su título de 
propiedad, puede usar de tudas Las accione» que le da el domi- 
nio de lacosa (artículos dos mil quinientos seis, dos mil quinien- 
tos trece y dos mil quinientos catorce del Código Civil). 

Noveno: Que la adhesión al reenrso por la indemnización -l« 
los danos y perjuicios de la expropiación, y las costas del jui- 
cio es proci dente. 

Por estos fundamentos y sus concordantes, y no habiéndose 
alegado sobre el recorso de nulidad interpuesto, se conlirma la 
sentencia apelada corriente ú foja ochenta y cuatro, declarán- 
dose que en e! juicio de expropiación deberán ser apreciados 
los daños y perjuicios que resultaren, con arreglo á lo dispuesto 
por el artículo diez y seis de la ley de expropiaron, y que las 
costas do este litis soná cargo de la empresa demandada, y de- 
vuélvanse, reponiéndose r! papel. 

OCTAVIO BUflGE. 



tí A USA < XMII 



Ifreve Pontificio instituyendo al canónigo doctor don Juan iV. 
Terrero obispo de De Icos y nombrándolo auxiliar del arzo- 
bispo de filíenos Aires. 

Sumario. — Queda acordado el pase á los breveH pontificios 
que no afectan !a soberanía nacional con las reservas que ema- 
nan de la Constitución y leyes nacionales sobre el Patronato. 
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VISTA UEL SESnu PROCÜHADUll GENERAL 

Buenos Aires. Junio IB de 1898. 

Exmo. Señor; 

El Breve de Su Santidad León XIII, que instituye obispo 
titular de Delcos al señor canónigo doctor Juan N. Terrero, 
se refiere á una iglesia extraña á ¡a jurisdicción de la nación 
argentina, estando por ello exenta de todo vínculo jurídico con 
sus autoridades. 

El Breve de Su Santidad de 21 de Abril del corriente año, 
que nombra al mismo señor canónigo Terrero, auxiliar del pre- 
lado bonaerense, previene que los oficios del ohispo auxiliar se 
ejerza» con el consentimiento j beneplácito del limo. Arzo- 
bispo. 

Tal autorización, limitada al ejercicio de actos pastorales y 
pontificales en la arquidiócesia, está sujeta al consentimiento 
y beneplácito del prelado metropolitano. 

Su ejercicio no implica jurisdicción, sino simplemente facul- 
tad para recibirla del metropolitano, dentro de la esfera de la 
que ejerce constituoionatmente. 

Na encuentro por ello, que los breves pontificios acompaña- 
dos, contradigan los derechos del Patronato nacional, que atri- 
buye al jefe del estado el artículo 86, inciso 8% de la Constitu- 
ción, y opino en consecuencia, que V. E. podría prestar su 
acuerdo al poder ejecutivo para el paae de los breves pontificios 
relacionados. 

Sabtniano Kier. 
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Buenoa Aires, Junio lfl de 1898. 

De conformidad con lo dictaminado por e! señor procurador 
general, la Suprema Corte de Justioia presta au acuerdo para 
que el poder .*jeculivo de la república conceda el pase á los 
bri'veH expedidos por Su Santidad León XIII, con fecha vein- 
tiuno de Abril del corriente año instituyendo obispo titular de 
Delco* t auxiliar del'arzobispado de Buenos Aires, al canó- 
nigo doctor Juan N. Terrero, < on las reservas ojie emanan de 
la Constitución y ley«»s dictadas con arreglo ;i t ila, sobre el pa- 
tronato nacional. 

Devuélvase en consecuencia est«' expediento al poder eje< u- 
tivo non el oBfio correspondiente. 

flENJAMW PAZ- — AREL HAZA?*. — 
— OCTAVIO BUNGE. — JUAN fc. 
TUHHENT. 



t'Al'NA CXLIV 

Don Marcelino González contra don José Caballero, por cum- 
plimiento de sentencia; sobre procedimiento de apremio 

Sumario. — Si lo que ae demanda en cumplimiento de sen- 
tencia ejecutoriada no ea el pago de un crédito líquido, el pro- 
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cedimiento que corresponde no es el de apremio, sinú el riel 
juicio ordinario. 

Vallo del Juez Federal 

Rosario, Junio 31 de 1895. 

Vistos y resultando: Que en - l presente caso se trata de ha- 
cer dar cumplimiento á la sentencia dt¿ la Suprema Coite de 
fecha 21 de Diciembre de 1893, por [a rual comí, na á don José 
Caballera á la devolución de 350 cabezas de ganado a don Mar- 
celino González, con más los daños v perjuicios. 

Y considerando: Que el procedimiento a seguir en el presen- 
te estado de tacausaes «I del articulo 309 de la ley nacion.il 
de procedimiento*, para la ejecución de la sentencia y el de! 
artículo 15 de la misma, para la apreciación de loa daños y 
perju icios. 

Que á ios efectos dd artículo 311 se convocó á las partea 
para que se ponga ., de acuerdo en ta liquidación, lo que no se 
consiguió, por resistencia del demandado. 

Que en « ate oaso, es aplicable la última parte del citado ar- 
tículo sobre, nombramiento de arbitros. 

Piresias consideraciones, fallo: ordenando propónganlas 
partes su> respectivos peritos Arbitros en el término de tres 
di;is de notificados, bajo apercibimiento de nombrarlos de ofi- 
cio, para que aprecien el valor <!e las 350 cabezas de ganado 
vacuno y el monto de los daños j perjuicios calculados al in- 
terés del 9 por cielito al ano desde la fecha del documento de 
foja... (artículo 15 de la citada ley). Repónganse. 



Daniel Gqytia. 
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Vistos : Resulta: Que á la demanda de foja cinco en que se 
pide, en cumplimiento de una sentencia de esta Suprerni Corte, 
ud uúuiero determinado de hacienda, ó un precio que le fijen 
peritos y la indemnización de daños y perjuicios en la cantidad 
e u que tambiíu apreeien los dichos peritos, opuso el demandado, 
para no contestarla, la excepción dilatoria de oscuro libelo» 
por no expiarse en ella ni <-l pro do que se cobraba por la 
hacienda, ni el nu -ntum de La indemnización de los daños y 
perjuicios reclamados. 

Que corrido traslado de ta dilatoria deducida, el actor lo 
evacuó renunciando á insistir en la corrección délos términos 
con que creía baber íormulado su demanda y manifestando 
que, según su estimación, los daños y perjuicios que habían de 
-erKí abonados se elevaban ú sesenta y seis mil pesos moneda 
nacional, con más loa intereses de la espresida suma hasta su 
completo pago. 

Que llamados autos y no habiéndose arribado á una conci- 
liación que procuró el juez a <¡uu, en audiencia verbal á que 
üuuvoeó á las partes, dictó el auto apelado de foja diez y seis 
en que ordenó que propongan las partes peritos arbitros dentro 
del tercero dia, y bajo apercibimiento de nombrarlos de olicio, 
para que avalúen el precio de la hacienda y ei monto de los daños 
y perjuicios calculados al interés del nueve por ciento al año. 

Considerando: Que aun cuando la demanda de que se trata 
ha sido deducida haciendo valer derechos acordados por sen- 
tencia ejecutoriada de esta Suprema Corte, el procedimiento á 
seguir para el juicio, no ea el de apremio, como lo declara el 
auto apelado, desde que no se demanda el pago de un crédito 
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líquido, como lo requiere para la procedencia del apremio el 
artículo trescientos once de ta ley de enjuiciamiento. 

Que no habiendo las partes convenido en hacer, de común 
acuerdo, ni por medio de arbitros, la liquidación del orédito 
que se demanda, es claro que esta debe realizarse conforme á 
la disposición del artículo quince de aquella ley, en el juicio 
correspondiente, que no es otro que el ordinario, toda vez que 
en la ley de l;t referencia no se establece un juicio especial para 
el caso, como sucede respecto del sub-judice y lo tiene consa- 
grad u la práctica constante en casos análogos. 

Por estos fundamentos: se reroea el auto apelado de foja 
diez y stis, y se declara que correspondiendo la Tía ordinaria 
para la tramitación del juicio, el inferior debe pronunciarse 
sobre la articulación pendiente. Repóngase el papül, pudiendo 
notificarse con el original. Devuélvanse. 

BENJAMIN PAZ. — ABEL DAZAN, 
OCTAVIO BUftGE. — JUAN E. . 
TORREKT. 



4 AINA 4XLV 

Don Luis Cometió Saavedra contra doña Marta María Luisa 
Jottif de Mittvt t por entrega de una finca; sobre recurso á la 
Suprema Corte contra una resolución de la Camarade Ape~ 
laeion en lo Civil de la Capital, 

Sumario. — No corresponde el recurso a la Suprema Corte 
contra el auto de los tribunales ordinarios que se limite á des- 
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conocer la personería de un apoderado, sin entrar á resolver ln 
cuestión de jurisdicción suscitada por éste. 



be<;ukso 

Suprema Corle Federal: 

Eduardo B, Spangenberg, por doña Marta María Luis Jolly 
de MilJot, constituyendo domicilio legal en la calle Florida nú- 
mero 3* (estudio del letrado que me patrocina) ú V. E. como 
mejor proceda digo : Que mí representada fué demandada en 
15 de Marzo del corriente año, ante la justicia ordinaria de 
esta Capital, por el señor don Luis Cornelio SaavedTa sobre en- 
trega de una finca que un apoderado ¡le aquella había vendido 
al segundo con pacto de retro venta. 

El mismo diaque osa demanda fu ¿presentada, mi mandante, 
en salvaguarda de sus derechos, utortfñ un poder especial al se- 
ñor don Mauricio Delbomme para que reclamara judicialmente 
del referido señor Saavedra los títulos de dicha propiedad, que, 
seguu ella, había sido enajenada sin su consentimiento, y para 
que impidiera poT todos los medios legales que el mismo señor 
tomara posesión de dicha tinca con facultad de presentarse ante 
las autoridades correspondientes, con escritas, testigos, etc. 

Notificada la demanda con fecha 18 del mismo mes, el señor 
Delhomine me sustituyó aquel poder en todas sus partes y jo 
me presenté dentro del término ietjai^ sin contestar la deman- 
da y sin que para ello me corriera término, oponiendo la ex- 
cepción de incompetencia de jurisdicción por razón dul fuero 
federal, eu virtud de ser extranjera mi mandante y argentino 
el señor Saavertra, y hallarse la oausa comprendida en el ar- 
tículo 2°, inciso í' de ! ley de i 4 de Setiembre de 1863, sobre 
jurisdicción y competencia de los tribunales nacionales. 
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Habiéndosele corrido traslado déla excepción opuesta al se- 
ñor Saavedra, éste se opuso á que se me reconociera la perso- 
nería que yo imocaba A mérito de dicha sustitución de poder, 
porque no tenía la cláusula especial por la cual se me autori- 
zara d intervenir en ese juicio. 

Pasado en vista <-l expediente al agente fiscal, éste se adhie- 
re á lo expuesto por el señor Saavedra y pide el rechazo de la 
excpeiuu, j el jue?. de I" infancia, sin resolver. sobre aquella, 
desconoce mi personería. 

Apelo de esta reso ncion, y la Extnu. Cámara de lo Civil, 
confirma, con costas. Interpongo aute la E&ma. Cámara el re- 
curso de apelación para tute V. E. fundado en que el caso eshl 
comprendido en el artículo 14 de la citada ley y ¡iqui lla enma- 
ra me deniega dicho recurso. 

En esta situación ocurru ante V. E. deduciendo de hecho el 
recurso do apelación denegado por dicho tribunal. 

No obstante el rc-tpeto que me merece la ilustración de los 
tribunales de la justicia ordinaria, creo que eu el asunto a que 
me refiero, si aquellos son incompetentes para entender en la 
demanda interpuesta contra mi representada, también lo son 
para ent n ler en el incidente sobre mi falta de personería, en- 
tendiendo por otra parte que mi poder es bastante para inter- 
venir en aquel juicio, no sólo con arreglo í las disposiciones 
que el Código Civil establece sobre el mandato, sinó también con 
arreglo á la .urísprudencia consagrada por V. E,, entreoíros 
casos en el consignado en la serie 2\ tomo 14, página 500. 

Fundado en fistos antecedentes, solii ito de V. E. so sirva 
admitir el recurso interpuesto, ordenando se recaben los autos 
citados A la Exma, Cámara -le Apelaciones en lo Civil de esta 
Capital. 

Es justicia, etc. 

Eduardo it. Spangenbcrtj , — Enrique 
A. Spangenberg, 



DE JUSTICIA NACIONAL 



t allo d« la Suprema Corla 

Bueno* Aires, Junio 16 de 18ÜM 

Aulas y vistos: Resultando de la propia exposición de la 
parte que el auto reurrido se refiere puramente á un incidente 
de personería, sin afectar eu nuda la materia jurisdiccional, en 
cuyo caso no está ccm prendido en la disposieinn del articulo 
catorce de la ley He jurisdicción, se declara bien denegado el 
recarao, y archívese. 

BENJAMIN PAZ. — ABEL BAZAR. 
— OCTAVIO BUKGE. — JUAN 
E. TOBUENT. 



«'AUNA < 

Contra i\ Christophersen, agente de ta compañía de navega- 
ción á vapor * La Veloce * ; sobre comiso 

Sumario. — Lo* artículo* de rancho no manifestados caen 
en comiso : artículo 54, ley de aduana deÍ896\ 

HfcSOLUCtON DE ADUANA 

Buenos Aires, Enero 32 de 18B7. 

Vistos: Resaltando del nuevo informe de la oficina de vis- 
tas, que la mercadería objeto de este expediente es co ¿erva 
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de carne (aforada á 0.50, con un derecho especifico de 0.20), en 
vez de carne conservada como se afirma í foja 6 vuelta ; j 
quedando en consecuencia insubsistentes las fundamentos del 
fallo de foja 9, se resuelve: de acuerdo con los artículos 1000 
de i as Ordenanzas y 54 de la ley de aduana, declarar caídos en 
comiso los cuatrocientos cuarenta y seis kilos de la mercadería 
mencionada á beneficio del «prehensor. Hágase saber y repón- 
ganse loa srtlos por el agente. 

,/. //. Martínez Castrt$. 



Falto del Juez retlernl 

Huenos Aires, Agosto 11 de la¡/7.. 

Y vistos : Considerando que el exceso de que da cuenta p! 
parte de foja 3 <e i ue u entra comprobado con el certificado de 
foja 1, expedido por el capitán 'leí buque y reconocido por la 
propia declaración del agente. 

'¡ue el artículo 54 de la ley de aduana de 1800 impone á 
los capitanes de los vapores privilegiados la obligación de con- 
signar en sus manifiestos los artículos de rancho que conduz- 
can ; debiendo á ese efecto, seguirse las mismas tramitaciones 
que se prescriben en las Ordenanzas de Aduana para la forma- 
lÍ2áC¡0n y entrada de buques A vela. 

Que sí bien es cierto que el referido artículo no ha determi- 
nado las penas que por tales hechos deban aplicarse á los iu- 
fro-torc*, en cambio, ha dispuesto se observen las disposicio- 
nes relativas á esas operaciones que fijan los artículos 31 y si- 
guientes de las Ordenanzas, y conteniéndose en dichos artículos 
las penas correlativas, que se registran en el capítulo respec- 
tivo, deben igualmente regir y n pilcarse, aun cuando se trate 
de vapores que gozen de privüegioH. 
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Que, por otra parle, no es atendible la argumentación presen- 
tada pur el apelante para pretender que el administrador no 
ba podido modílioar ta resolución de foja 9, por cuanto los pro- 
cedimientos de dichü funcionario no causan instancias y está 
en sus atribuciones introducir en sus fallos todas las modifi- 
caciones que considere conveniente, no siendo tampoco aplica- 
bleal caso sub~judice la disposición del artículo 52 de la citada 
ley, por cuanto el empleado denunciante se ha limitado á pedir 
una reconsideración en virtud del error evidente que resultaba 
de la apreciación hecha por el vista al practicar el aforo de la 
mercadería. 

Por estos fundamentos, y de conformidad coo lo dictamina- 
do por el señor procurador fiscal, fallo; confirmando, con cos- 
tas, la resolución administrativa de fija 15. Notifiques? con ol 
original, y en oportunidad, devuélvanse los autos a la aduana 
á los efectos consiguientes. Repóngase el papel, 

(ier vasto ■(. Granel. 



VISTA DEL SfiSOH PROCURADOR GENERAL 

Buenos Aires, Octuí^e 29 de 1887, 

Suprema Corte ; 

Ninguna de Jas nulidades invocadas en la expresión de agra- 
vios de foja 41 , contra la sentencia de foja 35, procede en el 
caso. La nulidad fundada en la incompetencia de las autorida- 
des de la aduana de la Capital, por haberse encontrado el exceso 
de rancho en la visita practicada en la Ensenada, carece de 
constancia legal. 

El paquete «Norte América» viene consignada á los agentes» 
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cuyo domicilio es en la Capital. Las relaciones de su carga y 
operaciones de su descarga, so relacionan con esta aduana ; y 
isí ge explica que el parte de foja 3 se dirija á sus autoridades, 
que el sumarióse levante por ellas, y que los agentes so sometan 
á su jurisdicción, sin reclamo, ni protesta de ningún género. 

En cuanto á la nulidad deducida de la reforma por la autori- 
dad iid mi ni sí ra ti víi délo dispuesto á foja 9, en mérito de lo ob- 
servado á foja 15, reproduzco lo expuesto en la vista fiscal do 
foja 31 vuelta j considerandos de la sentencia recurrida de 
foja 35. 

El hecho, de exceso de rancho na manifestado, aunque con las 
apariencias de un error, es punible ante las Ordenanzas, ruvo 
artículo 1025 uo hace distinción entre fraude, falta de requi- 
sito ó falsa declaración. 

En cnanto a la penalidad omitida en la ley de aduana para 
1896, las observaciones de la sentencia recurrida y la prescrip- 
ción explícita del artícnlo 1026 de las Orden tuzas, que impone 
pena de comiso á todo hecho susceptible de disminución de ren- 
ta; aunque no tenga en las Ordenanzas una s&icion especial, 
convencen de ia legitimidad de tu proveído por la administración 
de aduana al respecto. 

Pido á V. E. por ello, la confirma ion, por su* fundamentos, 
de la sentencia recurrida de foja 35, 

Sabiniano Kier t 



Fallo de I» Suprema Con* 

Buenos Aires, Junio 18 de 1898. 

Vistos y considerando: Que las constancias de autos no de- 
jan lugar ¿duda que el apelante ha hecho una inexacta maní- 



UE JUSTICIA NACIONAL 



287 



festacion del rancho, en violación fie lo dispuesto en el artículo 
cincuenta y cuatro de la ley de aduana para mil ochocientos 
noventa y seis, haciéndose así pasible de la penalidad estable- 
cida por las Ordenanzas de la materia, de conformidad á lo pre- 
venido en la expresnda ley. 

Por esto, de acuerdo con lo expuesto y pedido por el señor 
procurador general y por sus fundamentos, se confirma, con 
costas, la sentencia a] eluda de foja treinta y cinco. Repullos 
los sellos, devuélvanse, podiendo notificarse con el original. 

BENJAMIN PAZ. — OCTAVIO BUNGE. 
— JUAN E. TOUHENT. 



« AUNA ( lilll 

Don Ventura Lynch contra el concurso de Wuük /tille y fítock, 
por cobro de perjuicios ; sobre apelación de sentencia déla 
Cámara de Apelaciones en lo Comercial de la Capital. 

Sumario. — El derecho amparado por fallos de los tribuna- 
les federales declarando la subsistencia de un contrato im su- 
fre lesión por la resolución de los tribunales ordinarios esta- 
bleciendo el monto de daño¿ y perjuicios, causados poT la falta 
de cumplimiento y rescisión del mismo; y por lo tanto no es 
admisible el recurso n^ue de ta] resolución se interponga para 
ante la Suprema Corte. 

Caso. — Lo explican las siguientes piezas : 
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ACUERDO Y SENTENCIA DE LA CAMARA EN LO CRIMINAL 

BaeQOS Aires, á 10 de Setiembre de 1897, reunidos los seño- 
rea vocales en la sala de acuerdos, y traí-ios parr conocer los 
mitos seguidos por don Ventura Lynch contra el concurso de 
Ins señores Wuille lírlle y Bloek, aobn' cumplimiento de un 
convenio, se practicó la insaculación que ordena el artículo 25fi 
del Córligo de Procedimientos, resultando de tila que debían 
votar los señores vota les en el órden siguiente : doctores Ló- 
pez Cabmiillaa, Saavedra, Pérez y Estevas. , 

Estudiados los autos, la Cámara estableció las siguientes 
cuestiones á resolver : 

!" ¿ Ka justa la sentencia apelada en cuanto declara rescin- 
dido el convenid que motiva la demanda y limita la indemniza- 
ción debida al actor á la prima que le fué entregada como 
seña ? 

2* ¿Lo es cuando hace lugar parcialmente i la coutrade- 
nian-'i? 

3* ¿Procede la excepción del pago de costas á la parte vt-n- 
ruda? 

A la primera el doctor Lopea Cabanillas dijo : Don Ventura 
Lyuch celebró en 3 de Julio de 1889 con los señores AVuille 
Bills y Bloek, un convenio por el cualles vendía 6400 hectá- 
rea* de campo en la provincia de Bueno* Aiu*s, por el precio 
de i5 pesos nacionales la hectárea, dándole éstos, como seña y 
garantía del cumplimiento >l mismo convenio, la cantidad de 
40.000 pesos, que quedarían á beneficio del señor Lynch sí los 
compradores no pagaban ei precio total á los seis meses si- 
guientes. 

Posteriormente, al vencerse dicho piaio, las partes convmie- 
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ron en postergar hasta el 28 de Febrero siguiente la escrito- 
ración de la propiedad antes referida, entregando ,1 Lynch, los 
compradores, como «arte del precio otros 40.000 pesos más. 

Tales son las principales estipulaciones consignadas en ei 
boleto de compra- venta respectivo, del cual deriva la presante 
controversia, boleto que corre de foj is 1 y 2 del expediente 
seguido entre las mismas partes ante la justicia federal, agre- 
garon los presentes autos. 

No habiéndose cumplido por tos compradores las obligaciones 
que Ies eran respectivas, el señor Lynch, después de terminado 
el pleito antes recordado, se presentó ante ■ I juez del concurso 
formado á los señores Wuille liille y Block demandándol as para 
que se declarase rescindido el contrato antes mencionado, se 
liquiden los perjurios que la enajenación por culpa de los de- 
mu.dados le ha ocasionado, perjuicios que hace consistir en la 
diferencia existente entre el precio de venta (288.000 pesos) 
y la valuación practicada en i 894 por la Dirección de rentas 
de la provincia, para el pago de la arntribucioo directa, qun es 
de 51 .200 pesos, resultando así que dicha diferencia ascieude 
A 230.800 pesos, de los cuales deben deducirse los 80.000 pe- 
sos recibidos anteriormente por é! de mano de los demanda- 
dos, quedando así un saldo líquido de 156.800 pesos que debe 
serte abonado por Wuille Bille y Block . 

El síndico del concurso demandado, no obstante la reserva de 
acciones que hace, para alegar en otra ocasión la nulidad del 
boleto de compra-venta referido, manifiesta en su contestación 
que, por no ser posible al concurso realizar la compra, desiste 
de ella, conformándose con perder los 40.000 pesos que dio 
como sería al firmar dicho convenio, pero negando en absoluto 
al actor derecho i otra indemnización mayor. 

Esta contestación del demandado se ajusta ¡í las estipula- 
ciones del boleto de compra-venta, que es desde luego la re^la 
á !a cual deben las partes someterse como á la ley misma, y a las 
t. tiuu i<j 
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di>pr aciones especiales del Código Civil, que expresamente rige 
la materia sub-judice. 

En efecto, por tus cláusulas 2'y 3* del convenio «le Ja referen- 
cia, se estipuló que los compradures fiaban al vendedor, en cali* 
dad de seña y un garantía del cumplimiento de las obligacio- 
nes que aquel Ies imponía, la cantidad ya mencionada de 
40.000 pesos nacionales y que en cago de no cumplir ellos esas 
obligaciones, dichos 40.000 pesos quedarían íi beneficio del se- 
ñur Lynch, quien en tul caso podría disponer del campo libre- 
mente y como mejor le conviniese. 

Para prevenir las dificultades que ordinariamente presenta 
la operación judicial de las pérdidas é intereses originados por 
la inejecución de ias obligaciones, y teniendo también en cuen- 
ta que las partes interesadas son, según la exprecíon de Bigot- 
I'ieaineneu, los apreciadoras más seguros del daño que pueda 
causarles esa faifa de cumplimiento á sus convenciones, la ley 
Jes ha permitido hacer estipulaciones especiales al respecto de 
la misma obligación, y lia estatuido por disposiciones clara» y 
precisas, cuál es el valor y fuerza obligatoria 4e tales cláu- 
sulas. 

Así prescribe nuestro Código Civil, que cuando se hubiese 
dado una señal paru asegurar el contato Ó su cumplimiento, 
quien la dió puede arrepentirse del contralo ó dejar de cum- 
plirlo, perdiendo la señal, la cual entra en lugar de la indemni- 
zación de perjuicios é intereses, sin que el acreedor tenga de- 
recho á otra indemnización mayor, aunque pruebe que ta sena 
ó pena no es indemnización suficiente (artículos 522, 1189 y 
1202, Código Civil). 

Se ve, pues, que tanto por las estipulaciones expresadas del 
mismo convenio que sirve de fundamento á la demanda, como 
por las diaposiciones de nuestro derecho, que reglan las con- 
venciones ó cláusulas de esa especie, la inejecución del contrato 
por culpa de los demandados trae aparejada, como única y ex- 
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elusiva indemnización, la pérdida de tos 4-0.000 pesos dados 
ensefia, loa cuales pasan á ser irrevocablemente del vendedor, 
no como parte «i el precio, siuó como indemnización real del da- 
ño causado, por la mora é inejecución del deudor. 

La objeción que se hace por el actor, pretendiendo que existe 
cosa juzgada sobre este punto, por haberlo ya decidido la Su- 
prema Corte nacional en el juicio seguido por Lynoh contra 
Wnille Bille y ííloek, de que instruye el expediente agregado, 
carece de valor, desde que ai bien existe identidad de partas 
no la hay de cansa ni de cosa entre lo resuelta por aqivl alto 
tribunal y lo que e<¡ materia dt¡ la presente litis. 

Trátase aquí, en efecto, de la liquidación de los perjuicios y 
fijación de su monto en una suma determinada de pesos, á fin 
de que el concurso sea condenado á sn pago, nada de lo cual fué 
materia de debate, ni poT consiguiente de resolución por la 
Corte, en el expediente cuya sentencia se invoca para cenar 
toda discusión en los presentes autos. Para convencerse de ello, 
basta la himple lectura y comparación de los escritos de deman- 
da y contestación de ambos expedientes y sentencia de tos tri- 
bunales federales dictada en el agregado. 

No obstante de que este punto ha sido extensamente debati- 
do por las partes, oreo, sin embargo, necesario detenerme, 
sobreesté particular, ya porque la sentencia apeiada contiene 
al respecto muy atinadas con^deracíones con las cuales estoy 
de perfecto acuerdo, ya porque, aun admitiendo que en reali- 
dad se hubiese decidido por la Suprema Corte la caducidad de 
la cláusula de seña, las constancias de la presente causa no po- 
drían conducir á otra solución que á la de fijar la indemnización 
en los 40.000 pesos que reconocen los demandados. 

En efecto, sosteniendo el actor que la indemniiacion que se 
le debe ea de 230.800 pesos, ha debido probar qne realmente 
era ese el perjuicio ocasionado por la inejecución del convenio 
con los demandados. 
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Él afirmó en su demanda que esa suma representaba la dife- 
rencia existente entre el precio de venta estipulado y el de la 
T¿i lu ación hecha por la Dirección de rentas de la provincia de 
Buenos íVires en el año de 1894. 

Pero habiéndosele desconocido por el concurso todo derecho 
á cobrar suma mayor que la de 40.000 pesos, y teniendo por ob- 
jeto este juicio la liquidación y fijación definitiva del monto de 
perjuicio sufrido, ha debido el demandante rendir prueba ali- 
ciente de los estremo* necesarios para que su acción prosperase, 
es decir, para que pudiera darse por acreditado que el monto 
de ese perjuicio fué el que é\ pretende. 

No lo ha lincho así el actor, pues se limitó a afirmar que el 
campo no valía Ta el precio de venta, sitió el fijado por la Di- 
rección de rentas, para servicios puramente fiscales, pero, ni 
produjo prueba de tal valuación, ni aunque debiera aceptarse 
como verdai que esa fué en efecto la estimación hecha por 
aquella repartición administrativa de la provincia de Buenos 
Aires, puede atribuirse á tal estimación, hecha eitrajudicial- 
me.itey como se ha dicho, con fines exclusivamente fiscales ó 
rentísticos, el mérito de una prueba pericial que demuestre ser 
ese el valor actual del cumpo. 

Resulta de aquí que en rigor, aun partiendo de la base de la 
demanda, esto es que los perjuicios deben abonarse con entera 
independencia de la seña convenida, como el actor no ha produ- 
cido prueba que acredite haberlos sufrido por un importe mayor 
de los 40.000 pesos que los demandados reconocen y se confor- 
man en pagarle, no cabe duda de que ea en esta suma que debe 
lijarse la indemnización i que únicamente tiene aquel derecho. 

Siendo esta la solución que el inferior da á esta parte de la 
litis y conformándose ella á las constancias ya recordadas de la 
causa y á lo dispuesto en loa artículos 522, 655, H07 y 1202 
del Código Civil, mi voto es afirmativo en la cuestión sub- 
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A la misma cuestión» el doctor Saavedra dijo: mi opinión es 
que la ejecución parcial del e-nitrato, mediante la entrega de 
una suma de dinero á cuenta del precio ha hecho caducar los 
derechos que confieren las arras. La seña da á las partes la fa- 
cultad de optar entre el desistimiento del contrato ó su cum- 
plimiento, pero una Fez hecha la opción, no puede volverse sobre 
ella. No es admisible que después del desistimiento se preten- 
da el cumplimiento y vice-versa, porque estv importaría ha- 
cer ilusorios los derechos de lo* contratantes, manteniendo 
contra su voluntad, una expectativa á todas luces perjudicial. 

La instabilidad y la incertidumbre de los derechos, que sería 
el resultado de tal doctrina, hace comprender que no es ella !a 
que ha sancionado la lev al consignar tas disposiciones que con- 
tiene sobre esta materia. 

Ahora bien, no siendo licito volver sobre la opción ya hecha, 
es consecuencia lógica de tal principio, que habiéndose optado 
por el cumplimiento del contrato, desaparezcan los derechos 
resultantes de la seña, porque en tal caso existe la obligación 
ineludible de cumplirlo, como si tal seña no hubiere existido. 

La ejecución del contrato o su principio tle ejecución, que es 
lo mismo, hace, pues, desaparecer la sena en su calidad de tal 
(última parte del artículo 1202, Código Civil), y desde luego, 
las relaciones de los contratantes deben juzgarse por las reglas 
relativas á hs contratos en que no ha habido arras. 

Considero, pues, inaplicable á la situación que nos ocupa, el 
artículo 1189 del Código CiYil.cuyo precepto me parece que súlo 
se reQere al caso en que ha habido desistimiento del contrato. 

Con arreglo á los principios expuestos pienso que la indem- 
nización no debe limitarse, en el caso mb~judice % al importe 
de la seña, ¿toó al de todos los perjuicios que el actor justifique. 
Sin embargo, como no se ha producido prueba alguna que acre- 
dite un perjuicio mayor, según lo ha demostrado el señor vo- 
cal doctor López Cabanillas, mi voto es también por la afirma- 
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tiva, salvadas como quedan mis apreciaciones jurídicas sobre 
la cuestión debatida. 

Por análogas razones, el doctor Pérez su adhirió a los votos 

anteriores. 

El doctor Bateyes, en la misma cuestión dijo : Alas conside- 
raciones aducidas por el señor vocal doctor López CabanilUs, 
agregaré que, á mi juicio, es decisivo y de estricta aplicación 
al caso el artículo 1I8& del Código Civil. Si el contrato fue- 
se hecho, dándose arras, la indemnización de las pérdidas é in- 
tereses consistirá en la perdida de lasaña ó su restitución 
con otro tanto. 

Por ello voto afirmativain* nte, 

A la segunda cuestión, el do lor López Cal>anillas, dijo: Res- 
cindido el convmio do foja 1 (expediento agregado) y resuelto 
al votarse la anterior cuestión que el actor carece de derecho 
para eligir mayor indemnización que los ruaren ta mil pesos de 
seña por él recibidos, tampoco ti ü ne derecho para retener en su 
poder los otros 40.000 pesos que le fueron entregados por loa 
demandados como parte del precio c >n oca s ion de la prórroga 
d*-l plazo para el glffty 

Desde que, por la rescisión queda sin efecto la venta, no 
eiiste ya precio, desapareciendo así la causa de la entrega de 
esa suma de dinero y con ella la razón dt- ser de su retención 
por el demandante. 

Corresponde entóneos que el actor, pagado ya con los 40*000 
pesos de la seña de la indemnización que se le reconoce, resti- 
tuya la otra suma igual que recibió sin causa, ó por una eausa 
subsistente, con los intereses legales corridos desde la interpe- 
lación judicial, como lo ha resuelto acertadamente el inferior, 
de acuerdo con lo preceptuado en los artículos 792 y 793, Có- 
digo Civil. 

Por ello y fundamentos concordantes de 1ü sentencia apelada 
voto afirmativamente. 
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En la misma cuestión, el doctor Saavedra dijo: Indemniza- 
do totalmente Lynch con el valor de la seña, desde que no ba 
justificado perjuicio mayor no puede invocar título alguno 
para retener loa 40.000 p-sas que recibió á cuenta de precio. 
No puede invocar perjuicios de que üa sido Intégrame ote in- 
demnizado y no puede alegar pago de precio porque la compra- 
renta nose lia realizado, y tal pa^o se habría efectuado sin 
anisa, ó mejor dichu en ••onsiderauion A una «ansa futura que 
no se lia realixido (artículo 193, Código Civil). 

Por otra parte, debo recordar también que no habiéndose 
efectuado el coutratu por escritura publica, nr> había cuntrato dé 
compra-venta, ni obligación, por consecuencia, de pagar el 
precio de una cosa que no había sido legalmente comprada. 

Por esto, y consideraciones concordantes del señor vocal doctor 
López Cabanillas, vototambienafirmativamenteen esta cuestión. 

Por razones semejantes, el doctor Pérez, se adhirió á los votos 
anteriores. 

A la BÜtma cuestión, el dootor Esteves, dijo: Pienso que el 
derecho que acuerda el artículo 1302 del Código Civil a la par- 
te que dió la seña para asegurar el cumplimiento del contrato 
sólo lo autoriza á arrepentirse del mismo, ó dejar de cumplirlo, 
perdiendo la seña, pero qoe no alcanza á imponer á la otra parte 
la obligación de restituir lo que hubiere recibido en ejecución 
del contrato. 

Esto no resulta de la disposición citada que debe interpre- 
tarse restrictivamente, porque es de excepoion, puesto que las 
reglas capitales sobre los erectos de los contratos son las con- 
signadas eu loa artículos H97 y i404. Las convenciones he- 
chas en loa contratos forman para las partes una regla á la cual 
deben someterse como a la ley misma. Si no hubiese pacto ex- 
preso que autorice á una de las partes á disolver el contrato si 
la otra parte no lo cumpliere, el contrato no podrá disolverse y 
sólo podrá pedirse su cumplimiento. 
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La interpretación contraria, lejos de armonizar con uno de 
loa fines de las arras, que es asegurar el cumplimiento del con- 
trato á que adhieren, nos llevaría ó rebultados y conclusiones 
diametral mente opuestas, desde que quedaría en tal caso libra- 
do á la voluntad de cualquiera de las partee, destruir los efec- 
tos del contrato ya producido?, ó lo que ea lo mismo, revocar 
el contrato con efecto retroactivo mientras no hubiera sido to- 
talmente consumado. 

No es eso lo que concede la ley y sin duda por no llegar 
basta allí la mente de ella, es que el artículo 1202 no habla de 
Tevooacion, ni de disolución del contrato, vocablos empleados 
en los artículos 1200 y 1204, el primero de los cuales eiplica el 
doctor Veles Sarsíield en la nota respectiva ; sino que se limita 
á expresar que las partes pueden, arrepentirse del contrato ó 
dejar de cumplirlo, términos que sólo permiten reconocer una 
liberación establecida en favor de quien se arrepiente ú opta 
por no cumplir el contrato, mediante la pérdida de la seña ó la 
restitución con otri* tanto, no un derecho para obligar al con* 
trario á que restituya lo que recibió en ejecución del contrato. 

La facultad para arrepentirse 6 dejar de cumplir el contrato 
no es tu mismo que la de revocarlo Ti rescindirlo y sí lo primero 
puede ser un acto unilateral, lo segundo sólo puede obtenerse 
mediante el consentimiento recíproco de las partes, siendo ne- 
cesario, además, parala revocación, que cont urran las causas 
que la ley requiere. 

El derecho para exigir la restitución de lu entregado en eje- 
cución parcial del contrato, no podría fundarse en Los artículos 
792 y 793, Código Civil, invocados en la sentencia apelada, 
porque el pago ha sido hecho en tal caso, eu virtud de un con- 
trato existente cuando se realitó, y qne continúa existiendo 
desde que no lia sido revocado. Lo que desaparece en virtud 
del arrepentimiento de una de las partes, no es el contrato, sinó 
las obligaciones pendientes, y la acción que lees correlativa. 
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Para que así do fuera j las pretensiones del «índico fuerau 
legítimas, seria necesario dar a las arras el efectu de la condi- 
ción resolutoria, lo que no es admisible, porque las arras se dan 
para asegurar al contrato ó su cumplimiento, como dice el ar- 
tículo 1202, no para subordinar a la voluntad de cada una de 
las partes, la adquisición de Ion derechos que deriven del con- 
trato ó la resolución de los que por él se hubiesen adquirido 
(artíoulo 528). 

Las precedentes consideraciones, deciden mi voto negativo 
sobre la segunda cuestión. 

A la tercera cuestión, el doctor López Cabanillas, dijo : La 
naturaleza de Ins cuestiones debatidas, autorizan en mi con- 
cepto, la aplicación de lo dispuesto en la segunda parte del ar- 
tículo 212 del Código de Procedimientos, por lo cual voto tam- 
bién afirmativamente. 

Por análoga* razones, los doctores Saavedru, Pere?, y Este- 
ves, se adhirieron al voto anterior. 

Con lo que terminó este acuerdo que firmaron Jos señores 
vocales doctores. 

Saavedra. — Peres. — López Cabani- 
lias. — Esteves. 

Ante mí: 

Daniel ,1. Frías, 
Secretario. 



VISTA, DEL StSOft PROCUHADOK GENE. RAI. 

Bucnr* Aires, Mayo 28 de 189Ü. 

Suprema Corte: 

Por haber avocado el juez del concurso de Wnille Bille v 
Block, todas tas causas pendientes unte otras jurisdicciones, fué 
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tramitada ante ese juzgado la causa seguida ante la jurisdic~ 
cion federal por don Ventura Lynch, sobre cumplimiento de 
contrato de compra-venta. 

En esa instancia, se ha sostenido y defendido por el contra- 
demandado señor Lynch, la excepción de cosa j 'ligada ; soste- 
niendo el oponente, que la cuestión promovida ha Btdi» ya re- 
suelta en sentido negativo por la jurisdicción federa], que ln 
Suprema Corte, al confirmar la sentencia del juez federal, de- 
claró que la cláusula final del convenio de foja 1 importaba 
una modificación sustancial de las estipulaciones anteriores, 
por ser la entrega de 40.000 pesos, como precio y no en calidad 
de «laño ; que es temerario volver sobre un asunto ya resuelto 
por la Suprema Corte, lo que constituye ya cosa juzgada, de- 
fensa (fue opone á ia conírademanda del concurso. 

La sentencia de f * instancia reconoce á foja 41 vuelta la 
oposición de esta excepción y defensa, que ta Eiraa, Cámara 
a quo reconoce también á foja 108 vuelta haberse opuesto y 
discutid». Ambas sentencias, de f»jas 40 y 105, resuelven )a 
cuestión negativamente, esto es, desechando la excepción y de- 
fensa de l.i cosa juzgada por la Suprema Corte Nacional, opues- 
ta por el rontrademandado don Ventura Lynch, contra las pre- 
tensiones del concurso. 

Esa negativa se ha dividido por los tribunales de la juris- 
dicción común, en sentencia definitiva que termina el pleito. 
De manera que, cu pleito seguido ante los tribunales de la ju- 
risdicción común, se ha puesto en cuestión la autoridad judicial 
de la nación, y la decisión de los tribunales de la jurisdicción 
cginun ha sido contra ta validez de ta exención que en ella se 
funda. 

En tal caso, la apelación interpuesta por la parte cuyo dere- 
cho, privilegio 6 exención, fondado en la autoridad de las sen- 
tencias del Supremo Tribunal de la Nación, ha sidu desestima- 
do, procede para ante V. E. f con sujeción a los términos ex* 
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presos del articulo 14, inciso f°, de la ley sobre competencia 
nacional de 14 de Setiembre de 1863. 

En su consecuencia, se ha de servir Y. E. declarar mal de- 
negado, por el auto de foja 132, el recurso instaurado para ante 
V. E. áfoja 120, mandando abrir la instancia por los trámites 
correspondientes. 

Sabifuano Kier. 

FmIIü de 1» Suprema tarto 

Ihiejio? Aires, Junio 16 de 1898. 

lutos y vistos: Considerando: Que según resulta del acuer- 
do corriente Ue foja cíe* adelante, la sentencia definitiva de 
foja cientu diez y siete, pronunciad;) por la Cámara de Apela- 
ciones en lo Comercial en última instancia, lia resuelto la cues- 
tión sobre el monto de daños y perjuicios demandado por el 
recurrente, apreciándola tanto sobre l;< faz del derecho invo- 
cado por éste, como derivado de las sentuuoins pasadas en auto- 
ridad de cosa juzgada, pronunciadas por los tribunales federa- 
les como sobre el mérito de las constancias de autos re fe rentes 
al quantum de los daños y perjuicios recia unidos, en la hipó- 
tesis de existir la cosa juzgada de que se ha hecho mención en 
el sentido pretendido por el demandante. 

Que si la sentencia recurrida, en lo que ó la primera de di- 
chas faces respecta, desconoce un derecho que, con ó sin justi- 
cia, lia sostenido el demandante estarle asegurado por senten- 
cias de los tribunales federales, es indudable que al resolver 
el pleito bajo lu seguir! a faz se ha limitado á establecer sobre 
materia .o sólo ajena á las aludidas sentencias de los tribuna- 
les federales, sinó que no ha sido objeto de cuestión relacionada 
con título 6 derecho que emane de autoridad nacional, teniendo 
su fundamento únicamente en las disposiciones de la ley común. 
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Que con tales antecedentes, la sentencia definitiva pronun- 
ciada por la Cámara de Apelaciones, en cnanto en el hecho y 
sobre la base de la cosa juzgada invocada por el demandante, 
declara que el actor no ha comprobado daños y perjuicios sino 
hasta la suma que se le reconoce en ella, no es recurrible para 
ante esta Suprema Corte, por no estar comprendido el caso en 
ni guno de loa expresados en el artículo catorce de la ley de 
jurisdicción y competencia, y porque la interpretación que los 
tribunales locales hagan desús respectivas leyes de procedi- 
miento, no pueden fundar el mencionado recurso, no fundán- 
dolo tampoco la interpretación y aplicación de los códigos comu- 
nes, de conformidad a] artículo quince de la citada ley de ju- 
risdicción y competencia. 

Que aunque la procedencia de la apelación de sentencia defi- 
nitiva pronunciada por [a Cámara de Apelaciones de la Capital, 
para ante esta Suprema Corte, es fuera de duda cuando se haya 
puesto en cuestión un derecho que s< pretende amparado por 
fallos de los tribunales federales, y la decisión haya sido coi- 
traria al derecho invocado, loque haría admisible la apelación 
en el caso presente, apreciando la resolución recurrida en loque 
concierne á la cosa juzgada, que opuesU por el demandante ha 
sidi» materia de litigio, no es menos indudable que la apertura 
de una nuera instancia, A consecuencia del recurso, carecería de 
todo interés práctico. 

Que en efecto, y admitiendo que la sentencia recurrida de- 
biera ser reformada en cuanto ha establecido la inexistencia de 
la cosa juzgada, los derechos de las partes no sufrirían altera- 
ción; quedarían siempre los mismos, puesto que, en esa hipóte* 
sis, dicha sentencia lia limitado el monto de los daños y perjui- 
cios á suma determinada, llegando á ese respecto á un pronun- 
ciamiento que no está en las atribuciones de esta Suprema 
Corte modiüccir, siendo así cierto que con la cosa juzgada invo- 
cada y cuestionada, y sin la cosa juzgada, el recurrente no sería 



DE JUSTICIA NACIONAL 



301 



acreedor á otras indemnizaciones que á las que se declaran á su 
favor en eJ fallo apelado. 

Por estos fimdameutus, be declara bien denegado el recurso 
deducido para ante esta Suprema Corte. Agregúense estas ac- 
tuaciones al expediente remitido como informe, y devuélvale al 
tribunal de sa origen, prévia reposición de sellos, pudiendo no- 
tificarse con el original. 

BENJAMIN: PAZ. — ABEL BAZA El. — 
OCTAVIO BDftGE. — JUAN E. TO- 
KhENT. 



CACHA tXLYUI 

Contradon Pedro Chiatophersen, agente iiel vapor « Nord 
América » ; sobre comiso 

Sumario* — Los artículos de rancho no manifestados caen en 
coraUo : artículo 54 de la ley de aduana para 1896. 

Caso. — Lo explica la 

RESOLUCION DE ADUANA 

Buenos Aires, Julio 18 de 1896. 

Vistos y considerando : I o Que entre la relación de rancho 
presentada á esta Aduana por el vapor « Nord-América» y la 
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verificación practicada, ha resultado unexeeso de 1233 latas de 
conservas y ana falla de 32 kilos cigarros. 

2* Que respecto al exceso, el agente ha querido justificarlo 
probando haber hecho la manifestación exacta de la mer- 
cadería ante la aduana de La Plata, lo que no es admisible 
por cuanto del misino certiúoado agregado á foja 7, resulta que 
la mencionada relación ha sido presentada á la aduana de La 
Plata posteriormente á la visita del buque hecha por el emplea- 
do denunciante. 

3 o Que respecto á la falta de lo<* cigarros, es perfectamente 
presumible se haya manifestado el peso conjuntamente con los 
-nvases, dadas las inicíales que siguen inmediatamente i la 
partida respectiva. 

Por estos fundamentos y de acuerdo con los artículos 905, 
1000, 1026 y 1066 de las Ordenanzas de Aduana: falto conde- 
nando ú los agentes al pago del valor del comiso de los (863) 
ochocientos sesenta y cuatro kilos conservas, y reduciendo la 
pena lega] respecto á la falta de los cigarras, í una multa do 
10 pesos. Adjudicase el importe de ambas penas á loaaprehen- 
sores. Hágase saber y repónganse los sellos por el agente, 

//. Martínez Castro, 



VISTA DEL SEflOtt PROCURADOR FISCAL 

Buenos Aires, Setiembre de 18%. 

Señor Juez : 

Instruye el parte de foja... de haberse encontrado á bordo 
del rapoi c Xord-America » los excesos en las provisiones del 
rancho que enumera y clasifica el mencionado parte. 

El denunciante basa su demanda, aparte de la inspección que 
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ha practicado e oel barco, en la declaración del oomi&ario, quien 
certilica ¡i foja... (a existencia d • loa excesos denunciados. 

Esta certificación ha sido continuada por la declaración del 
agente quien haa'Jmitidoy presentado como un error las diferen- 
cias entre la existencia á bordo j to que expresa el manifiesto de 
runcho, no habiéndose buscado otra explicación en la expresión de 
agravios hecha ante V, S. de la resolución aduanera de foja... 

Dando, pues, por perfectamente fundado A parte de foja... y 
constatados suficieut" mente los hechos que lo justifican, la re- 
solución aduanera tiene una base inconmovible que ni siquiera 
el agente ha tratado de destruir. Pero, como era necesario en* 
centrar alguna consideración con visos dt¡ aceptable, el agente 
hecha mano de una glosa original para interpretar la ley de 
aduana, que es bien explícita cuando impone á los capitanes de 
buques de reía 6 vapor, la obligación de manifestar el rancho 
que tengan á bordo, y si bien conviene en i(ue tal es lo que pres- 
cribe el articulo 54 de la ley de aduana rigente, sostiene que la 
Ley aludida no trae sanción penal, pues parte de la base que las 
Ordenanzas snn mudas al respecto. 

Es sabido que ta Suprema Corte en el año próximo pasado, 
aplicando de una manera determinada el artículo 838 de las Or- 
denanzas de aduana, declaró que la obligación de manifestar 
el rancho que tenían los capitanes de los buques de reía no al- 
canzaba a los de buques de rapor 6 con privilegio de paquete. 

Esto determinó por el Honorable Congreso una modificación 
para la ley de aduana de este año, en que aquella obligación se 
hit - extensiva á todos los capitanes sin distinción de buques. 

El artículo 54 de la ley de aduana vigente es bien claro cuan- 
do prescribe esa obligación con toda la extensión que denuncia 
su texto y en que conviene el mismo agente, mando lo trascribe 
en el escrito que precede. 

Así, pues, desde el i 4 de Enero del corriente año, no podría, 
ni puede existir á burdo efecto alguno de rancho, que no debe 
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ser manifestado á la aduana, y que 1 para estar allí no necesite 
el permiso de ella, su pena de ser considerado como excedo en el 
manifiesto de rancho y punible de iviunr lo con el artículo 1000 
de las Ordenanzas. 

Si antes ese artículo era sólo aplicable á tos buques á vela, por 
cuanto sólo sus capitanea estucan obligados (según lo estable- 
ció la Suprema Corte) á manifestar el rancho, hoy lo es aplica- 
ble ¡i todo buque, por la generalizueinu que expresamente ha es- 
tablecido el artículo 54 de la ley de aduana, respecto á dicha 
manifestación. 

Sin declinar de lo dicho, que e-tá dentro del espíritu que pre- 
sidió á la modificación de la ley le a luán mitro lucida para el pre- 
sente año en el artículo 54, en lo cual conviene el agente, cuan- 
do atribuye la iniciativa de tul resguardo para la renta pública 
a los empleados de ta aduana ; debe tenerse preseute que el ca- 
pitán del « Xord América *, manifestó su rancho cumpliendo el 
mencionado artículo, y si dejó tos excesos sin manifestarlo, ¿có- 
mo deben considerarse esos efectos, huórfanos de toda manifes- 
ta-cion y extraños al rancho declarado y al manifiestj general del 
buque, no rectificado dentro del término de la ley? Es natural 
que en cualquier caso deben reputarse como manifestados de 
menos, y en tal caso son pasibles de la pena de comiso, como 
clarárnoste lo establece el artículo 905 de las Ordenanzas. 

Asi, pues, si esos efectos fueron omitidos en el manifiesto da 
«ancho, ca«>u bajo el imperio del artículo 1000 de las Ordenan- 
zas, si no se les considera tal, caen bajo el citado 905 ; se ve, 
pues, que en ambos casos están sometidos A la pena que les ha 
impuesto la resolución aduanera de foja... 

Creo, pues, que haciendo á un lado la sutileza del agente, 
cuyo mérito no desconozco, V. S. debe confirmar la resolución 
recurrida por las razones que expone y las consideraciones que 
dejo manifestadas, 

JtetcL 
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Iftllo M Ju«l Federal 

iluenoí Airfs, Julio 12 de \ W7. 

Y vistos : Considera neto que el exceso de que fia cuenta el par- 
te de f.ifsi ;j se encuentra debidamente constatado con el certi- 
íicado de foja 1, y que el mismo agente lo ha reconocido en su 
declaración. 

Que el artículo 838 de las Ordenanzas de aduana vigente im- 
pone & los capitanes de buques á veh» ó privilegiados, la obli- 
gación de hacer costar en el manifiesto general los objetos 
que traigan como maestras, encomienda, rancho 6 pacotilla. 

Qu»> no habiéndose cumplí tu esta disposición de la ley su 
inobservancia cae en las disposiciones penales que para tales 
hechos imponen las referidas ordenanzas, que se contienen en 
Jos artículos 905, 1000, ÍÜ¿6 y que son d« estricta aplicación 
en el presenta caso, por encontrarse debidamente justificada en 
autos la infracción mencionada. 

Por estos fundamentos y de oul'ornii dad con lo aconsejado 
por el señor procurador lineal se confirma con costas la resolu- 
ción administrativa de foja 10. Noti fíquese 000 el or igual, y en 
oportunidad de vuélvanse e!> tos autos S la aduana á los efectos 
consiguientes. Repóngase el papel. 

Gervasio F. Granel. 

VISTA DELSESOU PAUCUKAÜOIt KENERAL 



lluenos Aires, Noviembre 3 de 1897. 

Suprema Corte ; 

No procede en el caso la nulidad invooada eu Ja expresión de 
agravios de foja 36, contra la sentencia de foja 30. 

T* UXlli gg 
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El paqnett* c Nord América » viene consignado A los agentes 
enyo domicilia es en la Capital. Laa relaciones de su carga y 
operaciones de su descarga ae relacionan con eata aduana ; $ 
así áe explica que tanto el manifiesto general de carga, como la 
xectilieacion del de runcho, se hayan presentado A las au- 
toridades de la administración centra!, avgun resulta á foja 
i y 2; que la denuncia de foja 3 se dirija á las niisnus autori- 
dades en virtud de ta visita ordenada; que el sumario se levan- 
te por ellas y que loá agentes se sometan á su jurisdicción, sin 
deducir excepción de incompetencia :ii reclamo ni protesta al- 
guna. 

El hecho de excaso de rancho no manifestada, aunque cotí las 
apariencias de un error, es punible ante las ordenanzas, cayo 
artículo 1025, no hace distinción entre fraude, falta de requisi. 
to ó falsa declaración. 

En cuanto á la penalidad omitida en la ley de aduana para 
1896, t«i observaciones de la seuteucia recurrida y la prescrip- 
ción explícita del artículo 1026 ;du las Ordenanzas, que impone 
pena de comiso a todo hecho susceptible de disminución de ren- 
ta, aunque no tenga en las Ordenanzas una sanción especial, 
con vencen de la legitimidad de lo proveído por la administra- 
ción de aduana al respecto. 

La rectificación hecha según las constancias de fojas t y 7 tf 
no i-asta á desvirtuar la responsabilidad establecida por las 
prescripciones citadas, una vez que aquella rectificación es la 
consecuencia del descubrimiento del exceso de rancho, en el acto 
mismo de la risita. 

Pido por ello a V. S. Ir confirmación, por sus fundamentos, 
de la sentencia recurrida de foja 30. 

Sabiniano Kier. 
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F«ll« Je l» Bn|ircm« Corle 

Buenos Airas, Jimio l*i de 1ÍSÍI8. 

Vistos y considerando: Que Jas constancias de autos no de- 
jan lugar a duda que el a pelan ti- ha hecho tina inexacta mani- 
festación fiel rancho, en violación de lo dispuesto en el artículo 
cincuenta y cuatro de la ley de aduana ¡tara mil ochocientos no- 
venta y at-is. ¿poca de la comisión del hecho, haciéndose así pasi- 
ble de la penalidad establecida por las ordenanzas de la materia, 
de conformidad á lo prevenido en la expresada ley. 

Por esto, de acuerdo con lo expuesto y pedido por el señor 
Procurador general y por sus fundamentos se confirma, con 
estas, la sentencia apelada de foja treinta. 

Repuestos los sellos, devuélvanse pu liendo notificarse, con el 
original, 

BENJAMIN PAZ. — OCTAVIO DUNGE. 
— JUAN E. TOKREMT. 



« Aim.t 

Crimtnal contra Antonio Fiario (a) Milán tj Eduardo Cárhs 
(iamerro, por circulación de billetes falsos de curso legal 

Sumario. — La cir ou Jacio n de billetes falsos de carao legal 
hace pasibles á los reos da la pena establecida por el artículo 62 
de la ley nacional penal. 
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Caso, — Lo explica la 



VISTA DLL PROCUKAOOK FISCAL 

Lo Piala, Mnyo 21 de 1897. 
Señor Juez Federal : 

El fiscal en lacansa seguida a Antonio Finrioy Guardo Cir- 
ios Gamerro, sobre circulación d<- billetes de ban«-o íalsos, á Y. S, 

El señor José María Abacá, como aparece A foja 51 , denunció 
á ia policía del partido General lielgrano haber sido víctima 
de una estafa en el cambio de un billete de 20 pesos, ardido 
de falso, por una pesona que formaba parte d»> nn grupo de 
o.-lm individuos que entró á su casa d« negono el 'lia 20 de 
Abril pasado, ú Ías8p. ra. próximamente. 

Practicada la íppaíigaeibá necesaria, fué constatada Ja ve- 
racidad de la denuncia, el billete cambiado era falso y los au- 
tores de la circulación Jos de los individuos d«l ^rupo, que son 
loüque te encuentran detenidos á la disposición del juzgado, 
llamados Antonio Fiorio y Eduardo Cárlos Gamerro. 

hos billetes, parte dados en cambio ó pagos y en parte se- 
cuestrados, son lo* que figuran á foja 60 de estos autos. 

El sumario, en concepto del suscrito, está completo, y, sin ne- 
cridad de ratificarlas declaraciones y demás piezas de informa- 
clon que autoriza -I artículo 197 del Código de procedimientos 
eil lo criminal, debe ser elevado á plenario, con arreglo al artí- 
culo 457 del míüino código. 

A foja 80, en el neto de prestar declaración indagatoria, An- 
tonio fíocfo, mnifi sta qu'í ere- \'ié do^ billetes de 50 pesos le 
pertenecen, los demás no. 

Las constancias de autos demuestran, por el contrario, que 
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esos billetes, tanto los fie 50 ptsns como los de veinte, de acuer- 
do con la clasiücaciou de foja 57, pertenecen á ese procesado. 

EUla declaración de foja 17, que ha ratillcado, expresa que 
fué al campo en busca de trabajo j confusa que loa billetes ex- 
hibidos son los que en parte le fueron secuestrados, explican- 
do la existeocii e a mi poder por haberlos encontrado á inme- 
diaciones de la [ laza Constitución, en rircimstancias que iba á 
tomar el tren. 

Esa explicación es inverosímil y destruida con lu prueba de 
autos, es difícil conciliar la necesidad del trabaju con una can- 
tidad considerable de billetes decurso legal y otra de billetes 
falsos, circunstancias que denuncian á la* claras el plan de con- 
vertir los falsos por los de circulación legal. 

VA otro procesado, Kduardo Carlos Gamerro, A foja 8, ha nu- 
gado en absoluto los hechos que han dado lugar á este sumario, 
con excepción de haber viajado en compañía de Antonio Fiorio, 
secuestrándosele las piezas der ritas a foja 59. 

Esta es la situación de l»s procesados. 

Con la simple lectura de primei u intención de estos antecedí li- 
tes, se fortna el convencimiento que el viaje al campo no tenía 
por objeto trabajar en la recolección del maíz, ese era un pre- 
texto para atenuar el efecto de La presencia de esos individuos 
en tantos punios, los que dejaban de un dia para otro, después 
de corta permanencia, s ; no sorprender cun los cambios délos 
billetes falsos a Las personas con quienes tuvieran ocasión de 
encontrarse en las diversas localidades que paraban, tan es así 
que en rada una de éstas fué entregado á la policía, un billete 
falso. 

El hecho del pago con esos billetes, lo acredita José María 
Albaca, a foja i ; Antonio Picizxano, á fojü % Pedro Faoru, a foja 
8 vuelta; Cayetano Crema, a foja 4 vuelta; Francisco Vassia, á 
foja 6 ; Vicente Venedetto, á foja 7; Antonio Diaz, á foja 10. 
Estas perdonas, unas como damnificadas \ otras como test i- 
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gos presenciales, iemuestran la forma de la ejecución de los pa- 
gos. 

Bo cuanto á la culpabilidad de Ick procesados en esos hechos, 
surge como consecuencia de la participación comprobada en 
■utos, que Antonio Fiori y Eduardn Cirios Gamerro son loa au- 
to res de in circulación, es evidente; ban depuesto sobre la iden- 
tidad dii esas perdonas, Rafael Guerra, á foja 11; José Vítale, á 
Tuja 12; Jasé Ibarrul aza, a foja 43; Juan Oyarzúa, á foja 14; 
Anselmo Purrilli, á foja 2o; Manuel Irizorry, á foja 26; Andrés 
Mioara, áfoja 27 vuelta ; José Vítale, á foja 28; Carmen Ruto- 
dueña, á foja28 vuelta; Leonor Rodríguez, á foja 29; José Ma- 
ría Albaca, á foja 29 vuelta; Vicente Benedetto, á foja 50. 

Fuerade estas declaraciones, de foja 30 vuelta á foja 41, fi- 
guran otras tantas, riue ha<*en prueba plena acerca del delito y 
la responsabilidad criminal rte los procesados». 

La falta de conocimiento de que los billetes eran falsos, es 
una excepción imponible de ser admitida cuando á cada momen- 
to les era revelada la falsedad. 

Kl frauda, la ganancia ilícita que perseguían, estii igualmen- 
te evidente, y lo demuestran los artículos y piezas de vestir que 
ban fctdo encontrados en las buNas secuestradas puf la policía, 

Pur las consideraciones apuntadas y constancias de autos, el 
suscrito solicita para cada uno de los procesados Antonio Fiorio, 
y Eduardo Carlos Gamerro, ooatro años de trabajos forzados y 
multa de 500 pesos fuertes, con arreglo al artículo 62 de la ley 
de 14 de Setiembre de 1863, y las costa* del proceso. 



G, t¡. fteyra, 
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PmII* del Jmi r«der«l 

4 

U Plato, Diciembre S9 de 1&I7. 

Y fistos: Los seguidos contra Antonio Fiorio(a) Hilan y 
Eduardo Carlos U.i morro, por circulación de bileu-s falsos de 
banco. 

Resulta de las ei posiciones* denuncias y declara 'iones del 
sumario preventivo, que los procesados llagaron al pueblo 
General Belgranoel dia 24 de Abril último, con el pretexto de 
buscar trabajo y el mismo dia siguieron viaje hasta llegar á la 
ca^a de negocio ■ La Esperanza » de don Luis Andreis. situada ií 
& leguas del pueblo citado, cuartel 4°, primer punto d»ude di- 
chos individuos coma osaron aponer en práctica su comercio 
ilícito, circulando dos bilí ¿es falsos de 20 pesos cada uno. 

2 o Al siguiente día vuelvan al referido pueblo y en la casa de 
negooio de don Pascual Purioelliy, carao» las tres de la tarde, 
circulan otro de igual valor. En la casa titulada cLa Tabla » 
de don Domingo Barrada, hicieron lo propio, y así continua- 
ron en otras casas basta el momento de s -r aprehendidos por la 
policía. 

3 a De las actas de fojas 15 y 10 resulta que los procesados 
deolaran con nombres supuestos, y del registro que se hizo, so 
les encontró los billetes de que instruye el informe policial A 
foja 42 1 nelta. En sus declaraciones, ambos niegan haber circu- 
lado billetes falsos, é incurren en contradicciones á cada mo- 
mento, y en efecto, al ser interrogado Fiorio por la procedencia 
de los cuatro billetes (f ja 18) faUos que se le han secuestrado, 
manifiesta que los encontró en la calle al bijar del tren vn la 
plaza de Constitución» mientras que su compañero Gamerro 
afirma que no vi6 ni supo tal hallazgo (foja 23). 
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4* En ta misma declaración, Fiorio (foja 18) niega haber es- 
tado el dia que llegaron á General Belgrano en la casa titulada 
* La Ksperanza » y que recorrieron las conocidas por f La Ver- 
de » y c La Tabla *,y en cambio Gamerro lo confirma, robuste- 
ciendo de esta manera las declaraciones de lúa dueños ó encar- 
gados de dichas casas y la di* Frudero Vicente Benedetto (foja 7 
vuelta) ; igualmente incurre en otras contradicciones. Las cus* 
los se bailan expuesta* fielmente á foja 50 vuelta. 

Y considerando: i' Que el delito de circulación de billetes 
falsos está probado por la< declaraciones de fojas 1, 8, 4 vuelta. 
6 y 10, prestadas tinos como daniniücariis y otros como tes- 
tigos. 

2" Que sohre ]» identidad úe \os procesados han depuesto va- 
rias personas á fojas 12, 14, 29 y 30, de dundo resulta plena- 
mente demostrado otro extremo «leí delito. 

3 o Que el fraude y la ganancia ilícita que perseguía», está 
igualmente revelada, como lo demuestran los artículos y piezas 
de vestir que le fueron encontradas en las bolsas tomadas por la 
policía. 

4° Que si bien Fio río, á foja 80, manifiesta que cree que dos 
billetes de 50 pesos de los que figuran a fojas 70 á 72, le per- 
tenecen y los demás no; las constancias de autos demuestran 
por el contrario que tantos esos billetes como los de 20 pesos 
pertenecen á este procesado, según la clasificación de foja 57 y 
lo expuesta á foja 17, 

5* Que hallándose constatada la falsedad de estos billetes, 
según informe de foja 92, como igualmente la repetición de am- 
bos procesado? en sus actos ilícitos no obstante Jos rechazos su- 
frido en algunod» los billetes, carece de base legal la argumenta- 
ción de la defensa (foja 108) comn también la de foja 111 en lo 
que respecta al procesado Gamerro, quien, á pesar de negar los 
hechos causa de est fk sumario, con excepción de haber bajado en 
comj añíadeFiorio, secuestrándosele las piezas descritas á foja 
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59, pagaba en moneda l«g ti. cuando á sn compañero su te acha- 
taba algún bill.jt*', í uo te te cambiaba por falta de dinero apa- 
rente al objeto (fojas 5 y 6), 

Por estas consideraciones y las aducidas por el procurador fis- 
cal, fallo ^oiiderundo ácada «no de los procesados Antonio Fio- 
rio y Bd nardo Cárlo* Gamern, á la pena de 5 años y medio de 
trabajos forzados y multa Ib 2758 pesos fuertes, con arreglo a 
los artículos 62 de ia ley federal de 14 de Setiembre de 1863, 
y artículo 62, Código Pemil, con más la indemnización del daño 
causado y las costas, debiendo deducirse tiempo de prisión 
sufrida con arralo al artículo 49 del Código de Procedimien- 
to* en lo criminal y hacerse el cómputo por secretaría, Xotífí- 
nuese con el original ; regístrese en el librode sentencias, y una 
vez consent ida y ejecutoriada la presente, líbrense los oficios 
del caso. 

Mariano & de Aurrecocehea. 



VISTA DEL SfcflOR PROCtIRADOH GENERAL 



Suprema CorU ; Uns > U ° >a 31 * lm - 

La perpetración del delito de circulación de billetes falsos se 
halla comprobado en este proceso por tos declaraciones invoca- 
das por el procurador fiscal á foja 96 y las que especifica con pre - 
cisión la sentencia recurrida d* foja 126. Y esa comprobación, 
que establece la responsabilidad inequívoca de los procesados 
Antonio Fiorm y Eduardo Cárh,s Gamorro, es tan evidente, 
que el mismo defensor de loa probados no ha debido deseo-' 

Rocería, á pesar del laudable celo desplegado en su defensa de 
foja 135. 

Sólo se observa que la pena impuesta es excesiva, y que me- 
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diüo circunstancias atenuantes que autoriian j>u reducción al 
mínimum de la que prescribe el articulo ft2 de la ley sobre crí- 
menes contra la nación. 

No desconozco la fuerza de la doctrina jurídica invocada por 
el defensor; pueden prevalece en muchos caso* circunstancias 
atenuantes de la penalidad legal, aun fuera de los rasos deta- 
llados por el artículo 82 del Código P-nal, p ro tile* circuns- 
tancias no favorecen á los procesados, en el raso sub-jmtice. 

Sus acias de circulación no resultan disculpados por la im- 
premeditación ú otra causa que disminuyala intensidad de la 
voluntad criminal. 

Se trati de una circulación extensa, ó juzgar por el número 
de billetes secuestrados que corren de foja 70 á foja 72; de un 
plan combinado y bien premeditado, para operar la circulación 
á mansalva, en diversos puntos de la campan* de Buenos Aires. 

Y para ello, los procesados han ocultado su nombre verda- 
dero, operando con billetes falsos, quelosTe>iían como legítimos 
cuando era descubierto el fraude, llegando por este medio á 
obtener Us mercaderías que también les fueron secuestradas. 

Resulta, entonces, que la circulación, según el número de bi- 
lletes see nitrado*, era un plan combinado con elementos bas - 
tantes p in su ejecución, que esa ejeoucíou s<; ha -onsumado en 
diversas casas y contra diferentes personas, y que ella habría 
continuado sin la oportuna denuncia 6 intervención consiguien- 
te de la autoridad policial. La gravedad de los hecbos no se 
caracteriza por el vator material de lo defraudado, sinó por la 
alarma y desconfianza que llevan al comercio en general, y el 
atentado contra el crédito de una moneda fi-l nciari a reconocidi 
y garantida por las leyes de la nación. 

Sien tal caso, el escaso valor de lo depositado considerado 
aisladamente, pudiera ser causa de atenuación, según el artícu- 
lo 13, inciso 7 Ú . del Código Penal ; la astucia y fraude empleados 
y la reiteración del mismo beoho contra varias personas, coi.— 
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titujen hechos agravantes según loa artículos 84 y 85 del mis- 
mo código. La sentencia que juzgando equilíbralas aquellas 
circunstancias en pro y en contra de los probados, toma el 
término medio de la pena legal para imponerla* con sujeción á 
lo proscripto por el artículo 62 i-> la ley de 14 de Setiembre de 
1863, es no sólo justa sinó tamMen eqaitatira : v pido por ello 
á V. S. se sirva oonlirtnHrla por fnj fun lamentos. 

Sabimano Kt< 

*»it*> 4* Im «Hprrnm * «ríe 

Buenos Aires, Junio 18 de 1898. 

Vistos y considerando: Que está debidamente comprobólo 
que los procesados son reos del delito de circulación de billetes 
falso* de banco, lo que los hace pasible de la pena establecida 
por el artículo sesenta y dos de la ley penal de catorce de Se- 
tiembre de mil ochocientos sesenta y tres. 

Que no existen circunstancias atenuantes que autoricen la 
disminm ion de la pena impuesta á los recurrentes. 

Por esto, de acuerdo con lo nxptiesto y pedido por el señor 
Procurador general y por sus fun lamentos se confirma, con cos- 
tas, la sentencia apelada de foja ciento veintiséis, con declara- 
ción de que el V ¡mpo de prisión sufrida debe computarse á ra- 
lea de dos dias por uno de trabajos forzados, con arreglo á ia 
doctrina que surge del articulo noventa y dos de la citada ley 
poní! y i 1 ( jurUpruden -ia de eua Suprema Corte establecida 
en su mérito. Devuélvase, pudiendo uotinoirse con el original. 

BENJAMIN PAX. — LUIS V. VARELA; 
— AKKL BAJAN, — OCTAVIO B UN- 
GE. — JUAN E. TOHKENT. 

t 
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Criminal contra tíeltrán Petlcgrino, por tentativa 
de circulación de billetes falsos de corso legal 

Sumario, — La posesión de billetes ful sos de curso U-gal cotí 
circunstancias que convencen del propósito criminal (luí proce- 
sado, basta para dar por averiguada ta tentativa de circulación, 
e imponer la pena correspondiente. 



Caso, — Resulta del 



Falla del Ju» »>drr«l 

Tucuman, Diciembre 2Ü de 1897, 

Y vistor : en el proceso seguido contra Beltran Pellegrino, 
mayor de edad, soltero, italiano, de profesión abastecedor, con 
motivo del secuestro de unos billetes de banco, que se dicen 
falsos, resulta: 

I o Recibidos lns actuados de f^ja* 1 ú 15, practicados por la 
policía y remitidos por el señor juez de instrucción de la pro- 
vincia, dióse vista al señor procurador lineal quien, evacuán- 
dola á foja 16 t pide se declare competente este juzgado y ordene 
la formación del ¡sumario. Así se ordenó por auto de foja 16 
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vuelta, practicándose Lis diligencias que se Ten de foja 17 ade- 
lante, hasta declararse cerrado el sumario, elevándose la causa 
á plenario como se ve á f->ja 29 y 29 vuelta. 

2 o Corrida vista al proco radur íiscat, á los efecto:, del ar- 
tículo 457 del Código de Procedimientos, la evacúa si foja 34 
imponiendo ; Que el 16 de Julio del año 1896, llegó á esta ciu- 
dad por el Ferrocarril Buenos Aires y Rosario Beltran Pelle- 
grino, fué ésto detenido en esa noche por un comsario de po- 
licía y secuestróse ¡e la cantídal de ¿157 p-soa en billetes al 
parecer falsos, especialmente 46, valor de 50 pesos cada uno 6 
s*'S 2300 pesos, que desde el primer momento se supusieron 
falsos, devolviéndosele b s 57 restantes por reconocerlos legí- 
timos. 

Que el procesado en sus declaraciones de fojas 4, 6 y 19 ma- 
nifiesta como causa de su viaje á esta ciudad, el haber venido 
en busca de uno de sus socios, llamado Pablo Bulafoeo, para 
hacerlo regresar al Rocano de 5anta Fe, pues habiéndose ¡do su 
socio á lis colonias de Santa Fé, le escribió i Pellegrino que 
tal vez vendría ¡i Tucnman, y por esto vino también el último, 
dejando atendida en el Rosario, por el "tro socio Giro Miehel». 
la carnicería y puesto de abasto perteneciente á la sociedad. 

Que según el procesado adquirí ; los 46 billetes de 50 pesos, 
en el Ro s «rio, cambiándolos por dos billetes de 500 pesos, que 
tenía desde cuatro meses antes, a" una persona desconocida, 
cuya filiación tío recuerda, y los demás los cambió su socio Mi- 
cholo, entregándoselos á él por ser el cajero. 

Que esto no eiplica satisfactori uuente Ja procedencia del 
dinero, ni el objeto de su viaje á esta ciudad, no es posible 
aceptar que teniendo billetes de 50U pesos que presentan mae co- 
modidad para guardarlos, puesto que no hacían pagos con este 
dinero, tos cambiara á un desconocido, exponiéndose á que fue- 
ran falsos los <iue recibía, peligro mu oh 4 mayor si se tiene en 
cuenta que el procesado declara haber oído que había billetes 
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fuimos de ese valor, y teniendo en caen ta que el capital cu o 
que dice que giraba la sociedad, no es creíble que tuvieran 
guardados ios dos billetes de 5U0 pesos, siendo así que debían 
h;icer fuertes pagos mensuales. 

Que esas presunciones fundadas en el órden y manera de ser 
razonable y natural de los hechos humanos, están corroboradas, 
ó mejor dicho, definitivamente comprobadas con lo* mismos 
billetes secuestrados, cuya numeración en la mayor paite de 
ellos, ea repetida (el señar procurador fiscal hace el detalle de 
los billetes repetidos). 

Que basta con lo expuesto, que consta del acta de foja 1 fir- 
mada por el mismo procesado, para convencerse que los bille- 
tes que tenía y trataba de hacer circular Beltran Pellegrino, 
son falsos, y por lu mismo ha cometido el delito previsto en el 
articulo 30 de ta ley número 2216, quedando sujeto á la pena 
establecida en el articulo iOde la ley de 14 de Setiembre de 
1803. En consecuencia de los hechos expuestos y disposiciones 
legales citadas, é invocado el fui lo de la Suprema Corte que se 
registra A foja 94 del tomo 8°, de la 4* série, pide «-ontra el 
procesado Peregrino, la pena de cuatro años de trabajos for- 
zados, con multa de 500 pesos y Us costas del proceso. 

3 o Corrido traslado al defensor del procesado, r ija 38, eva- 
cuólo i foja 39, exponiendo: Qne de autos no consta legalmen- 
te probado que Peregrino sea autor del delito <jue se le impu- 
ta, pues lo único que existe, á juicio del señor proco rador fiscal, 
son presunciones, á las que da un valor que en realidad no tiene. 

Que la única prueba que acusa a Pellegrim» es la existencia 
en su poder de 46 billetes de 50 pesos, que según ese funciona- 
rio, son falsos, pero uo hay constancia alguna que asf lo acre- 
dite, de mudo que soparte de una base falsa. 

Que la numeración | jpetida de algunos billetes no es prueba 
decisiva de su falsedad, pues no es difícil que exista unu -mi- 
ración y no es permitido por el error posible de alguien, ¡ufa- 
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mar j condenar a un hombre que puede r útil a la sociedad 
en que vive. 

Que la confesión de Pellegrino nada tiene de inverosímil y 
represeuta una escena de la vida real que á cada paso se repite ; 
encuentra el señor defensor muy natural la explicación de Pe- 
llegrino sobre la procedencia del dinero secuestrado, por la 
alucinación y entusiasmo que causan los billetes nuevos que se 
prefieren por razones de higiene. 

Sobre la circunstancia di 1 guardar dos billetes de 500 pesos, 
do obstante tener fuertes pagos que bac<r mensual mente y so- 
bre el objeto del viaje de Pellegrino á esta ciudad, repite el 
señor defensor lo mismo que tiene dicho el procesado. 

Que de lo expuesto resulta que un hay elementos en el su- 
mario que condene á su defendido, quien no ha tenido La inten- 
ción de delinquir, que el señor procurador fiscal presume, nece- 
sarias para que haya delito ; y no habiendo prueba legal no se 
puede castigar al procesado con una pena tan fuerte como La 
pedida en la acusación, debiendo en ta duda estar á favor del 
acusado, Y concluye pidiendo se desestime la acusación, sedé 
por compurgada la insignificante pena que pudiera corresponder 
á Pvllegrino con el tiempo de prisión sufrida y se ordene su 
libeitad inmediata. 

i" L Lunados autos y recibida la cansa si prueba, fojas 41 vuel- 
ta y 42, ninguna se produjo, según demuestra el certificado de 
fuja 43. Llamados nuevamente autos para definitiva, foja 47, 
se señaló din para el informe m voce, sin que se usara de ese 
derecho. El juzgado ordenó, para mejor proveer, se requiriese 
informe al señor gerente del Banco de la Nación Argentina su- 
bte los billetes i que se refiere este proceso, el que se expidió 
á foja 49, reiterando en seguida el llamamiento du autos para 
semencia, previa la audiencia de que da cuenta el acta de 
oja 52, 

Y considerando: I o Que el prooesado Beltran Pellegrino 
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está convicto y confino de haber tenido en su poder y habérsele 
secuestrado por la policía de esta Capital los 46 MI leles de 50 
pesos caita uno, que se detallan en el acta de Tuja 7. 

Eg las declaraciones de fojas 3 á 6 y de Tojas 6 á 8, recono- 
oe que esos billetes detallados en esa acta son los suyos ; y en 
la indagatoria de fojas 18 vuelta ii 23, se ratifica en el conte- 
nido de esas declaraciones, reconociendo ser de él las firmas 
que las suscriben. 

2 o Que los 46 billetes mencionados, son todo> de la série 02, 
y su iiuiaerae ion »*\ detalla así : 



Numerario» 

Umie A00I5773 

Cuatro A 000037 5 

Nin'i> A0000735 

Tre. - A00Ü0335 

< na < m , , . . . A000737:! 

Uno A0006377 « 

Dos , . A 0007739 

Cinco , AÜOU9373 

Uuo.v A 00 17 537 

Uní' A0ÜO7573 * 

Dos., A0070571 



D no A 000057 1 

U ii" , A00 1 1 703 

tino »,.,,.,. A 0007 571 

V 

Y f si bien Be nota algunas diferencias entre la numeración 
ron signad a en la lista d- foja 1 vuelta, la citada por el señor 
procurador tiseal en la vista de foja 34, y la consignada en el 
iufoime de foja 49, ellas lian sido perfectamente achiradas en 
la audiencia 6 acta de tujas 52 á 54 t y no pueden influir de 
modo alguno en el fondo del procoso. 

3 4 Que la ilegitimidad ó falsedad de los billetes se demues- 
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tra: I a Por la numeración repetida en ocho grupos fie ellos, 
se S un se lee eji el considerando precedente Siendo uno délos 
principales distintivos de la emisión de billetes, la série y nu- 
meración, en una série n<> puede haber mas di» un billete con 
un mismo número, j cano de haber más de uno, es evidente que 
los de numeración repetida son falsificados. Ka el presente caso 
los 46 billetes secuestrados á Bekran iVllegr.no son déla série 
02, luego es indudable que los de numeración repetida mu ile- 
gitimo* >• éstos componen casi la totalidad de aquéllos. 

2 o Por el informe del señor gerente di] Banco de la Nación 
Argentina, ratificado a foja 52 y vuelta, que clasifica de falsifi- 
cados todos esos billetes, incluís los de numera -ion do repeti- 
da, notando ( -n detallo las diferencias entre ellos y los legíti- 
mos, diferencias palpables a Ja simple vista, en su mayor parte, 
qne ponen de manifiesto de un modo inequívoco la falsificación. 
Ese informe r. vi si - mayor valor aún, si .te tiene en cuenta I» 
oficina ó establecimiento de que procede, y las funciones espe- 
ciales que est>- desempeña, por ser el único Banco de .-misión. 

3"* Por la confesión cíe] procesado en so declaración de fojas 
6 ¡i 8, ratificada en la -le foja* f 8 a 23, donde dijo, al ser inte- 
rrogado *obre si como sabiendo que había una fal >¡(icaeion de 
billetes de 50 pesos, no temió que los sujos fuesen falsificados 
y averiguó !a verdad en al^im Banco ; • Q. If? no averiguó por 
haberlos fardado de zonso, y recién ahora cree qw mn ma- 
los. > 

4" Que las explicaciones dadas por el procesado en sus decla- 
ra-iones, al ser interrogado sobre la procedencia de los billetes, 
repetidas algunas por bu defensor, no son satisfactorias, ni 
traen presunción alguna en su favor, romo lo hace ver muy 
bien el señor procarador fiscal en la vista antes citada. A esto 
se agrega otras circunstancias que hacen más inverosímiles 
Ules explica, iones, como son: la de atribuirse Beltran Pelie- 
gríno el título de .-ajero de la sociedad que ha inroc 'o, puesto 
T. usm ^ 
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que exigirialesu presencia permanente en el Rosario, y sin em- 
bargo, trasladarse á esta ciudad, sin otro motivo, según dice, 
que el de buscar á un socio, que le escribió que tai vez vendría; 
la de traer en billetes 2357 pesos de la sociedad, siendo así 
que, según ha dicho á foja 5, todo el capital social sería 3000 
pesos v girando por valorea de la importancia que expresan sus 
declaraciones, no es admisible quu sdlo se hubiese invertido en 
el negocio una cantidad inferior á la cuarta parte de dicho capi- 
tal, pretiriendo, según él, tener el dinero guardado; lo de que 
trajo el dinero para ver si compraba hacienda aquí, ea más 
inverosímil, si cabe, siendo de pública notoriedad la escasez de 
hacienda en esta provincia y el comercio que ella mantiene con 
las de Córdoba j Santa Fé, que la proveen de ganado para el 
consumo, hecho que no puede verosímilmente ignorar uu hom- 
bre que de e-o- negocio* se ocupa. 

5" Que en presencia de las constancias del proceso, notadas 
en los tres primeros considerandos, el procesado, tenedor de loa 
billetes falsificados, debió justificar la procedencia de ellos y 
probar los hechos invocados en su defensa y las explicaciones 
bajo lasque ha pretendido ampararse, y sin embargo ninguna 
prueba ha producido, según se ve en el certificado de foja 43. 

6" Que la falta de justiücativos sobre la procedencia de los 
4t> billetes falsificados, impone á Beltrau Peliegriim la res- 
ponsabilidad que pt-aa sobre el falsificador, ó cuando menos, 
la del circulador de tales billetes (fallos de la Suprema Corte, 
t >mo 5 Q , página 433); y estn se corrobora si se tiene en cuenta 
el número y valor de los billetes que hacen una suma de rela- 
tiva importancia, y las circunstancias expuestas en el cuarto 
considerando, además de las indicadas por el señor procurador 
fiscal. 

Por eonsiguiente, debe tenerse á üeltran Peliegrino como 
infractor al artículo 30 de la ley número 22t6, transcripto en el 
reverso de los referidos billetes. 
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7 a Que )íi falta de intención criminal invocada por el defen- 
sor del procesado, no puede tañerse en cuenta en presencia del 
artículo 6 a del Código Penal, según el que debe p re sutil irse esa 
intención en la ejecnciou de hechos dasiücados de delitos, pues 
en el caso no resulta, de las circunstancias particulares de la 
causa, otra presunción en contrario. 

8 o Que no «ilutante lo dicho en los tres considerandos prece- 
dentes, como la circulación de los billetes no se ba llevado ade- 
lante, á lo menos no resulta de autos, pues lian sido secuestra- 
do-; por la policía de poder del procesado, debe clasificarse el 
acto imputable á Beltran Pellegrino, según las constancias del 
expediente, como una tentativa de circulación de billetes falsos 
(articulo 8°, Código Penal), sujeto ¡i pena, por no haber media- 
do el desistimiento voluntario (artículo 9", Código citado), y la 
que debe aplicarse es la del artículo 62 do la ley de 14 de Se- 
tiembre de 1863, según lo prescribe el citado artículo 30 de la 
ley número 2216, graduándola ron arreglo á la disposición del 
artículo 12, inciso 2", del Código mencionado, conforme a la 
jurisprudencia establecida en diversos fallos de los tribunales 
nucionales y especialmente en los que se registran en las pági- 
nas 45 y 56, del tumo 63 de la Suprema Corte. 

Por estos fundamentos y demás concordantes del proceso, 
fallo: en definitiva, declarando á Beltran Pellegrino autor de 
tentativa de circulación de billetes falsos, j le condeno confor- 
me al artículo 62 de la ley de 14 de Setiembre de 1863 y 12 
del Código Penal, á sufrir la pena 'e dos años y medio de tra- 
bajos forzados y 500 pesos de multa, cotí costas, debiendo des- 
contarse de los dos años y medio, el tiempo de prishn preven- 
tiva sufrida, en la proporción qae establece el artículo 49 del Cú- 
Cólijjo Penal. Hágase saber con ei original, transcríbase y 
repóngase los sellos. 

t\ Marina Al faro. 
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VISTA DEL ÜEÍÍOH PHOCUUADOtt GEPifcRAL 

Buenos Aire*, Mayo áíid<* 1898. 

Suprema Corte : 

La sentencia de foja 101 es legalmente jubta. Asi resulta de 
las constancias de autos, y prescripciones penales invocadas en 
¡,us considerandos, y se explica la ruaon de no haber sido ape- 
lada ni por el representante d" la acción pública, ni por el de- 

fensói de) procesado, 

Aceptando también las conclusiones de aquella sentencia t i 
defensor del procesado en la actual instancia, nada necesito 
agregar; y por ello me limito á pedir á V. E. se ^irva conlir- 
uiaria por sus fundamentos, y ordenar la inutilización délos 
billetes falsificados que solicita el defensor del procesado, en 
su precedente escrito. 

Sabiniano Kier. 



Fnllo dr I» t»u|-i*rmn * or t«- 

BÚénOl Aúv*. Junio 18 dfl 

Vistos y considerando: Que esta probado el hecho de haber- 
se encontrarlo en poder del procesado los billetes falsos á que 
esta causa se refiere, correspondientes á banco autorizado por 
leyes de la nación. 

Que esa posesión basta para dar por averiguada la tentativa 
de la circulación de dichos billetes, ya que no existe prueba de 
la circulación efectiva, de conformidad con lo dispuesto en el 
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artículo seis del Código Penal J con el artículo trescientos (lie* 
y ocho del de Procedimientos en lo Criminal, puesto que ta na- 
turaleza del liecho y laa circunstancias He la causa convencen 
di 1 propósito criminal del procesado. 

Que no habiéndose apelado lu sentencia por el ministerio pú- 
blico, esta Suprema Corte no puede agravar lacena impuesta, 
con arreglo al artículo seiscientos noventa y tres del citado Có- 
digo de Procedimientos. 

Por esto, de acuerdo con lo pedido por el señor procurador 
general y fundamentos concordantes de la sentencia de fuja 
clent» una, se confirma ésta, con costas, di clarándose que el 
tiempo de prisión sufrida debe computarse á razo» de dos dias 
de ésta, por uno de trabajos forzados, en mérito de la doctrina 
que surge del artículo noventa y dos de la ley penal de catorce 
de Setiembre de mil ochocientos sesenta y tres y de la juris- 
prudencia establecida por esta Suprema Corte. 

Hágase saber con el original y devuélvanse, debiendo inuti- 
lizarse, los billetes agregados al proceso ante el inferior. 

BENJAMIN YKt. — LUIS V. VARALA . 
— ABEL BAEAN. — OCTAVIO BU>- 
CE. — JUAN E. TORJIENT. 
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El doctor don Manuel Hernández contra don Ventura Gómez, 
sobre entrega de cantidad de lino, y agregación de un docu- 
mento i recurso de apelación deneyada. 

Sumario. — No es apelable el auto que manda agregar y re- 
conocer un ilncu mentó, cuyo mérito probatorio debe apreciarse 
en la definitiva. 



CSt'OElME DEL JL'U FLliK llAl. 

Paraná, Mayo 31 de 1898. 

Exma . Suprema Corte : 

K ii A juicio iniciado por el doctor Manuel A, Hernández con- 
tra don Ventura Gome*, sobre entrega de una cantidad de lino 
que aquel decía perteneoerle por haberlo recibido del colono Jo- 
sé Yacaretti, en pago de arrendamiento, el doctor Hernández, 
hizo mención en su demanda del contrato de arrendamiento di- 
ciendo que él se encontraba ¡igregado al expediente seguido por 
él contra Ramón Barinaga y otros colonos. 

Abierta la canas á prueba, el representante de Hernández 
presentó el contrato en instrumento privado pidiendo que Va- 
caretti rec-kuooiese mu firma. 

La parte d. Qomez se opuso á la admisión del documento, 
fundándose en que Hernández no había cumplido lo que dis- 
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pune el artículo Í0 de la ley de procedimiento!}, y sustanciada 
ln oposición, el juzgado pronunció el siguiente auto: 

• Paraná, Mayo 10 de 1898, 

f Vistos en en el incidente sobre reconocimiento de firma del 
contrato de arrendamiento celebrado entre el doctor don Manuel 
A. Hernández? José Vacaretti bajo f irma privada y consideran- 
do: Que ese documento fué ya ofrecido como prueba por el actor, 
tr.su demanda, al exponer en el segundo acápite § f*, que tenía ce- 
lebrado ese contrato con Va arctli. del cual procedía au derecho 
A lin i objeto de la demanda y qoe se encontraba agregado á los 
autos seguido contra varios colonos, con lo que quedaba cum- 
plida la exigencia d^l artículo ÍO de la ley de procedimientos, 
no siendo inconveniente para so admisión el que lo hubiese 
hecb» desglosar de aquel expediente y presentado en esta 
causa. 

« Que por otra parte, el cuntratu de arrendamient o entre Her- 
nández y Vacaretti no es de loa que fundan directamente el de- 
recho de Hernández en su demanda contra don Ventura Go- 
me!, por devolución de una cantidad de lino, que aquél dice 
pertenece ríe por haberlo recibido en pago, sinó mas bien ana 
prueba testifical que es la importancia que realmenttítiene el do- 
cumento reconocido por Vacaretti, que no es parte en el juicio. 

« Por esto, no se hace lugar á la revocatoria de la providencia 
de 26 de Abril último, en que se admite como prueba el o intra- 
to c" rendamiento aludido, y se manda reconocer su firma, con 
costas a cargo de la parte que solicitó la revocatoria ; y no tra- 
yendo esa providencia un gravamen irreparable, no se hace lu- 
gar al rectirs» de apelación interpuesto en subsidio. 



c T. iHnto. > 
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El considerando V se basaba en un informe verbal de secre- 
taría, de ser el ducnrneoto presentado el mismo que había figu- 
rado en loa autos «Hernández contra Mangana y otros» y por su- 
poner que ta ñafie de Hernández nu hubiera podido obtenerlo 
para traerlo a este expendiente Binó por desglose decretado por 
el tribunal. 

Inspeccionando ahora tos autos contra Barinaga, veo que el 
coutruto cou Vacarettr, que obra en esos autos, de fecha \% de 
Febrero de 1892, y el presentado en la causa con Gómez, aun- 
que versa sobre las mismas chacra» es de Febrero de 1897. 

Sin embargo, el segundo fundamento hace que este error 
carezca de importancia en la resolución del anterior incidente. 

Por otra parte, él ha podido ser oorregido al estudiar el pro- 
ceso en definitiva, y desestimarse esaprueba si es que no debía 
recibirse : su admisión en la tramitación no causaba, pues, 
gr,< rámeo irreparable, y es por esto q ue se negó a Gómez el re- 
curso de apelación que interpuso en subsidio. 

Ks cuanto puedo informar i V. S. sobre el recurso de heoho 
iuterpuesto por la parte de don Ventura Gómez, 

M. de T. (Hniú. 

rail* de I* Muprrn» i«t« 

Bueno» Aires, Junio 18 de 18á8. 

Autos y vistor: Por loquereiulta del precedente informe, y 
teniendo en consideración que, como lo dice el inferior, es exacto 
que la diligencia de prueba mandada practicar no trae perjui- 
cio para la definitiva, desde que es en esta que se ha de apre- 
ciar recien el mérito de aquella, dándole la importancia que pnr 
derecho correepoud i t encujo caso la providencia relativa no es 
apelable. 
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De conformidad á lo dispuesto eu el irtículo doscientos neis 
de I» ley de procedimiento*, se dedaru bien denegado el recur- 
so. Repuestos los sellos, remítanse estas acta Aciones ul juez de 
la causa para ^ue üean agregadas i sus antecede ates, 

BENJAMIN PAZ. — LUIS V. VARE- 
LA. — ABEL BAZAN. —OCTAVIO 
BUHGI 



t AUNA <XII 

Don Varios Ducrenx contra don Cár tos II iltard, después contra 
don José MargoreL por cobro ejecutivo de crédito hipoteca- 
rio; sobre ejecución contra el tercer poseedor del inmueble 
hipotecado. 

Sumario. — El aerador hipotecario que no ha sido pagado 
por el deador, en el juicio ejecutivo seguido contra éste, pue- 
de dirigir La acción ejecutiva contra el tercer poseedor del in- 
mueble hipotecado, y nacerlo citar de remate, después de Ja in- 
timación de pago. 

Caso. — Dou Cárlus Duereux de ni ¡indo ejecutivamente á don 
Carlos Bitlard por cubro del crédito de 4400 pesos moneda na- 
cional garantido con hipoteca sobre un terreno situado er.. la 
provincia de Córdoba. Acreditado el fuero por la diversa vecin- 
dad de las partea ae siguió el juicio ejecutivo por todos sus trá- 
mites. 



330 FALLOS DE LA 3UPKEHA CORTE 

Dictada sentencia de remate, se ordeno la menta del bien em- 
bargado, qne lo fué el inmueble gratado con hipoteca, prévia ta- 
sación que se praticó. 

Nn habiendo postores, el ejecutante pidió que se ordenara 
nuevamente lávenla prévia retaza. Practicada esta, el juez dis- 
puso la enajenación en remate del bien hipotecado. 

Mientras se publicaban los edictos anunciando el segundo re- 
mate, el ejecutante se presentó diciendo : que recien tiene co- 
nocimiento que el inmueble hipotecado ha sido transferido ádon 
Nicasio N. Rocha, en remate público ordenado por el juez pro- 
vincial, in virtud de otra ejecución que ante él se sigue contra 
el deudor Billard ; que líocha ha transferida á don José Margo- 
rel el inmueble hipotecado, por loque, y de acuerdo con lo dis- 
puesto en el artículo 3163 del Códhjo Civil, pide se intime á 
aquél ó al tercer poseedor don José Margorel, el pago del crédi- 
to intereses y costas, y en bu defecto el abandono del inmueble. 

El juez proveyó de conformidad. 

Notificado Margorel, dijo que no pagaba ni desalojaba el te- 
rreno, por haberlo comprado en remate público. 

En viMude esta manifestación el ejecuLaute se presentó pi- 
diéndose cite de remate al tercer poseedor, señor Margorel in- 
vocando á este respecto Ion artículos 3162, 3165 y 3i66del Có- 
digo Civil. 

rallo del Juc» rederal 



COnlob.i, Noviembre 1¿ de 



Siendo la citación de remate un trámite propio del juicio eje- 
cutivo, y no siguiéndose éste contra el señor Margorel ; tenien- 
do en cuenta lo manifestado por el mismo en la diligencia de foja 
39, y lo dispuesto por el artículo 3165 del Código Civil: no 
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ha lugar á lo solicitado, sin perjuicio de ejercitar sus dere chos 
eü la forma correspondiente. 

C. Moyana iiacitúa. 

fr ailo a> la fluprema C'orir 

Uuetiü* Aire*, Junio \Hiiv ÍHÍÍH. 

Viatosy considerando: Que la ejecución iniciada áfojatres tie- 
ne por antecedente deuda 'la cantidad de dinero, di- plazoTeucjdo 
y comprobada por instrumento que funda la arción ejecutiva, de 
conformidad & los urtíoulosdosrientos cuarenta y ocho y doscien- 
tos cuarenta y nueve, ineisu tercero, de la ley de procedimientos. 

Que en su mérito el acreedor hipotecario, que no ha sido p i- 
gado por el deudor, no obstante haber requerido el pago, diri- 
ja tu aceion contra el tercer poseedor del inmueble hipotecado. 

Que la procedencia de la vía ejecutiva ie halla igualmente 
autorizada contra el tercer poseedor, si era legitima contra el 
deudor, desde que eiiste en relación á uno y otro lúa elementos 
que la hacen admisible y desde que actos en que el acreedor no 
ha sido parte, no pueden trabar el juicio de decenos adquiri- 
do^ cuando ademas no existe disposición legalalgunaque.se 
oponga á ese ejercicio. * 

Qne por consiguiente, lacitaciuii de remate solicitada por el 
acreedor, ha debido ser decretada en el estado de la causa, 
abriéndose la oportunidad para que los interesados puedan 
hacer valer us respectivas acciones y defensas. 

Por esto ae revoca el auto apelado de foja cuarenta y una 
Ttielta; notifíqnese con el original y repuestos los sellos, de- 
vuélvanse. 

BENJAMIN PAZ, — LUIS V, VARELA. 
— ABEL BAZAN. — OCTAVIO BUN- 
GE. — JUAN E. TOMÍEHT. 
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Don Cristóbal irriza contra el Ferrocarril de ítar/m Aires 
ai Pacifico, ¡torpago de un terreno 

Sumario. — Si se reconoce que la línea férrea recorre una ca- 
lle pública, el colindante nt> tiene derecho pura pedir indemniza- 
ción contra la empresa del ferrocarril, aunque la calle haya sido 
formada cou parte de los terrenos linderos, y las escrituras de 
éstas enuncien una superficie Comprensiva del perteneciente á 
dicha calle. 

■ 

rail» «1*1 Jue» Federal 

La Fíala, Abril 5 de I89ó. 

Y vistos : ios seguidos por don Cristóbal Urriía contra el 
Ferrocarril al Pacífico, sobre cobru de una expropiación y demás 
en autos ded u cid os. 

Y resultando: 1° Que á foja 23 se presentó por intermedio 
de apuderado dun Cristóbal Lrriza exponiendo : Que es propie- 
tario, según los títulos que acompaña, de las chacras números 
sesenta y nueve y setenta y una y de la mitad de la número se- 
tenta y dos del plano de ménsula y amojonamiento del éjido de 
Lujan con los linderos que índica. 

2" Que al verificarse Ja mensura del año de mil ochocientos 
sesenta y cuatro, por orden del gobierno de la provincia, se sepa- 
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r i de la superficie de cada chacra j .-n toda su extensión Ifi ne- 
cesario para . mur, entre chacra // chacra, una calle Je cim- 
renta y tres metros trvx ileciturtrns de ancho, destinada para la 
viabilidad pública. 

3° Que esta expropiación que se hizo en todas las chacras 
con el objeto indicado y que afecta también las de Urriza, no 
turo por resultado ó efecto privar en absoluto de la propiedad 
en la parte expresada ;í loa antiguos propietarios, sinó' simple- 
mente restringirles ei ejercicio de su» derechus de propietarios 
en pro de la comunidad. 

4* Q" p . propiamente hablando, más bien en vez de una ex- 
propiación se trato solo de ana servidumbre di» tránsito en favor 
de la comunidad y esto tan sólo para la viabilidad en la forma 
acostumbrada y generalmente usada. 

5 o Que este antecédate es incuestionable en presencia de ta 
operación de mensura aprobada administrativamente por el go- 
bierno de I» provincia. 

6" Que en la dicha operación de mensura se encuentran estos 
párrafos? « A primera vista, el ancho de cuarenta y tres metros 
tres decímetros asignados ú las calles entre una y otra cha ra 
por el primitivo fraccionamiento parece fuera una exorbitan- 
cia, porque para la viabilidad exclusivamente este ancho no es 
necesario ni aún en el caso en que las exigencias actuales au- 
mentasen mil veces más; ppro, precisamente por este ancho, di- 
chas callee reciben un carácter muy distinto y en una época no 
tan lejana cuando las disposiciones municipales lleguen á ser 
una realidad, cuando cada churra se encuentre entre cerco* y 
zanjas, entúnces estas calles no tan sólo serán improductivas, 
sinó un recurso para cada chacra, será el único espacio en que 
los animales necesarios para la labranza puedan reposar y p si- 
se nt a r encontrando fácil acceso al río. Estas calles admiten, 
pues, el usufructo peculiar de cada chacra sin excluir por esto 
el uso común que. necesita de elli para la viabilidad. En esta 
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inteligencia, con sujeción al antiguo repartimiento, debe consi- 
derarse como parte integrante de cada chacra la calle que se 
halle contigua al limite stid-esfce, como también la que se halle 
contigua al sud-oeste en la extensión de estos limito* 

7° Que (continuó diciendo el representante del señor Urriza) 
atruvieza con su linea férrea el Ferrocarril al Pacifico las calles 
de Jas chacras de su representado en una extensión de diez mil 
setecientos ochenta y cuatro metros siete decímetros cuadrados, 
existiendo la data de esta ocupación desde 1887 sin que hayan 
abanado ni el valor del terreno ni indemnización alguna, como 
estaba obligado con arreglo al artículo 2511 del Código Civil 5 
artfi ulos 4 y 16 de la ley nacional de expropiación. 

8 U Que en su mérito rime a entablar demanda contra la em- 
presa del referido ferrocarril por cobro de la indemnización y 
valor correspondiente al terreno de su mandante qne la em- 
presa ocupa con su línea, valor £ indemnización qne estima en 
2000 pesos moneda nacional, en cuya suma >í no estuviere cou- 
tV ni - el demandado, se fijará por peritos. 

9" Que por fin solicitase dicto sentencia definitiva con espe- 
cial condenación del demandado en las costas del juicio, 

10* Que conferido traslado, lo evacuó el representante de la 
empresa del ferrocarril al Pacífico pidiendo que se rechazara la 
acción deducida, que se le impusiera á Urriza perpetuo silencio 
y costas procesales. 

II o Que en su escrito de foja 44 interpone desde luego la 
excepción simmlionc agis, fundada en que el ferrocarril no 
ocupa ningún terreno del actor, por lo que no existe entre ellos 
vínculo alguno de derecho. 

12° Que es indudable que Crriza es dueño de las chacras 
|UC expresa, mas no así de las calles que se señalaron en el 
plano de 1864, aprobado por el superior gobierno de la pro- 
vincia, 

13° Que los títulos presentados por el actor son de origen 
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posterior á I mensura indicada,}- por lo misino, no pudieron ser 
comprendida dichas caites en las Ventas particulares, 

14° Que I mensura y amojonamiento tiene por objeto de- 
terminar y se alar con mojones los límites de las p.opiedadeá, 
y que por coi guíente lo ordenado por el gobiernode la provin- 
cia de 1864 determinó claramente hasta dúnde llegaban los 
términosdelas chacras del ejido de Lujan que posteriormente 
enajenó y que parte de esa tierra se dejaba para calles públicas 
noá título de e x prupi ación, puesto que el único propietario era 
el fisco en ese entonces. 

15" Que las rentas ulterio-es de la» chacras á los ocúpanos 
pobladores no pudieron comprender las cuites, por cuanto estos 
son bienes inenajenables según derecho. Que en el supuesto de 
que Las callea mencionadas en el suO-judice no debieran ser usa- 
das sitió para el tránsito ordinaria y que por So tanto el gobier- 
no hubiera procedido mal permitiendo el establecimiento oto una 
vía férrea, el señor Urriia no tendría uitiguna acción con^a la 
empresa demandada, sinó en todo caso contra el gobierno, en 
mérito de lo expresado en el artículo 2611 úA Código Civil. 

16° Que principalmente la calle (T^e reclama el demandante 
se usa conforme á su destino, que es la viabilidad. 

17° Que á foja 52 se dictó la providencia de autos y no ha- 
biendo nada que proveerse, pues la cuestión no estaba en he- 
cho*, en lo que las partes están conformes, sinó en su aprecia- 
ción legal, ba llegado la oportunidad de dictar sentencia. 

í considerando: 1* Que el origen do los títulos exhibidos por 
el actor consisten eu enajenaciones que el gobierno de la pro- 
vincia hizo en favor de los pobladores ú ocupantes de las cha- 
cras del ejido de Lujan con arreglo á la mensura y plano de 
1864 aprobado por el mismo. 

2 o Que no habiendo en esa época salido del fisco las tierras 
en que se marcaron laa chacras y tos caminos ó calles, los par- 
ticulares ocupantes no sufrieron, como el acter lo pretende. 
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ninguna expropiación» sin<'i que ti gobíern > de la provincia dis- 
ponía de lo que era suyo, en beneficio de la viabilidad pública. 

3" Que por consiguiente, at precederse á la venta de Ja tierra 
pública en que se encontraban ubicadas las mencionadas chacras, 
fué necesariamente con exclusión de las calles y en la forma fie- 
tei minada por la mensura J el nii^mo titulo que adjunta el 
uctor. 

4 o Que por el hecho de la construcción de una vía férrea en 
un. i deesas cutíes, su objeto no se desnaturaliza, p»i»»6 siempre 
presta el servicio i que fué destinada que es la viabilidad, lun- 
ch o más cuanto dad" el an'-bo de dichas calles sobra espacio su- 
ficiente para todos los medios de transporte. 

5" Que á los objetos de la empresa, y en cuanto i su res- 
ponsabilidad por el hecho de la ocupación de la tierra lisoal, 
bastaría con presentar á la consideración judicial el texto del 
decreto concesionario do 6 de mayo de 1886, donde invocando 
derechos propios el Poder Ejecutivo de la Provincia acuerda á la 
empresa del Ferrocarril al Pacifico la ocupación de la tierra ne- 
cesaria al objeto de la construcción de l¡i línea en la callo públi- 
ca de su referencia. 

6 a l¿oe cu todo '-aso, si el peder administrativo hubiera lin- 
cho una concesión indebida sobre un terreno de propiedad fis- 
cal, un particular como es el actor, ninguna acción tendría 
contra el concesionario una vez que con ello no se afectara un 
bien lie su patrimonio. 

T° Que loa particulares, cuando se trata de derechos tiscales, 
A es que ellos a r ectan alguna acción personal, tienen á su v* z 
espedito los tribunales para recurrir contra los decretos que 
lesionan ó vulneran >,us derechos propios, pero jamás osa acción 
puede ser ejercitada contra tercero, que tau sólo usa de un legí- 
timo derecho. 

8" Que las razones expuestas por el agrimensor que bizo la 
mensura para justificar ■■! ancbo que asignaba a las calles en el 
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supuesto di que habían sido determinada* al gobierno para 
aprobarla no son bastante para jiist itícsir que dichas calles per- 
tenecieran á los dueños de chacras, VA mismo demandante de- 
clara que el terreno para la* calles fnéexpropiain: sí te expropió 
dejó di' pertenecer ú los particulares y en momento alguno po- 
drán ellos entrará reclamar la propiedad *i e aquello que lubfa 
salida con anterioridad del dominio público y >e reconoce en fa- 
ro r déla expropiación. 

9* Que, como antes se lia visto, no hubo tal expropiación, siuó 
que ruando el gobierno enajenó esos terrenos estaban ya de- 
signadas las ralles, por lo tanto no entraron en Ta en ajétt ación, 

i0° Que, por consiguiente, si Urriza no es dueño del terreno 
cuyo valor cobra, ninguna acción le asióte para demandar su 
valor, ni indemnización de ningún género de los ocupantes ac- 
tuales y menos cjandoéstos gnzun de heos* en vista y por con- 
cesión de un decreto del Poder Ejeeii ti vo de la Provinci i. 

Por es toj fundamentos y sus concordantes del escrito co- 
rriente á fnja 44 y siguientes, que el juzgado encuentra arre- 
ciados ,i derecho, fallo: absolviendo de esta demanda al Ferro- 
carril al Pacflico, imponiendo al actor don Cristóbal Urrizi per- 
pétuo silencio y todo con especial con ienacíon en c^Us. Noti- 
fíquesa con el original, regístrese en el libro de sentencias. 

Mariano S. de Aurrecoechea. 



Pallo do la ftii|ir«M» C*rt« 



Bueaoi Aires, Junio 31 de IfcOH. 

Vistos; Considerando: Que él actor don Cristóbal ürríza ha 
reconocido en su demanda de foja treinta y tres, que la erapre- 

T. LXI1U ¡f¿ 
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sa del Ferrocarril a! Pacífico recorre cotí su línea una calle públi- 
ca del ejido de Lujan, que colinda con chacras de sti propiedad. 

Quraaun cuando esa calle se ha formado, como lo dice Urriza, 
tomando de las chacras contiguas la superficie de terreno nece- 
saria para darle la extensión que tiene, y sea verdad, por consi- 
guiente, que en dicha calle ha ocupado la ría férrea un terre- 
no que antes correspondiera á las chacras del demandante, no 
es menos cierto también, que tul circunstancia no da á este de- 
recho alguno que pueda hacer valer sobre la propiedad do ose 
terreno, por ser fiscal j perteneciente al dominio público, como 
fué fis-cal el de lus chacras cuando aquél se separó de ellas para 
formar la calle, y antes deque las mismas chacras pasasen al 
dominio particular, según resulta de las constancias de autos. 

Que el hecho ¿llegado por el recurrente, de que el terreno de 
la calle ocupado por la ría se halle . .aprendido en la superficie 
que las escrituras dan á las chacras de su propiedad, aún cu. ni- 
do fuese cieno, no abonaría la demanda que ha deducido contra 
la empresa porque ni está expresado que se comprenda en la 
venta de Ja* chacras el terreno de la calle con la cual colindan, 
ni puede tampoco entenderse implícitamente vendidos terrenos 
destinados á calle pública, j puestos por ello fuera del <om -v- 
cio. 

Por estas fundamentos, y los de la tentencia apelada de foja 
sesenta 7 una, se confirma ésta, con costas. Xotiffqucsc con el 
original y repuestos los sellos, devuélvanse. 



DEN JA DIN PAZ. — ABEL BAXAN* 
— OCTAVIO BUNGE. 
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CAUSA <XI> 



Btm Armando Va/a re hé contra ta Municipalidad de La Plata; 
sobre interdicto de retener 



Sumario.— Probada lu posesión y la turbación, procede el 
interdicto lie n tener. 



«el Jun Mcr«i 



La Phu, Diciembre ¿3 ile 18M*í, 

Y istos: El interdicto de retener entablado por don Arman- 
do Vaiarché contra la Municipalidad de esta ciudad y resul- 
taudo : 

i* Que don Rodolfo Dobaran, con fecha 22 de Agosto de 1895, 
be presenta á este jutgado á nombre de don Armando Valar- 
ché j expone : a) que sn rn prestado es propietario j posee- 
dor de tres fracciones de terrenos ubicados en la Ensenada, de- 
signados ene) plano reapectÍTO e«n las tetras E, F y H de la 
quinta número 19, cuja propiedad hubo de la municipalidad de 
esta ciudad, como resulta de las escrituras de compra-renta y 
diTisionde condominio que también acompaña ; b) que tomó 
• posesión de dicho terreno y que ésta le fué dada por la referida 
municipalidad, segnn resalta de la nota número 586, que el se- 
ñor Intendente pasúcon fecha I a de Julio de 1891 á don Emilio 
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Suarex. arrendatario de las tu rras municipales de la Ensenada, 
en cuya nota, la cual consta en los libros de la Municipalidad, 
se dice ai señor Soarez: * que habiendo resuelto en el eiped len- 
te letra V, número 35. ano 4890, dar la lina respectiva á don 
Anuando Valarché de las manzana* letras C, D, E, F y H 
uV u quinta o limero 19 de su propiedad por haber comprado en 
remate público esas manzanas y que procediese á hacer entre- 
ga de ellas al señor Vaiarché » ; c) que la Municipalidad, en efec- 
to, uturgó el permiso - di- cdiiicacion como lo acreditaba con la 
boleta que adjunta y que la oficina técnica cumplió con esta or- 
den, como constaba en loa archivos municipales no habiendo 
sufrido desde aquella época, su representado, perturbación algu- 
na eu su posesión, basta que hace poco tiempo la Municipalidad, 
en ejecución de una orden» -za promulgada en 3! de Diciembre 
de 1804. ha establecido y htclio establecer en esos terrenos un 
galpón y canales destinados á las faenan de mataderos publi- 
tos, habiendo protestado inmediatamente de este hechoynoti- 
licado al señor Intendente, cuyo testimonio de protesta tam- 
bién acompaña; d) que en tal virtud y á mérito de lo dispues- 
to en los artículos 246», 2482, 2495, 2496 y 2501 venía á de- 
docir él interdicto de retener la posesión, pidiendo que se oMe- 
nü al demandado c^se en sus actos de turbación, en las costas, 
daños y perjuicios qu* por ese hecho ha recibido so man- 
dante. 

2 o Acreditada la competencia di- este juzgado y decretado el 
jun io verbal, este tuvo lugar, en el cual el doctor Sánchez Via- 
mont, por la Municipalidad, expone : a) que la Municipalidad 
no había vendido á dicho Valarché el terreno referido sino el 
Poder Ejecutivo, por intermedio de un comisionado de la Muni- 
cipalidad señor Aravena, el oual no había recibido mandato ni 
podía representarla legalmente, constando todo ello *n los ex- 
presados títulos presentados por el actor; b) que respecto al 
interdicto de retener deducido y como él se funda, en ta pose- 
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sion que dice «'1 señor Vatarcbé haber tomado del terreno que le 
fué vendido, niega en nombre de su representado y como de- 
fensa el hecho de la posesión en que lia funda el interdicto, ni - 
ga que el señor Valarché haya tomado jamás la posesión que 
invoca; que pueda atribuirá» á la Municipalidad aeto alguno 
ijiie importe la tradición de la cosa vendida : que el señor Valar- 
ché haya ejercido acto aJgimo posesorio en el terrenn de cuya 
posesión se dice perturbado, pues dicho terreno fué arrendado 
por la Municipalidad á don Kmilio Suarez en el año 1888 jun- 
te con otros muchos que componen los bañados de la Kn señad a 
y que desde osa fecha, hasta el momento en que se hicieron loa 
mataderos provisorios, el referido Suarezpor sí y por interme- 
dio de sus subarrendatarios se ha conservado eu sn posesión, 
h i hiendo decretado la Municipalidad estos mataderos un eso-* 
parajes por estar firmemente persuadida que el señor Valarché 
nn log poseía y s( su mandatario Sunrez, el que en actos oficia' 
les manifestó no tener inconveniente alguno que esas obras se 
efectuasen en el referido terreno, en cayo mérito pedía se des- 
estimase la acción intentada,- otidenando al actor al pago délas 
costas en el presente juicio. 

3° Ofrecida la prueba testimonial y reribida por este juzga- 
do t\ foja 40 vuelta, el testigo don José María de las Carrer fa, 
dice: que es cierto que hizo la mensura ex trajudicial mente del 
terreno en cuestión por orden del señor Valarché y que hace 
raí-i de tres años de esto. 

El testigo don Francisco Larta á la segunda, tercera y 
cuarta pregunta del interrogatorio, contesta afirmativamente. 

El testigo don Francisco Arana, á la segunda pregunta 
del interrogatorio de foja 41 vuelta, contesta afirmativa- 
mente. 

¿-.I testigo don Domingo Mor i ni, á ta segunda pregunta 
del interrogatorio de foja 41 vuelta, io atesta afirmativa- 
mente. 
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Y finalmente, el testigo don Jo-bé Coriti, á foja 48, contes- 
ta afirmativamente ul interrogatorio de foja 42. 

4° Que la prueba producida por la partí' demandada de foja 
50 á foja 64 vuelta, y hecho mérito de ambas por Lo* interesa- 
dos, el juigado llamó autos* 

T considerando: Í Q Que la nota de foja 29 en que la Munici- 
palidad ordenu a su arrendatario don Emilio Suarez haga entre- 
ga de «¿os terrenos á dicho Vularché, no lia sido desconocida en 
ei juicio verbal de foja 38, hiendo por consiguiente auténtica 
como igualmente auténtico y por las mismas razones es el certi- 
ficado expedido ¿ foja 36, del que resulta que en 31 de Mayo de 
1 890 la olicina técnica de la Municipalidad practicó la delinea- 
ci'in que solicitaba Yalarché, deslindando separadamente para 
el "fetto, la* manzanas C, D, B, F y H de la chacra número 
19 de la Ensenada, actos qne bastan por sí solos á poner de roa- 
níliesto la toma de posesión del terreno sobre que se discute. 

2° Que de Ja declaración del agrimensor de las Carreras (fo- 
ja 40 vuelta), consta que hace tres ó cuatro años practicó por 
órden de Vularché una mensura del referido campo; el testigo 
Francisco Larta, foja 44, declara que rió hacer esta mensura; 
D< .mingo Moriní, depone en igual sentido, José Contí, foja 48, 
viú practicar la mensura y aún ayudo en esta misma operación 
él mismo ; Don Emilio Suarez, testigo de la parte contraria, con* 
tiesa que la mensura se verificó (foja 58); Larta declara tam- 
oi(-n que habiendo ocupado ese terreno en 1892. Valarché le 
intimé que lo desalojara, como lo hizo ¡el testigo Arena presen- 
cio estos hecho-; (foja 46), luego probados estos extremos, como 
lo están, es fuera de dndaque Valarché ha adquirido la pose- 
sión que se le discute. 

3° Que la Municipalidad entregó voluntariamente este terri - 
no al demandante y que éste lo recibió también en el mismo 
sentido, se desprende de la nota de foja 29 y constancias de 
mensura de foja 36, luego existió la tradición requerida para 
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adquirir la pusesiun (art. 2377, CÓi. Civ.), y &$ obvit qoe una 
vez adquirida la posesión ella se conserva por la simple volun- 
tatf del adquirente, aunque éste no tenga la cosa por sí ó por 
otra, pues la voluntad de conservar la posesión se juzga que 
continúa mientras no se haya manifestado una voluntad con* 
traria (art. 2445). 

4 o Que la Municipalidad no ha probado, ni insinuado siquie- 
ra que el demandante hubiera hechj manifestación en el senti- 
do expuesto anteriormente y lo contrario resuit i de fas ui urnas 
constancias de autos y que lo único qun se ha pretendido por 
la parte demandada ha sido desvirtuar estos hech >s, dicionlo 
que Suarez estaba, en la época en que ellas pasaban, en poción 
del terreno de la referencia y en cuya posesión lia continuado 
hasta el momento en que se han construido los mataderos ori- 
gen de este interdicto, confesándose al propio tiempo que dich-» 
Suarez estaba allí como arrendatario di- la Municipalidad (foja 
64 y foja 29); luego, pues, si Suarez tenía la posesión á nom- 
bre de la Municipalidad, es claro y por demás evidente, que 
desde el momento en que Valarché tomó dicha posesión con 
acuerdo y por entrega de la Municipalidad el señor Sharez hu- 
biera oesado en su calidad primitiva tomando la de simple te- 
nencia, esto en el supuesto que hubiera continuado ocupando 
el inmueble, como se dice, 

5" Que examinada la prneha pro incida por la parte deman- 
dada, debe desestimarse la declaración de Suarez, como inte- 
resado que es sagun su propia confesión, en seguir ocupando 
el terreno para obligar de esta manera á la Municipalidad á que 
le abonase las mejoras que dice haber introducido en él ; y así, 
por ejemplo, dice que no recuerda que Valarché ni nadie le 
hubiera entregado la nota de foja!9 y después de confesar que 
tuvo conocimiento délas dos mensuras practícala* en el terre- 
no, la una por la Municipalidad para la entrega del inmueble 
y la otra por órdeu de Valarché, hucha por el agrimensor de las 



344 FALLOS ÜB LA SUPREMA ÜOKTfc 

Carreras, se desdice en seguida para allrmar que sólo conoció 
la primerade dichas me usuras, á Ja que dice se opuso ; permi- 
tiéndola después porque el agrimensor referido se presentó con 
órdtn de juez competente, no siendo esto exacto, pues quien 
practicó lamentóla municipal no fué de las Carreras y si el 
agrimensor de la Municipalidad señor Almaestre (foja 36). 

6" Que en cuanto ú los otros testigos, desde que éstos se li- 
mitan á declarar que Suarez tenía el terreno de que se trata co- 
mo arrendatario de la Municipalidad hasta el momento en que 
se empezaron Á construir allí los mataderos provisorios y ha- 
biendo probado el demandante- que la Municipalidad Je entregó 
el referido terreno, nada pueden decir fundadamente razonable 
en oposición al demandante, pues nada importaría que Suarez 
creyese poseer estos terrenos á nombre propio, sí esta era una 
falsa creencia incapaz de generar algnn derecho y mucho rue- 
ños resulta ptrjudicadoel referido Va larché, j respecto á loque 
se dice en el interrogatorio de foja 54 que Marti» Lordes ocu- 
paba el terreno, mas como se agrega que era á titulo de sub- 
arrendatario de Suarez, lo dicho respecto de éste basta. 

7" Y finalmente, que no puede pensarse lógicamente que la 
Municipalidad, habiendo desistido de la posesión de los terrenos 
que motivan el presente juicio y entregádole á VaJarché. haya 
siguido, no obstante, teniéndola sólo porque au arrendatario 
haya continuado la tenencia, diciendo que lo hacía á nombre 
de ella, pues dos posesiones se excluyen. 

Por estas consideraciones, fallo: haciendo lugar al interdic- 
to deducido y obligando al demandado cese en sus actos de tur- 
bación, debiendo desalojar el terreno de que se trata eo el pla- 
zo de diez días de consentida ó ejecutoriada la presente, con 
costas, dejando á salto del demandante la acción de daños y 
perjuicios, Nutifíquese con el original, regístrese y repóngan- 
se las fojas. 

Mariano S. de Aurrecoechea, 
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falle úf la ñn^rmmam Ctrle 

Hílenos Aires, Junio íl de 1898. 

Vistos: Por sus fundamentos se conürma, con costas, la 
sentencia apeladu de foja uorenta y seis* Repuesto* los salios, 
devuélvanse, 

BENJAMIN PAL— ABEL BAZAN. 
— OCTAVIO BUNGK. — JUAN B. 
TGBRENT. 



CAUSA 



El doctor don Oseas tiuiñazú contra doña Florinda í\ de Puebla, 
por juicio de apremio y pago de cosías y honorarios 

Sumario, — El ejecutado por deuda de costas y honorarios 
debe abonar ti ejecutante las costas y los honorarios debidos 
al abogado y procurador de la ejecución, aunque la deuda ejecu- 
tada comprenda honorarios regulados i foto* en el juicio prin- 
cipal. 



Caso. — Don Ciriacu Bravo, por el doctor Oseas Guinazú, se 
presento al juagado deduciendo demanda para el pago de las 
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costas en que fué condenada doña Florinda P. de Puebla, en el 
juicio que siguió contra el expresado doctor Guiñazú por rei- 
vindicación. Seguido el juicio en todoa su» trámites, y no 
habiéndose deduoido oposición, el juei mandó llevar adelante 
f l apremio, con costas, de acuerdo con el artículo 319, ley de 
procedimientos, 

£1 señor Bravo pidió regulación de sus honorarios en el 
apremio, loa que fueron estimados por él jm?z. 

El señor Bravo dejó de intervenir después en la causa. 
En este estado, la parte de Villanueva presentó el siguiente 
escrito. 

CONSIGNA 

Señor Juez Federal : 

é 

Domingo Villanueva, sin revocar poder, en el juicio número 
3198, caratulado c Oseas Guiñnzií contra dona Florinda P. de 
Tillanueva por cobro de honorarios », A V. S. digo: 

Quti según consta de )a regulación de foja 20 se estimaron 
Jos honorarios de Ion doctores Alvares, Flores, Lencinas y pro- 
curador Bravo. 

A los tres últimos se les pagó con la consignación que hice 
en el incidente separado y de la cual se hace mención en la U- 
quidacion de foja 79, quedando también pagas las costas pro- 
cesales. M doctor Alvarez se le ba pagado también según cons- 
ta del recibo que acompaño, queda sólo el ductor Llerena, cuyos 
honorarios reguló la Corte en 3000 pesos. Gomo de la liquida- 
ción de foja 79 queda un sobrante á mi favor de 82 pesos, sólo 
f. titán para cancelar los honorarios del doctor Llerena la canti- 
dad de 1918 pesos que consigno á ta órden de V. S. Como en 
la justicia federal no hay costas de costas, no se deben otras 
sumas, r con esta última consignación qaedan totalmente pa- 
gadas todas las costas de) juicio principal. 
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Por tanto i V. 3. pido se sirva admitir la consignación j 
ordenar la inmediata suspensión del remate, notificándose al 
efecto al martiliero Rodrigues. 

II Villanueva. 



La parte de Guiñazú se opuso á la consignación por no ha- 
berse comprendido en ella las costas del apremio. 



Mendoza. Octubre 20 de 1896, 

Vistos y considerando : I o Quesegnn ht liquidación de foja 
79, no desconocida por el esorito de foja i 10, la parte ejecutada 
ha recibido 82 pesos fuera de . imputación al pago de las 
costas qoe se cobraban. 

2* Que ese valor debe reconocerse por el ejecutante, con oca- 
sión de la partida de costas pendiente en este apremio ; lo 
contrario sería pretender un abono excedente al valor legitíma- 
mete exigible. 

3* Que se ha justificado el pago de todos loa honorarios, excep- 
ción hecha de los pertenecientes al doctor Llerena, sobre que 
se reconoció al actor facultad de percibirlos de la parte eje- 
cutada; cuyos honorarios ascienden Ala suma de 3000 pesos. 

4° Que por ta resolución de foja 56 se ordenó llevar adelante 
el apremio, con costas, según lo dispuesto por el articulo 310 
de la lej de procedimientos. 

6° Que esta reaoluoion no importa modificar los derechos que 
correspondan a las partes, pues debe entenderse que la conde- 
nación mencionada es para el caso de que ellas existan legal- 
mente. 
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6° Que en el juicio ejecutivo por pago de honorarios del abo* 
gado y procurador, no pueden éstos cobrar del ejecutado (os 
nuevos honorarios causados, porque gestionan ellos por su cré- 
dito (Fallos de la Suprema Corte, série 2\ tomo 5*, página 
365). 

7° Qac de consiguiente, los honorarios de defensa y procu- 
ración, no .son de abono pura el ejecutado, como costas de costas. 

fi" Que esto nu obstante ha gastos que el apremio imponga 
fut ra de los honorarios que importan para el abogado y el pro- 
curador, la gestión de su propio crédito, deben reconocerse al 
demandante, porque de ttra suerte Be menoscabaría con pagos 
extraños al crédito el valor que se «deuda. 

9 a Que la consignación no aceptada en pago puede retirarse 
mientras la aceptación no se produce y de consiguiente no pue- 
de autorizarse la entrega parcial ó a cuenta (art. 761, Código 
Civil). 

10° Queen el presente apremio no existe otro gasto de abono, 
a cargo de la parte ejecutada, que los honorarios del perito i or 
ta tasación del inmueble embargado (foja 61) ; como lo habrían 
sido también los honorarios del martiliero y publicación de 
avisos, si hubiera llegado el caso. 

Por tanto, omitiendo mayores consideraciones, fallo, decía* 
rundo suficiente la consignación de foja 106 para el abono de 
los honorarias del doctor Llerena, con el excedente anterior de 
los 62 pesos, y que los honorarios de representación y defensa 
en t-ste apremio no son de cargo de la parte ejecutada, siendo i o, 
sí el gasto correspondiente al honorario pericial de tasación, 
avaluado sin observación en 25 pesos. Declárase no haber lugar 
á condenación en costas de este incidente en razón de sus fun- 
damentos. 

Hágase saber original. 

Genaro 6 . del Castillo. 
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Buenos Aires, Jimio i\ de 1898, 

Vistos y considerando : Que la sentencia de foja cincuenta 
j seis vuelta ordena que se lleve adelante el apremio, con costas. 

Que estando ejecutoriada esa sentencia, el deudor se halla 
en el deber de pagar no tan sólo el crédito demandado sinó tam- 
bién las rostas que la ejecución ha requerido, en tu que, por 
otra parís, dicha sentencia se acomodaba á las disposiciones 
legales pertinentes. 

Que la generalidad de los términos de la condenación en 
costas, no permite hacer excepciones que la sentencia no hace, 
mucho inenos euando, es verdad, qne en las costas están com- 
prendido^ los gastos judiciales practicados 6 verificados en 
autos. 

Que, en consecuencia, el ejecutado debe abonar además del 
crédito los gustos que para sn cobro ha hecho el ejecutante, en- 
trando en ellos también los honorarios que baya debido pagar 
por su parte. 

Que á esto no se opone lo resuelto por esta Suprema Corte 
en laresolucionque se registra en la sirle segunda, tomo quinto, 
página doscientos sesenta y cinco de sus fallos, que se invoca en 
el auto apelado, porque en e) caso á que esa resolución se re* 
fiere, el abogado y procurador gestionaban directamente el 
pago de sus honorarios, lo que rale decir que no hubo gastos 
judiciales hechos en tal concepto, estando, en su mérito, esta- 
blecido por la jurisprudencia que el abogado que se defiende á 
sf mismo 6 la parte que obra personalmente no devenga honora- 
rios que deban serle satisfechos por su contraparte. 
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Que las constancias de autos demuestran la justicia con que 
el auto apelado reconoce la soma de ochenta y dos pesos i favor 
d t i apremiado y i cargo del ejecutante. 

Por ésto so revoca el auto apelado de foja ciento quince en 
cuanto excluye de las costas que debe pagar el ejecutado los 
honor arios devengados por la representación y defensa del eje- 
cutante, declarándose en tal concepto insuficiente la consigna- 
ción y que las eipresadas costas debe comprender el gasto total 
hecho por el ejecutante* en autos ; y se confirma eu lo di-más 
qnc contiene. Notifíquese con el original y renpu estos los se- 
llos, devuélvase. 

BENJAMIN PAI. — LUIS V. VARELA. — 
ABEL BAZAR. — OCTAVIO BURCE. 
— JUAN E. TORHBNT. 



CAUSA CJLVI 



Criminal contra José iiaribatdi y Ciro Gnbbi, por tentativa de 
circulación de billetes falsos de curso legal 

Sumario. — La posesión de billetes falsos de curso legal en 
circunstancias que convencen del propósito criminal del proce- 
sado, basta para dar por averiguada la tentativa de circulación 
¿ imponer ta pena correspondiente. 



■ 




VISTA DEL PKOCURADOR GENERAL 

Dueños Aires, 1807. 

Señor Juez : 

En el presente expediente, se trae á V. 3. la denuncia (Je que 
los individuos Ciro Gabbi y José Garihaldi, en compañía de otro 
que logró fugar, tetaban reunidos eo la ría pública y que Gabbi 
tenía en su poder un paquete de billetes falsos que arrojo ul 
suelo y se esparcieron al ser éste detenido por la policía, que 
procedió ea esa manera, en la creencia de que esos individuos 
estuvieran concertando algún negocio con esos billetes. 

Practicado el sumario por V. S., tendente á verificar la exac- 
titud de la denuncia y pasado este expediente á este ministerio 
para el dictamen respectivo, me encuentro con lo siguiente: 

Que el procesado Ciro Gabtai tenía en su poder un paquete 
de billetes falsos de SO pesos, que arrojó al suelo en el momento 
de ser detenido por la policía. 

EL procesado niega en absoluto esta circunstancia, pero las 
declaraciones contestes de los testigos Hendía, Lira, afirman 
que Ciro Gabbi tenía en su poder tales billetes. 

Además, el procesado al procurar explicar en su declaración, 
las causas y modalidades de su detención, lo hace en una for- 
ma tan inverosímil que no destruye en manera alguna la* de- 
claraciones de los citados testigos, ni las indicaciones que ha* 
cea los empleados de policía encargados de ta pesquiia. 

En consecuencia, dado lo que dejo expuesto, considero que el 
procesado Gabbi, al tener en su poder nn número tan crecido de 
billetes falsos, todos del mismo valor y cuidadosamente empa- 
quetados, se ha hecho reo del delito previsto y penado por el 
artículo 64 de la ley nacional sobre crímenes y delitos contra 
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la nací oo. de 14 de Setiembre do 1863, cuya pena V. S, debe 
aplicarle. 

Fin cuanta A José Garibaldi considero que V, S. debe orde- 
nar el sobreseimiento provisional respecto de él, por no existir 
en autos, prueba bastante para creer en su culpabilidad en *ste 
asunto (artículo 435 del Código de Procedimientos Penal). 

J. fiotet. 

VmUm «leí Jhck Federal 

líwim Aires, Noviembre 16 de 1697. 

Y vistos : Estos autos seguidos contra José Garibaldi y Ciro 
Gabbi, acusados de circular ion de billetes falsos de banco de los 
que resulta : 

Que teniendo sospechas la Policía de que José Garibaldi fuese 
rircnlador de billetes falsos de banco, se le estableció vigilan- 
cia, siendo comisionado al efecto "I auxiliar Schiaron», quien 
procedió á la detención de éste y de Ciro Gabbi, habiendo éste 
ultimo, til ser detenido, arrojado á la calle una cantidad de bi- 
lletes que resultaron ser 37 de 30 pesos, y 6 de i O, todos falsos. 

Qne instruido el sumario correspondiente, » foja 7, declara 
el agente Pascual Trotta, manifestando que Ciro Gabbi tenia 
en la mano, cuando fué detenido, un paquete al parecer de bille- 
tes de banco, y que al ver aproximarse loa agentes de policía 
emprendió la fuga y en el momento de ser detenido en la mis- 
ma cuadra arrojó al sueldos billetes que, recogidos, resaltaron 
ser los que se mencionan en el resultando anterior : siendo 
igual la declaración prestada por el agente de policía Francis- 
co Larrosa. 

Que á foja 42 declara el testigo Angel Mendía que 1 algu- 
na distancia rió qne una persona tenía sujeto por el braso de- 
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recho á un indiríduo que hacía esfuerzos p ira fugar, que éste 
tenía ud paquete en U mano que no pudo distinguir lo que era, 
como tampoco pudo hacerlo respecto a las facciones «VI indiri- 
duoy ambos se alejaron en sentidu opuesto. 

Que á foja t5 vuelca Aclara el tastigj Francisco Lira ra mi- 
festaudo que estando en su casa, rió que .los sujetos forcejea- 
ban el uno por fugar y el otro por detenerlo; que aproximán- 
dose á ellos rió en manos de Gabbi un paquetito enraelto en 
un papel, roto en parte, por donde se reía que contenía bille- 
tes de 20 p -so», no habiendo risto que ios hubiera tirado. 

Que la testigo Luisa de Lafoa, declara qne rió uairid tri- 
duo, que después supo era agente de pesquiza<, que detenía de 
los brazos a un sujeto que bacía esfuerzos por fugar, sujeto que 
después reconoció ser Gi ro Gabbi . 

Que á foja 19 declara el procesado manifestando que al llegar 
á la calle Independencia encontró á dos índiriduos, que uno de 
ellos habló con el declarante, por myo motiro s* dt-turo y Je 
hizo un discurso: que no entendió lo que le dijo y que udo de 
ellos pretendió meterle en el bolsillo del sobretodo un paquete 
curo contenido ignoraba loque era, y que después »; rechazar 
el paquete que cayó en la calle y se esparció, rió que eran bi- 
lletes; que entónces el primero de los indiriduo* que lo habló le 
dió órden de prisión que él acató. 

Que sobreseída la cau*a respecto á Garibildi, se pasó al se- 
ñor procurador fiscal, quien se expidió acusando á Ciro Gabbi 
como autor del detito prerietoy penado por el artículo 6á de la 
ley nacional penal deH de Setiembre de 1863, «:nra pena pe- 
día le fuese aplicada. 

Corrido traslado de la acusación Gsoal, el defensor del proce- 
sado la contesta á foja 53, pidiendo que su defendido sea ab- 
auelto de culpa y cargo por no haberse comprobado fuera él fal- 
sificador de billetes falsos de banco ; y habiendo renunciado las 
partes á producir prueba, se llama autos para sentencia. 

T. LIIIJI ¿3 



554 FALLOS HE LA SUPHEMA CORTE 



Y considerando :.Quede la propia declaración de) encausado, 
de ta de los agentes de policía que h uí intervenido ea el procedo 
y la de los testigos que en el mismo han depuesto, resulta jus- 
tificado el hecho de que se Le acusa de haberse encontrado en 
su poder billetes falsos del Banco de la Xaciou, de 20 y 10 pe- 
sos cada uno, los que corren en autos. 

Que las observaciones que hace la defensa, tendentes á de- 
mostrar la inhabilidad de los testigos del sumario, no son de 
mérito U>gal su Ocíente para llegar al resultado que en ella se 
pretende, pues si bieu se notan algunas diferencias entre sus 
afirmaciones son simplemente de detalles y no fundamentales, 
que en nada modifican la situaron dvl procesado. 

Que lo que corresponde averiguar á la justicia es si hay prue- 
ba do cargo suficiente para demostrar que Gabbí tenía en sn 
poder y arrojó á la calle en momentos de ser detenido los bi- 
lletes falsos, y sobre esto están de acuerdo todos los testigos del 
sumario y confirmados sus dichos por la misma declaración del 
acusado; de manera que, aun prescindiendo por completo este 
tribunal de las declaraciones de tos testigos, siempre tendría la 
prueba concluyente del techo imputado áGrabbi en su confe- 
sión, prc 'tudas con lis formalidades de ley para que haga fé en 
juicio. 

Que siendo esta la verdadera situación del reo, no basta para 
ponerlo :í cubierto de toda responsabilidad que afirme que otra 
persona le introdujo en el bolsillo Jos billetes de la referencia, 
sinÓ que es necesario que lo demuestre, lo que ni siquiera ha 
intentado. 

Que la voluntad criminal, cuya ausencia pretende hacer va- 
ler la defensa, la presume el Código Penal en su artículo 6 o , 
mientras no resulte una presunción contraria de las circunstan- 
cias particulares de la causa, las que en el presente caso no exis- 
ten ; y antes bien, de la negativa de Gabbi á indicar su domi- 
cilio á la justicia so pretesto fútil, resulta la presunción 
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vehemente que lo ha hecho con el deliberado propósito de que 
noíftí hicieran investigaciones que comprometieran aún más su 
responsabilidad. 

Que aplicando en el presente caso la doctrina que ha estable- 
cido la Suprema Corte, de que el tenedor de un documento falso 
ae reputa falsificador mientras no se justifique su procedencia 
ino.-ente (serie \\ tomo 5«, pagina 433 desús fallos), doctrina 
DUO este juzgado ha aplicadoya en la causa seguida á Juan Sil- 
vestre, acusado del mismu delito, debe considerar áGabbi como 
reo del delito de falsificación previsto y penad" por el artículo 
82 de la ley de U de Setiembre de 1853. 

Por estos fundamentos, de conformidad con lo dictaminado 
por el deuor Procurador fiar-ai, fallo : condenando á Ciro Oabbi 
ft la pena de 5 años y medio de trabajos forzados, 2000 pesos 
fuertes de multa y Jaa costas del juicio, de acuerdo cotí lo dia- 
puesto en el artículo 52 del Código Penal, debiendo descontár- 
sele el tiempo de prisión preventiva que haya sufrido, en la 
forma que se indica en el artículo 92 de la ley citada, u sea á 
rajón de doa dias de prisión preventiva por uno de trabajos 
forzados. Notifíquese con el original y en oportunidad hágase 
saber al director de la Penitenciaría y al jefe de policía de la 
Capital. 

Gervasio F. Granel. 



VISTA DEL SEÁOR PftOCUUAUOft GENERAL 



~ Buenos Aires, Mayo 4 de 189H. 

Suprema Corte ; 

Sohiaroni, auiiliar de policía, bajo cuya dirección se efectuó 
la captura de Ciro Gabbi, manifiesta en su declaración de 
foja 6, ratificada á foja 41 vuelta, que el no a] ser de- 
tenido, arrojó inmediatamente á la calle un rollo de billetes de 
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banco, cuya falsedad se not6 al monieuto mismo de recogerlos y 
ba sido debidamente comprobada coa el informe de la Caja de 
Conversión que curre á foja 44. 

Confirman la declaración deSohiaroni, las prestadas por loa 
agentes de policía : Pablo Trelta, »¡ foja 9, ratificada á faja 40 
vuelta; y FrauciscoLarrosa, foja 10 vuelta, ratificada á foja 41 , 
cuya fuerza probatoria es eficazmente lega!, por tratara de tes- 
tigos oculares y de emplearlos que actuaron á las Órdenes del 
auxiliar nombrado, en la detención de Ciro Gabbi. 

Las declaraciones de Francisco Siru ( de fojas 14, 15 y 16, co- 
mo la de Angel Mendla, de foja 13, unidas á Us tres declara- 
ciones contestes ya mencionadas, prueban plenamente el beclio 
de que Ciro Gabbi, al ser detenido por la policía, arrojó á la 
calle un rollo de billetes falsos. 

El sumario no contiene ni un hecho, ni una sola presunción 
favorable al procesado, quien se limita á negar en absoluto el 
hecho probado por los testigua de !a referencia ; siendo digno 
de notarse que colocado en tau desventajosa situación jurídica, 
rerium ió Ü la prueba de deseurgo en el plenario. 

En las constancias del proceso, lo único probado os el hecho 

que el reo tuvo un rollo de billetes falsos en su poder, que 
arrojó al momento de ser detenido; de donde resulta que Ciro 
Gabbi no es reo del delito de circulación o expendio de billetes 
falsos, puesto que el hecho de tenerlos y arrojarlos no im- 
porta el acto de la circulación 6 expendio penado por el artí- 
culo 62 de la ley federal de 14 de Setiembre de 1863. 

Si no hu probado coál ha sido el urígeu de los 37 billetes de 
de 20 pesos, y de los 6 de valor de 10, todos falsos, arrojado» 
por él al ser detenido, cabe la presunción dolosa en su contra, 
deacnerdo con la jurisprudencia sentada por Y. S. y por cuan- 
to en materia penal, se presume el dolo en actos ilícitos, eíe w- 
pie que de las circunstancias especiales de la causa no surja 
lu contrario. 
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Pero rlictiu presunción no es causal suficiente para calificar 
el caso sub-judice com. delito de circulación de billetes fallos, 
puesto que no está probado el hecho de circularlos ó expender- 
los <U» fi no es equivalente al hecho probado que consistí* en te- 
nerlos y arrojarlos. 

Lo probado en el curso del proceso, es decir, el neto de tener 
y arrojar la crecida suma de 43 billetes fal-os de :ilto valor, 
todos conservados pn iguales coadieinnes, como destinados á 
un mismo propósito, sólo [Hiede calificarse eomo deüto de ten- 
tativa di' circulación de billetes falsos, puesto que significa nn 
acto exterior, relacionad ' diré -tamente &m el delito á consu- 
marse y que revela la resolución de emplear dichos billetes en 
su uso natural, cual es la ci re u lacio» . Ln tentativa en el caso 
sub-judice importa un delito contra la nación, sometido por 
consiguiente al castigo de la ley federal de 14 de Setiembre de 
1863. 

Y annque la tentativa no está e x pituita me u?» determinada en 
dicha ley, procede su 1 astigo aplicando el artículo 12 inciso 2 o , 
del Código Penal, y de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 
93 de la ley nacional citada. 

Kl término medio de la pena impuesta en 1 > ley nacional, al 
delito consumado, sería de 5 años y medio de trabajos forza- 
dos y la multa respectiva, aplicada en la sentencia. Pero si no 
se trata de un delito consumado, sí nú de la tentativa que he 
demostrado, aquella proa pudría disminuirse en la mitad, aten- 
to <d poco perjuicio causado por el hecho delictuosodemostrado. 

Pido á V. S. se sirva así declararlo, revocando en consecuen- 
cia la sentencia recurrida de foja 65 en la parte que califica de 
delito de falsificación ó circulación, é imponer la pena correspon- 
diente A ese delito, según la ley nacional de 1863. 

* 

Sabiniano Kier. 
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Buenos Aires, Junto 21 de 1898. 



Vistos y considerando: Que está probado el hecho de haber- 
se encontrado en poder del procesado los billetes falsos á que 
esta causa se refiere, correspondientes á banco autorizado por 
Jeyes de la nación. 

Que ese antecedente basta para dar por averiguada la ten- 
tativa de la circulación de dichos billetes, ya que no existe 
prueba de la circulación efectiva, de conformidad cotilo dis- 
puesto en el artículo sexto del Código Penal, puerto que á la 
naturaleza del hecbo bay que agregar no sólo que las circuns- 
tancias de la cauaa no arrojan ana presunción contraria rela- 
tiva ála intención criminal, sino que sirven i convencer que 
t-sta intervención ha existido. 

Que la tentativa de un delito contra la nación puede y debe 
ser penada, con arreglo á lo establecido en el artfcnlo noventa 
y tres de la ley penal de mil ochocientos sesenta y tres. 

Que haciendo aplicación de esa disposición, procede imponer 
Ja pena con que el código común de la materia castiga ¡a ten- 
tativa. 

Por esto, y de acuerdo con lo expuesto y pedido por el señer 
Procurador general, se refirma la sentencia apelada de foja se- 
senta y cinco, y declarándose al procesado Ciro Gabbi reo del 
delito de tentativa de circulación de billetes falsos de banco au- 
tor izadü por Ja nación, se le condena a la pena de dos uñes y 
nueve meses de trabajos forzados y á la multa de un mil cua- 
trocientos pesos fuertes, confirmándose, con costas, dicha sen- 
tencia enlodeuiás ^ue contiene. Xotifiquese con el original y 
devuélvanse» 



RENJAKUl PAZ, — ABEL RAZAN 
— OCTAVIO BUKGE. 
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Contra el Ferrocarril del Sud de ta provincia de Buenos Aires, 

ion de rentas 



Sumario. — 1» El auto que decide tm incidente sobre perso- 
nería es apelable. 

I 9 Según la ley de aduana para el año de 1896, el denun- 
ciante tiene derecho para intervenir como parte en el juicio 
sobre defraudación de rentas fiscales. 



INFORME DEL JUEZ FEDERAL 

Suprema Corte: 

Versa el expediente de la referencia sobre un sumario segui- 
do centra la empresa del Ferrocarril del Sud, por venta índebi* 
da de materiales introducidos libres de derecho. Sustanciado 
el sumario y pasado en vista al señor procurador fiscal, este 
funcionario se expide á foja 140 vuelta entablando la acusa- 
ción correspondiente contra la mencionada empresa. 

Corrido el traslado correspondiente, el representante del Fe- 
rrocarril del Sud se presenta á foja 151 oponiendo la excepción 
dilatoria de * defecto legal en el modo de proponer la deman- 
da >. Mientras se sustanciaba este incidente se presenta a foja 
155el denunciante don Evaristo Moreno, pidiendo se le tenga 
por parte, en virtud del derecho que le acuerda el articulo 49 de 
- tey de aduana vigente el aiio prúximo pasado. A foja 155 
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vuelta se le tiene por parte j se ordena darle la intervención 
correspondiente. 

A foja 171 el representante del ferrocarril pide revocatoria 
del auto en que se reconoce personería al señor Moreno, del coal 
se da t raslado á éste y vista al señor procarador fiscal. 

Sustanciado por ambas partes dicho traslado, el juzgado se 
pronuncia á su respecto á foja 184 con la resolución que, para 
mayor abundamiento transcribo y dice : 

* Buenos Aires, Setiembre ¿5 de 18&t>. 

c T vistos: tos recursos de reposición y apelación > n subsidio 
deducidos del decreto de foja 155, teniendo parparte al de- 
nunciante señor Evaristo Moreno. V considerando: Que tanto 
Ida artículos 499 y 502 de) Código de Procedimientos en lo Cri- 
minal, .orno el 204 y 208 de la ley de procedimientos de 44 de 
Setiembre de 1863, establece el perentorio término ele tresdias 
para interponer el recurso de reposición y cinco para el de 
apelación de las providencias que les causasen perjuicio. Que 
habiendo el juzgado dictado el auto recurrido con fecha 13 de 
Agosto del presente año de 1896, y sido notificadas las partea 
en la del mismo, resulta evidentemente constatado que la in- 
terposición de los recursos que se sustancian j llevan fecha de 
22 de Agosto lo han sido fuera de aquellos plazos, razón por la 
que el decreto de la referencia se encuentra ejecutoriado. Por 
ello, el juzgado resuelve no hacer lugar al recurso de revoca- 
toria, ni a la apelación subsidiariamente interpuesta, cun cos- 
ta". Repóngase el papel. 

* Agustín L'r diñar rain. * 

A foja 189 se revocó, por contrario imperio, el auto antes 
transcrito por haberse constatado que hubo error en la fecha 
de la notificación y se llamó nuevamente autos. 
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A foja 192 se pronuncia el juzgada en una resolución que 
también transcribo y dice; 

* Buenos Airea, Noricmbre 4 de 1890. 

* Y vistos : los recursos fie reposición interpuesta del decreto 
de foja 155 y la apelación subsidiariamente interpuesta, t con- 
siderando : Que el inciso 3 o del artículo 23 del Código de Pro- 
cedimientos en lo Criminal establecí', ojie los jueces de su cción 
conocerán en primera instancia de las causas sobre defrauda- 
ción de las rentas de la nación; y el artículo 1034 de lasOr- 
denanzas de aduana atribuye jgmit competencia cuando la 
mercadería en estado de infracción á t-sas Ordenanzas se en- 
cuentra fuera de su jurisdicción. 

• Que por consecuencia versando e&U* procesa sobre la res- 
ponsabilidad del Ferrocarril del Snd por la impntacion heeba 
de haber defraudado tas rentas fiscales, lógicamente resulta 
evidenciada la competenc ia jurisdiccional del juzgado para el 
conocimiento do esta causa, así com^ que son las disposiciones 
del Código de Procedimientos en lo Criminal las que por su es- 
pecialidad rigen el caso; no siendo, por otra parte, exacto que 
las personas jurídicas no sean re^ponsab) s civilmente cuando 
se trata de la aplicación de penas pecuniarias establecidas por 
leyes relativas á la renta pública, como con acopio de razones 
tiene demostrado el señor procurador fiscal en la vista de foja 
157, y como así igualmente resulta de los propios actos del 
recurrente, justificados por la constancia de foja 103 de autos 
al reconocer una infracción análoga y al proceder A satisfacer 
los derechos fiscales reclamados por la aduana. 

■ Que si bien el artículo 1070 de las Ordenanzas de aduana, 
limita la intervención en los juicios al reclamante ó acusado y 
al procurador fiscal, tal disposición es insubsistente é inaplica- 
ble al caso $ub-jüdice t desde que ella quedó derogada especial- 



" /. • 

362 FALLOS DE LA SUPREMA CORTE 

monte por el artículo 40 de la ley de aduuna actualmente en 
vigencia para el presente año, la qne expresamente establece, 
que : c Los empleados de aduaua denunciantes de contrabando, 
defraudaciones ó construcciones, serán considerados, indepen- 
dientemente de la acción fiscal, como parte en los juicios de 
contrabando, defraudaciones, ó contravenciones cuando así lo 
soliciten. 

• Que constando del expediente el rol de di nunciaute de) em- 
pleado Evaristo Moreno y su solicitud para ser tenido por par- 
te en esta cansa, tules actos encuadran en el artículo 40 recor- 
dado, y desde luego, en tal carácter, tiene dicho empleado per- 
fecto derecho de intervenir en todas las incidencias de la 
misma, y cun ello surge la procedencia d<?l decreto recurrido, 

< Por ello, y oonsider.icionen alegadas en el escrito de fuja 175 
y vista fiscal de foja i 79, no se hace lugar, con costas, á la re- 
vocatoria solicitada, ni á la apelación deducida, por no causar 
dicho auto gravámen irreparable (artículo 50! del Código de 
Procedimientos • riinin alea). Repóngase los sellos. 

< Agustín t rdinarruñi. » 

Tal, es Extna. Corte, el estado del asuntó y cuanto puedo in- 
formar á V. E. al respecto. 

(Gervasio /". Granel. 



Auto de I» Suprema Corte 

Buenos Aires, Diciembre 10 de 1897. 



Autos y vistos : Trayendo gravátnen irreparable el auto re- 
currido, por tratarse de un incidente sobre personería, en cuyo 
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caso es apelable, se declara mal denegado el recurso, y se le 
concede en relación. Líbrese otício al juez de la causa para la 
remisión de los autos, con noticia de las partes, Repóngase el 
papel. 

BENJAMIN PAZ. — ■ ABEL BAZAN. 
— OCTAVIO BUHGl. 



ralla de Ir Suprema Carie 

Bueno* Aires. Junio 21 de 1898. 

Vistos y considerando : Que como lo dice el auto apelado, 
el derecho del denunciante don Evaristo Moreno, empleado de 
la administración de aduana, para constituirse paite en juicio, 
iniciado á consecuencia de su denuncia, se baila expresamente 
declarado por el articulo cuarenta y nueve de la ley de aduana, 
correspondiente al año mil ochocientos noventa y seis. 

Por esto, y fundamentos concordantes del auto de foja cien- 
to noventa y dos, se continua, con costas, el apelado de foja 
ciento cincuenta y cinco vuelta. Notiffque&e con el original y 
repuestos los sellos, devuélvanse. 

BENJAMIN PAZ. — ABEL BAZAN. 
— OCTAVIO BUKCE. 
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«AUNA CLVIII 

Dan Angel Cahoara y oíros contra Itatlarucco y Cana le, pvr 
cobro de salarios ¡/provisiones del buque «Ministro V»; 
sobre aclaratoria. 

Sumario, — No procede aclaratoria, cuando la sentencia pro- 
nunciada en explícita sobre el punto consultado . 



HEIUUSO 

■ 

Ituetioí Anv». Junio i8iie 1*98, 

Suprema Corte: 

Estf ban A. Ilarudacco, en autos con (ion Angel Caboara y 
litros sobre ejecución de ti na sent< ncin, á V. E,, como más baya 
lugar en derech", digo: 

Que V, E. ha omitido resolver mi puntu importantísimo en 
esta cuestión, que ha sido materia también en las controversias 
su>citadas en esta causa. 

Ese punto es el relativo á que tratándose del cobro de sala- 
rias de la tripulación y suministros hechos al onque t Minis- 
tro V », este buque es el >olo responsable con su valor de tales 
créditos, que s«m privilegiados y están afectados única y exclu- 
sivamente á dicha nave, por lo que el señor Badaracco no está 
obligado á satisfacerlos con sus demás bienes, como lo pretende 
la parte contraria. 
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En consecuencia, vengo á solicitar de V. K. se sirva aclarar 
ese punto, declarando que la acción que ejercita el demandante 
es una acción in rein que debe "inducirse S'tbre el buque ■ Mi- 
nistro V >, solatnonte y no contra los demás bienes del deman- 
dado, de acuerdo eon lo dispuesto en los artículus 1309, 1377 
y demás atingentes del Código de Cmieroio. 

Será justicia, etc. 

Juan (Oustau, Esiebnn I. liadaracco. 



r*Ho de I» Suprem* Cari* 

Rueños Aires, Junio il de 1898. 

Siendo explícita la sentencia de foja trescientas nueve, que 
manda llevar adelante la ejecución promovida contra el so- 
licitante personalmente por el total de la deuda, hq lia lugar á 
Ja aclaratoria solicitada. 

LUISV. VAKELA . - ABEL BAZAR . 
— OCTAVIO BUÜCE. — JUAN E. 
TORKENT. 
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1AVM 1LIX 



Don Pedro Maturana ofreciendo información sumaria para la 
exención del servicio militar : sobre competencia 

Sumario, — El juei federal no es oompeteute paru recibir 
informaciones sumarias sobre exención del servicio militar. 

VISTA DEL SEÍtOR PROCURADOR FISCAL 

Buenos Aires. Mayo d« 1898. 

Señor Juez : 

Pretende el recurrente que se le reciba por V. S» una infor- 
mación para determinar ciertas circunstancias personales, á los 
efectos, como lo expresa, de probar que so halla dentro de las 
erudiciones de la excepción del servicio militar, como hijo de 
viuda, según lo establecido por el artículo 26 de la ley núme- 
ro 33(8. 

Deacuerdo ron la jurisprudencia sentada por V. S. y délas 
consideraciones q ie tengo expuestas en rasos análogos ■ conside- 
ro queV, S. no debe recíb.r la información de que se trata, de- 
clarándose incompetente para ello, y mandando que el recurren- 
te ocurra donde corresponda. 

Me permitiré recordar las razones que ya he expuesto á este 
respecto y que son perfectamente aplicables al presente caso : 

1* Al determinar el artículo 2 o de ¡a lev sobre jurisdicción y 
competencia de los tribunales nacionales, de 14 de Setiembre 
de 1863, la jurisdicción de V. S.,no comprended caso de recibir 
informaciones, ni intervenir en ellas para darle valor legal ; 
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2" La juriBilicrionde Y. S. es esencialmente contenciosa, no 
siéndolo el acto de recibir informaciones como la que se trata ; 

3 a Que siendo, por otra parte, tu información un hecho esen- 
cialmente local, pues lo constituyen declaraciones de vecinos 
que alirmau tal ó cual cosa respecto de la persona por razón de 
vecindad ó conocimiento, es justo pensar que ello nada tiene 
que hacer con la jurisdicción general de Y. S. ; 

4 o Que aun cuando la pretendida información se haga pa- 
ra determinar cierta situación personal á efecto de requerir el 
amparo de una ley especial (arfc. 3318 en este caso), tal deter- 
minación nada tiene que hacer con la raenciunada ley, la cual, 
para ¡ter aplicada en el punto que se reliere, supone aqueja 
situación justificada p ir quien corresponde ; 

5 Que aun suponiendo hipotéticamente que para aplicar 
la ley fuera necesario recibir los justificativos que determinen 
la situación especial que ella requiere para que sus beneficios 
sean aplicables, menos sería á V. S. á quien correspondería 
recibir tal justificación ni aplicar tal ley, desde el momento 
que ella misma (ley número 3318) lija su aplicación origina- 
riamente por la autoridad que establece el artículo 27 de ellay 
no por Y. S. 

Sírvase Y. S. tener presente estas consideraciones y las que 
levante su claro criterio para resolver como lo dejo pedido. 

J. Botei, 



WmWrn del Jiici Federal 

Bueno» Aire*. Mayo 18 de 1898. 

Y vistas: Para resolver sobre la competencia de este tribu- 
nal para conocer de las informaciones sumarias que ae ofrecen, 
con lo expuesto al respecto por el Procurador fiscal. 
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Y considerando : I o Que los tribunales fedéralos ejercen una 
jurisdicción de excepción, siendo ella privativa y exclusira. 

2 o Que le jurisdicción común ú ordinaria es la que ejercen 
lo* tribunales ordinarios de la Cantal y las provincias. 

3 Ü Que la justicia federa!, nunca procedí' de olido (art... 
déla ley 16 de Octubre de 1862), y sólo conoce en los casos 
contenciosos enumerado» en los artículos 2 y .siguientes de la 
ley de jurisdicción y competencia de 14 de Setiembre de 1863. 

4 o Que como consecuencia de estas reglas generales, que se 
ajustan á las presen pe ion es constitucionales de los artículos 
100 y 101 de la ley fundamental de la nación, en todos los ca- 
sos de jurisdicción voluntaria, conv elí los tribunales ordina- 
rios que ejercen la jurisdicción común. 

5 o Que las informaciones de que se trata, son evidentemente 
del resorte de los tribu miles ordinarios, dada su naturaleza. 

6" Que por el becbv» de que los extremos que se trata de 'acredi- 
tar con ■ sa* informaciones, serian para gestionar de los tribunales 
federales, las excepciones que acuerda la ley número 3318, no se 
acredita en manera alguna causal legal alguna que demuestre 
la competencia de la justicia nacional para conocer de ellas, 

7 o Que aun en la hipótesis que existiera complacencia entre 
uno y otro acto jurídico, nunca procede el ejercicio de la juris- 
dicción originaria de los juzgados federales, en materia de con- 
cesión «le excepción del servicio miliUr, lo que en primera ins- 
tancia corresponde á las juntas de excepción crea las por el ar- 
tículo 27 de la citada ley. 

8 g Que si bien es cierto que de casos de jurisdicción volunta- 
ria, cowo son los de mensura y deslinde, por ejemplo, pueden 
MJrgir casos contenciosos que caigan bajóla jurisdicción fede- 
ral, sea rutionac maierite ó por razón de personas ó cosas; eu 
el caso su/i-judice no existe razón alguna que acredite el ejer- 
cicio de la jurisdicción federal tratándose de la mera produc- 
ción de informaciones sumarias . 
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Por estos fundamentos y los concordantes de la precedente 
vista fiscal, se declara este juzgado incompetente para el cono- 
cimiento del asunto de la referencia ; debiendo en su mérito, ol 
interesado, ocurrir donde cor responda. Repuestos que sean los 
sellos, archívese, 

/', Olaechea y Alearía. 

VISTA DEL SEffUH PltOCUKAUOH CENEttAL 

Buenos Aire*. Junio 10 de 1898. 

Suprema Corte : 

£1 «rilen lo 27 de la ley número 3318 presoribe la jurisdic- 
ción de las jiint;ts para entender en los reclamos (i e excepciones. 
La atribución para entender, conocer y resolver, implica nece- 
sariamanto ta de recibir los Justificativos leg ilmente conducen- 
tes á aquel fin. 

Mientra» la junta nose pronuncie sobre la excepción que debe 
alegarse ante ella, la jurisdicción de los jueces federales no 
procede, según lo dispone el artículo 28 de la ley especial de la 
materia, y (adoctrina que ba fijado su legal significación. 

Por ello, y lo* fundamentos concordantes th\ auto recurrido, 
en lo relativo á la incompetencia de la justicia federal, para los 
procedimientos requeridos en el actual estado de lag^t ion, 
pido á V. E. su sirva confirmarla. 

Sabiniatto Kicr. 

ituenos Aires, Junio 23 de 18BH. 

Vistos : Oou arreglo á lo dispuesto en el artículo segundo de 
la ley de diez y seis de Octubre de mil ochocientos sesenta 

T, [.XX m ai 
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das, y por los fundamentos concordantes de la vista del señor 
Procurador general y del auto apelado de foja doce, se confirma 
éste, con costas. Devuélvanse, dehiendo reponerse lus sellos un- 
te el inferior. 

BENJAMIN VAL — LUIS V. VARELA. 
ABEL BAZAN — OCTAVIO BUHGE. 
— JUAN E. TORREPTT. 



CAUSA cr\ 



Satazar hermanes y Gates contra don Adolfo Lucca, por 
desalojo; sobre interdicto de retener 

Sumario, — Cuando el propietario ha mantenido sna relacio- 
nes con el inquiUno, sin reconocer la cesión que haya hecho de la 
locación, el desalojo ordenado en juicio contra éste afecta á loe 
cesionarios, y no puede servir á estos de fundamento para ejer- 
cer acciones posesorias. 



i «lio del Juci rnlersl 

Buenos Airea, Abril 20 de 1691. 

Y vistos los présenles autos para sentencia, de cuyo estudio, 
resulta: 
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Que los señorea Salazar hermanos y Gates invocando en el 
escrito de foja i el carácter <le poseedores üVl lavadero sito eti 
la calle de Pilar número 1923, cedido á su favor por los seño- 
res Caraba! lo y Traíd, instauraron el interdicto de recobrar la 
posesión contra don Adolfo Lucca, por haber este señor obte- 
nido deUeñor juez doctor Aleudez Paz una orden de desalojo 
del expresado lavadero. 

En e! juicio verbal de foja 10, la parte de Lucca, contestando 
la demanda, niega el carácter de poseedores que invocan los 
actores, y C"l»o su consecuencia, desconoce el derecho para de- 
ducirse e>te interdicto ; exponiendo en seguida los hechos su- 
cedidos, man i li esta que el despojo que su invoca no es otra cosa 
que la ejecución de una sentencia ejecutoriada dictada en un 
juicio de desalojo que promovió contra sus locatario* señores 
Caraballoy Traid, motivo por el que pide el rechazo de la ac- 
ción por improcedente, con costas. 

Que realizada la audiencia á la que las partes fueron convo- 
cadas á fin de sustanciar el juicio, se produjo la prueba que 
allí consta, llamándose autos para sentencia, previa agregación 
de las demás pruebas solicitadas oportunamente y alegatos res- 
pectivos. 

T considerando: I o Que es un principio du derecho sancio- 
nado por el Código Oivil en su artículo 2287, que las ac iones 
posesorias solamente corresponden á los poseedores de inmue- 
bles, y tienen el único objeto de obtenerla restitución déla 
posesión en *u plenitud y libertad. 

2* Que en el interdicto deducido, la accio intentada sólo 
compete al poseedor de un inmueble que hubiese perdido su po- 
sesión por despojo (artículo 2492 del Código Civil), y desde 
luego incumbía a los actores comprobar, como extremos del 
juicio, su posesión y despojo cometido ■ artículo 249-4, 

Que lejos de haber los demandantes justificado ta posesión 
invocada, las probanaas rendidas acreditan acabadamente que el 
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doctor Justo J. Caraballo y don Agustín Traid ocupaban la 
propiedad que motiva este juicio, & título de locatarios i!e don 
Adolfo Lucca, cuya locación t¡e halla demostrada por el contra- 
to de foja 4 del expedienta agregado, y, desde luego, no tenien- 
do toa actores su posesión á título de propietarios desde un año, 
y sin los vicios de precaria, violenta ó clandestina, el interdicto 
deducido es improcedente (série tomo 20, página 83, Fallos 
de la Corte, y artículos 2161 , 2462 del Código Civil). 

El contrato de la referencia no da desde luego, ni autoriza al 
locatario para hacer uso de los interdictos, pues, como se deja 
dicho, éstos están exclusivamente reservados á los que poseen 
a título de dominio y á quienes se les perturba, en su posesión 
(.érie 1-, tomo 5", página 159; y série 2\ tomo 13, página 19, 
fallos de ta Corte citados). 

3 D El título que invocan los señores Saluzar hermanos y Ga- 
tes, es como, cesionarios de las señores Caraballo y Traid, por 
cui^a de la locación á que se refiere al contrato de foja 4 invo- 
cado, desde luego queda claramente evidenciada la falta de 
derecho de dichos señoras para hacer nao de loa interdictos, 
porque no pudii ndo legalmente los señores Caraballo y Traid 
hacerlo por sí, por no ser poseedores a título de dominio sus 
cesionarios, 6 sean loa actores, tampoco han podido ejercitar 
su acción en tal forma, por el principio de legislación de que 
nadie puede trasmitir un derecho mejor y más extenso que el 
que goza (artículo 3270, Código citado). 

4 l> Que aparte de estas consideraciones legales, y admitiendo 
por vía de hipótesis que Salazar hermanos y Gates poseyeran 
el inmueble á título de dueños, aún en tal supuesto la acción 
instaurada sería igualmente improcedente. 

El expediente agregado como prueba, demuestra evidente- 
mente que la turbación de ta posesión invocada y el desalojo 
que motivó ese juicio se efectuó en virtud del cumplimiento de 
una sentencia ejecutoriada, como es la qae corre áfojaS6 vuelta 
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de dichos autos, lo que por si solo aleja to ia idea de despojo, por 
llevar tal concepto aparejada la ido* de violencia ú claudestiiii- 
dad. No habiendo existida ninguno d<> estos elementos ea la 
tuina de posesión de Lucca, en virtud del lanzamiento á que se 
reüere Indiligencia de foja 67, no hay despojo, y por conse- 
cuencia no ha podido hacera*' uso del interdicto promovido. 

5° Demostrado que los actores ti'i son poseedores á título de 
dominio del I litad ero á que se reüere la demanda, el juzgudo 
conceptúa sin objeto práctico ocuparse del estudio de las pro- 
banzas Urecidaa, encaminadas á justificar las relaciones de de- 
recho entre las partes litigantes. Por estos fu ud amentos y de- 
más concordantes aducidos en el escrito di- alegato de foja 61 , 
definitivamente juzgando, fallo; no haciendo lu^ar al inter- 
dicto de recobrar deducido por los señores Salazar hermanos y 
Gates, contra el señor Adolfo Lurca, á quien absuelvo fléí juicio, 
coa imposición i aquellos de perpéuio silencio al respecto y con 
declaración du que las costas judiciales son 4 cargo de los ven- 
cidos. Notifique se original, repónganle Ida Mitos, devuélvanse 
al juzgado de su procede ñuta los autos traídos ad effectum vi- 
ttmdi y cumplido todo, archívese. 

Agustín Vrdinarrain. 



i 1 «lie d« la *u pretil» Cort* 

ü líenos Airea, Junio 25 de 1898. 

Vistos y considerando : Que según lo reconoce el demandante 
y resulta además de las constancias de estos antos y his de los 
acompañados, la acción posesoria intentada deriva de la cesión 
del contrato de locación sobre la cosa materia del juicio, que 
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editado demandante dice haber hecho á su favor el locatario 
originario, doctor Caraballo, de conformidad con el contrato 
privado que invoca. 

Que los enunciados autos acompañados prueban que en vir- 
tud de acción deducida por el propietario, contra el locatario 
originario, se mandó por sentencia ejecu loriada el desalojo de 
la casa, disponiéndose el cumplimiento de la sentencia, no obs- 
tante la oposición de Salazar hermanos y Gates, actores en esla 
causa. 

Que no sólo nada revela que el propietario hubiera aeeptado 
la cesión de la locación y convenido en exonerar de sus obliga- 
ciones al locatario originario, sinó que lo contrario aparece evi- 
denciado aún por las mu uif estaciones de ambas partes. 

Que, en consecuencia, dada par hecha la cesión que. alegan 
los demandantes, las relaciones entre el propietario y el loca- 
tario originario se han mantenido, conservándose las obligacio- 
nes del último á favor del primero, con arregh* al artículo mil 
quinientos noventa y nueve del Código Civil, y al inciso segun- 
d", artículo mil quinientos noventa y nueve del mismo, y de 
acuerdo también con el principio legal qui- sólo admita la no- 
vncíou por sustitución de deudor, mediando expresa voluntad del 
acreedor de exonerar al deudor primitivo (artículo ochocientos 
catorce). 

Que en mérito délos hechos y prescripciones legales recor- 
dadas, el propietario «'jercitó un derecho demandando per desa- 
lojo al locatario originario, en cuyo caso el acto no puede cons- 
tituir 11 n hecho ilícito {artículo mil setenta y uno, Código Civil) 
que pudiera servir de fundamento á la acción posesoria inten- 
tad.! por el eesiom'nu, .i quien afectan las sentencias judiciales 
dictadas decidiendo sobu las relaciones entre el propietario y 
el locatario originario, que quedan subsistentes no obstante la 
ceMon. 

Por ésto y fundí rae utos concordantes de la sentencia apelada 
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de foja setenta/se confirma ésta, con oosUs. N>tiffqu«se coa el 
original y repuestos los sellos, devuélvanse. 

BENJAMIN PAZ. — LUIS f¿ VAftfcLA . 
— ABEL BAZ*N. — OCTAVIO BUS - 
r.B. — JUAN B. TORHEKT. 



CAUSA « I II 

y 

Contienda de compt'tenaa entre ios tribunales de ta provincia 
de Buenos Aires tjel juzgado fe le raí de ta Cap i tal % en el jui- 
cio de interdicto promovido por don Domingo Gombault con* 
Ira doña Celina Egaña de Wiliiams. 

Sumario. — La contienda de competen ja suscitada con mo- 
tivo de un juicio en que son partes un vecino de provincia, j 
un vecino de la Capital, debe ser resuelta á favor de la justicia 
federal, cualquiera que sea el juez de sección i quien resulte 
corresponder el conocimiento de !a causa. 



Caso. — Lo explican las siguenteB piezas : 



AUTO DEL JUEZ PROVINCIAL 

Dolores* Juuio 25 de 1897. 

Y ñata: la solicitad de inhibitoria del señor juea federal déla 
capital de la República doctor Agustín Ürdinarram sosteniendo 
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su competencia para entender en el interdicto deducido ante 
este juzgado por don Domingo Goiubaolt, contraía señora Céli- 
ca Egaíia de Williams, para retejer la posesinn de un campo 
situado en Necochea y con motivo de la resolución de aquel 
juzgado que mandó dar ú ésta la posesión del mencionado cam- 
po en el juicio seguido por ta misma señora contra don Juan 
B. Larraburu, sobre desalojo. 

Fúndase la inhibitoria en que Ja distinta vecindad de las par- 
tea, que está clarándote determinada, hace que, con arreglo al 
inciso 2 o del artículo 2 o ríe la I« v nacional di« procedimientos de 
14 de Setiembre de 1863, surja el fuero federal ; además de 
que, si el cumplimiento de la sentencia del juzgado federal 
que da lugar al interdicto pueda lesionar derechos de terceros, 
éstos deben pedir su reparacien ante el mismo juez cuyos man- 
datos tos hubiera causado, porque refiriéndose y derivando la 
acción intentada del hecho mismo del cumplimieuto de aque- 
llas, tales juicios son propiamente incidentes del principal, de 
donde tienen su origen, é importan un verdadero recurso contra 
la sentencia de cuya ejecución se trata, correspondiendo por 
consiguiente su oonocimieuto al juez que la ha dictado y re- 
suelto en juicio ordinario por sentencia pasada en autoridad 
de cosa juzgada; que don Ju ,n B. Larraburu es el arrendatario 
del campo en cuestión, ese es el hecho y punto de partida para 
calificar la situacic legal de los que alegan posesión sobre la 
misma propiedad : no siendo posible discutir nuevamente ante 
otro juzgado de extraña jurisdicción al hecho juagado y senten- 
ciado, pues ello no sólo importaría hacer interminable una 
cuestión jurídica sino que su consecuencia serla quebrantar la 
autoridad de los tribunales, desacreditando Ja institución de 
la justicia. 

Y considerando: Que está perfectamente constatado en au- 
tos que el interdicto deducido tiene por causa la ejecución de la 
sentencia deJ señor juez federal exhortante dictada en el juicio 
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seguido por la demandad* en dicho interdicto, dona Celina Kga- 
ña deWilJiams, contra don Juan li. Larraburu (escrito» de fo- 
jas 3, 35 j 58 j oficio de foja 39). 

Que consta igualmente di' la propia exposición de] actor y 
de los antecedentes de este expediente, la distinta vecindad de 
las partes, la que se halla acreditada por parte del actor Gom- 
bnult eu Nec ochen, según el poder que obraba a fojas i y 2 y 
cuyo desglose se encuentra a foja 7 , otorgado .5 los fines de este 
juicio; y por parte dtí la demandada señora Egaña de Williams, 
en Buenos Aires, p< t las mismas ronstauctus del expediente y 
l itaciones verificadas á solicitud del demandante (fojas 52 y 73). 

Que con arreglo á estos antecedentes y disposición legal ci- 
tada por el juez exhortante el juzgado, considerando perfecta- 
mente justificados los fundamentos de la inhibitoria, debería 
declararla procedente, pero atendiendo á Jas manifestaciones 
del ministerio fiscal en su vista precedente y las de la parte 
contraria en su escrito de foja 98, debe procede! al estudio de 
la cuestión bajo su faz doctrinaria, presentada á U discusión 
acerca de los principios jurídicos que rigen esta clase de ac io- 
nes, para llegar á precisar ia competeucta y corroborar las con- 
clusiones de aquel juzgado que éste acepta como queda indi- 
cado. 

Que si la posesión, corno lo establece nuestro codificador un el 
linaldesu nota al artículo 2351 . siguiendo á Mulitor, es un de- 
recho, como una manifestación de la voluntad humana sobie 
una parte del mundir exterior, garantido por las leyes, conviene 
en este cuso examinar á qué clase de derechos pertenece. 

£1 mismo Sango v, que considera la posesión como un hecho 
y que sólo por sus efectos como un derecho, refiriéndose á la 
posesión como base de los interdictos, establece, que la pose- 
sión es un derecho personal, l itando Ja ley § 3 Dig de inter- 
dictis, que dice ih redieta omnia. licit ta rem videantur con- 
cepta, in lamen ipso personalia sunt (todo interdicto, ann aque- 
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líos que parezcan concebidos in rem, lo son, sin embargo, in 
personam) y fundándole en que según ella los interdictos pose* 
serios son acciones persona deduce que la posesión á lacual 
corresponden comn acciones esas interdictos, es un derecho 
personal. 

Nuestro Código Civil, como lo expone su autor en la nota ci- 
tada, no considera la posesión un derecho real, indicando tam- 
bién, con arreglo á la doctrina de Suvígny, que los* interdictos 
son acciones personales que nacen del delito ó cuasidelito y se 
desprende del teito mismo de sus disposiciones sobre la ma- 
teria. 

Así, declarando en el titulo IT Ik los derechos reales, el 
cual viene después del tratado de la posesión, que no contiene 
otros de esta clase qae los que la ley reconoce, el artículo 2503 
los enumera ú todos prolijamente, sin hacer mención alguna 
intre éstos del derecho de posesión. 

Ka ej título XIV /Je las acciones reate. , artículos 2750 y si- 
guientes, sucede una cosa semejante, poique después de decla- 
rar que todas ellas nacen de la propiedad, ya sea del dominio 
pleno ó su* desmembraciones, agrega que aquellas tío son más 
que tres: 'a reivindicatoría, confesaría y negatoria, á ninguna 
de lasco ¡iles pueden ciertamente referirse Jos interdictos. 

Per. ' que viene á quitar toda duda al respecto, es el con- 
tenido dei a. culo 2482, título 3*, fie las acciones posesorias, 
en el cual no sólo contrapone el juicio petitorio al posesorio, 
sinó también las acciones posesorias á las reales. 

El artículo dice * el que taviera derecho de posesión y fuese 
turbado Ó despojado en su posesión, puede intentar la acción 
real que le competa, ó servirse de las accionen posesorias ; pero 
no podrá acumular el posesorio al petitorio. Si intentan acción 
real, perderá ul derecho á intentar la acción posesoria ; pero 
sí usase de las acciones posesorias, podrá usar después de la 
acción real. 
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También, en la nota del artículo 9091, se dice : t En Gn, torta 
acción rejl, y aún las acciones posesorias, que pueden ser ejer- 
cidas contra ten eros, constituyen una turbación de derecho. * 

Por consiguiente, queda demostrado que nuestro Código 
clasifica como personales el derecho de posesión y tos interdic- 
tos ; agregando en su nota ai articulo 4043, que en este Código 
no reconocemos acciones mi Mas de reales y personales. De 
acuerdo con el artículo 497 habla solamente del derecho perso- 
nal, al que corresponde una obligación personal y del derecho 
re.il , al que no corresponde obligación alguna. 

til artículo 4 o del Código de Procedimientos se refiere también 
exclusivamente á las acciones reales y personales. 

Se ha hecho, pues, exclusión en nuestros Códigos, délas lla- 
madas accionas mixtas, que es una clasificación errúneii, según 
lo demuestran las opiniones deCararantes (tomo 1*, página 240, 
mimen» 31 A; Boncenne, Théorie de ta proc. ««..tomo \ \ capítu- 
lo Y; Ortotan ; Maynz; Laurent, tomo 6\ numero 78), etc., las 
acciones llamadas millas ilesde JtisLiniano, no son oonsiderudas 
actualmente como tale», no admitiéndose otra divUion de dere- 
chos y acciones que en reales y personales. 

Luego, pues, si en teoría la clasificación de derechos y accio- 
nes mixtas es falsa; ai en nuestro Código Civil no se reconocen 
acciones mixtas, si nuestro codificador no considera la posesión 
un derecho real; si puede asegurarse y queda demostrado que 
nuestro codificador repútala posesión un derechoptT.sonal, si las 
acciones tienen la misma naturaleza que lo* derechos de donde 
proceden, porque son su ejercicio en juicio, y la posesión es la 
base de las accionas posesorias, éstas no pueden ser «inó exclu- 
sivamente personales. 

Y si las acciones posesorias son acciones personales y no 
reales ni mixtas, ¿cuál es, entonces, el juei competente para en- 
tender en ellas ? Con arreglo á lo expuesto no puede sostenerse 
que sea el de la situación de ia cosa. 
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Qne en el caso sub-judice se deduce el interdicto de retener 
Itt posesión contra unu resolución del juez exhortante y si ¡>e 
aceptase que el interdicto procediese aún contra el auto judicial 
f|tie ordénala posesión que en él se trata de disentir, sin au- 
diencia del poseedor que solicita ante este juzgado reparación, 
éste debi6 reclamar ante el mismo juez para que suspendiera 
tos efectos del auto, interponiendo ante él el interdicto acii 
deducido, puesto qne el órdeu y la armonía social asi como el 
respeto á ¡a administración de justicia, obligan á considerar el 
mandato judicial cumu la expresión de la verdad y de la justi- 
cio y Jos jueces no tienen mayor interés sinúel de lu justicia; 
asi, el desalojo decretado en juicio, no puede dar lugar á la acción 
de despojo, porque éste supone la preseind encía de los tribu- 
nales. 

Los actos fie éstos no constituyen despujo y si hay terceras 
agraviados por sus resoluciones á nadie más pueden reclamar 
que á los que las han dictado, interponiendo los recursos y ac- 
ciones que les asistan para obtener reparación. 

Acudir á dra jurisdicción extraña en demanda de reparación 
de una sentencia dictada en juicio es completamente inadmisi- 
ble y contrario á los principios fundamentales del orden social, 

Demostrado que las acciones posesorias son acciones persona- 
les» correspondería atribuir al juez del domicilio, de acuerdo 
con la cuurta parte del artículo l 1 del Códun de Procedimientos, 
aunque el derecho romano y la legislación española que como 
Lanuestru, consideran que la posesión y La acciones posesorias 
son personales, designan como juez competente para entender en 
ellas al de la situación de la i.osa, porquj la necesidad de apli- 
car esta circunstancia, probablemente, ha hecho pensar en que 
la posesión, era un derechu mixto, pues si en estus legisla- 
ciones la pusesiun es un derecho personal, no se explica que no 
designen al juez del domicilio y en el silencio de nuestra ley, 
no es lógico resolver, dados los principios sentados anteriormen- 
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t*\ que deba ser el ju^z de la situación de ta cosa, aunque la 
acción posesoria sea personal, nada má* que porque los legisla- 
dores anteriores a-í lo est ib leo i eran. 

Por otra parte, no puede decirse que nuestra ley de procedi- 
mientos nada contenga respecto á la competencia del juei que 
debe conocer en los pleitos de posesión, cuando el artículo ci- 
tarlo ya indico, en primera línea, el del domicilio del demanda- 
do, para las acciones personales; y como queda demostrado lo 
son las acciones posesorias en nuestro Código, y entonces tra- 
t/indüse de acciones personales, que no son ni reales ni mixtas, 
lo legal, racional y lógico es indicar como competente al juei 
del domicilio del demandado, de acuerdo con la prescripción riel 
artículo citado. 

Los principios que rigen la posesión tienen un imperio abso- 
luto sobre las acciones posesorias ¡ no hay motÍTo alguno que 
obligue k separarlos de las reglas generales consignadas en 
nuestras leyes; las que ajustándose á principios umversalmente 
reconocidos, establecen que es juez competente para conocer en 
las acciones personales, como son las posesorias, el del domici- 
lio del demandado. 

Kl mismo Caravantes, que en el número 336 de su obra t 
dice: que en la legislación española, deben considerarse los in- 
terdictos como acciones reales» en el tomo 2", página 366, ex- 
presa: < Aún de la* reglas que determinan el juez competente 
para conocer en las acciones mixtas en general, jurisconsultos 
respetables opinan que deben regir con preferencia Jas que se- 
ñalan al juei del domicilio del demandado, fundándose en que 
siendo la persona más viable que la cosa, debe determinarse 
por ella la competencia. » 

Si el que ha deducido el interdicto pretende sostener su de- 
recho de propiedad, diciéndose dueño del campo á que se refie- 
re, como lo manifiesta en la segunda página de su escrito de 
foja 98 y á fojas lOOvuelta y 101 vuelta, no será el interdicto 
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la acción procedente desde que en él ao se discute la propiedad 
sinó la posesión, como lo explica claramente Escrich, voz in- 
terdicto, cuando dice : « La acción que uno tiene para recla- 
mar en juicio sumario, la posesión actual 6 momentánea. De- 
cimos actual 6 momentánea y no de hechos, como dicen algunos, 
porque la intención del que por medio del interdicto reclama 
la posesión no se dirijo á la posesión de hecho, ó sea á la sim- 
ple tenencia de la cosa, sino á la posesión de derecho f estu es á 
la posesión que cree que por derecho tiene 6 Le pertenece, Se 
dirá tal ?ez que en el interdicto sólo se ventila el hecho de la 
posesión, convenimos en ello ; es verdad que sólo se ventila el 
hecho de la posesión, esto es, quien la tiene ó debe tenerla en 
el acto ; pero hay mucha diferencia «ntre el hecho de la pose- 
sión y la po-sesiun de hecho; el hecho de la posesión puede 
recaer y se supone aquí que recae sobre ta posesioL legal, y la 
posesión de hecho no es de suyo n.á- que una mera tenencia, 
de lo cual aquí no se trata, > 

En el § 2 o , agrega : * Puede litigarse, pues, sobre la posesión 
en juicio sumario ó en juicio plenario: se litiga <'n juicio su- 
mario cuando se trata sólo de la posesión actual y momentánea, 
esto es de la posesión que uno tiene ó debe tener en el acto ó 
momento..., y se litiga en juicio plenario cuando se disputa 
sobre la posesión permanente y perpétua que uno tiene o debe 
tener en virtud de la ley, aunque en jel acto no la tenga. » 

Ambos juicios se dicen juicas posesorios y las acciones que 
en a.ubos se ejercen se llaman también acciones posesorias, 
con la diferencia que la ac ion que se deduce en el plenario no 
tiene nombre particular y la que se propone en el sumario es 
la que se denomina interdicto, cuyo nombre seda también al 
juicio mismo... En el plenario se confiere ó declara la posesión 
definitivamente, sustanciándose por el método y términos del 
juicio ordinario, procediéndose con pleno conocimiento de cau- 
sa y se requiere, por lo tanto, una prueba completa de la pose- 
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sion y de sus cualidades, y en el sumario sólo interinamente, 
bin perjuicio del que tenga mejor derecho; sustan< idnil ose bre- 
vemente, sin las solemnidades del ordinario, bastando una jus- 
tificación semiplena. Así él que después de la decisión del in- 
terdicto, ó sea deBpues de la terminación de! sumario, puede 
entrarse en el plenario subre la posesión ó propiedad. 

Luego, pues, después deí interdicto, queda á ventilarse la 
verd.idera acción posesoria, la acordada al poseedor anual, de 
conformidad con lo dispuesto en los artículos 2473 y 2495 del 
Código Civil ó como la flama éste, la acción de manutención, 
en la que se debate la cuestión definitiva s»bre posesión en su 
plenitud y libertad. é 

En esta oportunidad m examina y requiere la concurrencia 
dií todos loa requisitos legales porque • esta es la única acción 
posesoria propiamente dicha », á que son uplicables los artícu- 
los 2473 á 2481 del Código citado, como dice el doctor Segovia 
en la ñuta 31 al artículo 2497 de su obra, debiendo ejercitarse 
esta acción posesoria por manutención en la posesión en juicio 
ordinario, do acuerdo con el artículo 66 del Código de Proce- 
dimientos. 

Y como se ve, las objeciones de la parte interesada respecto 
i que posee como dueño no tienen ra«on de ser en el inter- 
dicto qne ha deducido, á fin de sostener la competencia de este 
juzgado. 

Que también es inadmisible la tesis qne sostiene al final de 
su escrito, de que en todo caso serla el juez federal de la pro- 
vincia de Buenos Aires y no el de ta Capital de la República 
para conocer en el interdicto; puesto que sentado que es el 
juez del domicilio de la demandada, resulta aquella sin funda- 
mento, por estar comprobado qne se encuentra domiciliada en 
la Capital de la República. 

Por estas consideraciones y fundamentos legales, no obstan- 
te lo dictaminado por el agente fiscal y lo expuesto y pedido 
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en el escrito de la parte actor», este juzgado, accediendo A la 
inhibición solicitada, se declara incompetente para entender 
en este interdicto y consentida 6 ejecutoriada esta sentencia, 
remítanselos autos al señor jaez exhortante, ante quien com- 
parecerá la parte actor;) , dentro de diez dias, á usar de su de- 
recho (articulo 418 fiel Código de Procedimientos). Repóngase 
fas fojas. 

José Á. Carrillo. 

Ante raí : 

Camilo ftwarola, 
Serreta rin 
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holores, Octubre 30 1897. 

I vistos : considerando : I* Que para establecer la jurisdic- 
ción á que están sometidos los interdictos ae hace innecesario 
investigar si la posesión es un derecho real ó personal, acerca 
de cuya clasificado u los autores no están conformes, por otra 
parte, pues unos niegan qae ella sea un derecho, otros sostie- 
nen que lo es real, otros personal en un, algunos que es mixto 
y anómalo, entre los que figura el codificador argentino, como 
puede verse en i>u nota al articulo 3351 del Código Civil (Cor- 
tés, Vistas fiscales, tomo I a , pág. 364), 

2° Que, por otra parte, loque se trata de garantir por roe- 
din de los interdictos, es el hecho actual y momentáneo de la 
posesión independientemente del derecho de los interesados, ó 
también suspender 6 evitar un heoho que nos perjudica. Et 
origen mismo de los interdictos nos demaestra que el derecho 
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romano los creó como un edicto que daba el uugUtrado respec- 
Ut de dos particulares ínter duos dictum vel edictum* á ins- 
t¿¡ncia de uno 'I- ellos,, para impedir ó prohibir alguna cosa y en 
que era necesaria la hite rancien inmediata del magistrado, 
para evitar hienas entre partes, rías de heeho propiamente, 
muy de temerse sobre todo en materia du posesión. En vez de 
llegar inmediatamente ante un juez n los contrincantes, el ma- 
lí i <tradn en razón de bu imperium dictaba ese edicto ordenando 
ó prohibiendo alguna cosa (decretunt peí interdvtum), con el 
objeto primordial de evitar aquellos efectos. 

Si las partea acataban aquel man iato el judinum se hacía inú- 
til y la cuestión terminaba. En caso contrario, si alguno de los 
litigantes no st* conformaba, porque afirmase no ser exactos 
los hechos invocados por su adversaria, ó que el c¡«so no reu- 
niera las condiciones necesarias para el interdicto ó porque tu- 
viera alguna excepción, i,- quedaba i l recurso ue la vía ordi- 
naria. 

De manera, pues, que esos mandatos del magistrado eran 
propiamente providencias interinns como lo demuestra la eti- 
mología de ta palabra itttertticius, Ínterin dicta, procidencias 
que se llevaban á ejecución por rías directas y rápidas y que 
en muchos casos tenían garantido mi cumplimiento por medio 
de la sanción uena! correspondiente para la pantoque no le pres- 
tase la observancia debida (1\ SamtxT^Jnurs d'inst tintes et d'his- 
toirtdu Droit fhntain, tomo 2", póg. 319). 

3 o Reus, haciendo suyas las palabras del señor Gómez de la 
Serna en sus Mothos de ta ley de enjuiciamiento civil es- 
tablece que ios interdictos son, dentro del procedimiento, jui- 
cios civiles que versan sobre asuntos que reclaman urgente- 
mente tina medida que los termine, en el interés inmediato del 
orden público, la seguridad amenazada de las personas ó cosas 
ú otros derechos privados, que a no ser atendidos sin dilación 
puedan perderse. Y el mismo señor do la Serna, agrega : € las 
t. i xmi 35 
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sentencias que be dicten, aunque definitivas, tienen un carác- 
ter especial, porque si bien condenan ó absuelven de la deman- 
da intentada, y no puede, por lo tanto, reproducirse la cuestión 
bajo el mismo asílelo, no impiden que se vuelva á tratar del 
mismo negoeio en más amplio juicio, con máa JÍetnnes formas, 
< on aclaraciones que lleven no el carácter interino y provisional 
del interdicto, sinó estabilidad, permanencia, perpetuidad en 
los derechos que tn el juicio se ventilen ». 

Vienen, por 1" tanto, á ser los interdictos unos juicios su- 
mariamos y preliminares de otros, en que con más prendas de 
acierto, se aleguen, examinen, discutan y decidan cuestiones 
que el interdicto ba fijado sólo de un modo transitorio (Reus, 
Comentarios d ia ley de enjuiciamiento vivil de España, tomo 
3 o , pág. 574; Lastre^ Procedimientos, pag. 350). 

4 o Nuestro Código de Procedimientos les ba dado ese mismo 
carácter de interino y transitorio & los interdictos, al establecer 
en sus artículos 569, 572, 578,579y583 que esos juicios no 
tienen más objeto que dar, mantener ó restituir la posesión ó 
impedir una obra nueva, siempre con la cláusula de sin perjui- 
cio de mejor derecho y de las acciones de posesión ú domini 
que puedan corresponder al vencido, con arreglo á la ley. 

La Suprema Corte de justicia lea ha reconocido igualmente 
ese mismo carácter y por eso ha declarado que en ellos no pro- 
cede el recurso de inaplicabilidad, concordando en esto con lo 
que disponían todas nuestras anteriores leyes procesales y lo 
preceptúa el Código de Procedimientos en su artículo 283 (véa- 
se Fallos de La Suprema Corte, edición Peuser, série 1\tomo1 tí ( 
pag. 667; y série 2 o , tomo l 1 , pág. 420, t'-mo 2 o , pig. 39i, y 
série 3', tomo i\ pag. 390). 

Si pues los interdictos se limitan i resolver el hecho actual, 
y momentáneo de la posesión y las sentencias que en ellos se 
dictau nada resuelven ad perpetúan* , es racional y lógico que 
la acción que se intenta por ellos, no se someta á la doctrina 
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general sobre doruicilin qoe preceptúa el artículo 4 o del Código 
d.> Procedimiento-, *egnn que Lis acciones deduoidas sean rea- 
les ó personales. Es entonces necesario que en esu interdictos 
y especialmente en los de retener y recobrar J;t posesión y el de 
ohra nueva, en que la inmediata determinación judicial e» re- 
querida, la ley atienda únicament" al luyar donde es másfáiil 
resolver con acierto y prontitud la cuestión y reparar los per- 
juicios causados ■*> prevenir el daño que amenaza por poder el 
magistrado inspeccionar la cosa A que se retare y haber perso- 
nas oculires de lo<¡ hechos sobre que versa (Cara vuritca, pági- 
na 238, tomo 3 o , Procedimientos judiciales). 

6° Murillo, Injus emonicum, tomo 2*, página 3il, V 32, 
citado p.ir el doctor Cortés en la vista antes mencionada, 
enseña que el derecho canónico conoce que el juez competente 
lo es el del territorio donde se encuentra situada la cosa, por- 
que es allí precisamente donde se han de producir esas Tías de 
hecho que te han querido evitar con los interdictos. Esta es 
también la opinión de Rem comentando el artículo i 030 de la 
ley de enjuiciamiento civil d*- España, la que preceptúa, . orno 
juez de los interdictos, el de la situación de la cosa, con la única 
modificación de que cuando se trata del de adquirir puede á 
más el demandante, esto es, el que intenta el interdicto, ocu- 
rrir al domicilio del finado, por su carácter de heredero, y al 
donde radica Ja testamentaría, por la atracción qm- ella ejerce 
(Reus, tomo 4 o . pág. 574, y art. 63 de la ley española). 

7 o El doctor Cortés, en el lugar citado, se pronuncia también 
porque los interdictos deben deducirse ante el juez del lugar 
de la cosa, l itando en su apoyo las opiniones de Caravantes 
Manresa, Lira, Escrichey Vinnio y la del mismo Savigny, qué 
no obstante negar á tos interdictos de recobrar y retener el ca- 
rácter de acciones reales reconoce que el derecho local que ha 
de regir á la posesión es el del lugar dnnde se encuentra situa- 
da la cosa iex rei siiae; materia que, como dice Cortés, tiene 
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evidente y mani tiesta mente grande y estrecha analogía ó «Mito- 
non con la de la competencia rtV] juez que haya de conocer en 
la cuestión. 

8° Si bien nuestro Código de Procedimientos nada establece 
al respecto, teniendo en cuenta, «orno lo dice el doctor Cortés, 
que esa ley está calcad;» en la ley española, entra en la Indole de 
nuestra legislación e1 recurrir á los preceptos de esa ley para 
ex pilcar nueslr* Código en los casos de silencio ú oscuridad. 
Pur otra parte, nuestras antiguas leyes y la misma jnrispruden-. 
cin han aceptado esa interpretación y seguido «1 logar donde 
esu la --usa pura establecer U r-nmpetencia del juez que ha de 
truaucer en esa clase de juicios. La Suprema í'orte de Justicia 
de la Provincia tiene declarado que el juez competente para el 
cuncir.imiento de las cuestiones sobre posesión de bíene- raices es 
el del lugar donde están situado-, que *-n e! caso ocurrente, por 
tratarse de un interdicto de retener la posesión de un campo 
situado en el partido de Xecochea. t» odría que serlo el juez de 
lo Civil de este Departamento (Fallos de la Suprema Corte, 
tomo 1°, página 464. serie Í% edición Peuser). 

9" Ksta misma doctrina ha sido admitida por los Tribunales 
de la capital federal (tomo i\ página 570, y tomo 5 fl , página 
583, serie i\ Jtírisprutknciü Civil). 

10* Sostener lo contrario sería pretender que los jueces fede- 
rales de la Capital de La Nación ejercieran sus funciones en lu- 
gares donde por falta de imperio, bjs órdenes no serían obede- 
cidas ó por lo menos siempre estarían subordinabas al beneplá- 
cito de los jueces del territorio; esto es, su autoridad sería ver- 
daderamenie precaria, 

Pero dado nuestro órden institucional, que garante la cons- 
titución de (I Nación, esos jueces federales no pueden extrali- 
mitar el territorio de su jurisdicción so pena de menoscabar 
la del respectivo juez federal de provincia, en los casos que 
correspondan á su fuero, ó sin herir la autonomía de las pro- 
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vincias por entrometerse en litigio d el fuero de Jos jueces pro- 
v nidales. 

De uua manera semejante opina el doctor Cortés, quien, ft) re- 
ferirse al articule 338 de la ley que rige los procedí mié utos de 
lo» jueces federales en materia de interdictos posesorios, que 
dispone que si el juez lo creyere necesario podrá trasladarse al 
lugar de la obra, puta decidir eou más acierto, alirina que esa 
ley supone que e-a vista se hace en un Lugar comprendido den- 
tro de los límites ten noriales del juzgado, parque á no ser a^í, 
ni se le permitirla salir al juez fuera de su distrito, ut po- 
dría tampoco, fuera de él, ejercer jurisdicción alguna, desde que 
en realidad ninguno la tiene en el distrito de otro juez. 

ff° Que se sostiene por la parte de Williams j el juez a (¡va 
que Ion interdictos lio proceden contra una orden judicial dic- 
tada en virtud de sentencia en pleito contradictorio, yestaalir- 
macion, aunque intempestiva como fundamento de la contienda 
de competencia que se ha intentado, es por otra parte errónea 
y «entraría á la doctrina y A tu ¿imprudencia. 

Un efeeto, tratándole de Jo^ interdictos de retener 6 de re- 
cobrar la posesión se admitían antiguamente, aún cuntra los 
jueces por actos de turbación que se realizaran por mu órdt n ó 
bajo su amparo; y según la ley 2\ tíiulu 34, libro XI de la No- 
vísima, ó sea la 2" del título 13. libro 4° de la Recopilación 
Castellana, podía interponerse ante un otro juez el interdicto de 
de-pojo dirigido contra el juez o ( ue, abusando de su autoridad, 
quitaba á alguno, que no era el despojante, ta posesión de una 
eos i sin oirle, sin ser ven- ido y condenado en juicio á &u devo- 
lución. Ka España, en que dada mi forma de gobierno el Poder 
Judicial es uno, la práctica ha establecido que el ofendido por 
un acto abusivo de un juez ú otra autoridad recurra en apela- 
rio/i ó en queja ante su superior inmediato. 

Peí o en nuestro país, en que por razón de sus instituciones, 
liay tribunales federales, nacionales y provinciales indepeu- 



390 



FALLOS Jífc LA SUPKLMA CtiHJt 

dienta uno» de otros y oon jurisdi cion propia, no e» posi ble 
tal apelación, cuando, corao en el caso sub-judice y el acto de 
turbación es llevado á cabo por un juez extraño 6 por su órden 
y en ese caso no hay otro medio que Ja «jueja por la vía del in- 
terdicto correspondiente deducido anta juez competente, estn.s 
ante el juez natural de) ofendido (artículo 18, Constitución Na- 
cional). 

Por eso los tribunales de la rapital federal lian declarado 
constantemente que la resolución judicial que ordena la pose- 
sión, aunque sea en vista de los títulos, pero sin oir al poseedor, 
importa una turbación y contra ese auto judicial es procedente 
el interdicto de retener(totno 8, página 405, y tomo a , página 
245, >érie f , tomo 2\ página 332, série 3\ y tomo 1 , página 
314, série 4-, Jurisprudencia Ctvil). 

12° Que en el caso sub -judie? la posesión ordenada a la pane 
de Willi mis por el jaez federal de ta Capital, lo ha sido ±m oir 
previamente al actual poseedor Gombault, resulta du los nii.-,- 
movanti'ctvi entes remitido* por diebo juez, de loa que aparece 
de un modo indudable qu< en el juicio que invoca y se dice dic- 
tada una sentencia, las partes lo lian sido la señora Kgaña de 
Williams y D. Juan B, Urraburu, y en é: no ha tenido inter- 
vención alguna el referid- 1 Gombault. por lo que para éíte aquel 
juicio y su seriti>nei:i sr jn res tnter al ios arfa ntis nec iwcet, nec 
prodest (Digesto J i bm i9, título I o , fragmento 13, párrafo 8). 
Proviene este principio de que los que entran en litigio ante un 
Tribunal se entiende que *n li.n sometido á su desKÍon, rvánr- 
vándosetos remedios del derecho que la ley concede para refor- 
irla. Una sentencia forma mt re los litigante» una especie de 
intrato, tumi vine Uiputatione contrahitur Ua judino contra- * 
hit, como lo establecía la 3.; 1 fhgexto, parágraf . II, lie peculio. 
La ley 20, titulo 22, partidaS', decía: «Guisada cosa es, é derecha, 
que el juyzioque fuere dado contra alguno, no empezca i otro » 
(Glosa I a á dicha ley, Gregorio López). 
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13° Que también es estempuráneo que se mitre & averiguar en 
este incidente flü competencia, como lo hace el juez a */tto, si el 
que dedujo el interdicto de retener lo Ua becho á título de pm- 
pietario ó de poseedor, porque esos requisito» d-bió examinarlos 
cuando admitió la demanda de interdicto, no ahora, y CntóacQa 
mismo debió limitarse A constatar si al deducirlo se le invocaba 
el hecho actual de la posesión (sea cual fuere su título y aunque 
no lo tuviera) y que ¡se denunciasen actos materiales tendentes 
á turbar esa posesiun (art. 574, Código de Procedimientos). 

Por estas consideraciones se revoca la sentencia apelada de 
foja.,, á foja.., y se declara que el juez compete nti> para enten- 
der en el juicio de interdicto de retener es el de t" insan ia 
en lo civil de este departamento, quien debe sostener su juris- 
dicción pot ser de órden público. 

Devuélvase , reponiéndose las f- jas. 

íkarez. - /twiria — Sfthores, 

Ante mí : 

.hs*> )I. Fematutrz. 

VISI A DEL SESO» MIIOCÜRAOOH GEÜEKAL 

Dueños Aire.s, IHeiemlire 1> de 1897. 

Suprema Corte: 

La jurisdicción del señor juez de la C&pitaJ resulta legalmen- 
te ejercida según las constancias de autos. Además, ha sido con- 
sentida y declarada por el mismo señor juez de la pror.ncia de 
Buenos Aires, segnn auto de Foja 107. De ello podría deducirse 
que no existe siquiera la divergencia queda origen á un conflicto 
de competencia jurisdiccional ; ya que la Cámara de justicia del 
departamento del Snd carecía de atribuciones para di t.r.-t 
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auto de foja 147, que importa un pronunciamiento contra ta 
jurisdicción federal reclamada y aceptada por Lo* dos jueces i ti— 
terpetados por las partea. 

El señor juez federal de la Capital ha conocido y resuelto siu 
contradicción la cuestión seguida á nombre de doña Celina Ega- 
ña coutTa don Juan Larraburu, sobre desalojo de un campo 
arrendado; y la sentencia ejecutoriada de foja 270 ha mandado 
el desalojo dentro de diez días, con costas, y reserva sobre danos 
y perjuicios. 

Kl becLo sólo del ijercicio de la urisdiccion . basta dictar 
sentencia detínitiva, autoriza, según las leyes y la jur i h pruden- 
cia la continuación délos procedimiento*, pura la ejecución de 
sentencia pasada en autoridad de cosa juigada. 

Si don Domingo Gombault pretende algún derecho á la pose- 
sión, aunque no lia expresado con o.ué título lo funda, su opo- 
sición no puede interrumpir el cumplimiento de las sentencias 
ejecutoriadas, ni dar origen pan entorpecer esa ejecución, el 
ejercicio de utra jurisdicción. 

Sus excepciones y defensas debeu llevarse al nmino juez que 
ba dictado las sentencias, porque ningún otro tiene atribucio- 
nes para revocarlas ó modificarlas. 

Sin entrar por ello á la laboriosa tarea de investigar si las 
acciones posesorias, en téaís gent-rul, son reales, personales ó 
mixtas j basta apreciarlos sólidos fundamentos del auto del 
juez pr.' uncial de foja Í07, para deducir que la acción posesoria 
invocada por Gombault debe ejercitarle ante el juez de la causa, 
esto es, unte ej juezque ba dictado la sentencia de desalojo. 

Pidoá V. S. se sirva así declararlo en mérito de las conside- 
raciones y conclusiones del auto del juez departamental de la 
provincia de Buenos Aires de foja 107 y del señor juez federal 

de la Capital de la República, corriente de foja 78 á foja 84 
vuelta. 

Sab imano Kier. 
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fr ailo d> latMiprem» Corte 

Uuenos Aires, Jumo ¿5 de 181*8. 

Vistos y considerando: Que según resulta • ¡Tutos la con- 
tienda de competen ia se ha suscitado con motivo de un juicio 
en que son partes un vecino déla provincia de Buenos Aires y 
un vecino de. la capital de la República. 

Que en tal caso la procedencia del fuero federal es evidente 
ante la disposición de h ley número mil cuatrocientos sesenta 
y siete de. diez y ocho dé Setiembre dé mil ochocientos ochen- 
ta y cuatro y del inciso dos, artículo dos de la ley de jurisdic- 
ción y competencia de catorce de Setiembre de mil ochoeii-ntoe 
sesenta y tres. 

Que no es el momento de ju^ar sobre si en el raso se trata 
de una ejecución de sentencia, que pudiera motivar la compe- 
tencia de] juez que la dictó, por ser ese un punto que no está 
debidamente debatido ni haber sido el objeto di' manifestacio- 
nes contradictorias de parte de los interesados que constituyen 
diluciones entre ellos. 

Por estn, y de acuerdo con lo expuesto y pedido por el señor 
Procurador general se declara que el conocimiento de la causa, 
corresponde á la justicia federal, sin perjuicio de qne se esta- 
blezca ulteriormente, en cuanto hubiese lugar, si corresponde 
al juez de sección de|la Capital 6 á otro del mismo fuero. De- 
vuélvanse, en cmmecuencia, los autos y avísese por oficio al jn*z 
provincial. Repóngase el papel. 

BENJAMIN l>AZ. — ABEL BAZAN, 
— OCTAVIO BUflGE. — JUAN 
l TOHHENT. 
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• Don Benigno Solantlla, contra don Torcuata de Cartis 
sobre interdicto de recuperar 

Sumario. — Probada la posesión del demandante y la ocupa- 
ción dtl demandado, procede el interdicto de recuperar. 



Cuso. — Ijo explica el 

Falla del Jum fteder«l 

Mendoza, Febrero '21 de 1H91. 

í vish^ : Don Ciríaco Biunco, en representación de dim Bl-- 
nignoSolanil]», deduce interdicto de recuperar contra don Tor- 
cuata de Cartis exponiendo; 

Que su representado posee, de*de hace muchos años, un te- 
rreno eu el departamento « ^5 de Mayo» denominado «Los Re- 
yunos >, lindante por el naciente cu» terrenos fiscales, en una 
pequeña extensión y con varios otros propietarios, habiéndose 
demarcado la línea divisoria con tod^ü ellos, mediando un des- 
linde practicado judicialmente el año 1884 por e! perito don 
Feé rico Barrera, y eoustruldose dt&de entonces un alambrado 
eneran parte de la linea divisoria y en la totalidad del deslinde 
con terreno fiscal. 

Que il fines del ano 1889, ei expresado de Cartis, como re- 
presentante de don Horacio Falco, á quien se ha concedido una 
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parte de dicho terrino ti toa l, invadió lu propiedad de su r¿ pre- 
sentad o et señor Solanilla, estableciendo cercos híeia el Oeste 
del alambrado que demarca el límite naciente de * Los Reyu- 
nos », por lo cual éate mandó destruirlos, bou órden i su admi- 
nistrador de no permitir trabajo alguno dentro de los límites de 
bu propiedad, mutilando esto una queja de de <"*artis ante el 
subdelegado don Francisco Lucero, quien se declaró incompe- 
tente para entender en el asunto. 

Que posteriormente, y en los primeros días del mes de Ent ro 
dt-1 año próximo pisado, había vuelto á establecer trabaja 
dentro dt* su propiedad, construyendo cercos alambrados al 
impuro de la fuerza pública proporcionada ñor el mismo sub- 
delegado, constituyéndose cómplice del despojo, por lo cual en- 
tabla interdicto di- reí operar la posesión contra el eipresado de 
Cartis, pidiendo .se le condene á la restituí-ion de la que ha to- 
rnado indebidamente por violencia dentro del fundo de Solani- 
Ua, á La destrucción d<- los alambrados hecho* en el mismo, é 
indemnización de daños, perjuicios y costas. 

De Cartis, contestando á la demanda, por intermedio de su 
apoderado don Benito Sicardi uipone, por su parte: 

Que los trabajos 'lenu ociados en que ¡*e fuala la acción in- 
terpuesta, los habió hecho en nombre y por orden de don Hor.i- 
ci<< Falco, dueño de los terrenos en cuestión, cuya posesión le ha 
sido dada por el gobierno de la provincia, quien, en virtud de 
la ley de 21 di- Agosto de 1857 declaró de utilidad pública una 
fracción de terreno situado entre los rios * Seco Saiadoi y 
t Diamanto », para establecer la villa de San Rafael. 

Que ni el título del campo «Lis Reyunos» da acción á So- 
lanilla tí la propiedad de los terrenos situados entre la villa y 
el expresado rio «Seco Salado » ni ha ejercido sobre ellos acto 
alguno posesorio que reúna los caracteres que la ley eii^e para 
tener derecho ft ser amparado en la posesión. 

Que los hechos que fundan la demanda son ineiactos: 1" por- 
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que no se halla demarcada la línea divisoria, como se sostiene, 
desde que el desliada á que se hace referencia fué prutesiado, y 
existe con tal motivo juicio pendiente entre el demandante y ei 
fisco, nopudíendo cotonees invocarse como uu acto que dé dere- 
cho á la posesión; 2? porque la propiedad de aquél no limita 
con la de Falco, dentro de lu cual se construyen los alam- 
brados. 

Abierto el juicio á pi ucba se produjo en él, por parte dei 
actor la testimonial corriente de fojas 28 á 31 , 48 á 50 y plano 
de foja 34, documentos de fojas 35 á 40; y por parte del de- 
mandado los documentos de fojas 41 á 47 y declinaciones de 
fojas 61 &m 

Y considerando : 1" Que para que proceda el interdicto de re- 
cobrar Ja posesión, que es el deducido en el presante caso, la 
lev requiere: i" qu. el que lo intenta «i su causante huyan te- 
nido la posesión ó tenencia de la cosa demandada ; 2 o que huya 
sido efectivamente despojado de esta posesión ó tenencia, de- 
biendo designarse loa bechos y el autor de! despojo (artículo 
328, IfJ de procedimientos, y 2494, Código Civil). 

2" Que dé la prueba rendida por el demandante resulta cons- 
tatados Ion hecho* siguientes : I" que éste posee como dueiio la 
enunciada estancia «Los Reyunos », desde inasdetreg anos atrás; 
á" que desde igual tiempo, el costado naciente de dicha pro- 
piedad se encuentra cercado de alambre, desde la embocadura 
del río Salado eu id Diamante basta el lugar denominado «Los 
Médanos »; 3* que ej demandado señor de Car tía, atravesando 
el cerco expresado, ha const ruido alambrados dentro del campo 
de Solanillu, encerrado por ei mismo cerco; 4* que los trabajos 
enumerados en el número antenor han sido ejecutados por de 
Cartis, de menos de uu año d la fecha de la demanda, 

S° Que Jos testigos presentados por el demandado declaran á 
att ves; i 9 que el límite del campo «Los Reyunos », por el cos- 
tado naciente, es ti río «Salado»; 2* que entre la costa de 
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este ría v el fundo de de Cartis en sus alambrados, existe una 
distancia de diez cuadras, más o menos; 3 D que el alambrado 
construido por de Cartis en la propiedad arranca desde otro que 
limita éste con la de don Desiderio García, internándose en 
campos en que no han existido trabajos anteriores ; 5 o que d«* 
Cartis a) construir sus alambrados no ha r.ito ni atravesado 
alambrado alguno, por no existir ni haber existido éste en nin- 
gún tiempo. 

4» Qae según se ve, hay manifiesta contradicción entre las 
declaraciones de los testigos presentados por las partes, en 
cuarto al hecho aseverado en ta demanda, de haber de Cartis 
construido cercos de alambrado dentro de la propiedad de So- 
laniila y en que principalmente se funda la acción interpuesta. 

5» Que, por lo tanto, corresponde analizar la prueba testi- 
monial enunciada, para apreciar el mérito legal de la misma, en 
relación a los hechos que por ella se ha pretendido constatar. 

6<> Que es de observarse, desde luego, que los dichos de los 
testigos del actor son más preciaos que los de los testigos déla 
parte demandada, pues que mientras ést is hablan de los límites 
y ubicación de las respectivas propiedades de ambos, mania- 
tando que al construirse los alambrados de de Cartis no se han 
roto ni atravesado otros, porque no existían; aquellos, por el 
contrario, afirman este hecho, precisando ¡i | a vez la época en 
que se efectuaron esos trabajos, invadiendo terrenos poseaos 
por Solanllla, 

7 a <¿tie además*, y e,i cnanto al valor legal de las declaraciones 
de los testigos presentados por át Cartis, es también de obser- 
varse, que todos ellos han sido recibidos por el juez de paz cu- 
misionado al efecto, sin constatar la edad y demás calidades 
personales de loa testigos, omitiendo así una formalidad expre- 
samente prescrita por el artículo 127, inciso i\ de la ley de pro- 
cedimientos y lo que ea aún más grate, sin prévio juramento de 
los mismos, contra to dispuesto por el artículo 128 siguiente. 
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8 o Que, por otra parte, los testigos Inés Arana, José S. As- 
tazo, Melitun Puebla, Ramón L. García y Facundo Riqnelme, 
cuyas declaraciones obran en antas «le fojas 73 á 78, no h*n 
sido ofrecidos al juzgado ni ae ha consentido su examen al juez 
de puz de San Rafael, quien sin autoridad legal alguna, y sin 
conocimiento de la parte actor», pues no consta que ésta \u 
tomarn, lia autorizado sus declaraciones ú petición de de Cartis, 
según resulta del acta? oecreto de dicho funcionario cimiente 
á foja 73. 

9 o Que esta circunstancia, como las omisiones cometidas en el 
exámen de dichos testigos, respecto al juramento y drinás indi- 
cados en el considerando 7 a invalidan por completo su testi- 
monio, á la Tez que revelan en el expresado funcionario una 
oficiosidad indisculpable. 

10" Que en cnanto á ta posesión del actor en el terreno ocu- 
pado por los alambrados construidos ñor de Cartis, ella ebtá 
planamente constatada por las declaraciones de ím testigo* 
Francisco H. Arbet, Ignacio Sosa, Valentín lias y Faustino Oli- 
vares, quienes expresan que diclio terreno ba estado ocupado por 
Solanilla con ganado» j sementeras, desde algunos años atrás, 

H° Que por lo que respecta á ta prueba documental presen- 
tada por el demandad», ella, cualquiera que sea su mérito, no 
puede tomarse en consideración en un juicio de la naturaleza 
del presente, en que las excepciones ó defensas que tienen por 
objeto establecer el dominio ú otro derecho de poseer ó desco- 
nocer la validez de! título de poseedor, son de todo punto im- 
procedentes, según el artículo 2472 del Código Civil; y los do- 
cumentos aludidos no desautorizan, en manera alguna, el becho 
de la posesión invocada y constatada por el actor en el terreno 
malaria del juicio. 

12 a Que la prueba rendida por el representante de Solanilla 
acredita legalmente los extremos requeridos por la ley para el 
ejercicio de la acción deducida, pues se hallan constatados el 
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hecho de ta posesión ínvocaday ocupación poi parte del deman- 
dado del terreno poseído por aquél, 

13" Que por el arlídilo 2490, Código citado, se estableo- que 
la acción de despoja corresponde A todo poseedor despojado aun- 
que su posesión sea viciosa, siu obligación de producir título 
alguno, contra el despojante, aunque sea el dueño del inmue- 
ble; y según el articulo 3460, cualquiera que sea la naturaleza 
de la posesión nadie puede turbarla arbitrariamente. 

14oQue, por consiguiente, y aún en t i supuesto de que la po- 
sesión de Solanilla en los terrenos en que se encuentran sus 
al.imbradoB fuese viciosa, tiene perfecto di-recho á ser umparado 
en ella, cualquiera que sea la importancia de toá títulos del 
demandado, con respecto á dichos terrenos. 

Por tanto y de conformidad al articula 2494 y demás dispo- 
siciones legales citadas, fallo di-finitivamenie declarado: que 
douBenigno Solanjlla debe ser repuesto en la posesión de que 
ha sido despojado por dou Torcuato de Cartis, con indemniza- 
ción de los daños y perjuicios que se le hubiesen causado y cos- 
tas dei presente juicio. 

Hágase saber original, y repóngase los sellos. 

Juan del C (impüto. 

t alio de I* Suprema Corte 

Uiktiob Aires, Junio 2ó de 1898, 

Vistos: Por sus fundamentos se confirma, con costas, la sen* 
Leuda apelada de foja ciento dos. Repuestos los sellos, devuél- 
vanse, 

BENJAMIN PAZ. — LUIS V. VAIIELA. 
— ABEL BAZAS. — OCTAVIO BCK- 
GE. — JUAN E. TORHENT. 
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4 'AUNA < iAlll 

Criminal contra Leandro Gurvia, por defraudación de dineros 
públicos y falsedad ; sobre prisión preventiva y excarcela- 
ción provisoria. 

Sumario. - V Procede la prisión preventiva, si median Los 
requisitos mencionados eü el artículo 366 del Có<ligo de Proce- 
dimientos en lo Criminal. 

2 o Si ei delito imputado es de defraudación y de falsedad, el 
reintegro de la suma defraudada, no basta para autorizar la ex- 
carcelarían provisoria. 

Caso. — Lo expli<'.ui las siguiente piezas : 

VISTA DEL SüflOH PKOCUKADOK FISCAL 

Señor Juez ; 

Según resulta de los antecedentes que acompaño y á mérito 
del decreto que precede, vengo A V. S, presentándome á efecto 
de poner en su conocimiento el hecho que se denuncia, cometi- 
do al parecer por el contador de la administración de impuestos 
internos, don Leandro Gurina. 

Se^un esos antecedentes este empleado al rendir cuentas de 
din- ros recibidos del gobierno para pagos de sueldos de emplea- 
dos T en 9U carácter de habilitado, incluye dos recibos que apa- 
recen lirmados por don Juan B. Méndez y don Antonio de la 



ÜE JUSTIUa nacional 401 

Vega, quienes declaran, en los antecedentes acompañados, que 
no firmaron tales recibos, ni recibieron nada del mencionado 
empleado, dado que ellos no reciben sus sueldos de la adminis- 
tración de impuestos internos. 

Este hecho que de suyo se revela delictuoso, pues se carga en 
cuenta al gobierno sueldos que no aparecen pagados, es un de* 
lito penado y previsto por la ley federal de 1863. 

Como en los antecedentes acompañados hay mérito bastante, 
dada la se mi- plena prueba í indicios vehementes que ellos arro- 
jan contra el empleado Guriua, tengo á pedir á V. S. que ¿ 
mérito de los artículos 2 U y 364 del Código de Procedimientos 
Peual se le constituya en arresto, á efecto de que V, S. inicie 
este proceso, llamándole a prestar su declaración indagatoria, 
MÍ como las otras diligencias subsiguientes del sumario. 

A los efectos de la d*Unciou que solicito, V. S. se ha de ser- 
vir oficiar a la polieía para que proceda en consecuencia en la 
persona del mencionado contador de U administración de im- 
puestos interno*, don Leandro Gurbia. 

rallo del Juei Federal 

i 

míenos Aires, Jumo 18 de MiH, 

Autusy vistos: Resultando que en el presente caso se en- 
centran Teunidos los entremos a que se refiere el artículo 360 
del Código de Procedimientos en lo Criminal. Por ésto, consti- 
tuyase en prisión preventiva en la cárcel penitenciaria y en 
calidad de comunicado, á Leandro Gurina, sin sobrenombre ni 
apodo, español, de veintisiete años de edad, casado, contador, 
domiciliado en la calle de la Victoria, número 44Í, con ochó 

T. LX*|»| m 
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años de residencia y á quien se procesa por el delito de defrau- 
dación y falsificación de firmas. 

A los efectos del articulo 411 de la citada ley > trábese em- 
bargo en sus bienes por la ¿.urna de 1000 pesos moneda nacional 
decurso legal. 

Líbrese el mandamiento de estilo, el que deberá ser entregado 
al oficial de justicia del juzgado para su diligenciamientn. 

■ 

iiervasio t\ Granel. 

PETICIOH 

Señor Juez Federal : 

Leandro Gurina, en e) juicio primo?. rio por el fisco nacional 
sobre defraudación, á V, S. digo : 

Que he sido detenido por un supuesto delito de defraudación 
y pura responder A las resoltas del juicio he depositado en el 
Bisco de la Nación, á la órden de V. S. ( la suma en que se dice 
que ha sido perjudicado el fisco. 

Hecho el reintegro de la cantidad porque si; me acusa, y es- 
tando el caso preTÍsto por el artículo 83 de In ley sobre delitos 
federales y comprendido en los que admiten la excarcelación, 
solicito ríe V. S. que se me acuerde ta excarcelación bajo la 
íiania del doctor Adolfo S. Gome*. 

Será justicia. 

L (i urina. 

VISTA DEL SEflOR PROCURADOR FISCAL 

Señor Juex ; 

Constando el reintegro de la cantidad defraudada del recibo 
que se acompaña, el procesado se encuentra bajo el imperio del 
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artículo 83 de U ley de Hde Setiembre de 18G3, v la excarce- 
lación solicitada proiede por estar comprendida dentro del ar- 
tículo 37o* del r ód¡go de Procedimientos Penal. 
Puede V. 8. acordarla. 

J. IfoleL 

**l 1* dea Jum l-ed*r*l 

Buenoi Airet, 11 de ltftti. 

Autos y vistos: Considerando : Que los delitos por los que 
*¡e procesa á Leandro Gurina sü encuentran comprendidos nn- 
facie en las disposiciones de los artículos 83 y 85 de la ley 
de 14 de Setiembre de 1863; que lupina impuesta por es- 
tos exceden del límite fijado por el artículo 37ti del Código de 
Procedimientos en materia penal, por esto, no ha lugar á la 
excarcelación, que bajo de Canza se solicita. 

* 

i 

Gervasio F. Granel. 



Amtm «el Jue> Federal 

Buenos Aire*, Junio L3 de 1898. 

Autos y vistos ; No habiéndole dictado aún auto de prisión 
preventiva, y sólo decretidose la detención á efecto de esclare- 
cer el hecho que se denuncia no ha lugar á la revocatoria soli- 
citada. 

T considerando respeoto do la revocatoria del auta que de- 
niega la excarcelación bajo de fiama de Leando Gurina, que tas 
raxones que aduce la defensa no modilican la situación legal 
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de éste, n» lia lugar á la revocatoria solicitada y se coneede en 
relación el recurso de apelación interpuesto, elevándose los 
autos al superior en la foriua de i-atilo, de acuerdo con lo dis- 
p U Hhto e» el artículo 507 d I Código de Procedimientos en ma- 
terial penal 

ilervasvi l\ Granel. 



VISTA SiflüR PKntfjHAItHU GENEKAL 

Buenos Aires, Junio H) de 1898. 

Suprema Cortó. 

La responsabilidad del procesado Leandro Gnu mi, no resul- 
ta claramente del» nmnada por la naturuteza del delito impu- 
tado, según el sumario que se acompaña, 

luiría n-nltai la detentación de dineros públicos, corres- 
pondientes al pago de los haberes de tus «"tipleados de la adnii- 
nilLracíon de los impuesto* internos, dwi Juan tt. Mend L z y 
don Antonio de la Vega. t 

Kn e-ite caso, habiéndose reintegrado, según el certificado de 
foja 1, los palores detentados, el delito no tendría otra pena 
que la establecida en el arlíoulo 83 de la lev «obre crímenes 
contra la nación, - oii sujeción á lo dispuesto en el artículo 376 
del Codito de Procedimientos, y lo solicitado por el procurador 
li^cai a foja 3. 

Pero !»i A la defraudación «e agrega, lu falsificación de tir- 
ina;, de Jos reo¡l"<s agregado», de fuj*n 7 A *J t y esa falsificación 
*e imputa al procesado, como parvee resultar •!<• las constan- 
cias del sumario, cayendo < n la responsabilidad del articulo Ui 
de la ley antes citada, no podría excarcelárselo bajo lianza. 

Considero que mieutras las responsabilidades legales no poe- 



ileu apreciarse por la natiiruleia del delito imputa lo ) deter- 
minado con prensión, lu eieafcelacion no procede en el caao 
todavía, y pido á V. K., en «ato concento, la confirm.icion del 
auto recurrid» «le foja 6 vm lia. 

Sabiniano Kier 



«le Ir auprrmit 4 «rt# 

Hu"<íjo* Air»'», Junio iS de. 189H 

Visto*: Resultan lu de la* runatauciu-» de autos mérito bas- 
tante para procdor a lu pnau n preven tu 'n quo ha decretado 
el auto de foja veintitrés, expediente principal, $e conformidad 
con lo dispuesto en el urtfculu finido del Código de Procedi- 
miento en lo Criminal, <** oonlirmii dicho auto. 

Y considerando en euantu A la «xoaro**U<'inn : Que dada lu 
naturaliza del delit» que lia motivado c*fce proceso, tápena 
aplicable, *i el enunciado delito resultar*' prob ido, excede en 
mucho de lo que permite la ley de la materia (ley número tres 
mil noinieuloi urbe) como antecedente para U pw lenoia de 
la excarcelación bajo liania. 

Por esto, y fundamento» concordan ten di* U vista del señor 
Procurador general, ne con (inna t con co<tlaa, "1 auto tpelado de 
foja tres, incidente solí re excaruelue.ioii, l)« vuélvanse. 

BfcMAMlft l'AZ. — IBIS V. 
VAHEtA,— ABELBAEAN. 
— OCTAVIO BflltGB. 
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CAUSA CXXIV 

Criminal contra Píicolds Gambaroni y Agustín Vale; 

por asalta y rolo 

i 

Sumario. — El mínimum de la pt na impuesta al delito de 
analto y rabo, es de tres años de presidio. 



Caso. — Lo explica t i fallo del juez federal. 

VISTA DEL M;N0K PROCURADOR FISCAL 

Bueno* Aire*, Julio de 1887 

Señar Juez Federal . 

li&tú clara un 1 nte comprobado por las constarle i ¡i 3 de autos 
qu« los procesados asaltaron á mano armada, al marinero del 
transporte aaoi<»nal * Azopardo » Felipe Cunado , ú altas horas 
de la noche, despojándolo de tina suma de dinero y objetoi que 
se detallan en la exposición de foja 2, 

Aun cuando los acusados niegan terminantemente el hecho que 
se les imputa, las circunstancias en que fueron aprehendidos y 
las declaraciones de los testigo» no dejan duda alguna sobre 
su <-uJp;iuilidad, correspondiendo en consecuencia que V.S. les 
aplique la pena establecida en el artículo 189, inciso I a , del 
Código Penal. 

/. Boiet, 
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r»1l* del iWM M«r*l 

Bueno» Aires, Mayo 3 de 18Ü&. 

T mtos : estos ,iutoí seguí -i«s contri Nicolás Gambaroni, 
italiana, de 19 años, soltero, changador, domiciliado calle Juá- 
rez 227, y Agustín V üe, italiano, de 19 año*, soltero, marine- 
ro y domiciliado calle Ju.irei entre Neeochea y Santa Teresa, 
acudidos de asalto y robo, ríe loa que resulta ¡ 

Que roa fecha 7 de Julio del aiiu próximo pisado se presentó 
ante la Prefectura Marítima el marinero -leí transporte t abo- 
pardo * ha ien lo pásente que «n «mingad i como ¡i las don 
de la mañana, habla sido asaltado por do> individuos que le ro- 
baron el dinero qui- llevaba consigo. 

Que habiendo sido detenido* los sujetos indicados como au- 
tores del asalto y robo, y que resultaron ser lo* procésa los 
Gambarón! y Vale, son llamados á prestar declaración y niegan 
el hecho que se les imputa, agregando que uno de ellos fué re- 
gistrado por el denunciante. 

Que practicadas todas las diligencias del caso y ratificadas 
las declaraciones ante el juzgado, se da por clausurado el su- 
mario pasándosele en vista al Procurador fiscal y este funcio- 
nario, «pidiéndose á foja 30, solicita se aplique i los encausa- 
dos la pena establecida efi él inciso i» del artículo 189 del Có- 
digo Penal. 

Que el defensor de los detenidos, contestando la acusación del 
ministerio público, solicita se decrete para sus defendidos un 
sobreseimiento en la forma que ind ica el inciso i* del artículo 
436 del Código do Procedimientos en materia criminal, por no 
resultar justificado el cargo que contra ellos ye ha formulado. 
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Que abierta la causa á prueba no se produce ninguna, llamán- 
dose autos para definí tira á foja 34. 

Y considerando: Que no c»be duda respecto á la consuma- 
ción del hecho que ha dado origen A la formaran del presente 
Rom ario, pues él se encuentra su ti cien temen te justificado con 
las constancias de autos. 

Que no obstante la negativa de [os proejados que fuesen sus 
autores, existen circunstancias que ellos no han explicado de 
una manera satisfactoria, que concurren á demostrar que fue- 
ron ambos quienes asaltaron á Cuñado» con el propósito de rn- 
barlú, tales como el motivo que los llevaba á esa hora por aque- 
llo- sitius, el de haber huido cuando el agredido dió voces de 
auxilio y haber sido detenido Gambarón) am un cuchillo en la 
mano, arma con que dice el robado que se le intimidó. 

Que >i á esto se agrega las declaraciones del cabo y agente 
que tos tomaron, .j la del marinero que fué testigo presencial 
del asalto, es fuera de duda que realmente los detenidos asalta- 
ron á Toñado en i J sitio y formn que él indica. 

Que constatado «1 hecho y las personas que lo ejecutaron, 
corresponde determinar la pena á que se han hecho acreedor**, 
que no puede ser otra que la que determina el inciso 1 del ar- 
tículo 189 del Código Pentl, la que deberá graduar** en Id for- 
ma establecida en el artículo 52 del mismo cúdigo . 

Por estos fundamentos y lo dictaminado por el Proeürador 
liscal, y en «tención al poco ralor de lo hurtado, fallo conde- 
nando ¡í los procesados Nicolás tambaron! y Agustín Vale, á 
tres años de presidio más las custas del juicio, de los que se les 
deduejrá el tiempo de prisión preventiva que llevan sufrida, en 
la forma que sh establece en el articulo 49 del Código Pena!. 
Notifíquese original y en oportunidad hágase saber al director 
de la Penitenciarla y jefe de policía. 

Gervasio F. Granel, 
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VISTA II El. SEÑO El PROCUHAD0K GENERAL 

BueDOi Airea, Jumo ib dt¡ lí&H 

Suprema Corte : 

Las constancias de autos que corren á fojas 9, 10,11 y 12. 
comprueban el delitu de asalto y robo, «oinetidg por los recu- 
rrente Nicolás Gambaroni y Agustín Vale, siendo la yí< tima 
&I foguista del aviso * Azopardo », llamado Felipe Cuñado . 

Kn atención al escaso monto del dinero robado, que sólo al- 
canzan db'z pesos nacionales, procede la ¡iplieacion del ntfüiirio 
de la pena estatuida en el artículo i 89, inciso í* del Código Pe- 
nal, ó sea, tres años de presidio. 

Forestas consideraciones y de amerdo con la nafa fiscal de 
foja 29, pido á V. E. se siria eon firmar, por su< fundamentos, 
la sentencia de foja 3:>. recurrida .. foj.i .'i8. 

■ 

Sah tutano Kter. 



I stllo dr I» HupNWü Cort* 

■ 

liu erias Aire», Junio 3*1 de WM 

Vistos: Di' acuerdo con lo expuesto y pedido p-ir el señor 
Procurador gem-r al, y por sus fu nd amentos, se confirma, eon 
coatas, la sentencia apelada de foja treinta y cinco vuelta. De- 
vuélvanse. 

BENJAMIN PAZ. — ABEL BAZAS , — 
OCTAVIO BONGE. — JUAN B. TO- 
RRENT* 



■ 
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Don lienigno Solanilla contra don] Torcuaio de Cartts, por 
interdicto; sobre recurso de nulidad 

Sumario. —Aunque U parte haya deducido loa r '.'curaos de 
nulidad y apelación, ai el inferior ha concedido solamente este 
último, y no se ha reclamado, la Suprema Corte no eaU obli- 
gada á tomar en consideración el de nulidad. 



Caso. — Lo explica el fallo de la Suprema Corte. 

PETICION 

Suprema Corte ; 

R. Wihn irt, por de Cartia, en auto* de Solanilla, á V. E. 
respetuosamente digo : 

Una resolución que dice « por sus fundamentos be confirma 
con costas la sentencia^ me ha sido notificada en uua hoja suel- 
ta puerta entre, dos hojas de expediente. Tal vez ella no corres- 
ponda á éste. 

A foja 110 mi parte interpuso t lo* recursos de nulidad y 
apelación * y el escrito lleva en ca ráete res grandes la suma : 
i apela y dice de nulidad », de modo que es imposible hojear del 
modo más rápido los autos, sin verlo. He fundado el recurso de 
n lililí ad en mi informe ; á los años de producido éste, he enviado 
cinco copias de él á los cinco miembros de la Suprema Corte. 

De modo que si la resolución se refiere al expediente, V. E. 
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ba prescindido de ese recurro de nulidad que, en el pronuncia- 
miento, es prévio el de apelación. 

Sí la resolución se refiere al expediente, sostengo que no hay 
sentencia, y lo voy á demostrar brevemente. 

La sentencia de última instancia goza del privilegia de poder 
errar dentro de la materia, es decir, que, si la res 6 tisjudicata 
responde á las res ó lis contéstala, la resolución se presume 
verdad. 

Pero esa infalibilidad dentro de la res sometida á fallo no 
e* tu omnipotencia, v. gr. sí V. E. ordenase A de Cortis 
que escriture e) terreno á Solanilla ó vice versa su mandato 
s-rí i en absoluto imperante. 

La omnipotencia om *s Je oste inundo y cuando la infalibilidad 
loes por la ley divina ó humana lo es dentro *le un circulo: la 
infalibilidad eclesiástica no cubriría un cálculo de eclipse erra- 
do ni un juicio sobre pintura de Miguel Angel. 

Hay actos jnrfdicís inexistentes, y hay sentencias hiena Un- 
ir (Laurent, título 20. página 18). Lo primero es indudable en- 
tre nosotros y sólo un estudio superficial é incompleto di nues- 
tro Código Civil podría conducir i un error en la materia. 

Lo Begunuo, l-> voy á indir.ar: el alto criterio de V, E. com- 
pletara uvdamoitracion, que el tiempo angustioso (;oh proce- 
dimiento!) no me lo permite. 

La sentencia de una res es un acto ¡ no se falla por secciones ; 
y, cuando un juei saliéndose inútilmente de un incidente se 
prouuncia sobre el fondo 6 parte de él, ya debe excusarse de 
faltar. La nulidad es el primer punto de ese acto único : solo 
después de resuelta, se sabe cuál es la extensión de la res ¿juz- 
gar. Si V, B. reanlvíest ah tra, por un acto segundo, que hay 
nulidad, su primera resolución quedaría sin efecto en easo de 
que hubiese que devolver loa autos y en caso de deber resolver 
V, E. el punto en que recayera la nnlidad habría materia para 
un nuevo pronunciamiento que podría ser c se revoca». 
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V. E, no puede, i»ues. retocar la resolución, y sería inhumana 
poner á hombres, por elevados que sean y snn sus sentimien- 
to» en la alternativa de un verdadero exámen ó >ie ona compo- 
nenda. 

Así '■■ iiio el título de mi dominio no se confunde con la cons- 
tancia de éste, así la re.t sometida al fallo es una entidad que 
nadie puede chapodar y no un legajo á pasar do una á otra ra- 
silla, i, .i res judicattda era para V. K. un recurro oV nulidad, 
y de apelación: esa res uo ha sido juzgada en su entidad, 
ha sido amputada : escomo sí, habiéndose descosido el expe- 
diente, se hubiese resuelto una mitad, el cual ru>_ vendría de la 
descosedura del papel sino del destrozo de la res. 

Esclareceré con dos antecedentes de la Cámara de lo civil, 
en su primera composición. ■ fe 

Se falló una causa creyendo que era otra, poniendo un c por 
sus fundamentos, etc. * en un espediente en rez de otr > : la 
Gim ira declaro que no había sentencia. 

Knotru caso (Langlors con Angladc), informé ante el señnr 
presídante Ibarguren y dos miembros y salió una sentencia fir- 
mada p-»r él y dos miembros que no eran loa del informe, Ke- 
i lame. Kl presidente, el más responsable probablemente, no 
quiso dar iq brazo á torcer ; pero los otros dos, con altura, de- 
clararon que n o había sentencia. Se recompuso el tribunal 
el cual, si mal no recuerdo, intervinieron dos actuales micro- 
broa de ta Suprema Corte y obture una sentencia favo rabie, 
lo que es extraño cuando los primeros habían firmado sin 
saber un c por sus fundamentos >. 

La confusión de una causa con otra, de un tribunal apoderado 
de la causa con uno que no lo está, un expediente trunco o el 
truncamiento de la causa no puede dar lugar é una res judicata: 
en ninguno de esos casos hay sentencia. 

Debo declarar que, en presencia de tina equivocación mani- 
fiesta de la Supremo Corte, habría pedido ó mi cliente que disi- 
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muí ara ú en caen necesario lo habría d***ti aterrad o, ai no tuviera 
la convicción deque sus miembros no son de los que, como el 
J ípiter de Lucaue, se «nuian porque no tienen raion, sioú que 
se hallan a la altura mural dóude se prueb* que la justicia es 
acequible. 

X mérito de lo expuesto, á V.E, 0o se sirva declarar que 
Ja resolución que se m > lia notificado no es sentencia de mi cau- 
ta, «i. si no quien- apartara!* -le término* usuales, aunque vagos, 
que es mihuiiclia resolución, fecho )o cual pediré loque curres- 
pondo, sí V. E. no lo dispusiese de oficio. 

Es justiciu, etc. 

/i. ti ituttirt. 



tullo de iw Muprema Corte 

Bueooa Airea, Julio ¿ de 189B, 

Autos y visto»: Considerando que ia sentencia de esta Su- 
prema Corte, á que se refiere el precedente escrito, ha sido dic- 

■ 

tada oun aplicación al litigio que ha wii . ido el expediente en 
que ella aparece, ó sea el juicio seguido por Benigno Solanilla 
i ontra Torcuato de Cartís, aubre interdicto. 

Por estu se declara no existir el error que supone el postu- 
lante ; haciéndose constar que si esta Suprema Curte no se pro- 
nunció sobro el recurso de nulidad deducido por de Cartís en su 
escrito de foja ciento diez, no ha sido por omisión de su parte, 
sinó porque no le fué concedido por el juez a yuo, quien en su 
auto de foja ciento diei vuelta sólo otorgu el de apelación, que 
eti al único á que se refiere el artículo trescientos treinta y 
cinco de la lej de procedimientos, citado eu dicho auto; corro- 
borándose esto por la forma singular de la concesión y et texto 
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de la nota de remisión de los untos á este tribunal, sin que el 
recurrente hubiere reclamado en oportunidad del alcance limi- 
tado que dió el juei á su pedido, loque se explica, porque nada 
hay en la tramitación de lu causa ó en las formas de la sentencia 
qUH pueda fundar ta nulidad. Hágase saber y repóngase el papel. 

BENJAMIN PAZ.-- LUIS V, VARELA, 
— ADRL BAZAR. — OCTAVIO BUN- 
GE. — JUAN E. TORRENT 



í ti 1*4 I I XVI 

Criminal contra don Enrique Cumlatt Hopea, por falsificación 

sobre sobreseimiento. 

Sumana.— El imputado respecto de quien -e declara por sen- 
tencia de la Suprema Corte que no hay mérito para la prisión 
preventiva, queda separado de la eausa, y no proceJ* la ducla- 
racjon de sobreseimiento provisorio ó definitivo, que sólo se rr- 
fiVre á los que intervienen 0:1 el juicio como procesados. 



Cato, — Lo eiplican las siguientes piezas : 



Señor Juez federal; 



PETICION 

Uueuos Aires, Manto & .Ir* l&ti. 



Héctor P. Ríos, ahogado, defensor de don Enrique Cmstatt 
Ropes, ¿V.S., como mejor proceda, digo : que después de la 
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resolución dictada poi LaExma. Corte revocando el auto de pri- 
sión preventiva por no existir indicios en contra de mi defen- 
dido, y habiendo trascurrido un tiempo más que suficiente pura 
efectuar cuantas diligencias sa crejeron necesarias, corres- 
puude dicte V. S. sobreseimiento detínitivo respecto de este 
procesado. 

Nada más justo que la rtüolueiori que vengo a pedir. Se han 
agotado, puede decirse, los medios de prueba en contra de Ro- 
pes; e] sumario ha durado más del tiempo que la ley asigna, 
sin articulaciones ni obstáculos maliciosos de la parte, y la 
Exma. Corte de Justicia Nacional no encuentra indicios de « ul- 
pabilidad. La inocencia de mi defendido es palmaria y un beuho, 
por lo tanto. 

Es verdad que quedan sombras á disipar ¡ que, a existir la 
adulteración , hay presuntos autores ó mi jor dicho, indicados 
responsables que deben dar cuenta ; que quizás nuevos procesos 
tendrá V. S. que formar, pero jamás en la dirección que tuvo 
el presente, esdecir, r-specio de la personado mi defendido. 
Cuadra, por otra parte, á la honorabilidad y rectitud del señor 
juez, hacer que conclusa la vm t rucis del que hasta ayer tuvo 
sobre sus hombros el peso enorme de una enorme sospecha. El 
camino legal para ello, es dar p<>r cerrado el sumario en loque 
se refiere á don Enrique Cotistatt Ropes con el sobreseimiento 
definitivo para él. 

Por tanto ¡ dignase V. & proveer como lo solicito, por ser 
de estricta justicia, etc. 

Héctor P, Hw. 
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VISTA hLL t'HOCURAlíKK FISCAL 

fiui>nn$ Aires, Mar™ de 189W. 

Ac.il ando corun cor responda Ja resolución de l¡t Suprema Cor- 
te de foja 101 , que declara que ea lo actuado tío existen indicios 
ni presunciones, ni la semipruebi, en general bastante para 
dictar la orden de prisión presentirá contra Constatt Ropes, y 
teniendo en cuenta que á su respecto j por el momento .se han 
agotado los medios de investigación, habiendo transcurrido un 
la pao de tiempo que no permite mantener al mencionado Kopes, 
sujeto á inftM dilatad*, proceso, creo que V. S. puede acceder ó 
lo que se solicita eu el precedente escrito, dictando el sobre- 
seimiento respecto del indicado procesado. Pero creo que ese 
sobreseimiento debe ser dictado por V, 8. no definitivo como 
se solicita, siuó aira pie mente provisional, que es el que en sen- 
tir de este ministerio legalmente corresponde. Tomando el he- 
cho que constituye ti caso, según las constancias de autos, y 
dáiidül- e mérito legal que la expresada sentencia de la Supre- 
ma Curte la atribuye, no sólo respecto del hecho eu sí, sinó 
bajo el punto de tisi de la culpabilidad del acusado, resulta 
que no encuadra dentro del artículo 43i del Código de Proce- 
dimientos Penal, que es el que determina ios caaoa de sobresei- 
miento definitivo. 

En electo, eu el presente ca*o existe: i c pro'tada é iu- 
ducatida la perpetración de) delito, lo que contraría el in- 
ciso l°del mencionado artículo; 2' que la adulteración que 
motiva el juicio es hecho que por su naturaleza constitu- 
ye delito, lo que contraría el inciso 2" del miaran ; 3* que 
si bien por i» resolución de la Suprema Curte, las tona- 
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t.uicias de autos , lu arrojan ta seraipleni pr „..h» necesa- 
ria para instituir en prisión preventiva sí Constatf Hopea, 
ello no siguilica que éste aparezca de un mudo indudable 
exento de responsabilidades en el becho, eomo I» -tige el inciso 
3" del citado artículo para motivare! sobreseimiento definitivo 
á que él se refiere. Por el contraria las misma* constancias de 
autos y *.| pre, is,i teitode ta resolución superior aludida, hacen 
encoadrar el caso dentro del inciso 2" del artículo 435 -leí mis- 
mo Código, cuando establece que comprobado el hecho criminal 
no apareciendo indicaciones ó indicio* bastantes para deter- 
minar sus autores, cómplices »i encubridores, procede sólo el 
sobreseimiento provisional. Sírvase V. S. tener present- estas 
consideraciones para resolTcr como lo dejo j D dicado. Sin per- 
juicio de esto v con el objeto de llegar ú mayores aclaracionea 
del bechu, asi como de Ja persona o personas r { u« han podido 
perpetrar et delito de que se trata, creo que V. S„ sin perjuicio 
del sobreseimiento provisional aconsejado respecto á f'onstatt, 
lo que uo termina el juicio, según la segunda parte del articulo 
m del Código de Procedimiento Penal, debe ordenársela -011- 
tinuaeion de las diligencia» al mencionado objeto. A tal fin V. S. 
su ba deservir citar nuevamente á loa empleados de las oficinas 
;i que pcrien*-»m los libros adulterados, á fin de que amplíen 
sus declaraci-mes : se cite al letrado Armando 11. Zavnleta para 
que declare en este asunto lo que supier. y fundare su escrito 
de toja 13 del expediente agregado, lu mismo que el letrado á- 
que alude en el mencionado escrito. 
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Auto del luti rede raí 

Buenos Aires. Marzo 23 «le 1898, 

Creyendo el juigadn que no procede el sobreseimiento solici- 
tado y qne deben llevarse los procedimientos adelante : pase al 
señor Procurador general de la Nación á los. efectos del artí- 
culo 460 del Código de Procedimientos en lo criminal. 

Granel. 

rallo del Jnea redeml 

Buenos Aires, Mar/o ií* «ie 181*8, 

Autos y vistos: Para resolver sobre la revocatoria solicitada 
¡ior el defensor del procesado Enrique C-mstuU Rores. 

Y considerando: Qn<« se encuentran ajustados á derecho los 
fundamentos do esa petición, por esto el juigado resuelve re- 
Torar por contrario imperio el auto de foja... 

Y considerando respecto ai pedido de sobreseimiento : que á 
. estar á loa antecedentes que ofrece e-te proceso y teniendo 

presenta las consideraciones que aduce «1 procurador fi Tal en 
su precedente vista, éste encuadra dentro de las disposiciones 
''1 artí'-ulo 435 del PMign 4e Proc limíentos en lo criminal. 

Por estas consideraciones mando sobreseer provisoriamente 
respecto al encausado Knrique Constatt Ropes ; y practiquen se 
las diligencias que solicita el ministerio público en su referida 
vista. 

fiervastu F. tíranei. 
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VISTA DEL Si, Sun l'HOCUÍUUOH GE^EliAL 

Unenos Air.fr Vlnvn Hl ,1.- 

Suprema Corte; 

El inciso 3 o del artículo 434 del Código de Procedí míe ritos en 
tu criminal decían |>roc>"J.<nte el Crecimiento definitivo: 
«Cuando aparecieren de un modo indudable, exentos de res- 
ponsubilidadad criminal, los procesados i, El procesado re en- 
cuentra en el caso determinado por aquella prescripción le- 
gal. Pira afirmarlo, no necesito recurrir á tas eouataneias del 
sumario, me basta recordar los fundamentos y conclusiones 
de la resolución de V. K, de foja 101 r que ha analizado y apre- 
ciado i*| alcance jurídico de los indicios resultantes contra el 
procesado Oonstatt Kopes, llegando á la conclusión de no exis- 
tir indicios bastante;), ni aún para la prisión preventiva y que 
la única presunción resultante píenle su fuerza y su importan- 
cia, ante et hecbo de proceder de Jo declarado por los emplea- 
dor de la oficina de sellos, que han debido explicar satisfacto- 
riamente, cómo han podido producirse las adulteraciones en li- 
bros sujetos á su guarda. 

Las declaraciones de aquella resolución d»- V. E. subsisten 
en toda su fuerza jurídica, pues ningún hecho posterior ha 
vi nido a traer ningún indicio 6 presunción que modifique la si- 
tuación del procesado. No existiendo contra él, se» un lo resuel- 
to, presunciones ó indicio* de culpabilidad, ui stendo posible 
i» u contrarios en el tiempo transcurrido, la conclusión que se 
deduce de esos precedente?, es que el procesado aparece exento 
de responsabilidad criminal, en cuyo caso corresponde el so- 
breseimiento definitivo á su r* ^pe- to. Pido á V. K. se sirva así 
declararlo, modificando en consecuencia el auto recurrido de 
foja 129. 

Safñmano AVer. 
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Fallo de I* iuprrMk Corle 

liiicnoí Aires, Julio 2 de 1887, 

Vistos y considerando : Que después fíe la sentencia de esta 
Suprema Corte, corriente á foja ciento una, en que se declaró 
no luner mérito para la prisión preventiva del recurrente Enri- 
que Conatatt Ropes, éate ha quedado separado de la causa, sin 
qur por ¡o tanto le sean aplicables kis disposiciones del Código 
dr Procedimiento*, libres» i miento provisorio 6 definitivo, qne 
solo se refiere á los procesados que como tales intervienen en 
ej juicio. 

Foresto, oiáo el señor Procurador general se revoca el auto 
apelado d" foja ciento diez y nih-ve. Di vuélvanse reponiéndole 
los sellos, 

BtrUANlN PAZ. — LUiaV. VARELA.— 
— OCTAVIO BUNGE. — JUAN E, 
TOKREST. 



1 AUNA (LUII 

Don Podro Fitjueroa Alcor ta contra el Banco de la Ración 
Argentina, por cobro de honorarios de tasador 

Sumario. — I o Los houorarios de tasación en uu juicio ejecu- 
tivo son coatasque deben ser pagadas ron el producto de los 
bienes embargados, y no por el ejecutante personalmente. 
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2° Si antes de la venta el ejecutado ha hecho cesión «le 
bienes, y la rosa «nibargada ha pasarlo á formar parte de la 
masa, debe perseguirse su pago en el concurso, en calidad 
de crédito contra el mismo, y ron el privilegio que por dere- 
cho le corresponda. 



Caso. — Lo es plica el 

Falle leí Jnfn Federal 

Córdoba, Abril 6 de 1897. 

Vistos: los autos seguidos por «Ion Pedro Figuerua Alcorta 
contra el Banco de la Nación Argentina por cobro de pesos». 

Sa funda en que fué nombrado perito tajador de unos bienes 
embargados á la señora Deidanita de Tejerina y un hijo de ésta, 
en la ejecución que le seguía e! Banco de la Nación. 

Que habiendo sido regulados en 3ÜU0 pe^is sus honorarios, 
pedía se los lo indar» pagar al Banco, pues teñí i derecho de co- 
brar de ¿ate como locador de servicios del mismo, cuyo precio 
debía abonarle sin tener en cuenta si con motivo de la cesión 
de bienes hecha por el deudor, el demandante se encontraba 
perjudicado por no haber asegurado A tiempo su crédito. 

Que en mérito de lo establecido por el artículo 1627 del Co- 
dito Civil debe mandar pagar al Banco estos honorarios. 

til Banco i:onte&ta: Que el valor de estos honorario* debe ser 
sólo pagado por la masa de bienes del deudor, pues es el bene- 
ficiado por la tasación ¡ 

Que el Banco no ha nombrado ni propuesto al perito . 

Que suponiendo que este caso debiera tratarse OOmo locación, 
el demandante no siendo tasador de profesión, nada podría 
cobrar ; 

Que además hay litispendencia, porque el señor Figueroa 
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Aldorta, h:i entablado esta misma reclamación ante el juei .le 
3 a nominación de la Provincia. Por estas y otras consideracio- 
nes pide sea rechaiada, con costas, la presente demai.da. 

Abierta la causa á prueba se produce la instrumental de 
fojas 21 á 20. 

Y considerando : 1° Suponiendo que el becho de haber 
sido nombrado A solicitud ó por acuerdo del demandad» pudiera 
darle derecho para demandar de éste el pago de loa honorarios, 
ello no existiría eirel caso sub-jmtice, porque ha sido mimbrado 
sin la vnl un 1 id expresa del demandado, es decir, de oficio. 

2* Que los honorarios demandados deben ser abonados con el 
producto de Jos bienes embargados. 

;i ' < tiie en parte alguna libara el Banco demandado comu deu- 
dor del demandante ni hay ley que autorice este cobro, 

4 o Que por otra parte no aparece comprobada la litispen- 
d. j n. ia, de-idf que la demauda unte J j tugado de la Provincia 
es contra una persona distinta y en la cnal no aparece el pro- 
pósito de cr'rrar dos veces la misma suma. 

P->r estas consideraciones y otras que se omiten, fallo no 
haniendo Urgir ;i la presente demanda entablada por don Pedro 
Figueroa Akorta, contra el Banco de la Nación Argentina por 
cobro de la suma de 3000 pesos. Sin especial condenación en 
costas. Hágase saber con el original f transcríbase. 



C. Moyano flacüim. 



Buenos Aires, Julio i de 1886, 



Vistos y considerando: Qne el crédito que reclama el apelan- 
te procede de costas causadas en el juirio ejecutivo que siguió 
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el Bórico de la N'aciou Argentina contra d ti ña Deidamia F. de 
Tejerina y su hijo -ion Wenceslao S. Tejerina, por cobu rie 
pesos. 

Que ese juicio no puede llevarse a término en su fornia pecu- 
liar, porque habiendo hecho cesión «le bienes los ejecutados, se 
acumulúal juicio general de concurso. 

Que, por tatito, no es por acto del, Banco, ni por convenciones 
á que hubiesen llegado con tos ejecutados, que no se ha enaje- 
nado el bien embargado y con cuyo precio debían pagarse la?¿ 
rostas de la ejecución, según lo prevenido culos artículos dos- 
eientos noventa y tres y doscientos noventa y ocho de la ley de 
procedimientos. 

Que habiendo en virtud de la acumulación de autos, pasado 
á formar parte de La masa de los bienes del concurso, la cosa 
embargada en el juiej.. ejecutivo, y cuya tasación funda el cré- 
dito -iue se robra, justo es que el acreedor por costas en esto 
juicio perstga ser paga en el del concurso para qne le sel he- 
cho en calidad de acreedor del mismo y con el privilegio que 
por derecho le corresponda. 

Por ésto f fundamentos concordantes del auto apelado de 
foja cuarenta y cinco, se confirma éste, con coatas. Hágase sa- 
ber con el original y repuestos los sellos, devuélvanse al juz- 
gado de su procedencia. 

BKNJAMIN PAt. — LUIS V. VA HELA 

— ABEL BAMN.— OCTAVIO BUSGB- 

— JUAN C. TOHHEWT. 
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«AUNA ILWII1 

El doctor don Oseas (iuiñazú contra don Juan G, Sosa, por 
cumplimiento de emirato; sobre sustitución dé embargo pre- 
ventivo y gastos partí administrar los bienes embargados. 

Sumario. — I o El embarca nreventivo que resulta trabado 
sobre limero, no puede ser sustituido por el embarco de otros 
bienes contra ta tol untad del acreedor. 

2* Cesado el depósito del inmueble embarcado, non innecesa- 
rias tas providencias tendentes ¡í autorizar gastos para ta ad- 
ministrado)] rotura de dicho inmueble. 

Caso. — L ■■ explican hs siguientes fallos : 



Fallo del Jura Federal 

VleitiloM. Abril Je 1897, 

Vistos j considerando : I o Que el demudado tiene e| dere- 
cho de usufructuar la tinca del actor y es dueño del fruto de ta 
Tifia, sin otra obligación que Jar aviso anticipado de la venta. 

2* Que ia principal garantía del contrato es la hipoteca, que 
en su artículo 6 o te ístablece ¡i favor dd doctor Guiñaiá. 

3 o Que esta hipoteca subsiste al presente, respondiendo por 
las obligaciones del demandado. 

4 o Que además «el fruto de la viña se han embargado pre- 
ventivamente al usufructuario, señor «osa, 1400 rodrigones y 
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postes, más ó menos; sus derechos indivisos con sus coherede- 
ros en dos inmuebles ubicados en Maipú y uri potrero de nueve 
hectáreas también en Maipú, de propiedad del demandado. 

5* Que la venta del señor Sosa á los señores Tamba herma- 
nos tía sido de una propiedad comprad» por aquel i su herma- 
na dona Robar i o Sosa de Ramírez ; cuja propiedad no se en- 
contraba afectada ú los derecho* del doctor Guiñazú i^nt is 
de foja 111 y foja 120). 

6° Que según el expediente número 308%, caratulado * Cés.tr 
Morceletto contra Pascual Ciardo j Juan G. Sosa, por cobro de 
pesos » t traído ad e/fectnm viilendi, el crédito del señor César 
Morceletto contra Sosa ha sido arralado por éste (foja 33). 

7° Que el documento de foja 113 acredita que el señor Sosa 
h** aati-¿f -cho el crédito del señor don Gustavo Labadie, por va- 
lor de dos mil pesos moneda lega). 

9' Que no encontrándose gravadas las propiedades ofrecidas 
en garantía, á foja 88, por J señor Sosa, para obtener el desem- 
bargo del frnto di* la vina; no respondiendo éste por privilegio 
especial á las responsabilidades del deudor; ni habiéndose am- 
pliado el embargo sobre 1o„ bienes libres que el demandado 
ofrece en sustitución, debe admitirse ésta, una vez que de con- 
trario no se ha acreditado que el valor de los bienes manifesta- 
dos en caución sea inferior al del fruto que sustituyen, siendo 
además denotar que no tratándose ya del fruto sinú del precio 
de su venta, este valor debía permanecer depositado sin entre- 
garse al demandante. 

9 o Que la caución ofrecida no tiende á dejar sin efecto el em- 
bargo preventivo, sinó solamente á reemplazar el trabado so- 
bre el fruto de la viña, por el de bienes rateos del demandado. 

Por tanto, omitiendo mayores consideraciones y ntento lo 
dispuesto por los artículos 453 y 454 del Código de Procedi- 
mientos de la Capital, fallo : no haciendo lugar A la revocatoria 
solicitada é foja 91, sin costas; debiendo estarse al decreto de 
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foja 80 vuelta, una vei acreditado que Iob bienes ofrecidos se 
encuentran al presente libre de gravamen y se concede la apela- 
ción subsidiaría interpuesta, en relación y eti ambos efectos. 
Elévense los autos en oportunidad, bajo certificado, i costa del 
apelante, coi» emplazamiento de veinte días. Notiííqoese ori- 
ginal. 

Severo G. det Castillo. 



rali* del Jura r«4er«i 

Mendoza, Junio 13 de 1897. 

Viatoa los autos llamado* - foja 154 vuelta acerca del inci- 
dente promovido á foja 1 19. t considerando : 

1° Que don Joié F. Mercado no solo fué depositario del fru- 
to embargado de la viña ; siuú que también lo es de una exten- 
sión de terreno. 

2? Que así lo reconoce el mismo señor Sosa al requerir en 
otro incidente Ln remoción del depositario, cuyo incidente se 
encuentra pendiente del traslado conferido á foja 176 vuelta, 
respecto del escrito que formaliza esa acción. 

3 o Que mientras la remoción no se produzca por sentencia 
ejecutoriada, el depositario continúa y debe proseguir en sus 
fu aciones, con arreglo á la ley. 

4* Que el depositario está obligado á poner la misma diligen- 
cia en la guarda de la cosa depositada que en las suyas propias 
(articulo «SOS, Código Civil). 

Por tanto, deoláraae que el deposita! io, señor Mercado, tiene 
facultad para ejercer su cargo respecto de los objetos á que se 
refiere, adoptando y solicitando las providencias conducentes al 
mejot desempeño de su misión, mientras ésta no cese legal- 
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mente ñor desembargo Ó remoción que el juzgado decretase. 
En consecuencia, intímese a) señor Sosa, al respecto (te lo re- 
suelto, bajo apercibimiento de derecho. Notifiquen original y 
repóngase el pspel. . 

Severo 6\ del Castillo, 



■ 

Mendoza, Junio 15 de \hSfl. 

Vistos : Lo» autos llamados á foj:i 306 respecto de la solici- 
tud de foja 169 del depositario señar Mercado. 

T considerando : 1* Que mientras el depositario no sea remo- 
vido de su cargo, ai se le declare responsable por infidelidad en 
su desempeño, debe estimarse como legal la custodia que ejer- 
ce respecto de los bienesquele fueron confiados, con las faculta- 
des que le son inherentes y los derecho* que atribuye el mismo 
cumplimiento de sus deberes, 

2? Que es obligación del depositario dar amo de las medidas 
j gastos qne sean de necesidad para la conten ación de la cosa, 
pediendo hacer loe gastos urgentes 6 los que demande la con- 
servación del objeto si el aviso ó la automación hicieran ex- 
temporánea la medida 6 providencia qne debe tomarse (artícu- 
los 1185, inciso* 5 , 9S0S y 3904, Código Ciril ; sus comentarios 
en Llóreos, temo 3% paginas 389 y 387). 

9f Que la cosa depositada responde directamente de los gas- 
tos que irrogase su conservación, y de consiguiente, el valor del 
fruto vendido esté afectado al pagoda lasespensas necesarias, 
que deben indemnuarte al depositario (articulo 1318, Código 
Civil ; Llerena, tomo citado, página 300). 

Por tanto, fallo : no haciendo lugar, con costas, i la oposi- 
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cíoq de foja 189 y ordenando U entrega de los 600 pesos solici- 
tados á cuente, de gastos necesarios. Endósese al efecto el Tale 
de foja 81, á favor del secretario, transfiriéndose el depósito 
del reato, bajo Indebida constancia, al espediente sobre rendi- 
ción de cuentas del depositario. Notifiques? original. 

... ■ 

Severo G. del Castillo, 



Falto 4* la lapiiMS Ctoef* 

Buenos Aire», Julio 5 de 1898, 

Vistos y considerando: Qne según consta de auto» se trabó 
el embargo sobre el fruto de la viña, que quedó convertido en 
dinero, en virtud de enajenación heeha por el depositario, con 
la debida autorización judicial. 

Que en su mérito y con arreglo a lo dispuesto para el proce- 
dimiento ejecutivo, el embargo se halla comprendido en los 
bienes designados en primer término para dicho procedimiento. 

Que de conformidad al articulo cuatrocientos cincuenta y cin - 
co del Código de Procedimientos de I» Capital, incorporado al 
procedimiento federal por la ley número tres mil trescientos 
setenta y cinco, el embargo preventivo debe trabarse en el or- 
den proscripto para el juicio ejecutivo. 

Que, en consecuencia, el juet no ha podido, contra la volun- 
tad del acreedor, disponer que se levante el embargo trába lo 
en din-ro, mientras la medida subsista. 

Por eato, se revoca el auto apelado de foja veintiocho vuelta, 
reiterado é foja cincuenta y nueve vnelr» 

Considerando en cnanto á los autos de foja doscientas ocho 
vuelta y doscientas d les : qne según se comprueba en incidente 
seguido entre las mismas partes de Quinazo, y Sosa, que se 
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tiene á la vista en cate acto, don José Francisco Mercado dejó 
de ser depositario, á coiiscoaencia de renuncia del cargo acep- 
tado. 

Que consta igualmente en dicho incidente qoe dejó de estar 
en depósito el inmueble materia del contrato entre Guiñara y 
Sosa, haciéndose asi innecesarias providencia* tendentes a au- 
tor ii.tr gastos para la adquisición futura de dicho inmueble. 

Por esto se deja sin erecto los citados autos de fojas doscien- 
tas ocho vuelta y doscientas dies, por haber deja io de existir la 
situación qwe los motivó, sin perjuicio del derecho de Mercado 
por mis' emolumentos y gastos durante el tiempo en que ejerció 
el depósito, qoe podra hacer valer en la furnia correspondiente. 
Notifiques* con el original y repuestos los sollos, devuélvanse. 

BBHiamn taz. — luis v. várela* 
— abbl iaiah. — octavio ■un- 
cí. — JQAH B. TOHRENT. 



CAUSA CLSIX 

* 

Don Mario A. lia ra Ido contra el Banco Hipotecario de la pro- 
vincia de Buenos Aires, sobre escrituración de una venta en 
remate. 

Sumario. — i" Si en el boleto de venta se ha consignado 
que la eficacia de remate, mandado por el Banco Hipotecario, 
queda subordinada á la aprobación del presidente de dicho 
Banco, basta ésta, y no es necesaria la aprobación del directo- 
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río, para dar por concluido el contrato, y ordenar la escritura- 
ción de la tenta. 

2* Hecha la postura de acuerdo con las bases de la licitación, 
y aprobado en su virtud el remato, el Banco no pueda impugnar 
la valides del contrato, alegando un error de hecho reía tifo á 
la liquidación del crédito adeudado. 



Caso. — Lo eiplica el 

Valí* del Jm> P«4ml 

La Piala, JíicíeiHbre 34 de lS9*i. 

Y vistos : Loa si-guidos por don Mario A. Baraldo, contra el 
Banco Hipotecario de la provincia de Buenos Aires, sobre escri- 
turación de nn contrato de compra-renta y demás en ellos de- 
ducidos, 

Y resultando: I o Que el actor formulando su demanda (ver 
foja 3), estableció los hechos en que la funda. 

2 o Que sega ii ellos el Banco Hipotecario había acordado en 
préstamo sobre un terreno de estancia ubicado en el partido 
G « iiera 1 Villegas, la suma de setecientos cincuenta y nueve mil 
setecientos pesos moneda uacíonal, en cédulas da la série Q. 

3° Que en el mencionado campo se habia decretado, préf ios 
los trámites del caso, la formación de un centro agrícola denom i- 
niidu Divisorio. 

4 ' Que la extensión del dicho centro es de quince mil nove- 
cientas veinte y ocho hectáreas, teniendo por linderos al norte 
la línea divisoria de la provincia de Santa Fe, al oeste don Luis 
£. Gandulfo, al sud don Antonio Vita y al este don Alberto 
OsUndorf. 
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5° Que oo m o los concesionarios 6 deudores del diebo prés- 
tamo retardaron el servicio á qu»> estaban obligados por el con- 
trato hipotecario, el Banco ordenó ta venta del ya sitado Cen- 
tro Agrie Añ, en remate publico, siendo id adquirente don Sal- 
vador Martínez. 

6 o Que i su fes Martines transfirió el boleto de compra ven- 
ta A don Máximo Ponce de León y éste al actor don Mario A. 
Baraldo, con aprobación escrita del Banco. 

7' Que el adquirente, después de aprobado el remate, depo- 
sitó el precio que le fué exigido y Solicitó y obtuvo del esta- 
blecimiento bancario laórden para ser puesto en posesión del 
inmueble comprado. 

8 o Queta orden de posesión dada por el Banco ¿ nombre pro- 
pio de Baraldo, fué dirigida al juex de pas de General Villegas, 
Arden que cumplida por las autoridades del partido dejó al ac- 
tor en posesión del fundo. 

9" Que producirlos estos netos, el actor requirió en diversas 
ocasiones la escrituración definitiva de la cosa comprada, pero, 
á pesar de sus interpelaciones al Banco, nada obtuvo. 

10* Que en esta actitud el Banco persistió por mucho tiempo 
no obstante de habérsele hecho conocer por el reclamante los 
perjuicio» que se le irrogaban como la obligación en que se en- 
contraba el establecimiento de cumplir lo pactado. 

11° Que con ocasión de los frecuentes cambios de Directorio 
¿que se ha estado sujeto el Banco Hipotecario de so referencia, 
la venta consumada y aprobada por el anterior Directorio fué 
anulada sin audiencia y sin consentimiento del comprador. 

12* Que en vista de tal proeeder entabló la reclamación del 
caso ante el nuevo Directorio, pero, en esta ves como antes, sus 
justas y correctas gestiones fueron desestimad as. 

13° Que teniendo en cuenta estos antececentes, dice el actor, 
deduce formal demanda contra el Banco Hipotecario de la pro- 
vincia de Buenos Aires, para que en an oportunidad se le obligue 
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á escriturar á su favor el terreno donde se encuentra el centro 
agrícola, denominado el * Divisorio », por haberlo adquirido en 
remate público y todo con especial condenación en costas, 

14" Que á mayor abundamiento de antecedentes y como par- 
te integrante de esta demanda» se refiere al contenido integro 
del expediente que existe en el Banco Hipotecario y cuya for- 
mación se debe á la operación qoe da origen á esta demanda. 

15 a Que nna vez acreditada debidamente la competencia del 
juzgado y conferido el traslado de la demanda, el Banco Hipote- 
cario se expidió (foja 63) pidiendo el rechazo de la acción instau- 
rada, laminen con eos tus y por lan razones que la funda, 

16* Que la propiedad cuya escrituración demanda el señor 
Baraldo fné vendida al señor Cabrera en Octubre 3 de 1892 por 
la suma de 759.700 pesos moneda nacional , en cédulas de la sé- 
rie O y 2500 pesos moneda nacional en efectiro, suyo remate se 
anunció cunta base de la misma cantidad de cédulas y 2000 
posos de gastos, 

17° Que como el señor Cabrera no cumpliera sus compromisos 
se vendió nuevamente en Diciembre 13 de 1892 á don Salvador 
Martínez y por transferencias sucesivas del boleto quedó como 
adquirente definitivo el actor señor Mario A. Baraldo. 

18° Que el remate se Hizo con una base menor de la legal, 
mies mandada vender la propiedad con la base del capital pres- 
tado (de 759.700) como en el remate anterior ¿Cabrera, se ven- 
dió por 721.776 con 536 milésimos y nn mil cien pesos moneda 
nacional en efectivo, no indicándose tampoco en los avisos que 
se trataba de un centro agrícola, cometiéndose otras irregula- 
ridades, como coasta en el expediente administrativo, que apun- 
ta *'l actor y adjunta el demandado. 

19° Que por estas ratones el Directorio anuló la venta, no 
obstante las solicitudes reiteradas del señor Baraldo, qne debia 
saber que no tenia ningún derecho para exigir la escrituración. 

20* Que el Banco puede aprobar ó no los remates, según viera 
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convenirle, así lo establece en todos les boletos de compra-vento 
y así está establecido en el firmado pur Martines, cedente del 
actor señor Baraldo, y amplía, sosteniendo que esta facultad es 
necesaria al establecimiento, pues ella sirve <>n el presente caso 
para evitar que se perjudique el Bu neo. 

21 a Queso dirá que el remate fué Eipmbado, esto no es oierto; 
las ventas con ta base del préstamo eo cédulas necesitan, de 
acuerdo con la ley que las establece (ver artículo 5". ley de 
18 de Abril de 1891), quesean ordenadas y aprobadas por el 
Directorio, y I» que se trata, fué considerada en una sesión 
que no tenía quorum, como lo Mío saber el actual Directorio al 
señor Bamldo. 

22 a Que la cuestión es bien clara : el remate necesita la 
aprobación del Directorio, quien, si no lo cree conveniente, pue- 
de rehusarla, sin responsabilidad alguna; si la recbata no hay 
venta y por lo mismo no puede haber escrito ración. 

23 a Que, agrega, hay un algo más todavía, el remate verifi- 
cado es insanablemente nulo, pues, no podía autorizarse la ven- 
ta con la base que te realixó y habría sido únicamente licito 
con la del capital, sin la deducción de una amortiiaoion ilusoria 
(ver artículo 5° citado). 

24° Que el Banco no ha hecho otra cosa que anticiparte á 
loque los tribunales resolvieran á petición del deudor, no con el 
deseo de perjudicar á Baraldo, Bino con el de ajustarse alas 
leyes. 

$5* Que desde luego, resolta de esto : Que la venta no pudo 
verificarse en Ja forma y con la bate que se rea Usó, y qne, no 
habiendo sido aprobado legalmente, lo que se demuestra con 
las actas del Directorio, éste puede muy bien negarle su apro- 
bación, como lo ha hecho, desde que es una facultad que se ha 
reservado en el boleto, lo que importa una obligación de loa 
contratoa (ver art . i 197 del Código Civil). 

38° Que corrido nuevo traslado, «m ocasión de loidoenmen- 
v. txtm gg 
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tos presentados, con la contestación • la demanda, el actor 
contestó qoe la renta «alisada por el Banco Hipotecario era 
un hecho concluido é irrevocable, 

2T> Que el inmueble de que ae trata, había sido pnesto en 
remate sucesiva y anteriormente 4 sn compra, con la base del 
capital, en cédulas, por el préstamo del Banco Hipotecario, j al 
erecto muestra, qoe si hubo error numérico en los avisos de re- 
mate y en la liquidación del crédito, ese error no lees imputa- 
ble, puesto que reeliió la compra en el concepto de la cantidad 
expresada en los avisos, j en ei acto de! remate, era la base 
por U coal se efectuaba lamenta. 

28* Qoe en los documentos presentados por el mismo Banco 
Hipotecario, quedaba establecido el hecho primordial de la 
operación, y, que lo constituía o na convención legal y perfec- 
ta, ¿ saber : la aprobación que el Presídante del Banco hiio del 
remate, en primer lugar, y después, la aprobación da mismo 
Directorio. 

29° Que respecto á la objeción qoe opone el Banco para in- 
validar el acto, de que en U sanción del Directorio aprobando 
el remate no había quorum legal, no encuentra ni en lacerta 
orgánica del establecimiento, ni en sus reglamentos, ninguna 
ley» «i antecedente que prescriba qoe el Directorio deba consti- 
tuirse con determinado numero de miembros, para que aua actos 
puedan ser tenidos por válidos y legitimo y que á su parte no 
le incumbe conocer ese detalle, que recien ahora quiere hacer- 
se valer. 

Y considerando ; i° Quédelos antecedentes expuestos y de- 
más constancias de autos, aparece aceptado por tas partee qoe: 
el terreno en litigio es de 16.928 hectáreas y se encuentra ubi- 
cado en el partido General Villegas, y que, afectado al Ban- 
co Hipotecario de le provincin de Buenos Aires, éste lo sacó á 
remate bajo la base de 759.700 pesos en oédulaa y 2S00 pesos 

en dim-ro. 
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2* Que primeramente lo adquirió don Ensebio Cabrera, pe- 
ro, como n« cumpliera sus compromisos, la venta se dejó tin 
efecto y se procedió á un nuevo remate, 

& Que en el neto del nuevo remate, esta tci lo adquirió don 
Salvador Martínez por la su mu de 721 ,776 pesos en céd otas y 
1 f 00 peso» en efectivo. 

4* Que haciendo uso Martínez de su legítimo derecho, cedió 
el boleto de compra-venta á Pone* de León y éste á su vei al 
actor Baraldo, quien consignó con efecto de pago 1000 pesos 
moneda nacional en la Tesorería del Banco, aceptando conti- 
nuar con la hipoteca. 

5* Que todos estos actos se ejercitaron con aprobación del 
Presidente del Banco, quien había mandado poner en posesión 
del campo comprado al ce dente del actor (ver documento oo~ 
rrienteá foja 140). 

& Que sentadas tales premisas, podemos adelantar que la 
cueatiou á resolveres la siguiente: si eiiste en el caso suó-/«- 
íitce un contrato de venta perfecto ó imperfecto. 

7* Que desde luego, el Banco Hipotecario de la provincia de 
Buenos Aire», como persona jurídica y en sus relaciones de de- 
recho está i lo dispuesto por el articulo 30 y m concordante 
HOi del Código Civil, según los cuales Be reposan actos de las 
personas jurídicas, loa de sos representantes legales que no 
eicedan los límites de so mandato y en loa que eicedieren só- 
lo producirán efecto respecto de los mandatarios. 

Que desde luego Jo» mandatarios del Banco Hipotecario, 
deben proceder dentro de laa prescripciones de la carta orgáni- 
ca y reglamento de la institución, para que sus actos jurídica 
puedan constituir obligaciones que vinculen á la inetitncion. 

9 a Qne pensarlo de otra manera, y practicarlo en sentido 
opuesto á la ley, dicho queda por ello, qne esos actos sólo pro- 
ducen efecto, respecto de los mandatarios. 

10» Que en el cato sub-judiee se ha discutido por loa repfe- 
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untantes del Banco Hipotecario que la compraventa de que 
se trata adolece de errores do esencia y de vicios de procedi- 
miento que la hacen ineficai, y que paresias razoneB ha sido anu- 
lada por el Directorio la mencionada tenia; 

II» Que el Presidente del Banco Hipotecario puede 6 no 
probar los remates, según viere convenirle, y así st na esta- 
blecido en el boleto de esta renta, pero de esto, no se sigue in- 
dudablemente, que después de haber sido aprobado, pus da des- 
Hprobarse, porque esto ya importarla un pacto nulo, desde que 
hace depender de uno solo de los contratantes el cumplimiento 
de la obligación (ver articulo 542 del Código Ciftl), 6 como lo 
dice el textoAqoe ae refiere la nota correspondiente i esta dis- 
posición que el obligado sólo to sea ooando él quiera. 

I* Que aun en este supuesto de que el caso «cúrrente esto - 
Tiese sujeto a los procedimientos ordinarios del banco, respecto 
á las formas internas de él, en virtud de Us que U venta resultó 
aprobada, la ley orgánica y los reglamentos vigentes, no esta- 
blecen que el Directorio deba dictar sus acuerdos con la asis- 
tencia total de sui miembros Ó con mayorik absoluta, y no exis- 
tiendo usta disposición en la ley, se debe catar á las prácticas 
administrativas de aquel establecimiento. 

13* Que aun puede sostenerse que los acuerdos se han dicta- 
da siempre con la simple mayoría de los miembros que asisten 
á la sesión, comoen el caso del artículo 14 del propio reglamen- 
to del banco, que dispone que sobre pedido de préstamos, re- 
solverán el presidente y los directores presentes, cualquiera 
que sea su número, agregando : que sólo á las juntan extraordi- 
narias deberán concurrirseis directores á lo menos, para que 

haya resolución. 

14* Que prosiguiendo la doctrina entrañada por la disposi- 
ción anterior, tendremos i que en las sesiones ordinarias no es 
necesario el número de mayoría abtoluta, ó de quorum legal 
que se discute, para que haya resolución. 
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15° Que ai .i sí no fuese, si la mayoría absoluta que se sostie- 
ne por los representantes del banco, que es necesario j ha de- 
bido existir en el caso, la sesión en que fué aprobado este re- 
muta no hubiera podido tener lugar y, por consiguiente, no 
aparecería en el acta respectiva en el libro de sesiones 6 acuer- 
dos del Directorio, su resolución. 

16° Que, por otra parte, si la sesión que nos ocupa hubiera 
sido singularmente apartada de las reglas de procedimiento 
establecidas en el banco, lo que ya se ve que no es asi por la 
disposicioa eitada del reglamento, e< evidente que la defensa, 
en U estación oportuna, hubiera presentado las pruebas de un 
antecedente tan importante a la solución de este asunto. 

17° Que respecto al error de calculo que se opone per el Ban- 
co Hipotecario sobre el precia» de la compra-renta, tampoco re- 
viste la consistencia legal que se le atribuye por su actual di- 
rección. 

18° Que consta de lo* documentos presentados, y por el 
acuerdode las partes , que préviis las liquidaciones internas 
del caso, la propiedad se suc » ú rem ite bajóla base de las cédu- 
las (Noviembre 30 de 1802) habiéndose efectuado la venta, de 
acnerdo con los anuncios de remate, por la suma de 721 .776 pe- 
sos moneda nacional en dinero efectivo, aprobándose el dicho 
remate en Uñero de mil ochocientos noventa y tres (de foja 110 
y foja 111). 

i 9* Que el comprador que no ha podido estar al cabo de los 
antecedentes que traía en pos de s( la aprobación* no puede ser 
responsable, porque no le afectan los errores que ae hubieran 
producido en las liquidaciones de la deuda hipotecaria, en los 
avisos de remate y en el acto mismo de la vento, desde que no 
ha podido tener en ello ninguna participación* 

20* Que desde luego, ae realizo el remate por un precio derer- 
minado, de nn modo inequívoco y ese eont ato sujeto i una 
cuestión resolutoria que se convino, ana vea cumplida lacón* 
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dicion, es indudable que el vínculo jurídico quedó establecido, 
desde que el error que se alega por el Buco Hipotecario no es 
de aquellos que desnaturarían la obligación ó vicia» el consen- 
timiento. 

41° Que si en la ejecución de este contratóse deriva algún 
perjuicio para el demandado, este perjuicio podría ser imputa- 
ble sise quiere, á loa mandatarios, que lo cometieron, pero no 
ai actor, que uo parece haber tenido directa ó indirectamente 
intervención en aquel error» siendo plausible sobre este punto 
Ihs doctrinas apuntadas por el denunciante. 

22° Que desde luego, debemos concluir sosteniendo que la 
rt nta de que se trata ha sido aprobada de acuerdo con las le- 
yes, reglamentos y procedimientos internos del Banco Hipote- 
cario y arisos de la tasación del inmueble y que sí eiiite un 
error por parte de la dirección administrativa en la fijación del 
precio de 'a venta, e*te error es anterior al acto mismo y no es- 
tando dentro de los términos del contrato, no puede afectar el 
consentimiento de los contrayentes, es decir, que tal error no es 
d» esencia en el caso sub-judice. 

2$> Que además, la ocupación del campo, los actos poseso- 
rias trasmitidos por el Banco Hipotecario y ejecutados per el 
actor 6 su cedente, con la autorización expresa del vendedor, 
la publicidad de la venta demostrada por los documentos que 
se han presentado, determinan de nn modo ineludible, que el 
contrato quedó perfeccionado, 6 mejor, irrevocablemente con- 
cluido. 

£4° Que si después de esto queremos aplicar las disposi- 
ciones generales del derecho, respecto a los boletos de venta, es 
Maro que tales documentos no constituyen nn contrato perfec- 
to, pero resulta aprobada plenamente la obligación de hacer 
ese contrato, y que la acción para que se otorgara la escritura 
pública ha sido bien deducida, de acuerdo con los articules 
H8Sy i Hí7 del Código Civil. 



lie JUSTICIA NACIONAL 



35° Que la peón establecida por la última de citas disposi- 
cionei es ta da que la obligación debe resolverse en defecto de 
escrituración, en pago de las pérdidas á internes, pero, enten- 
dí. io que siempre qae resalten los hechos sobré los cuales rige el 
articulo 019 del Código Civil, puesto que el pacto reseisorio, ai 
no ea expreso, no se presóme, He¿un los términos del articu- 
lo 1904 que encarna la doctrina del Derecho Romano, seguid» 
en este punto por nuestro Código Civil. 

Por estas consideraciones y las concordantes del escrito del 
ai tor (ver foja 51), fallo: haciendo lng¡iri la demanda y man- 
dando que el Banco Hipotecario de la provincia de Buenos Ai- 
res, otorgue la escritora del campo vendido i don Mario A. Ba- 
ruldo, dentro del término de diet días, sin perjuicio de las accio- 
nes que el demandado pueda ejercitar contra qoían viere con - 
-mirle. Notiffauese con el original, regístrese en el libro de 
sentencias, y todo, con especial condenación en costas por en- 
contrar causa el juzgado para imponerlas, y si no fuere apelada 
eat.i mi aenteueia, dentro del término de ley, archívese. Re- 
pónganse los sellos. 

Mariano S. de Aurrtcoechea. 

rilo oto la> •«» wmmm Vmwf 

Buenos Aires, Julio 5 do 1888. 

Vistos y considerando : Que según consta de untos, verifica* 
do el remate da conformidad al respectivo avilo de licitación, 
se aceptó por el rematador la postura hecha por la parta de- 
mandante, conviniéndose en qne la eficacia del remate queda- 
ría subordinada á la aprobación que de él hiciere el presidenta 
del directorio, según se ve en las boletas de fojas treinta y ocho 
y treinta y nueve. 



440 FALLOS DI LA SUPREMA CORTE 

Que la «probación del presidente, se efectuó (foja ciento 
treinU y dos ruelta), quedando así realiiado et concurso de vo- 
luntades necesario para la existencia de un contrato debida- 
mente concluido. 

Que surgiendo de ta convención la restricción sobre el efec- 
to inmediato del reíante, que lo dejaba sometido á una mani- 
festación de rol untad ulterior, esa restricción no puede enten- 
derse fuera de los términos de lo estipulado, no pndiendo, por 
t«nto r pretenderse en el caso, que habiéndose contenido en 
reservar al presidente del directorio la aprobación ó deaaproba- 
cic n del remate, no geu bastante la aprobación dad* por dicho 
presidente. 

Que, por consiguiente, el hecho alegado por el demandado, 
como fundamento de su defensa, de que el Directorio del Banco 
no esturo en quorum cuando el presidente dió cuenta de ha- 
berse realizado el remate, no tiene importancia alguna para la 
resolución de la onuga, ya sea que la sesión de referencia se ha- 
ya celebrado ó no, en número de presentes necesario para deli- 
berar, y puesto que el Banco no ha contestado formalmente 
que el Directorio hubiera dispuesto que se saque á remate el. 
bien á que ésta cauta se refiere» ni menos producido, ni aún 
ofrecido prueba tendente i desautorizar las constancias del 
expediente administrativo seguido al efecto, desde que la ofre- 
cida y á que se refiere el informe de foja ciento cuarenta y 
tres, alude solamente á la aprobación del remate ya verificado. 

Que además de haberse hecho Ja postura en forma legal, de 
haberse ella aceptado por el rematador y aprobad o se por el 
presidente del directorio, reinita que el postor cumplió con la 
obligación de pagar las sumas á que se obligó. 

Que habiéndose hecho la postura de acuerdo con laa bases de 
la licitación y aprobádose en so virtud el remate, el Banco no 
puede impugnar la validol del contrato, alegando un error de 
hecho, relativo á la liquidación del crédito adeudado, porque á 
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existir ese error, le es impotable y no le es permitido hacerlo 
valer, par» aniquilar la convención, ríe acuerdo con o) artículo 
novecientos veintinueve del Código Civil. 

Por esto, y fundamento! concordantes de la sentencia apela- 
da de foja ciento setenta y cinco, ae confirma ésta, con costas. 
Notiffqaese con el original y repuestos los ¡sellos, devuélvanse. 

BtlUMIin PAZ. — ABEL BABA*. 
f — OCTAVIO BUNGB. — IUAW 
B. TOBBBHT. 



CAUSA tlXX 

Crimina i contra Vicente Taboquini y Joné Zavaquini, por 
■ sustracción de teña en una ista; sobre sobreseimiento 

Sumario. — El sobreseimiento provisional presupone Ib 
exi»teneia en el proceso, de medios probatorios, aunque insufi- 
ciente! par* demostrar la perpetración del delito. Cuando estos 
no existen, procede el sobreseimiento definitivo. 

VISTA DtX UOCtTBADOB FISCAL 

La Plata. Marzo 11 de 1B98. 

Señor Juez Federal t 

El fiscal en I» causa seguida á Vicente Taboquini y José Za 
■ vaquini por hurto á V. 8. dio* : 
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Que el 12 de Noviembre del año prolimo penado, el señor 
Warren Loore denunció en le Bubprefectura del Tigre, como 
cutiste i foja I , le sustracción de leñe y metro» de eiueede ane 
tile de su propiedad situada en el rio * Chsni», por le tripule- 
cien de lee balandrán « Nemo » y « Bell» Nspolí *. 

El conocimiento del hecho llegó el denuncíente por interme- 
dio de un peón llamad» Pedro Ferrari, que i en f es le enpo de 
Pedro Gomes, quien, como Juan Bonini, preeeneiuonla ex trac- 
ilion j carga de la leña en una oanoa. 

El denunciante ni las personas me Botonadas, pueden precisar 
le cantidad de astillas ni de metros, calculando que serían 
dos carradas, deodv que habían dejado siete j sólo encontraron 
aproximadamente cinco, neto i ojo, porque no estaban conta- 
das ni separadae las carradas que habían reunido. 

En cuanto al precio 6 importe de la leña desaparecida tam- 
poco lo establecen. 
Esa denuncia, ratificada 4 foja 6 vuelta y foja 42, no ha sido 
por el actor ni constan en eutos elementos suficien- 
tes de juicio pare la comprobación legal. 

Desean» i sobre lo que comunica el señor Lowe, eljteoa Pedro 
Ferrari j Lo que éste supo de Pedro Gomes y Juan Bonini, pero 
ninguno expresa la cantidad de piesae sustraídas ni su talor apro- 
ximado para establecer la responsabilidad, en caso de resultar 
culpables los tripulantes de la « Nemo » y la c Bella Na poli ». 

Los patrones de estas embarcaciones, Vicente Taboqoini^á foja 
30, y José Zaraquini á foja 94, declinen la imputación, soste- 
niendo que les 1 13 carradas de astillas j los 1480 metros que 
trufa la « Nemo » fueron compradas i Pascual Bocea y Pedro Cha- 
parro, y las 168 de la « Bella Napoli », en el rio Paraná Hini. 

Los comprobantes que presenten en apoyo de sus aseveracio- 
nes, aun coando no están legalitados» merecen entera fe mien- 
tras el denunciante no loe arguya de falsee 6 pruebe que la lefia 
que cargaban las balandras era la que á él le faltaba. 
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L i denuncia subsiste, pero, eu Tiste de la diligencia de la 
información, le prueba o (tenor queda librada al denunciante. 

Para el suscrito, el sumario no ofrece en et estado actual, base 
para acusar y solicita en consecuencia el sobreseimiento provi- 
sional,de acuerdo con el artículo 485, inciso!*, del Código de Pro- 
cedimientos en lo criminal, levantamiento del embargo de las 

balandras « N r emo » y i Bella Xapoli », etc. , etc. 

* 

fi. G. Vieyra. 

rato *** jnm r«*mi 

La Piala, Abril ti de 1886. 

Autos y vistos : De conformidad con lo dictaminado por el 
Procurador fiscal á foja 43 y por loque resulta de Inconstancia 
de autos, y murta del actuario de foja 50 vuelta, se sobresee 
provisionalmente en esta causa, reservándose el eipediente en 
secretaría á los efectos del articulo del Código de Procedimien- 
tos, y líbrese oficio al Prefecto general de Puertos para qoe las 
balandras c Bella Napoli • y s Nenio» sean entregadas á sus 
respectivos dueños bajo la debida constancia. Notifiquen origi- 
ginal, y regístrese. 

Mañano S, de áurrecoechea, 
fim acLstfoa moemuoom guulal 

Bueno» Alies, Mayo S7 de 1686. 

Suprema Corte : 
Kl sobreseimiento provisional dictado a foja &l t es el que 
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corresponde con arreglo á las prescripciones del Código de Pro- 
cedimieutosde lo Criminal. 

No puede aíirmam que el delito no se ha perpetrado, tampoco 
qne los procesados resolten indudablemente exentos de responsa- 
bilidad criminal- 

Si loa madioa de justificación acumulados no ton bastantes 
á demostrar la perpetración del delito ni tas indicaciones 
del sumario á estsbleeer las responsabilidades de los de- 
nunciados, el sobreseimiento provisional ea lo qne correspon- 
de al mérito de lo actuado, con sujeción á lo dispuesto en el ar- 
tículo 435 del Código de Procedimientos * o lo Criminal. Pido 
por ellu á V. £. la confirmación por sus fundamentos del auto 
recurrido de foja 51. 

Sabiniano Ifíer. 




Bueno* Aires, Jallo 4 de l&B. 

* , '"'4 : '" ' ' '*^¿ ■ t " ■■ . - -* f . ' 1 ' ■, * 

Vistos y considerando : Que do las constancias de autos no re- 
aulta mérito ni siquiera para hacer presumir que se ha cometi- 
do el delito que, por denuncia privada, ha motilado esta causa, 
faltando asi en absoluto la base que pueda dar lugar al proce- 
di miento penal. 

Que, en consecuencia, y coa arreglo i lo dispuesto en el ar- 
tículo cuatrocientos treinta j cuatro del Código da Procedi- 
mientos en lo Criminal, procede el sobreseimiento definitivo, 
pues que el sobreseimiento provisional presupone medios de 
justificación existentes en el proceso, aunque insuficientes 
para demostrar la perpetración del delito* 
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■ *. * TVsíaSf 

Por estos fundamentos, y oído «1 «efior Procurador general, 
confirma el auto apelado de foja cincuenta y u do, declarándo- 
se que el sobreseimiento en él decretado es definitivo. Notifique- 
se con el original y disuélvanse. 

BENJAVIlt FAS. — LUIS V. VA&EiA. 
— AUL.BAlAn. — JÜAH E. 70- 
RREPiT. 



